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Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

septiembre de 2025 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia  

Procurador General del Estado 
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Señor
José David Jiménez Vásquez
MINISTRO
MINISTERIO DEL DEPORTE
Presente. -

De mi consideración:

Mediante memora¡do No. MD-DM-2025-0207-M, de 8 dejulio de 2025, ingresado en el
cor¡eo institucional de Ia Procuraduría Gene¡al del Estado el día siguiente, se formuló la
siguiente consulta:

'En rcÍerctcia a cont¡enios sascfilos en re enlidades del sector público con
organQaciones cuya ,roturalezo jurídica es privado ¿se debe aplicat la ,ro¡ma
general, esto es los arículos 2111 ! 2115 del Código Cieil, siendo el plazo de l0
años pqru las obligaciones oñinarias en ¡elación a la presc¡ü,ciór extintivo
desde lafecho del vencimiento del plazo eslipulado en los rcfe¡idos insburrrentos
legales suscritos?".

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

l Atrtecedentes. -

Del oficio remitido y documenlos adjuntos se desprende que:

El informe jurídico No. MD-CGAJ-INFJ-2025-001, de 16 de mayo de 2025, susc to por
la Coordinadom General de Aseso¡ia Jurídica del Ministerio del Depone (en adelante.
"¡lD ), citó los artículos 82, 226.233.297 y 382 de la Conslitución de la República del
Ecuadorr (en adelante, "CRE");6,14, l5 y 134 de la Ley det Deporte. Educación Física
y Recreacién I (en adelante, "LDEFR"):2 y 7 del Reglamento General a la Ley de
Depone, Educación Ffsica y Recreaciónr (en adelante, "ROIDEFR'); I 53, 306 y 107 del
Código Orgánico Gene¡al de Procesos{ (en adelanre. COG¿p ): 217 del Código
Orgánico de la Función Judicial\ (en adelante, "COFJ"); 1486,2414 24t5 del Código
Civilol la semencia No. 946-19-EP/21 de Ia Corte Constitucional?. Sobre dicha base
manifestó y concluyó lo siguiente:

. R.L Lúbhcdda ¿n rl Regsro Ofital t¿o d¿ lo ¿¿ tuho & :(ú8
' l DLFR. pubhdd¿.a ¡l Supleñ¿atL ¿¿t R¿qsooOtrat.\a 255.b I tr. oso'ade:ntn.
' RAÍDtl R p"bhtu¿o ?n 

"l 
ksun¿o 5upbtun¡a lel n.E6t'aOh,al \a.2ó8¡lp l' da oCoro d. :020/cOArP publLtnó ?n.¡ *Euulosrpl!@ od.lR z\to Ofi¿at.t" Soo¿"¡¿¿¿^la,ntS't'OlJ pubúcúo ¿i ¿l Suplctunto d?l R¿,.6Ea Oh ,ot \a. trt d¿ o d? @Eo de .tOO9

' a,'- p,hhcado pa J supkento &l 4?gtttu Ofu a, \a. ¿od¡ :! Jetuno d? 2005
l úte. oru¡tuctMl k,t¿"cu \a 916-lg FP )t
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"1.- ANTECEDENTES:

I.l. Coh memorundo Nto. MD-DSPPP-2023-1295-MEM de 18 de diciembre de

2023, la Direcfora de Seguimienlo de Plones, Programas y Proyectos, puso en

conocimiento del Subsecrctario de Depo e y Actir¡dad Física, lo s¡guienle: '(...)
II, SITUACION INSTRUMENTOS CONVENCIONALES, ACUERDOS
MINISTERIALES, PROYECTOS Y OTROS Conforne la información rcgistrada
eh el S¡stema de Convenios y Ptoyeclos - SICOP, se ídent¡|¡ca que, al 15 de

dicíenbrc de 2023, exisle un unitetso de 1.801 instrumentos legqles de

frnanciamiento susct¡Íos por el Ministerio del Deporte con disti los .tctores,

desde el año 2005 hasta el año 2023. De este uníve^o, se identifican 665

i sl/umenlos hasta el aiio 2022, que se encuentran en estqdo pendienle de

liquidación y cierre, conforme se evklencia en el siguiente resumen, ¡deñtífcqdo
por tlnidad Atlminislradora: // Es importanle señalar que, los dislintos
¡nstruñentos son gestionados por las unitlades qdmihistodoras de eslu Cqrteta
de Estado, mediante el análisis por parte de ca.lq qdminisllador rcsponsable o

lin de rcaliur la respectiva liquidación y proceso de cierre; asl también, la
gesfiói del ¡ecurso en coso de que se identif,quen volorcs a rcstilui, en las

liqai.laciones'. (énfqsis añadido)

(...)

I I I.- ANÁLIS I S JU RíDICO:

El Ministerio rlel Deporte por mamlato legol, enlrega recursos públicos a
orEdnízaciones cüya nql roleza juridica es privada, a tr@és de instrumentos

¡urídicos de cooryración de tanslerencía de recursos públicos (convenios).

La institución cuekta con un número corlsiderable de procesos en liquidación y
que datah de un período que superan los d¡ez años, pe§e q las insislencias por
parte de los .rdm¡nistradores de eslos procesos, las otganizaciohes deporti'as no

han dado cunplimiento a los requerim¡eitos fo/rn l1dos, por lo que han

incumplído las obligaciones contenidas en los 'COWENIOS DE
(OOPEMCION INTERINSTITUCIONAL', en primeru íhstancia' baio este

confexto es necesario aializar lofrgura legal de la prcscripcíót , y tesaltar cuáles

son las norños que peftfiitilan esclarecer l4 naturalezq itídica de la
prescripc¡ón extínti',;a y de la acción.

(... )

En tal e¡ttud el tílulo XL del Código Cir¡l Ecuatoriaho nos habla de la
prescripción y esta se enc entra diri¡lida en cuatro parágtafos:
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MINTSTEA¡O DEL DEMRTE*,áf:

a) De la prescripción en general;
b) De la prescripc¡ón por que se odquieren las cosss:
c) De la prescripción como ,nedio de eÍfinguir las acciones judiciales y
d) De ciertas acciones que prescriben en corto liettpo.
En el análisis que nos ocupa nos refer¡remos a la 'prcscripción como medio de
exlingai¡ lss acciones judiciales'.

(... )

El lapso generul de extinción de bs acciones y derechos ajenos, es el que esta
consignado en el ArL 2115 del Código Civil que nos dice: 'Este tiempo es en
seneral. de cinco años oa¡a las acciones eiecutivas v de diez oa¡a las ordina¡ios.
(énfasis qñadido).

Bajo la premisa señalada, debe anscwrir el liempo establecido por la ley para
que pueda solicitatse la prescripción. EsÍo implica que quien desee benef;ciarse
de la prescripción debe alegarla atte un juez compelente de manera expresa,
manifestdndo su inlención de acogerse a ella.

(...)

En Ecuador la jurisprudenc¡a también ha entendido que la prescripción qtaca a
la acción. Con respecto a esle punto, la Corle Conslitucional, el 21 de natzo de
2021, en la Sentencia 91ó-19-EP/21 detenninó que: existen cierlos lít ites
establecidos por el ordenamiento jutídico parq el ejercicio del derccho de acción.
El primer y mds conocído es la prescripción de lqs qcciones procesales. Sin
embargo, la prescripción del ejercicio de las qcciones procesales no debe ser
confundida con la presoipción o caducidad de los derechos sustan¡ivos.

(...)

La prescripcíén extintivd de las acciones solo es procedente cuando se la propone
como excepción previa al contestqr la demanda; no cabe aplícar la norms del
artículo 2414 del Código Ci,,)il sobrc una oblígqción respecto de la cuql existe
s¿ntencia ejeo)totiada y está para ejecuciótt.

Eh esta línea de razonamien¡o, tales obligaciones son meramente naturales,
qcorde con lo señalado en el a ículo 1486 del Código Ciril (.-.)

II' CONCLUSIÓN:

Se concluye que la prescrípción extiht¡ra ño es un modo de extinguir las
obligoc¡ones, sino un modo de efi¡ngit las acciones. En rcsumen, cuando el 

^¡
articulo 2114 det Código Civil determina que la pre$cripción extingue derechos ,.\l'

\,/
/t
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y uccioñes', hoce referencia dl derecho de acción es decir de ejercer dcciones de

indole judiciql. Esto se conftma cuqndo el qrtículo sigu¡ente nenciona que el
tier po de prescripción es de cinco años para las acciones ejecutivas y diez para
las or¡linarias, por lo que una vez.fenecído el liempo extingue el derecho para
exigít su cump|ifiiento" -

Con el obieto de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficio No. 12315,
de 15 de julio de 2025. la Procuraduría General del Estado solicitó a la Conralo¡ía
General del Estado su criterio i¡stitucional sobre la mate¡ia objeto de consulta.

En atenclón a dicho requerimiento, mediante oficio No. 393-DNJ-2025, de 2l de julio de
2025. el Director Nacional Ju¡ídico de la Contraloría General del Estado se abstuvo de
emitir un c¡iterio j u¡ídico institucional.

Del análisis del informeju¡idico del Ministerio del Deporte se advierte que dicha Cartera
de Estado ha suscrito convenios con personasjuridicas de derecho privado para la entsga
de recursos públicos. Vaños de estos convenios se encuentran pendientes de liquidación
y cierre debido a la falta de cumplimierito de los requerimientos formulados por los
administradores. Sobre esa base. el Mi¡isterio concluye que Ia prescripción extintiva,
según lo prescrito en el a¡ticulo 2414 del Código Civil, se refie¡e al derecho de ejercer
acciones judiciales y no a la extinción automálica de la obligación.

2. Análisis.-

Para facilitar el estudio de la coDsr¡lta el análisis desarollani los siguientes puntos: ,
Recursos públicos y controles aplicables i, Rcndición de cuentas y conrol de recursos
públicos desti¡ados al fomenro del deporte; y, iii) Prescripció! de las acciones.

2.1. Recursos públicos y controles aplic¡bles. -

De acue¡do con los anículos 280 y 293 de la CRE, la programación y ejecución del
Presupuesto General del Estado, así como la inversión y asignación de los recursos
públicos, deben sujetarse al Plan Nacional de Desa¡¡ollo.

En este marco, el articulo 211 de la CRE establece que la Contraloría Ceneral del Estado
es el organismo técnico enca¡gado del conirol del uso de los recüsos estatales. tanto en
el ámbito de las institucio¡es públicas, como en el de las personas juridicas de derecho
privado que dispongan de recursos públicos. La disposición señala:

"A - 211.- La Controloría General del Eslddo es un otganismo téc'hico
e catgado rlel cohtrol de ld utilización de los recursos estatales, y la consecu¿ión
de los objeti,ros de las ¡hstitüciones del Estado y de las personas jurídicas de
derccho ptir'ado que dispongan de recursos públicos."

I
I
-
,
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E¡ concordancia con dicha norma constitucional, el artículo 2 de la Ley Orgánica de la
Contraloría General del Estado8 (en adelante, " LOCGE") teiterc, que las disposiciones de
esa ley rigen no solo para las instituciones del sector público, sino también para "/as
petsokas jurídrca, de derecho pritado previstas en el artícalo 21 I de la Constitución".

A su vez, el artlculo 3 de la LOCGE define de manera amplia el concepto de rccuso§
públicos:

"Ar¡. 3 Recursos Públicos.- Para electo de esta Ley se entendetán por recursos
públicos, todos los bienes, fondos. titulos, acciones, parricipaciones, octiyos,
renlls, itilidades, etcedentes, s bvenciones y todos los derechos que pertenecen
al Estado y a sus institucíones, sea cual fuere la fuente de la que procedon,
inclusive los provehientes de présla os, donacíones y entregas que, a cualquier
otro tít lo reqlice a faeú del Estado o de sus instit ciones, personas nalurales
ojutíd¡cas u oryanismos nqcionqles o ¡ntemaciondles.

Los recursos públicos no pierden su calidad de tales al ser adminístrados por
corporaciones, fundaciones, sociedades civiles, compoñías mercantiles y ottds
entidúdes de derccho prittado, cualquiera hubiere sido o füerc su origen, .-reacióh
o coñstitución hasfa tonto los tilülos, ucciones, participacíones o derechos que
represenlen ese pat¡rfiohio seah truhsfefidos a pefsonas haturales o petsonos
jurídícas de derecho pr¡vado, de conformidqd con la ley."

En similar sentido, el articulo 76 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas
Públicase (en adelñte, "COPLAFIP") remite a la definición de recusos públicos
conteíido en el articulo 3 de la LOCGE. Así, el articüo 104 del mencionado código
prohíbe a las entidades y organismos del sector público "realizar donqciones o
asignaciones no reembolsables, por cualquier concepto, ct personds not rales,
organisrios o personqs juridícas de derecho privado", con las excepciones previstas po¡
su reglamento.

Por su parte,los numemles I y 34 del aflculo 31 de IaLOCGE confiercn a la Contraloria
General del Estado la atribución para practicar auditoria extema a las "corporaciones,

.funtlaciones, sociedctdes ci,riles, compañíqs mercanliles, cuyo capital social, palrimonio,

fondo o participación tributqriq esté ¡ntegrado. con recursos priblico§ ", y establece¡ las
responsabilidades conespondientes. En paficular, el numeral 34 dispone:

'31. Establecer responsabilidades individuales adrninistrat¡vas, por
quebrqntañiento de las disposiciones legales, reglamentarias y de las normas de
que trata esta Le)): rcsponsabilidades civiles culposas, por el periuicio económico
sufrido por lo entidad u organismo respectivo, a cqusa .le ls acción omisió de

I LOCAE. plbl¡.oda ¿n el Stpl¿Nnto del R4itu Olc¡al No. 595 d. I 2 d. j¿ñ¡o .k 2402.

" COPUFIP, pubhcado ¿n el 9sundo Suple@to del Res8no O¡ctal ló. 3tM ¿e 22 de @ttbe de 2A 10.

-I

-till
pncaa¡a;¡¡ ii*ru oe s¡¡oo
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s s seflidorcs, e indicios de responsabilidad WnaL medíante la determinación de
hechos incriminodos por la ley";

Adicionalmente, el artículo 2 de las No¡mas dc Co rol Intemo para las Entidades,
Organismos del Sector Público y de las Pe¡sonas Juídicas de Derecho Privado que
dispongan de recu$os públicosro (en adelante, 'NCl"), reafirma su aplicación a las
personas jurídicas de derecho privado señaladas en el articulo 211 de la CRE y en ta
LOCGE.

Particula¡ relevancia reviste la NCI No. 401-05, que regula la documentación de respaldo
y su archivo, y dispone lo siguiente:

"(...) Todo operación inttituc¡onal deberd eslar con e|ide cia
documental contenida en fotmatos digilales, registros electtónicos, bases de

dqtos o plqlqfbrmas ¡htercperubles, que Wnnitqñ su se&imiento, vetificación,
comprobacíón y anólisis cotespondiente.

La docurfientqción generada electrónicamente y los.tchivos digítales lerún
válidos püq efectos del control, siempre que cumplan las condiciones previstds
por la Ley".

De lo expuesto se ap¡ecia que: y' la definición legal de recursos públicos incluye aquellos
que. aun curmdo sean adminishados po¡ entidades privadas, provienen o pertenecen al
Estado o a sus i¡stituciones; ir) las personas jurídicas de derecho privado que dispongan
de recu¡sos públicos están sujetas al ¿imbito de control de la Co¡traloría Ge¡eral del
Estado y a las No¡mas de Control Intemoi ii,) los organismos privados que perciban o
administren r€cu$os públicos estiin sujetos al control de uso de dicho reculso. asi como
pueden ser objeto de auditoría y de determinación de responsabilidades administrativas.
civiles o penales, en el marco de las competencias de la Contraloria Ge¡eral del E$ado.

2.2. Retrdiciótr de cuetrt¡s y control de recursos públicos destin¡dos ¡l fomento del
deporte. -

El articulo 381 de la CRE co¡fiere al Estado el deber de promover el deporte, ga¡antizar
el acceso a su práctica, auspiciar la preparación de los deportistas y asegurar los recursos
y la infraeslructura necesaria. El texto constitucional establece:

"El Estqdo protegerd, promoyerd ! coordinani la culnra ftsíca que comprende
el deporle, la educaciónfísica y la recreac¡óh, cotfio acliyidades que contribuyen
a la salud, .formación y desarrollo intepyal de lds persokas: ¡tnpulsafli el acceso
masivo al deporte y a las aclividqdes deport¡yas e niyel fotmativo, barrial ),
parroquial: auspiciará la preparación y pdrticipación de los deportistas en

'jr N< ¡- er¡xdidat por )aodo .\¡o 1 de ¡a Contulorío OeNrul d¿l l:stado, ¡tublica.lo en ¿1 Suplemnto ¿.1 R.grtu O¡túl No 2 57
de 27 drJ.brero de 2/,?3
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cotnpetencias aacionales e int¿m{tcionales, que ¡ncluyen los Juegos Olimpicos y
Paraolímpicos: yfomentará la participación de las personas con discapacídad.

El Estado gardntizar.l los recursos y lq infraesffuctura necesaria para estas
dct¡vidaderi. Los recursos se sujetanin al control estatal, rendición de cuentas y
deberáñ disttibuise de forña eq ¡tativl. "

En concordancia. el anículo 2 de la LDEFR determina que sus disposiciones son de o¡den
público e inteÉs social. Su objeto es regular actividades de "deporte, educación f;sica y
recreación" y establecet "las normas a las que deben sujetarse estas aclividades para
mejorar la condiciófifísica de lodq ls población, conlribuyendo así, a la consecución del
Buen Vivir".

Respecto de las ñ¡entes de ñnanciamiento, la letra a) del articüo 133 de la LDEFR
contempla como rentas para el deporte las asignaciones que conster en el Presupuesto
General del Estado a favor del ministeúo sectodal, las cuales son destinadas a "/¿
promoción del deporte, educqción Ísica y recreación, así como pala la conslruccíón !
mantenimiento de la infraestuclura y las necesidades complerfieñtarias pota su

adecuado desqrrollo".

En lo ¡elativo a las orgadzaciones deportivas privadas, el prim$ inciso del anículo 15 y
el a¡tículo 35 de la LDEFR las reconocen como entidades de derecho privado sin fines de
lucro que pueden recibir ¡ecusos económicos del Estado. Así, las disposiciones antes

mencionadas establecen:

"Art. 15.- De las oryanizqc¡oñes deporlivas.- Los organizctciones que contemple
esto Ley soq entidades de derecho pritado sin .fines de lucro con finalidad social
y pública, tienen como propjsito, la plena utntecución de los objelitos que ésta
contemplo en los ámbitos de la planificación. regulacién, ejecución y conlrol de
las actividades coÍespond¡entes, de acuerdo con las políticas, planes y
diectúces qüe establezca el Minislerio Secto ol."

"Art. 35.- Las Federaciones Deportivan Provinciales son organizuciones
deporlivas sín rtnes de lucro que se rígen por un rég¡men especial denominado
Régimen de Democralización y Participación para cumplir co el fin sociol que

les compete asi como pata rccibir reatsos económicos del Estqdo. "

Asimismo, el alículo 6 de la LDEFR recoroce la autonomia de estas organizaciones; r¡o

obstante, cuando administren recu¡sos públicos o infraestructura estatal. se sujetan a la
planificación nacional y sectorial, a las regulaciones legales y reglamenta¡ias, y a la
obligación de rendir cuentas. La disposición establece:

"Se reconoce la aulonomiq de las orgqn¡zaciohes depofiitas y la administración
de los escenorios deporlivos y de¡ ás iñstalaciones deslinadas a la práctica del
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deporte, la educaciónfisica y recreación, en lo que concierne al libre ejercicio de
sut funciones. Las organizaciones que manteníendo su autonomía, recíbanfondos
públicos o ad inislren infraesfructura deportiva de prcpiedad del Estado
deberán enmarcarse en la Planificqckln Nac¡ohal y Sectorisl, sometiéndose
ademds a las regtlaciones legales y reglamentarias, qsí como o la evaluación de
su gestíón y rerulíción de cuentat. Lqs organizaciones depo iyas que rccíboh

.fondos públícos responderán sobrc los recüsos y los resullados logtados a la
ciudadanía, el gobierno autónomo descenlralizddo competente y el M¡nisterío
Secloriol."

Por su pafe, el anículo 7 del RLDEFR reitera que los organismos depofivos son
entidades "de derecho privado sin.finalidad de lu.to", ¡Ííentras que el artículo l9 de la
LDEFR enfatiza en la obligación de las organizaciones deportivas que reciban recursos
p]¡blicos de "presentar toda lu ínformacíón pertinente a su gestión fnanc¡etq, técnica y
adminislrutivo al Mtlislerio Sectorial en el plazo que el reglamento detefi ihe",

La obligación de informar concuerda con el atículo 39 del COA que impone a las
personas eldeberde cijmplit."sin necesidad de req eñmiehto qd¡ciondl, conlo dispuesto
en le Const¡tución, las leyes y el otdekamiento juríd¡co en general y las decisiones
adoptadat por dutoridad competente " ,

En ese orden de ideas, el aficulo 54 del RLDEFR señala que cuando un org¿¡nismo
deponivo haya solicitado recu¡sos püblicos para la preparación de deporlistas en
competencias nacionales o intemaciones, asi como temas administrativos o de
mantenimiento, tendrá la obligación de remitir a la entidad rectora del depo¡te la
información generada respecto de la aplicación de dichos recu¡sos, en la lorma y tiempo
que sea requerido.

De igual manera, el anículo l3l de la LDEFR confiere al ministerio secto¡ial at¡ibución
para elercer "el control presupuestario y téczrco ". y. adicionalmente, le impone el deber
de"solicilar a lo Con¡ruloria General del Estodo la emisión de informes a uales sobre
el coffecto uso )) admin¡sltación .le losrecursos públicos entrcgados alqs otgsnizacíones
depofl¡r)qs .

Finalmente, el articulo t70 de la LDEFR dispo eq\e"Las sanciones establecidas eh estd
Ley. en ningih caso se considetarón coño excluyentes de las respoksabilidades civiles.
penales y admiñ¡stattuas que resulten proce.lentes de conformi.lad con el ordenamiento
julidico tigente."

En consecuencia, del análisis normativo expuesto se concluye que: , La LDEFR y su
reglamento establecen un Égimen juridico aplicable a las organizaciones deportivas
privadas que reciben o adminish"an recursos públicos, previendo mecanismos de cont¡ol
y rendición de cuentas; iil la obligación de entregar información sobre el uso de los
recu¡sos públicos por parte de dichas organizaciones no es únicamente de carácter
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convencional, sino que coNtituye un deber legal exigible, cuyo incumplimiento puede
dar lugar a responsabilidades legales; y, ii, el Ministerio Sectorial ro solo tiene la
facultad, sino el deber de requerir a la Contaloría General del Estado la €misión del
informe anual sobre el uso y administación de los recursos públicos entregados a las
organizaciones deportivas privadas.

2.3. La prescripció¡¡ de las acciones. -

En vinud de que la consulta versa sobre la liquidación y cierre de convenios suscritos con
organizaciones deportivas privadas. mediante los cuales se han tansferido recusos
públicos, conesponde a¡aliza¡ el régimen aplicable a la prescripción de las acciones
vinculadas a tales ins¡rumentos jurídicos.

De confo¡midad con el artículo 1454 del Código Civil, se entiende por "Co ttato o
conyención es un acto por el cual una parte se obliga para con otra a d..t, hacer o no
hacer alguna cosa".

A su vez, el numeml 18 del articulo 7 del mismo cuerpo legal dispone que "-Ea lodo
conttáto se entendetán incorporadas las leyes \)igentes al tietñpo de s1l celebació " , y,
se exceptúa de ello a "2. las que señalan penas para el caso de infracción de lo estipulado
en los contratos; pues ésta será castigada con arreglo a la ley bajo la cual se hubiere
comefido".

En el caso de los convenios consultados, su carácter oneroso se evidencia a partir de Ia
prohibición contenida en el articulo 104 del 104 del COPLA-FIP que impide a las
entidades públicas rea¡izar donaciones o asignaciones no reembolsables a personas

naturales o jurídicas de derecho privado, salvo las excepciones previstas en su

reglamento.

Bajo este marco, el articulo 125 del COA define al contrato administ¡ativo como "e/
acuerdo de voluntades producfor de efectosjurídicos, entre dos o más sujetos de derecho,
de los cuales uno ejerce una función adminislrutíNq. " - Asimismo, establece que dichos
coÍtratos se dgen por el odenamiento juridico específico aplicable a la materia, que en
este caso es el previsto en la LDEFR.

El afículo 2392 del Código Civil reconoce la presc pción como un modo de extinguir
1as acciones y derechos ajerros, "por haberse poseido las cosas, o fio habefie ejercido
dichas acc¡ones y derechos, dwa fe cieflo tietúpo, y co cutienrlo los dem.is requisitos
/egale,i. ". Esta figura debe ser alegada expresamente por la parte interesada, confome lo
prevé el articulo 2393 del mismo código y no puede ser declarada de oñcio. En este oiden
de ideas, los dos primeros incisos del aficulo 1486 ibídem distingue a Ias obligaciones
entre civiles y ¡atumles en los siguientes términos: 'Zd oblígacknes ion civiles o
merdmente ofurales- Ciúles, las que dan derecho paru exigir su cunpli ie ¡o.

Nafurales, las que no confieren derecho paru edgil sü cumplim¡e to; pero que,
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c mpl¡das auto zan para retener lo que se ho dado o pagado en ruzón de ellas". Asi. el
mismo a¡tículo indica que son obligaciones naturales las que hayan sióo "extinguidas wr
la prescripción".

Concordante, el numeral 6 del articulo 153 del COGEP incluye a la "Prcscripción" entIe
las excepciones previas frente al ejercicio de la acciónjudicial.

En línea con este marco nomativo, la Procruaduria General del Estado ha sostenido de

folma reiterada - a través de pronunciamiertos como los oficios Nos. 17789 y 15330, de
2010; 06055 y 10028, de 2012; y, 1482,5 de 2013 - que la presc pción requiere ser
alegada en forma expresa por quien quiera beneficiarse de ella y debe ser declarada
judicialmente. Esta posición fue ratificada tlas Ia entada en vigencia del COA mediante
el oficio No. 01970, de 4 de mayo de 2023, en el cual se acla¡ó que dicho cuerpo
no¡mativo no otorga a la adminislración pública competencia para declarar la presc ripc ión
de oficio.

Por su parte, los afículos 2414 y 2415 del Código Civil, expresamente mencionados en

la consulta. regulan la prescripción extintiva de acciones. El primero dispone que "/a
prcscripción erli gue las acciones y derechos ajenos por no haberse ejercido durafile un
c¡efio tiempo", y, el segundo establece un plazo de cinco años para las acciones ejecutivas
y de diez años para las ordinarias, contados "d¿sde que ld obl¡gac¡ó se haya hecho
exigíble".

Con relación a la prescripción de las acciones como límite para su ejercicio, la sentencia
No. 946-19-EP/21 de la Cone Constitucional expuso:

"36. La Coúe Constitucional reconoce además que existen ciertos limítes
esfablecidos por el ordenamiento jurídico ptra el ejercicio delderecho de acción.
El pt¡t et y más co ocido es la prcscripciófi de las acciotxes prccesales. Sin
embargo, la prescripción del ejercicio de las acciones procesales no debe ser
confúñdi.ld con la presct¡pción o caducidad de los derechos sustañ|¡\'os- Tdl
diferencia estriba en que si biek acc¡óh y pretensióh so compleme turian', nt)

constituyen sinónimos, de monera que no pueden ser plocesalmente tratqdas
como tales cn lo¡ casor de pretripcione\-

(...)

39. (...) Una de las particularidades es el momento ¡lesde el cual se cuenta el
plazo de prcscripción. La regla generul, establecida en el aniculo 2114 del
Código CívíI, establece que el tiempo de prescripc¡ófl se cüekla 'de*le que la
obligacíón se haya hecho exigible'. En materia laboral existe una regla especial,
íntroducida por prímera vez al ordenamienlo jurídico ecuatoriano en la
Constitución de 1967 y actualmente recogídd en el qrtículo 635 del Código de

1313



^ 
EdificioAm.uoñatAárá

V Av. Añ.2oñ.. Nl9-123yAlzaqa

12904

N I AiISTERIO DEL DE PORTE

'*y#::11

Trobojo, a trq\'és.le lq cual la prescñpción debe contabilizorse desde lo
jinalizacíón de la relación laboral. (...)

15. Asimis o, es preciso mencionü que en los requisitos pqq scceder a la
jurisdicción $iste wu mqyor protección por parte de la tutela judicíal efectiva,
pues de ellos depende todo el reslo del proceso y que el acceso a lajurisdicción
como núcleo esencial de la lutela judicial electiva sea posible. En esta li¡ea, el
princípio pro actione coño criterio hermehé tico de los requisitos para el acceso
a la jurisdicción excluye aquellas interpretaciones excesivomente restrictívas,

formalistas o desproporcionadas en relación con los .fines que la causa legal
presema y los inlereses que sacrirtca. (... )

52. Esta Cofle oclara que el análisis qre se reqliza en esle cqso ho se l¡mitq
únicamente a la mera in¡erpretación de normas infacohstitucionales s¡n
relevsnc¡a Wra la protección de derechos, síno que tiene una relqción directa
con el derecho a la tulela judicial efecliva, en el componente de acceso a la
justiciq. Desde la esfera constitucional, el derecho de acción si puede verse
lirr¡tado ilegílirnañente, cuanclo el derecho sustantivo que debiere
complementarle, no puede ser exigido por hechos que no dependen de la voluntqd
del accionanle."

Esta sentencia confirma que la prescripción de las acciones debe ser entendida como una
limitación procesal, sin que necesariamente extinga el derecho sustantivo, y que su

aplicación debe interpreta¡se en concordancia con principios conslitucionales como el
acceso efectivo a lajusticia.

Por oaa pa¡te, en cuanto a las comp€tencias administrativas. el artículo 67 del COA
dispone que el ejercicio de at¡ibuciones por parte de las entidades administrativas
"íncluye, no solo lo exptesamenle defnido en la ley, sino todo aquello que sea necesario
para el cumplimiento de sus funciones".

En la mate¡ia que se analiza, la LDEFR confiere al Midsterio Sectorial la atribución para
solicitar info¡mación a las organizaciones privadas a las que se han transfe¡ido recursos
públicos; siendo, además, la rendición de cuentas un deber legal de dichas organizaciones
según 1rl previsto expresamente por el inciso final del articulo 6 de la LDEFR.

Por lo ta¡lto, los convenios celeb¡ados ent¡e el Minislerio Sectorial y organizaciones
deportivas privadas se sujetan a las estipulaciones pactadas y al régimen juridico
establecido en la LDEFR, sin que la inactividad o incumplimiento de las organizaciones
pueda ser ignorado por el ente estatal.

En este contexto, el incumplimiento del deber legal de entrega opo¡tuna de i¡formación
por pa¡te de las organizaciones deportivas debe motivar al Ministerio del Deporte a
ejercer, por iniciativa propia y según el artículo 184 del COA, sus facultades para iniciar
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el procedimiento administrativo coÍrespondiente. Este puede concluir con la declaratoria
de incumplimiento contractual y, de ser procedefie, con la teminación unilateral del
convenio, lo cual permitiría iniciar su liquidación económico-financiera.

Adicionalmente, el Ministerio Sectorial puede solicitar a la Contraloría General del
Estado la ¡ealización de auditorías sobre el uso de los recursos públicos entregados, sin
perjuicio de la competencia autónoma de dicho organismo para ejercer control poste or
de oficio.

Finalmente, es opofuno considerar que el segundo inciso del artículo 233 de ia CRE
declara imprescriptible la acción penal para perseguir los delitos que involucran el uso
indebido de recursos públicos:

" Lai\ seflidotas o senidores públicos y los delegados o representantes a los
cuerpos colegiados a las inslituciones del Estado, eslaráfi sujetos a las sanciones
establecidas por delitos de peculado, cohecho, @ncusión y e r¡quec¡míe to
ilícito. La acción poru perseguirlos y las penas correspondientes serán
imprescripfibles y e esbs casos. los juicios se iniciatán y continuarán incluso en

ausencía tle las personas dcusqdds- Esfas notmqs ta biétt se aaplicarán a qu¡e es

pafiícipen en estos delitos, aun cuando no tengan las calidades a tes señaladas " -

De lo analizado a lo largo del prcsenle se desprende que: r) Ias organizaciones deportivas
privadas que reciben y administran recursos públicos mediante convenios estiin sujetas al
régimen juridico público previsto en la LDEFR, incluida la obligación legal de rendir
cuentas ante el Ministedo del Deporte; i, el Minist€rio Sectorial tiene atuibución para
requerir información, iniciar procedimientos administratjvos en caso de incumplimiento
y, de ser p¡ocedente, declarar la terminación unilateral del convenio y su liquidación.
Además, puede solicita¡ auditorias a la Coritlaloría Ge¡eral del Estado, que mantiene su

competencia de control; ii, el aficulo 2414 del Código Civil establece una regla general

sobre el plazo de p¡escripción de las acciones civiles, que según esa nolma se cuenta
"desde que la obligación se haya hecho eigible"ty, ¡, [a prescripción debe ser alegada
en forma expresa por quien quiera beneficiarse de ella, y requiere se¡ decla¡ada
judicialmente, pues no existe norma que confiera a la administración pública competencia
para declararla de oficio.

3. Pronunciamietrto,-

En ate¡ción a los términos de la consulta se concluye que los convenios suscritos enfte el
Ministerio del Deporte y organizaciones deportivas pdvadas están sujetos a las reglas
generales sobre la prescripción extintiva previstas en los artículos 2414 y 2415 del Código
Civil, en cuanto al ejercicio de acciones judiciales. Según dichas normas, las acciones
ordinarias prescriben en el plazo de diez años, contado desde que la obligación se hace
exigible, y la prescripción debe ser alegada expresamente por quien pretenda beneficiarse

1515



-
III 12904

PROCI.^A0IJRh Gtr\ERA q1 ESI^OO

i,"! )r )i i:ü ¡

II I X I SIE R TO D É L DE ¡¡DNT E
*W:i11

de ella, siendo su declaratoria competencia exclusiva de la autoridad judicial, según lo
dispone el afículo 2393 del citado cuerpo legal.

Ahora bien, es importante recordar que las organizaciones priva&s que ban recibido
recursos públicos como consecuencia de un convenio €stán suj€tos a un Égimen
juridico especial, ranto en lo que respecta a la obligación de rendición de cuentas como al
cont¡ol del uso de dichos recursos. Este Égimen se encuent¡a p¡evisto en la normativa
aplicable conforme cada convenio, así como en las estipulaciones esp€cíficas contonidas
en cada convenio.

El presente pronuncianiento es obligatorio pa¡a la Administ¡ación hibtica y se limita a
la inteligencia y aplicación general de normas juridicas. Su aplicación a casos

institucionales esp€cíficos es de exclusiva responsabilidad de la enridad consultante y de
cualquier otra entidad pública que lo aplique.

Atentamente,

Abg. Juan Carlos
PROCU

Dr. xavierMauricio Tones Maldonado. PhD
Contralor Genersl del Estado
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Oficio No. 12905

c 2 sEP 2025Quito, DM.,

Ingeniero
Diego Quezada Arcentales
GERENTE Gf,,NERAL
EMPRESA PÚtsLICA MUNICIPAL MANCOMUNADA DE ASEO INTEGRAL
DE LA CUENCA DEL JUBONES "EMMAICJ-EP"
En su despacho.

De mi consideración:

Mediante oñcio No. 132-EMMAICJ-EP-GG, de 18 de julio de 2025, ing.resado en la
Dirección Regional de la Procuraduría General del Estado en Azuay y remitido a este

despacho con oficio No. PGE-DRAZ-2025-00235, de 25 dejulio de 2025, se fomularon
las siguientes consultas:

'¿8ué tlisposició,t tegal debe aplicat EMMAICJ-EP: los Atts. 5, 6 y 7 del
COOTAD, ¿n sus liferules d), e),t f l; o, la Disposición Trunsito a, de lo Ley
Orgdnico (sic) para el Alivio Financiero y Fottalecirrrierrlo Eco,rómico de las

Generociones en el Ecuador, para la rcmitün del cien pot cienlo (100%) de los

in ereses, mukas, recatgos' cosltt§ ! Íodos los acceso¡ios de¡ivodos de la tasa,
qae la Emprcsa Público Municipal Mancomunada de Aseo Integrul de la
Cuenca del Jaboner: 'EMMAICI-EP', como emptesa municipal
mancomunqda cob¡at pot el seNieio p¡estado?

¡,De aplicarse por parle de la Emprcsa Piblica Municipal Maacomanada de

Aseo Integrol de la Cue,rca de Jubones: 'EMMAICJ-EP", de Íoma ditecla la
Ley Orgóaico (sic) pa¡a el Alivio Financie¡o ! Fottolecirnienlo Econórnico de

las Gete¡acion* en el Ecuador, que disposición ffafisiloia debe Lplicat la
Disposicün T¡onsito¡io Terceru o lo Disposicün T¡ansitoria Oclavo de la
ir,vocqala Ley?".

F¡ente a 1o cual, se mani{iesta lo siguiente:

l. Atrtecedetrtes.-

Del oñcio remitido y documentos adjuotos se desprende que:

El informe jurídico contenido en el memorando No. 05 I -EMMAICJ-EP-JAJ-JGMB-
2025. de 17 de julio de 2025. suscritos por el Asesor Juridico de la Empresa Pública

Municipal Mancomunada de Aseo lntegal de la Cuenca del Jubones (en ade)ante,

"EMMAICJ-EF",, citó los articulos 140. 146. 238, 260 y 425 de la Constirución de la
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República del Ecuadorr (en adelante. 'CR¿")i 5, 6 y 7 dei Código Orgrinico de
Organización Territorial. Autonomía y Descentralización2 (e¡ adelante, "COOTAD)'.
Disposición Transitoria Tercera y Octava de la Ley Orgánica para el Alivio Financiero y
Fonalecimiento Económico de las Generacio¡es en el EcuadoÉ (en adelante.
*LOAFFE'); y, I 16 de la Ordena¡za que Regula la Gestión lntegral de los Residuos
Sólidos y que establece los criterios para la Determinación y Recaudación de la Tasa de
Recolección de Residuos y Aseo Público, en el Cantón San Femandoa (en adelante,
"Ordenanza de Residuos Sólidos de San Fernando"l. Con base en esta nomativa. se
concluyó lo siguiente:

" POS rcIÓN INSTITUCIONA L

La solicitado del GAD Municipal de San Fernundo, de cowlonación de intereses
por concepto de la taza de recolección de basutu cotespokdientes a los meses de
abril y nqyo .lel 2020. al habet deposítado el talor del ser'eicio de abril y mayo
del 2020 según ínclican en el Olicio Nro. 261-MS-A-GADMSF-2025,

fundamenlado en ld Disposición Ttaksitoria Octava, de la Ley Orginico (sic)
paro el Aliyio Finonc¡ero y Fortalec¡miento Económico de las Generctcioncs en
el Ecuador, sin confqt con uns ordendnza legalmente promulgado que faculte
dicha contlonación: no es ptucedente ya que la aplicación de dicha Disposición
Trqnsiforiq Octota (,,.), que establece la remi;ión del cien por ciento (100%) de
los interese:t, multas, rccorgos. costos y lodos los accesorios deriyudos de los
tt¡butos cuya adminisiacíót| y recaudación cotesponda a los Gobíernos
Autónomos Descefilrdlizados, qsí como sus empresas amparadan en lo Ley
Orgónica de Empresas Públicas, agencías, instituc¡ones y entidddes qdscrilas,

inclusiw respecto al rodaje; en aplicac¡ón a la aatonómica (sic) coúenplada e

la Cotslifación y el COOIAD, requiere de la prumulgacióü de ura norma
secarulaia (Ordenanza) paru su aplicoción en lo juristlicciór, del cantón San
Fe¡naado, como lo dispone la Disposícíón Transitotid Tercera de la tfiehtada
Ley: (...) caso coñtrar¡o lo qplicacíón de ¡licho condotacíón de interese.t, se
constituye en kq violqc¡ón al Art. 238 de la Constitucíón de la República del
Ecuador, que consagra la autonomíd de los Gobiernos Autónoüos
Desce ltal¡zados, ), una ¡nobse\ohcia a lo dispuesto en sus literales d), e),.f) y
.¡), del Afi. 6 del COOTAD que prchíbe estas iñjercncia en el ímbito tributario
seccional-

Debiendo dplicarse pata este ca.so concreto lo que díspone la D¡sposición
Transitoria Tercera de la Le!- Orgáníco paru el Al¡\,io Financiero y
Forlalecimiento Económico de las Generaciones en el Ecuador, que cada
ddministrocióh tibularia (cehlral. seccionql y de ercepcióñ) eñitirá la normalíva
secundoria para lu aplicacióh de esta Disposícíón, que es la utndonackin de
iatereses. " (El énfasis corresponde al texto original).

t t;RL, publica.la en el R¿E^ro Oi.tul No 149 de 20 de ttubre ¡1e )OO8
: ( OOTAD. p"bL.&1a ú e¡ Stpl¿@nto d¿l tle\na O¡Eol lo 303 d¿ 19 & dtoht¿ ¿2 2010.
t LOIFFE, publ¿¿n¿ ú él orktó supletuntó de¡ R.stt¡o qicial No 669 .L 09 .!e .l.pñbre d. 2021
t Oúlétuta de R.stduoN Sóli.los ¿¿l t'antü ! ñ Fet@do. ttoblicrda eh el Supl?mnto ¿el Regtuno Ol.@l No ,1 ./¿ 2X d¿ ¿Mo

-
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" POS ICION I NSTI T UCIONAL

Lo solicitado o la EMMAK:J-EP, empresq públicq ñunicipal mancomunada,
mediqnte OJ¡cio Nro. 261-MS-A-GADMSF-2025, del GAD Municipal de San

Fernando. de condonsr el l00t% de intereses por concepto de la tazq de

recolección de desechos, cotespondientes a los meses de abríl y mayo del 2020,

asumido por el GAD Munícipql pot disposición de la Ortlenanza que Regla la
ln¡emención del Gobierno Autónoño Desce ralizado Municipal San Fernando,
por la Ettergehcio Sanitaria (COVID-|9); .fundamentando s petíción en la
Dísposición Tr.lnsitor¡a Octo,¡a, de la Ley Orgákico (sic) para el Alivio
Financiero y Fortalecimienlo Económico de las Generaciones en el Ecuador, sin

contqr con unq ordenawa legalmente promulgada en la jurixlicckjn del c.rltók
San Fernando, que faculte dich.! condonac¡ón: no es prucedente sin la
complementariedad ehte los distintos niveles de gobíerno, como lo señalo el Art.
260 de la misma Constitución, que se ve complementada con el Att. 238 de la
misüa Coñst¡tltción: los Arts. 5, 6, 7 del COOTAD, en concordoncia con el A¡t.
I 16 de la Ordenanza que Reg)la la Gestión Integral de los Residuos Sólidos que

Eslablece los Criter¡os para la Defetminación y Recaudación de la Tasa de

Recolección de Residuos y Aseo Público, en el Contón Son Ferrundo, que no
permite exención de esta tdsa a f@ot de persona notural o jurídíca.

Itqtrocedencia e vitud de lo dispuesto en los Arts. 5, 6 ) 7 literules d). c), ) y.i)
del Código Orgánico de Organización TeÜitoti.iL Aulonoñia y
Descentralización (COOTAD), que en su aplicoción prevalece por su jerorquía
(Arl. 425 de la Constitucíón), por el bnbito de qplicación tenito al, la maleria y
el tíempo de úgencía, sobre la Ley Orgánico (sic) para el Alitio Fínanciero y
Fortdlecimienlo Económico de la¡ Generaciones en el Ecuador.

Debiendo aplicarse pard esle caso concreto lo que dispone la Disposición
Ttaksiloia Tercera ¿le la Ley Orgónico (sic) paru el Aliv¡o Financiero y
Fortalecífiiento Económico de los Generaciones en el Ecuador, que cado
adminístración Íibutatia (centtal seccional y de excepción) emitirá la normatfua
secundaria para lo aplicación de esla Disposición, que es la coulonación de

intereses".

2. A¡áli¡is. -

Según lo dispuesto por el afícülo 226 de la CRE, las i¡stituciotres del Estado, sus

organismos, dependencias y servidores públicos únicamente ejercerán las competencias
y facultades que les hayan sido atribuidas por laConstitución y la ley. En simila¡ sentido,
se tiene el a¡ticulo 82 ibídem que consagra el derecho a la seguridad juridica que se

fundamenta en la existencia de rormasjuridicas previas, clams y públicas aplicadas por
autoridades competentes.

En ese contexto, el articulo 5 del COOTAD plevé que la autonomía política.
administ¡ativa y financiera de los gobiemos autónomos descenralizdos prevista en la
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Constitución comprende el"derecho y la capacidad el¿ctita de estos nivelet de gobiemo
para regirse mediante hotmas y órgqnos de gobierno propios. eñ sus rcspec¡ivas
círcunscripciones teftitoriales, bajo su responsabilidad, sin intet'vencióh de oto n¡vel de
gobierno y en beneficio de sur habilantes". Dicba autooomia debe ejercerse de fo¡ma
responsable y solidaria, sin poner en riesgo el ca¡ácter unitado del Est¿do ni permitir la
secesión del territo¡io nacio¡al.

En fimció¡ de esta autonomia, el artículo 6 ibídem establece que ninguna función del
Estado ni autoridad ajena podrá inte¡feri¡ en la autonomía de los GAD, salvo disposición
expresa de la Co¡stitución o la ley. Entre las prohibiciones específicas a cualquier
auto¡idad o funciona¡io extraño a dichos gobiemos se encuental las siguientes:

"d) Pri'oar a los gobiernos aulónomos ¿lescentralbqdos de alguno o pdrte de sus
ingresos reconocidos por ley. o hacer pqrticipar de ellos a otru ent¡dsd, sin
resarcir coh otra renta equirolente en su cuanlia, dutacióh y lendimiento que
razonablemeúe pueda esperarse en el futuro;
e) Derogar impuestos- establecer ex¿n.'iohes. en)nerdcíon¿s. pdtticilrdciones o
rcbajas de los ingresos ttibutqrios y no lributdrios propios de los gobiernos
autónomos descentdlizados, sín resdrc¡r con otta tekla eqrivalenle en su
cuantía:

.fl lnpedir de cualquier manera que un gobierno autónomo descentralizaalo
recqude dircctamehte sus propios recursos, conforme la ley; salvo disposición
¿xpresa en controrio.
j) Interlerir o peúurb el ejercicio de las competenc¡as previstas en la
Constituciók este Códigoy lds leyes que les correspondan corno conseclencía ¡lel
proceso de descentrqlización; ".

A su vez, el a¡tículo 7 del COOTAD, respecto de la facultad nolmativa de los GAD, prevé
que para el pleno ejercicio de sus competencias y de las facultades que de manera
concurrente podnin asumir se reconoce a los coosejos regionales y provinciales concejos
met¡opolitanos y municipales "la capocidad pqtq dictqt normqt de caracter generul a
trurés de ordenañzas, acuerdos y resoluciohes, aplicables dentro de su circunscriJrc¡óh
Íet¡tot¡ol"; estafacultad se circunscribe al átnbito tenitorial y a las competencias de cada
nivel de gobiemo y observará lo previsto en la Co¡stitució¡ y la Ley.

Por su parte, el articulo 4 de la Ley Orgrinica de Empresas Públicas5 1en adelante,
"¿OrP') define a las empresas públicas como "entidades que pertenecen ql Estado ek
bs tér inos que establece la C:onstilución de la República, petsonas jurídica,s de derecho
público, con patrimonio propio, do¡adas de aulonomía ptesup esta a. fnancicra,
eco óñ¡ca, qdninistl.titq y de gestión", Ias cuales están destinadas a la 'gestión de
sectotes estratégícos. laprestación de sen'icios públicos, el oprovechomiento suslentable
de recursos natur.rles o de híenes públícos y en general al desarrollo de actividodes
económicas que coffesponden al Eslado".

-
TIl

*oa.n¡DUR/a ciEia DE rsraDo

: l.OE P. publEada a ¿l Supbñ¿"to .l¿¡ Res6to Olcial lo. 18 d¿ ló ¿¿ dtobrc de 2(ít9

2020



I
a
,

-
tilI

ryn-arpyr.te cel*rer oe saoo
:i;.i :¡ r, a:r rir:

Ed¡ñc¡o Aro.ona. Pl8.¡
Av, Añázoñ.3 N39-123 y A.izagá

EMP¡EJi4 PÚAUCA MI)NICIPAL UANCOIIUIIAD/I DE .ISEO
INTECÍAL DL L4 C UENC,/ DEL JUAONES. ELlMtllCJ-EP

0003632-2025
P¿úle 3

fimtes. En dichas obligaciones estarán incluidos el tributo' los intere§es y las

mullas, que suma.los pot cada contribuyente ro supeten un salafio básico

aiiftcado del trabaiadot en genefal, ligehte a la eñtrudo en t)igor de la presente

Ley; y, que se eñcuentren en mora de pago por un año o más, siempre que se

deimuesfre que ld adminislroción tributüia ya ha electuado .tlguna acción de

cobro o accíón coacl¡ra.

Los Gobíernos Aulónono§ Descentrttl¡zados podrán aplicar e§ta disposición,

a mistfio. pdra deudas no trihularias

Cadd adm¡ñisrración t¡b taria (cental, secc¡onal y de excepción) e,nitirá la
normstita secundsria para lq (tpl¡cación de esn Di§posición " (értfasis añadido)'

A su vez, el afículo 23 del Reglamento a laLOAl'FE6 de§a¡rolla esta disposición y reitera

q.,rc "Se consklerará el valor total de los tributos, los intercses y las multas' que se

en"uenÍren e, mo¡a tle pago por un oño o mas, y que hoya mantenido el contribuyen'e a

lae trada ek úgor de lo ley";larefeida condonación aplicará cuando "el valor total no

supere un salaio brisico unificado del trabajador en genetal, y siempre que se deñueslre

t2905

En relación con las aribuciones de su directorio. el numeral 4 del artículo 9 de Ia LOEP
les atribuye la competencia pata "Aprobar las politicas aplicables a los planes
estr.rt¿gicos, objetivos de gestión, prcsupueslo dhual esttuctura organiz:tcional y
responsabilidad socia| corpordtiva".

Respecto de la materia de consulta, el artículo 4l de la LOEP, que se refiere al Régimen
T¡ibutario de las EP, dispone que 'Paru las empresos públícas se aplicaú el Régimen

Tríbulorio correspondieñte dl de entidades y orgqhisños del sector público, incluido el
de exoneraciones, previsto en el Código Tribulurio, en la Ley de Régimen Tributar¡o
Interno y demás leyes de noluraleza lribularia" .

Po¡ otra pa¡te, según el aficulo I de Ia LOAFFE, esta ley tiene como objeto genera¡

alivios financieros a personas naturales y juridicas mediante "izce¡¡livos rt ancieros Para
que exisÍa un ifimediqfo progreso económico, mdyor inserción laborql y estimulación del

emplendimienlo como sector fundamentsl Para ¿l desarrollo eco ómico y social de un

país"; y, de acue¡do con el anículo 2 ibídem, sus disposiciones son aplicables para el

sector público y p vado.

En este contexto, la Disposición Transitoria Tercera de la LOAFFE, mate a de la presente

consulta, establece lo siguiente:

''El D¡rector General del Senicio de Rentds Interws, en la administrución

tributaria cenltql y, de modo tacultativo. orefectos provinciales v alcaldes. en su

n la admini
admin¡stración tributqriq de exceDción. medianle rcsolución. declararán exl¡ntas

las oblipoc¡ones tríbutar¡ss contenidas en tílulos de cúd¡to, líqtidqciones

r Reglaw¡\o a la L1AFFE. publt.o.lo .ñ el Cútto stpl¿M¡o d¿l R¿s6no O-ncal l¡o 755 de 5 
'k 
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que lq adminisbación tributaia ho efectuado algwa acción de cobto o acción coactiea
sob¡e dichos valo¡es" (énfasis anadido).

Por su pafe, la Disposición Transitoria Octava de la LOAFFE prevé:

"Se remitirá el ciek pot cie o ( l00o/o) de los intercses, multds, recargos, costas
y todos los accesofios derivados de los ttibutos cuya adm¡nistración y
recaudacíón coftesporula a los Gobierxos Autónomos DescenÍalizados, qsícomo
sus empresas amparada,t en la Lq) Olgánica de E prcsas Públicas, agencias,
i stilucíones y enlidodes qdscritas, inclwí\,e rcspecto del impuesto al rodaje,
siempre que los coktribiyentes realicen el pago total o p.¡rcial d¿ dichds
obligaciones hastq el 30 de.junio de 2025.

Si antes de lo entrq&) en v¡gencia de esta Ley el conff¡buyente redlizó pagos que
sumarlos equfualgan al capital de la obligación, quedarán remitidos los íntereses,
m ltos I rccargos, restañtes.

El heneficio de la remisión del impuesto al rodoje. será extensivo inclusivc para
los equipos camioneros y de maquinaria pesada utílizddos p¡1ra lq consrrucc¡óh
de ingenieia civil, minas y¡forestal."

De la normativa analizada, se desprende lo siguiente: i) las empresas públicas son
entidades Í)ertenecientes al Estado. constituidas como personas juridicas de derecho
público, con patrimorfo propio y dotadas de autonomia presupuestaria. financiera,
económic4 administrativa y de gestión; ii) la condonación de tsibutos, intereses y multas
por parte de las administraciones tributa¡ias seccionales procede cuando el monto total
adeudado por cada cootribuyente no supera un salario b¡isico unificado del trabajador en
general, siempre que las obligaciones rcspectivas s€ encuenhen en mora por un año o
más. y que se demueste que la administracióri tributaria ha ejecutado alguria acción de
cobro o acción coactiva, conforme lo establece Ia Disposición Transitoria Te¡cen de la
LOAIFE, quedaldo el alcalde, como márima autoridad de la administación rdbutaria
seccional. facultado para decla¡a¡ la extinción de dichas obligaciones mediante
resolución; ii, la Disposición Transitoria Octava de la LOAFFE no prevé que los
Gobiernos Autónomos Descentralizados o sus empresas públicas deban emitir normativa
adicional para que los contribuyentes accedan a la remisión de intereses. multas, ¡ecargos,
costas y demiis accesorios derivados de t¡ibutos cuya administración y recaudación
corresponde a empresas públicas creadas al amparo de la LOEp; y. iv) la remisión será
procedente siempre que el coritribuyente haya efectuado el pago total o patcial del capital
de la obligación hasta el 30 de junio de 2025; y, en caso de que dichos pagos se háyan
realizado antes de la entrada en vigencia de la LOAFFE. quedariín remitidos los inrereses.
multas y aeca¡gos restantes.

3. Pronunci¡mie¡to. -

En atención a los té¡minos de las consultas se concluye que la Disposición Ttansitoria
Tercera de la Ley Orgánica pam el Alivio Financiero y Fortalecimiento Económico de las
Generaciones en el Ecuador es aplicable - de modo facultativo - para prefectos

-
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provinciales o alcaldes, y esta permite declarar extintas las obligaciones (incluvendo el
tributo. intereses y multas. siempre y cuando no supe¡en u¡ salaxio básico unificado del
trabaiado¡ en general visente al momento de la entrada en vigor de la ley antes
mencionada) cortenidas en títulos de crédito, liquidaciones, resoluciones, actas de

determinación y de&is instumentos contentivos de deudas firmas. Asimismo, los
Gobiemos Autónomos Descen§alizados podrán decla¡ar extintas deudas no kibuta¡ias,
considerando las condiciones antes manifestadas.

Por otra parte, resp€cto de la Disposición Transitoria Octava de la antes referida ley, se

precisa que ésta es aplicable sin necesidad de expedir normativa intralegal - por los

Cobiemos Autónomos Descentralizados y sus Emp¡esas Públicas, agencias, instituciones
y entidades adscritas pa¡a la remisión del cien por ciento de los intereses, multasi recargos,

costas y demás accesorios. siempre que los conaibuyentes realicen el pago total o pa¡cial

de dichas obligaciones hasta el 30 de junio de 2025. o cuando, con anterioidad a la
entrada en vigencia de la LOAIFE, hubiere realizado pagos que. en conjuno, equivalgan

al capital adeudado. En cualquiera de estos supuestos, los intereses, multas, recargos,

coslas y demás accesorios quedaráú automáticamente remitidos.

El present€ pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a

la inteligencia y apticación general de no¡mas jurídicas. Su aplicación a casos

institucionales especificos es de exclusiva ¡esponsabilidad de la entidad consulta¡te y de

cualquier otra entidad pública que Io aplique.

Atentamente.

Abg. Juan Carlos Larrea a

I
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Quito, D.M., C 2 SEP 2025

Ingeniero
Dennis Xavier Córdova Secaira
Alcalde
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENIRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN
SAI,INAS
Salinas.

De mi consideración:

Mediante oficio No. 1627-GADMS/A. de 20 de agosto de 2025. ingresado en el correo
institucional de Ia Procuraduria General del Estado el 22 de agoslo de 2025. se fo¡muló
la siguiente consulta:

"¿Si al ejercer el GAD Municipal de Satinqs la fu,rción deteruinada en ¿l A¡l
51 literul p) del COOTAD qae oñerra: 'Regular,Íomenla\ autoñzat y corrffolot
el ejercicio de ocrieidodes económicas, emeresofiales o proles¡onales, que se
desa¡¡ollen en locales ubicados en lq circunscñpciór, tetilorial canlonal con el
objelo de prccaulelu los dercchos de la colectividad;' ! alendiendo la solicitud
de la Fundación Ecua¡oriana de Fibrosis Qulstica que es una inslituciór,
legalrnente constitaido,de beneJicencia públicoy qae no pe6iguelines de lucto
se incu¡tiría en la cornisión del delito prcehto en el Añ 236 del COIP?".

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

L Antecedentq. -

Del oficio remitido y documento adjunto. se deprende que:

El informejurídico No. GADMS-0606-PS-2025, de 20 de agosto de 2025. suscñto por el
Procu¡ador Síndico del Gobiemo Autónomo Descentalizado Municipal del Cantón
Salinas (en adelante, "GAD Muníc¡pql de Sallral'), citó como fundamento los a¡ticulos
564 y 580 del Código Civil (en adelante, "CC'); 236 del Código Orgátrico Integral Penalr
(en adelante, "C01P"); 5 de la Ley Orgánica pa¡a el Fortalecimiento de las Actividades
Turisticas y Fomento del Empleo2 (en adelante, "¿O¡Xf'); 54 litenl p) del Código
Orgiínico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralizaciónr (en adelante,
"COOTAD), así aorro el pronu[ciamiento contenido en el oficio No. 07017, de 13 de
diciembre de 2019, emitido por el Procurador General del Estado. con fundamento en los
cuales analizó y concluyó:

I 
COIP publtcadoen el tuple@ntodet PeEBI.oOrt¡.i¿l No tt\0.ie l0¿¿lebft¡ode\otl

2 LO¡,4f Nbl¡ca¿o en el :jupbñento d¿t Resi to O¡d¿t No 52t ¿e , t ¿. tuEo ¡l¿ 2ü1.
3COO D p,bl¡Ldo eñ el SupleEñta d¿t Resstro O¡cnl Na i03 ¿l l9 LA Ntoht¿ ¿¿ 20 I A
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"La Fundación Ecu.Íoriatla de Fibrosis Ouística, acreditando ser una ínstítución
sin lines de lucro. de acuerdo con la información documentada que nos ha sido
prcsentada ; ha solícitado en nüeslM
esÍablecet e el ter torio naciondl y en nuestro cantón un local de iuegos de azar
v apuestas .leportivas; manifestando que de acuerdo con la calidad que acredita,

ser una fundación de beneficencia pública (Art. 561 Código Cívil); y al no

encontrarse incursa en el tipo previsto eh el ArL 236 del Código Orgánico lntegral
Pe al (COIP), se le efiienda el correspondiente permiso y auforizacíón de

f nciond ¡ento.

(...)

SnXfO.- CONCLUSIÓN: Pot el méito que ptestd la exposic¡ón anterior
sulicie temenfe motivdda y en aplicación de las reglas de la sana ctitica, de la
lógica, de la experiencia y del cotecto entendimiento hurnafio: concluyo qte bien
puede el Gobielho Autónomo Desce talizado Municipal del Cantón Salinas

conceder la autorización y los respectivos Dermisos para la comora o

naturalización de los artículos afectos o rclac¡ohatdos a la aclfu¡dad que sol¡cifa la
Fündació Ecuatoiana de Fibrosis Ouístíca " (lo subrayado me corresponde).

2. Análisis. -

Para atender la consulta plantead4 corresponde abo¡dar los siguientes aspectos: , las

competencias de los GAD pa¡a regular y auto¡izar actividades económicas dentro de su

circunscripción territorial confo¡me al a¡tículo 54 del COOTAD; y, i¡, la tipificación del

delito previsto en el articulo 236 del COIP.

2.1. Competencias de los GAD Municipales de autorüar actividades ecotrómicas. -

El a¡tículo 226 de Ia CRE dispone que: "Las instituciones del Estado, sus otga ismos,

dependencía,;, las senidoras o servidores públicos y las petsonas que actúen en vírtud
de u a potestud eslatql ejercerán solqme fe las compercncios y facultades que les sean

atribuídas en la Consfitución y la ley", ter,lendo el deber de coordinar accioles pa¡a e]

cumplimiento de sus fines.

En igual sentido, el articulo 260 de la CRE establece que "e/ eJe¡cicío de las cor pete cias

exclus^)as a) exclüirá el ejercicio concurretlte de ld gesliófi en la prestación de servicios

públicos y actíridades de colaboración y compleme fariedad entre los distintos niwles
de gobierno". A su vez. el literal p) del artículo 54 del COOTAD. concotdante con el
artículo 264 de la norma constitucional, señala las competencias exclusivas de los GAD
municipales en los siguientes terminos:
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"Regular, fómentar. dutorizar y coktlolqr el ejercicio de actiridades económicas,

empresariales o proJésionales, que se desarrollen en locales ubicados en lo
circunscr¡pc¡ó terrítorial cantonal con el objeto de precautelar los derechos de

la colectividad'

Por su parte, el a¡tículo 113 del COOTAD define a las competencias como las
"capocidades de acción de ün ntuel .le Eobieruo en uh sectot. Se ejercen a trqvés de

lbcultodes" , las cuales podrián ser exclusivas o concu¡Tentes.

El arlículo I 14 del mismo cuerpo legal conceptualiza a las competencias exclusivas como

"qquellas cuya litularidad coüesponde a un solo nivel de gobierno de acuerdo con la
Const¡lución y la ley, y cala gestión puede rcalizsrse ¿le maheta concurrente entrc
dderentes niveles de goáielro". Respecto de las competencias concu¡rentes, el articulo
I l5 ibídem establece que"son aquellas cuya t¡tularid«l corrcsponde q varios niwles de

gobierno en razón del sector o materio, por lo tdnlo deben geslionarse obligatoriamenle
de mqnera concurre te" ,

Finalmente, el artículo 116 del COOTAD señala que las facultades son las atribuciones
para el ejercicio de una competencia por pane de un nivel de gobiemo, entre las que

constan la rectorí4 planiñcación, regulación, g€stión y el cont¡ol.

De lo expuesto se observa que las competencias exclusivas de los GAD municipales estíLn

determinadas en la CRE y el COOTAD, e incluyen las facultades la de fomenta¡. auto¡iza¡
y controlar el ejercicio de actividades económicas. adviniendo que dichas competencias
exclusivas pueden eje¡ce¡se de manera concurrente con otros niveles de gobiemo.

2.2. Infracción tipifrcad¿ eD el artículo 236 del COIP. -

Respecto de la aplicación del artículo 236 del COIP y 5 de la Ley de Turismoa 1en

adelante, "lI"), la Procuraduría General del Estado, mediante oficio No. 07017, de 13

de diciemb¡e de 2019, se pronunció sobre la prohibición de administrar, poner en

funcionamiento o establecer casinos, salas de juego, casas de apuestas o negocios

dedicados ajuegos de azar, manifestando y concluyendo lo siguiente:

"2.- Anólisis -

Su rcquerimiento se reJiere al alcance del artículo 236 del Código Orginico
Integral Perul (en adelante COIP) y tiene por Jinalidad establecer sí Ia infocción
l¡pilcada en esa ñorrna, que se incorporó como consecuehc¡a de la consultu

4 
Lf. publ@da eñ el Supletuñ'o det fressin O¡.tat ta 7)3 d. 2? tL dEEúbre d. m2
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popular 7 de mayo de 201 1, da lugar a que estén prohíbidos en ecuadot lodori los
negocios con fines de lucro (...)

Art. 236.- Cosinos. solas de juego, casas de apuestas o negocios ded¡cados
a la realización de juegos de azaL- La petsona que adminístre, ponga ek

funcionamíento o establezca cqsinos, salss de juego, casas de opuestas o
negocios dedicados a la realización de juegos de azar, será sancionada
con peno privativa de libertqd de uno a tres años.

La persona que con aÍiin de lucro llete a cabo las qct¡yidddes señaladas
en el inciso unferior. simulando que las efectúa sin lines de lucro, será
sancionada con pena ptivatita ¡le libertod de tres a cinco años. Serán
corkisados los instrumentos, productos o réditos utilizados u obtenídos pot
el cometimien¡o de la iñfiscción (...)

Al respecto, es necesario precisqr que el numetal 6 del afiículo 120 de lo
Conslitücióñ de la República del Ecuador (en adelante CRE) incluye, entre las
dtribuciones de la Asamblea Nacional, la de "(...) Erpedir, codificar, reformar y
derogar las leyes, e interpretarla con caráctet generalmente obligatorio"

Asimistko, el pertinente considerat' que en mqteria de tipirtcación de i fracc¡ones
rige el principio de tesemu de ley. conforme a lo prescrito pot el numeral 2 del
urtículo 132 de la CRE

Art- 132-- La Asambleq Nacíonal aprobará como leyes las normas
generales de interés común- Las qtribuciones de la Asamblea Naciotal
que no rcquieran de la expedición de una ley se ejercerán a trqvés de
acuen)os o resoluciones. Se requerbá de ley en los siguientes casos: 2.

Tipirtcar infiqcciones y establecer las sanciones corespoh¡liehtes.

Adiciottlb ehte, el numeral 2 del articulo 12 del COIP, en c anto a lq
interpretación de las normas de ese código, dispone como regla que "2. Los tipos

literal de la norma. "

En relación al principio de legalidad en materia penal. Jorge Ztvala Baquerizo
explica que

(...) el principio de legalidad prohíbe la itetroqctivídod de k ley peñal
(en lo que no .fuera favorable al acusado) s¡no que en la manifestaciót
explícila de Feuerbach se a plíq esta gurantía en el sentido de que queda
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ptohibida tarnbi¿n la interpretqción analógica, capqz de crcat nuetos
tipt s penales

(...)

(...) El principio de legalidad es la garantía Íundame tal básica,
concedida a las pe¡sonas, porque es la garuntla de su libeñad y de su
hono4 pues a lruvés de la misma el Estado adeie¡te a los ciudadanos que

el comportarrrienlo que no estó comprcndido en la lqt penal como
inf¡acc¡ón es pemitido, no es posible de sonción penal algwn ( ) (lo
resaltado corresponde al texto original)

(... )

3.- Prununciamierto.-

En alención a los tétmiios de su consultu se concluye que, por el p ncipio dc

legulklad que ge en materio de infracciones penales, como garantía de los
derechos de las personas lq prohibic¡ón de estqblecer nezocíos dedicados a lq
realización de 'iueeos de azar'. resuhante de lo consulta popular ele 7 de mayo de

201I y el tipo penal contemplado en el a ículo 236 del COIP, debe ser enten¡lidq

en sentido literal. esto es referída a los neeocios dedicados a la realización de

iuegos cuvos resultados se definen. en {ormo exclusiya. oor la suerte. En
coksecuencia. dich.t prohibicíón no se puede extender a actividades económicos no

comDrendidos expresamente en la lev oenal v que- lhr el cohtratio. están regulada.s

Dor el ordenamiento iurídico v suietds a la obtencióh de petm¡sos ! licelcias de

futeiolquiento. que deben ser otorgadas oor las auoridades públictlt
competentes. como aquellas suielas a LT )/ el COOTAD" (lo submyado me

corresponde).

En este sentido, se tiene que la Procuraduría concluyó que, de acuerdo con el principio
de legalidad, la prohibición de establece¡ negocios dedicados a juegos de aza¡ debe
interpretarse en sentido literal, es decir, únicamente referida a aquellos cuyos resultados
dependan exclusivamente de la su€ne. En consecuencia, no puede extende¡se dicha
prohibición a actividades económicas no comprendidas en Ia noma penal y que, por el
contrario, se encuentral reguladas por el ordenamiento jurídico y sujetas a permisos

adminisuativos de fu ncionamiento.

En concordancia con lo anterio¡, el articulo 236 del COIP sanciona la administración,
funcionamiento o establecimiento de casinos. salas de iueeo. casas de apuestas o neeocios
de aza¡, pero no puede aplicarse de mane¡a extensiva a orqanizacio¡es que actúan de
manera legítima y sin hnes de lucro. El propio inciso segundo de la norma lo confirma al
sancionar a quienes, ] ¡vidades señaladllt eñ el ínciso
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anlerior. simulando oue las efeclúa sin fines de lucro. serásancionado con pena Dritali|a
de libe qd.le trcs a cinco qños".

En este sentido, organizaciones sin fines de lucrc que est¡ucturan sorteos con fines
sociales y sin ihimo de enriquecimiento no pueden considera¡se comprendidas en la
infracción penal. Tales actividades responden a los principios de solidaridad y
responsabilidad social previstos en el artículo 66 numeral 15 de la CRE, y difieren de los
negocios mercantiles de azar que la consulta popular de 201 I buscó proscribir.

La Corte Constitucional, en el Dictamen No. l2- lg-CP/19, explicó:

" 2 l. (...) y la consulta popular nacional lle,oado q cabo el 7 de mayo de 201I en

todo el territorio nacional y en el exteríor, cuyos resulfados Ji.rcton publicados en

el Registro Oticial Suplemento No. 190 ¡le 13 de julio de 2011, en ¡licho
documenlo se hace constar lo siguiente: PREGUNTA 7: De la o¡ohibición de los
iuesos de aza¡ con lines de luc¡o. ¿Estó usted t1e acuerdo que en el país se

prchíban los negocios dedicados ajuegos de azat, fales coho cqsinos y salas de
jueso? oPClÓN TOTAL PORCENTAJE SI 3.951.787 52,3J% NO 3.599.093
17,66% TOTAL 7.550.880 100,00%

22. Uno de los efectos de lo consulta populo se rnaniÍestó en la tipificación, por
pafle de lo Asamblea Nacional, del deliro que se denominó 'Casinos, salas .le
juego, c.Lsas de apuestas o negocios dedicados a la realizoción de juegos de

azar "' (énfasis añadido).

Bajo el principio de legalidad, extender dicha prohibición a enridades sin fines de lucro
equivaldría a una interp¡etación analógica en materia penal. lo cual esüi expresamente
proscrito. Por lo tanto. el articulo 236 del COIP no puede aplicarse a organizaciones que.

de mane¡a legitima. desarrollan actividades de aza¡ sin fines de lucro con propósitos

benéficos o sociales. pues su naturaleza no responde a un negocio lucrativo y, por ende.

s€ encuentran ampa¡ada§ constitucionalmente.

De lo manifestado se obseNa que; i) los GAD municipales tienen competencias para

regular, fomentar, autorizar y contolar e¡ ejercicio de actividades económicas d€ntro de
su circunscripción tenitorial; ii) tales competencias se ejerce¡ a través de facultades de
rectoda. planiñcación, regulación, control y gestión, según los aÍiculos l13 a 116 del
COOTADI iii) el articulo 236 del COIP sanciona penalmente la administración,
funcior¡amiento o establecimiento de casinos, salas dejuego. casas de apuestas o negocios
de aza¡ prohibidos por la consulta popular del 7 de mayo de 201ll ¡v) la Procumduría
General del Estado, mediante oñcio No. 07017, de 13 de diciembre de 2019. ha precisado
que la prohibición penal debe interpretarse en sentido literal y estricto, aplicable
únicamente a negocios dedicados ajuegos cuyo resultado dependa exclusivamente de la

I
!
,
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suerte; y, v../ las actividades no lucrativas desa¡¡olladas por organizaciones sin fines de
lucro responden a los principios de solidaridad y rcsponsabilidad social - previstos en el
a¡tículo 66 numeral l5 de la CRE y no pueden ser subsumidas en la prohibición penal.
salvo en los casos de simulación de ausencia de lucro previstos expresamente en el inciso
segundo del articulo 236 del COIP-

3. Pronu¡ciamiento.-

Por lo expuesto, en atención a los términos de la co¡sulta, se concluye que, de

conformidad con lo previsto en el literal p) del articulo 54 del Código Org¡ánico de

Organización Territorial. Autonomía y DescentralizaciérL corresponde al GAD
Municipal autorizar actividades económicas que se desa¡rollen dentro de su

circu¡scripción territorial.

En ese contsxto, en atención al contenido de la consulta y de los anexos enviados, con

fundamento en el principio de legalidad que rige en materia de infracciones penales y que

impiden la interpretación extensiva de la ley penal -como garantía de los derechos de las

personas- se concluye adicionalmente que el Art. 236 del Código Orgánico Integral Penal

sanciona a quienes, gq¡-][¡g¡!q!¡g¡p, establezcan negocios dedicados a la realiz¿ción de
juegos de azar; y no a aouellos oue lo hacen sin fines de luc¡o y con propósito de

beneficencia oública; como lo es, por ejemplo, la organización mencionada en la consulta
(Fundación Ecuatoriana de Fibrcsis Quistica, que según el informe aparejado a su

consulta ha solicitado realizar esta actividad en el territorio nacional y en el cantón

Salinas). En consecuenciq dicba p¡ohibición no se puede extender a actividades
económicas no comDrendidas expresamente en la lev Denal. Adicionalmente, corresponde
a los GAD municipales del Ecuador y a otras instituciones públicas competentes,

conceder las autorizaciones que se requieran para el ejercicio de tales actividades en Ia
respectiva circunscripción territorial cantonal.

El presente pronüciamiento es obligatorio para Ia Administración Pública y se limita a

la inteligencia y aplicación general de nomas jurídicas. Su aplicación a casos

institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de Ia entidad consultante y de

cualquier otla entidad pública que lo aplique,

No 0?017. de I I d. di.ieñbre de 20 t9
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Magister
Edwin Oswaldo Yugsi Tipán
PRIMER JEFE
CUERPO DE BOMBEROS DE CAYAMBN
Cayambe.

De mi consideración:

Mediante oficio. de I I de junio de 2025, ingesado en el correo institucional de la
Procuraduría Generaldel Estado al dia siguiente, se reformuló laconsulta p¡anteada en oficio
No. CBC-CBC-2025-0183-OF de 30 de abril de 2025, en los siguientes términos:

"¿Para ejecula¡ el proceso de ascehsos del personol bomberil de cafiera, sienalo este
un derccho de las t' Ios senidores de los Cuerpos de Bomberus del paít, actuahdo e
base a su aulonomía adrrrinist¡tttito,frrrahcieru ! ope¡aliva de Io que gozan, el arlíctalo
1 del Reglar¡eilo de oplicación a los arls. 32 ! 35 de la Le! ¡le Defensa Contru
lncerrdios establece un 300,4 para 'incrementos sala ales' se rcrtere al gaÍto coüiente
por rcmuneraciones ea sí o especüicarienl¿ para llet ar ü eabo los pfocesos de ascensos
del penonal bo mbetil? ".

Frente a Io cual. re manifiesta lo siguiente:

1. Antecedentes. -

Del oñcio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

Mediante oficios No. I1380, de 8 de ñayo de 2025, y 11646, de 29 de mayo de 2025, este
organismo solicjtó al Cuerpo de Bomberos de Cayambe reformular la consulta contenida en
oficio No. CBC-CBC-2025-0183-OF, de 30 de abrji de 2025, ingresada el I de mayo de 2025,
sea refo¡mulada de manera que trate sobre la aplicación general de normas .jurídicas.
Asimismo, se requirió el envió del info¡me jurídico del Asesor Jurídico del Cuerpo de
Bomberos de Cayambe respecto del objeto de la consulta refomulada. Este requerimiento
fue atendido con el oficio citado al inicio del presente.

El informe jurídico No. GAJJJ-2025-004, de I I de junio de 2025, suscrito por el Analista de
Gestión de Asesoría Jurídica del Cueryo de Bomberos de Cayambe, citó como fundamento
los artículos 226,22'1,228 y 229 de la Constitución de la República del Ecuadorr (en adelante,

t CRE. publ@da e, el Resistrc Olcjdl No 149 ¡1¿ 20 de @tuúE de 20A8.
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t LOSEP, ptbl¡@¿lo ¿k el stpl¿nenta del Regisno olicial ¡¿ 291 de 6 d. @tubÉ .le 201a
r cooTAD. ptblicado ¿n el supletuito del Reg¡sta O.1ic¡al 1\o. 303 rL 19 d. dtubre de 2a 10
! N2t35 p,b¡ic¿¿o en el tusjsna olcial Na. ¡ 10 d¿ 5 de a¿a!L .L 2003

" AS<:RC. ht?r : r úúicLpocatrñb¿. gab.edvpcülenf uplaad§ 2421/0 1 t l. 2420.pd
r OHC POCBC, p"bl¡uda ei ¡u Edi.iú Elp¿c¡dl d¿l P¿cts¡o Ojc¡al Na I 656 de 31 de asosto-2A, l
r .PMSAD publxada en Suphwhta del R¿cB¡o oÍic¡dl ¡¡a 308 d¿ I I de ,,,1a de 2023
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"C'-R "):6 numeral 10,30 a115,226.221,229.230,231,274 y 280 del Código Orgánico de

Entidades de seguridad Ciudadana y Orde¡ Público2 (en adelante, "COESCOP"),23lertdb)
y 82 de la Ley Orgánica de Servicio Públicor (en adelante ."LOSEP");140 del Código
Orgánico de Organizáción Territorial, Autonomia y Descent alizació¡4 (e¡ adelante
"COOTAD"); I y 3 del Reglamento de Aplicación a los artículos 32 y 35 de la Ley de
Defensa Contra lncendios5 (en adelaÍ1e, "R32y35")19y22de Ia Ordena¡za Sustitutiva de

Integración del Cuerpo de Bomberos del Cantón Cayambe al Gobiemo Autónomo
Descentralizado Inte¡cuitural y Plurinacional del Municipio de Cayambe6 (en adelante
"OSC,C "); 63 y 61 de la Ordenanza para la Homologación y Carre¡a del Personal Operativo
del Cuerpo de Bomberos de Cayambe? (en adelante "OHCPOCBC")| y,22 al 29 de la
ResoL¡ción No. 17 mediante el cual se emitió la Categorización de Puestos y Mandos.
Selección y Admisióú de Bomberos3. (en adelante. "CPMSAB). Con base en dicha
normativa, analizó y concluyó lo siguiente:

"Es ¡ tpofiante para el Cuerpo de Bomberos de Cayanbe el proceso ale ascenso:t y toda
wz que con la expedición del Código Orgánico de las Entidndes de S¿gtriddd Ciudadaúo
y Oden Público el Caerpo de Bomberos de Cayambe ta cuefila co an pla de carrera,
esta eshrctura de la canera que va de la mano con el proceso de ascensos del personal
es benefrciosa para los aclores primordiales de ld institución, en este caso el personal
operotiyo, por cuanto son la ruzón cle ser del Cuerpo de Domberos de Cayaube, esto
permitirá un ñejor dese tolNinie lo instilucional y se cúúplírá e caso de realizarse el
respectivo ptoceso de asce sos cotl lo determi ado en la ley, efi base a los años d¿

semicio y cursos de especializacitm, prcpüaciófi acad¿nrica, elc.

En yisto que la Resolución Nrc. SGR-017-2023, expedida por la Secrctaría de Gestión
de Riesgos, tiene el c.trácter de obligatorio, conforme lo dispoie e su arlícalo 2 en lorfio
al ámbíto y alcance, el cwi mencío a lo siguie te: 'Es de obligatorio cüfiplinie to ptíd
todos los Cuerpos de Boñberos del país, el enfe reclor fiac¡ondl, los Gobiemos
Autó omos Desce tralizddos Munic¡pales, Metrcpolifanos y Provinciales, los
ciudaddnos; y demás entídades del sector público y privado.

El mte rector nacional e ttdtelia de gesliók de riesgos, ejerceró la rcctotíd nacional !
velará por el cabal cumpl¡miento de los t¿rmínos contemplados en la presente
renolució'.esindispensabledarJielcumplimiento!realízareldebidoprocesoparalos
asc¡rnsos delpe$onal operatívo del Cüe/po de Bo bercs de Cdyd be.

En la Resolución citada en el pátafo que 1ntecede, en el capítulo Vl de la misma se

expide las direch'ices a seguir en lomo dl concurso de m¿rilos y oposición para realimr
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el prcceso de ascensos del personal operativo, sieulo este un derecho de los servidotes
bomberiles del pais, razón por la cual y en yista EE eislen varios seryidores q e
cumplen con los rcquisítos para beneJiciarse del proceso de ascensos medianle el
respectit)o concurso de méritos y oposición conforme lo dicfa la notma y que es detr¡llada
en los fundamentos de derecho que süstentan el prcsente inJolme.

(....) Con estos antecedenles, eñ baJe a la fiomativa legal cituda y efi eista de la
obligatoriedad de aplicación de la Resollcióh Nto. SGR-017-2023. expedida por (sic)
LA Secrelaria de Gestión de Riesgos, a.$i cono el CrMigo Orgánico de las Entidades de
Segtidarl Ciudadan o y Orden Público, la institución actuorrdo en base a su oulonomía
deleritinado e los a íctlos 271 del COESCOP en concordaicia a lo dispuesto en el
d ícllo 140 del COOTAD, dcbe ocluú ¿n base a sa auonomia odmini§rratit'q
liüancie¡ay operari t pa¡a el desafiollo de s¡/s oblbacione§ ! fu,tcioies, y de este modo
Nalizü el pruceso de tscensos del peBonal ope¡alivo del Cuetpo de Bomherus de
Catlqmbe, en ruzói que es un derecho de las y los senidores de la itstittorór -. (Énfasis
añadido).

A fin de contar con mayo.es elementos de análisis, mediante oficios Nos. I1860, I 186l y
I1862, de 16 dejuoio de 2025, la Procuraduria General del Est¿do solicitó al Ministerio del
Tmbajo (en adela¡te, "MDI"), al Gobiemo Autónomo Desceñtalizado Municipál del
Cantón Cayambe (en adelarÍe, "GADM Cayatná¿ ") y al Ministerio de Economia y Finanzas
(en adelante, "MEF"), qu'e remitan sus criterios juridicos institucionales sobre la materia
objeto de Ia consulta. Con oficio No. 12112 de'l de julio de 2025, dirigido al GADM de
Cayambe se insistió en dicho requerimiento, sin que hasta la presente fecha hayan contestado.

Los requerimieñtos fueron atendidos por las siguientes entidades: , el MEF con oficio No.
MEF-CGAJ-2025-0060-0. de l9 dejunio de 2025. recibido en este organismo el mismo día;
i, por el MDT con oficio No. MDT-SN-2025-0507-0. de 20 dejunio de 2025, ingresado en
el coreo inst¡tucional de este organismo el 23 del mismo mes y año. El MEF se abstuvo de
emitir pronunciamiento jurídico sobre el fondo.

Por su parte, el criteriojurídico del MDT. además de las normas scñaladas anteriomente, citó
los artículos 82 de la CRE; 83 d€ la LOSEP; l, 2 numeral 5 letra c), 4, 8,28,220,2'15,
Disposición Transitoria Cua¡ta y Disposición Final del COESCOP; y, 32 de la Ley Contra
Incendiose (en adelante, "¿Cl"), manifestando y concluyendo:

.2.- PRONUNCUMIENTO

(...) el Minislerio del Trabajo con la Secretaria Nacional de Geslión de Riesgos y el
Minisle o de Economía y Finanzas tienen la obligación de ho¡nologar las
remuneracioxes de los bot beros señalondo, únicamente, el piso y techo pot cada grado.
En esle sentido, le cotespotlde a cada Gobíerno Autónomo Descentfttlizado deÍemi at
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la Escalo de Remuneraciones Mensuoles UniJicadas de sx cotespondiente Cuerpo de
Bomberos en viúud de su real capacidad económica rcspetondo dichos p¡sos j techos.

(...) Por lo tanto, los ancensos del personal deben responder a lo que establezca cado
Plan de C'aftera esÍablecido por la entidod tle seguridad ciudadana correspond¡ente y el
Reglamento emilído por cada enlidad del Cuerpo de Bonberos de conlornitlad a los
parámetos minimosfiados por el ente rcctor nacional. Se entiende que cuando el GAD
de.fina los remunenrciones de los diÍe¡errtes grodos boñb¿til¿s, deino de los pisos y
lechos ¿sloblecidos por el Mini§rerio del Ttabajo, la Secpta¡la Nacional de Gesrión de
Riesgos y el Miñislerio de Ecohomla y Finanzos, lo debetá reilizat contahdo pora el
eÍeclo corl la dbpotüitidad prcstp.rest¡ia paro el efecb.

Es completo responsabilidad de la Unidad de Adílinisnación de Talento Humano
insl¡tlcioúal la correcto aplicación del ñarco jurid¡co ecucttoñano en cudnto a la
adm¡nistración del talento h maho institucional" (énfasis añadido).

De lo expuesto, se observa que le entidad consultante y el MDT concuerdan que los Cuerpos
de Bomberos deben obse¡var el Plan de Carrera establecido por la entidad de seguridad
ciudadana conespondiente y el Reglamento emitido por cada Cuerpo de Bomberos de
conforñidad con los panámetros mínimos fijados por el ente rector nacional. Asimismo, se
señala que corresponde a Unidad de Administración de Talento Humano institucional asumir
la responsabilidad de ejecutar el proceso de ascensos de su personal con base en las normas
vigentes. El MDT añade que, una vez que el GAD conespondiente defina las remuneraciones
de los diferentes grados bomberiles, dentro de lospisos y techos establecidos por e I M in isterio
del Trabajo, Ia Secretaria Nacional de Gestión de Riesgos y el Ministerio de Economia y
Finanzas, deberá actuar con la disponibilidad presupuestaria para el efecto.

2, Análisis. -

Para el estudio de la consulta planteada. el análisis desalrollará los siguientes puntos: , La
§arrera y ascenso de los servidores de Cuerpos de Bomberos; y, i, El financiamiento y los
limites de gasto de los Cue¡pos de Bomberos.

2.1. La carrera y ¡scenso de los seividores de Cuerpos de Bomberos. -

El a¡tículo 82 de la CRE 82 detennina que el derecho a la seguridad jurídica se fundamenta
en el respeto a la Constitución y e¡ la existencia de normasjuridicas previas, clams. públicas
y aplicadas por las auto¡idades competentes. A su vez, el anículo 226 dispone que las
instituciones del Estado, sus organismos. dependencias, las servidoús o servidores públicos
y las personas que actúe¡ en virtud de una potestad estatal ejerceán solamente las
competenc¡as y facultades que les sea¡ at.ibuidas en la Constitución y Ia ley.

Po¡ su parte, el segundo inciso del articulo 389 de la CRE establece que el Sistema Nacional
Descentralizádo de Cestión de Riesgos estii compuesto por las unid¿des de gestión de riesgo

o

I
,

Edifcio Afloñ8 Dl.:.
Av Atuzoru5 t!¡39n23 y A.izágá

3434



-

-ITT Edificio Aru.oñ.t ,i.a
Av Atu¿oñ.e Nl9n2a y A.izága
+593 2 2941i!OO

o

!
t

"ROOTAATRfA 
GENEA^I O€L ESTADO 12915

CLE221O I'E AO BEROS DE C¡':{YEE*,,&:::''

de todas las instituciones públicas y privadas en los ámbitos local, regional y nacional,
correspondiendo al Estado ejercer "la lectoría a trayés del orga ísmo técnico establecido eh
la ley".

En concordancia, elartículo 55. literal m) del COOTAD otorga a los gobiemos autónomos
descentralizados municipales o metlopolitanos (en adelante "GAD municípales") la
competencia exclusiva de "Gestionar los serricios de pftwhcíón, potección, socorro y
extínción de incendios ". Así, el alículo 140 ibidem prevé que los cuerpos de bomberos del
país serán considerados como entidades adscritas a los CAD municipales, "quienes

funcionarán con autono ía adñin¡stralfia y inanciera, presupuestaria y operutíva,
observando la ley especial y non rativas v¡gentes a lds qüe estdftih sujetos".

A su vez. el artículo 6, numeral l0 del COESCOB entre las característic¿s generales de las
entidades de seguridad reguladas por dicho cuerpo legal, señala gue ejercerán sus funciones
con sujeción a fas normas vigentes "que regulan sus derechos y obligaciones, sislemas de
ascensos y Pfothocíohes basado en los méritos: con crilerios de equidod, no disc ninacirin,
estabilídad y pruÍesionalizac¡ón (... ) ".

En concordancia, los artículos 8 y 220 del COESCOP determinan que la carrera de las

entidades de seguridad ciudadana es un sistema qu'e "regula laselección, ingreso, formación,
capacitación, ascekso. estab¡lidad. evaluacióiy Wflhanencia eñ eli¿rvr'cio ". Pam elefecto,
dichas entidades debenin definir un Plan de Canera que conteñdoi, en lo principal, los
procesos de formación académica profesionaly especialización, así como los "meconismos y
criterios de profioción y evaluación de desempeño de las sctividades a su cargo", sagim lo
prevé el artículo 28 ibidem.

En este orden de ideas, el inciso primero del a¡ticulo 22 del COESCOP prescribe que '(...)
Los pn>cesos de ascensos se deleminarón de acuerdo o las necesidades institucionales
establec¡das por el responsable del área operativa correspondieite, en base o la e*islencia
de l¿t vacorrles orgdnicas y disponibilidad presupuestaña, m¡snas que serán autor¡zadas
por la Máxina Autoridad delCuerpo de Bomberol ' (énfasis añadido).

Al respecto, la Procumdu.ía General del Estado, mediante oficio No. 07217, de 27 de
diciembre de 2019, se pronunció respecto del proceso de ascenso del personal de entidades
de seguridad ciudadana, previsto en los artículos 227 y 228 del COESCOB y precisó que:

''El aÍenso del penonal de lat entidades conplementatios consta regulado en el drtículo
227 del COESCOP, lbicado en el Capítulo Tercetu, Título I. del Libtu 1l/ de ese código
que, al efecro, prevé en fonna generol q e se realice o travis de ancwso de méritos y
oposición, agregando q e el procedimienlo pata la eval ación de los reqüisilos sc
establecetá en el reglamento que pora el efecto emita el ente rector bcal según
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Adicionalmente, el artículo 228 del COESCOP establece que la 'Comisión de
Calificación y Ascensos' es un cuerpo colegiado que tiene como objetívo rcal¡zú el
procediñiento de eyaluación y pronoción de ascmsos paro cubrir plazas vacantes de los
¿isl¡nlos grados de personol directivo )' operulivo' (.--)-

(.,.) De lo expuesto se obserra que la Co,rrisió de Califtcacün y Asce,/Ñ'os de lds
enlidades coñpleüeñlarias de segumlad ciudadana, es un cuerpo coleg¡ado rcsponsable
del Prucedin¡ento de evaluación y promoción de ascensos del personal de ca¡tera de
esas ehl ldes que se integra en laforma prevista por el articulo 229 deI COESCO| que
consl¡luye norma general, y que, en el caso de las enlidades adscritas a los CAD, como
son los Cuerpos de Bonberos, seg'un el anículo 227 del COESCOP, la rectoata local e§
con peleÍcía del Nspecliyo GAD muiiclpal, el cuttl t¡ene ldcuhad nomatfua para el
pleno ejercicio de sus conpetencias ' (énfasis ñadido).

Asi también. el artículo 22 de la Ley de Defensa cont¡a lncendioslo (en adelante, "¿DCI").
agrega que "Los ascenlos se harán de grudo en grado, cuúplidos los ,equisitos
corresporulientes siemprc que erista vaconte derrfio del Escalo¡ói" (énfasis añadido).

Adicionalmente, el artículo 230 del COESCOP determina qre Sí una Wsokq ocrcdita el
cunpl¡miekto de todos los rcquisitos para el alscenso, apnteba el culso rcspectivo Wru no
exisle la vacanle otgtirr¡ca, esla continra i en seruicio en el grado que ostento hosla que
erisla la m¡smo" (énfasis añadido).

Con relación a los servicios que pr€stan los Cuerpos de Bomberos, el artículo 275 del
COESCOP dispone que el servicio de prevención, socorro, y extincióñ de incendios "¿r parl¿
del SisÍeña Naciottal Descentralizado de Gestión de Riesgos", cuya rectoría ejerce la
autoridad nacional competente (actualrnente denominada Secret¡ría de Ges¡ión de Riesgos).
Añade que la gestió¡ del serviciocontra incendios cor.esponde a losGAD municipales dentro
de su jurisdicción, en articulación con las políticas. normas y disposiciones que em¡ta el
rcfeddo ente rector.

En este marco. la Secretaría de Gestión de Riesgos emitió Ia ResoluciónNo. SCR-017-2023,
que en su capftulo Vl establece las directrices para el concurso de méritos y oposición
correspondiente ai proceso de ascensos del personal operativo. En relació¡ a Ia estructur¿
institucional, ef segundo inciso del a¡ticulo 9 de dicha resolución señalt q\re',La estructuft,
organizacíonol se encontrará deJinida en el Estatuto ()rgán¡co por Ptarcesos instituciohal,
íhstrumento que conforme lo establece la Diltpos¡cíón Tiansitoria Priierd del Código
Orgá ico de lds Entídades de Segtidad Ciudadana y Orden Públíco, deberá ser aprobado
por cadu Cuetpo de Bombercs, a truv¿s del Coítité de Adñinistrución y Planifclción". en
concordancia con el articulo 282 del COESCOP.

rt Adielo Elúno¿o pc lst pubhco¿t .n Re9tno Olcnl j¡o 98.t d. 2] de jttio de t992: ñ¡odada por t.t pubncadd en Resisn,
Oliaol !\o 952 de 23 de ñaro .le 199ót pú ld 1., prbl¡cat/a e¡ R.A'sho OÍtci¿l Nó. 99 d. 9 d¿ )u¡o d¿t 20Ol: re¡oñado pot t¿!
p¿bÜca.la ¿" .l Supl¿rento d¿l Res,stó l\a- 4¡8 de 16 de ¿Em &¡ 2015: , tuhluido pot dntcuto úni@ de pbh.ado er .l
$pletunto .lcl Rectsto Olc¡al Supl¿ñ.ñto lo 87 de 26 d. eptieúbe del 20t 7.
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De lo expuesto se concluye que: , los GAD municipales tienen la competencia exclusiva de
gestionar los servicios de prevención, protección, soco¡ro y extinción de incendios; íy' los
cue¡pos de bomberos del pais funcionan como entidades adscritas a los CAD municipales,
con autonomia adm¡nistrativa, financiera, presupuestaria y operativa, observando la ley
espec¡al y normativas vigentes a las que estarán sujetos; ¡i, la planificación de carrem,
niveles de gestión, estructura organizacional de los Cuerpos de Bomberos debe ser aprobada
por cada entidad. a través d€ su respectivo Comité de Adminishación y Planificación; r, los
procesos de asce¡sos se determinañín de acuerdo con las necesidades institucionales
establecidas [nr el responsable del fuea operativa correspondiente, con base eñ la existencia
de las vacantes orgánicas y disponibilidad presupuesta¡ia.

2.2, ¡'inarcirmiento y llmites de gasto de los Cuerpos de Bombems. -

El afículo 164 del COOTAD establece que "Las Jinanzas públicas en totbs los niveles de
gobierno, v cowlucirán de.fonna sosteñible, rcspontable y transparenle a.fin de alcanzqr el
büen,ri1)ir de la pblaciótt. ptocurando lo estabilídad econónicd'. En particular .especto del
manejo de los recursos públicos, endeudamiento y de ia coopemción por pane de los GAD,
señala el articulo antes indicado que debeñ observar las rcglas fiscales acorde a "la ley que

repyle las Jinanzos públicalt e incoryorarán prucediñienfos eficaces que garohticen la
rendición de cueñfas ante la ciudadania sobre el uso y t ronejo de los recursos .financieros" .

En esfe co¡texto, el primer inciso del artículo 166 ibídem dispone: "Iodu norma que erpida
u gobierrro autónomo desceitalizado que genere una obligación Jinancíada con rccunos
ptúblicos establecerd loÍue le defrnanciarniento co¡tesporrdiente" (énfasis añadido).

Con relació¡ a las fuentes de financiamiento de los Cue¡pos de Bomberos. el articulo 32 de
la LDCI se refiere a la contribución mensual en el servicio de energia eléctrica y señala que:

-Arl. 32.-Además de los rec tsos económicos señalados por lej,es espec¡ales,los cuerpos
de bombetus tendrán derecho a una conl¡lbución adiciorrsl mer,sual que paga¡ón los
as arios liw es del sedicio público de eheryla eléctica, en ld riguiente escala:
1. El equirdle e alcetu plmto cincue to pot ciehto (0.500.ó) de la rchunerución hásicLt
minima uniJicada del trabajadot e geñeral, a los ñedídores de senicio resídencial o
parlic lar:
2. Elequi,alente aluno pnto ci co por cienlo (1.59'o1 de Ia remuneración b^íca mínima
unificada del rrabajador en general. a los medidores destinados al semicio comercial: y.
3. El equivalenre al tres por ciento (39zo1de la renuneración básica niniua mifuada del
lrabajodor en ge e ¡1, a los medidores destinados a los pequeños indust ales; y el
eqúvolente al seiÍ por cienfo (6 o)

(...) Los recursos pro\|enie les de la cokl¡,¡btción adicional que se señalu en los incisos

lI
v

anteriores, se díslribuirón en los sig)ientes porcenlajes: 30o/o) paru irrcrerrreatos
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salariales; I0 pala capacilación y enlrenomíenlo: 504/6 pdra eqlt¡panieato; y, loaÁ
para el segno de vida y accidenles del personal áorzlenl" (énfasis añadido).

Por su parte, el artículo I del Reglamento de aplicación a los Arts. 32 y 35 de la Ley de
Defensa contra lncendios reformadar r (en adelante " Reglame toArts. 32 y 25 LDCI') sefr^la
qtte"En los presupuestos anuales de ingresos y egrcsos, los cuetrys de bottbetus o podrdn
desrinar mds del 30% de los ingtesos pmvenientes de la portida 'sen¡c¡os de alumbrado
eléctrico', el el pago de rcmuneruciones" (énfasis añadido).

Al coñparar ambas disposiciones, se evidencia una diferencia sustancial e¡ el alcance del
límite del30p/o. Mientras el articulo 32 de la LDCI asignaese porcentaje de manera esf,ecífica
al rubro de "incrcmentos salariales", el reglamento amplia su apl¡cación al "pago de
remuneraciones" en general, lo que puede incluir sueldos ordinarios, ascensos o cualquier
otra clase de retribución,

Esta divergencia obliga a examinar el principio de jerarquía normativa y los limites de la
potestád ¡eglamentaria. Sobre est€ punto, la Procuraduría Ge¡e¡¿l del Estado, mediante oficio
No. I 1094, de l0 de ab¡il de 2025, se pronunció en los siguientes términos:

'' De conlornidad con el artícalo 425 de lo Cot stitu:ión de la Repúbl¡ca del Ecuador la
jerarquío nomalita apl¡cdble al ordenamiento juridico ecuator¡ano se otendetá en el
s¡guiente oilen:

'Art. 125.- El otden jeúrquíco de aplicación de lm normas se\t el sigu¡ente: La
Const¡lltción; los fiatddos y conrehios inlemacionoles; los leyes orgánica; los leyes
ordinorios; los nomas rcgio ales y las ordend zas disfiitales; los deoetos y
reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y
decisiones de los poderes públicos.

En caso de conlicto entre nonnos de distinta jerutquía, kt Co e Conslitucional, los
juezas y jueces, ü toridades admifiistrat¡ws ! seryidorus y semidores públicos, lo
resolverán mediante kt aplicoc ín de lo to¡majerótquica stqerio¡' (¿nÍasis conespo de
al toclo cilado).

De la norña citada se desprende que las leyes orgánicas pretalecen jetui?quicamente
sobrc decrelos y reglamenlos, y demb actos o resoluciones de la odr ínistración pública
Por lo anaes mencionado,los disposiciones de ranto inÍerior no paeden corrtradecir ni
,noüfica¡ lds obltgaciones derivados de la LEl

11 Reslanenb Ans 32 y 25 l-D('¡. e\p¿tlilo tudúde 1@tdo Mtttstqbl lto 586, ptbücado eñ el R¿gBtrc Qlcial No. I10 de 5 d.
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Respecto de la posibilidad de relornar una le! otgáttica medi.arle una noma
regldme taria, Eduanlo García de Enleüíd y Tontb-Ranón Fenándezt) señalan lo
siguienle:

'El rcglamento, en cuanto norma subodinada a la ley, no puede contadecir el contenido
de 16 le!. Su dnrbito de actuacióü está necesafiarnenle litnilado pot le ley que lo auíor¡za.

Cualqüiet disposición rcglamentaria que coktale ga la ley es, por tanto, nula y carcce
de efectos jurídicos.'

/...) Adiciohalmente. el nümerul ó del a iculo 120 de la Consaitución señala co¡tto
atibución exclusira de laAsamblea Nacional:

'Art. 120.- La Asomblea Nacíonal tendrá lo.t siguieites atribuciones y deberes, además

de las que defermine la ley:

6. Etpedb, co!1ifrcaa ¡eÍorrnar ! deaogar las lEEs, e interpretutlas co carácter
ge erul ente oblígatorio (...)'(énfasis corresponde al lexlo cítado).

Por tanto, los pti cipios de jerarquía normatfua y de legalidad, delimilal l4 poteslad
¡eglarrrenlaio, restingi¿rdola al desanollo y dpl¡cación de Io l¿!, s¡ que pueda
supoier trefotu ro.', suslitución o moüficociót Esto últina fiicuhad es exclush'a de la
Asanblea Nacional " (énfasis añadido).

Adicionalmente, el numeral I del añiculo 3 de la Ley Orgánica de Oarantías Jurisdiccionales
y Contml Constitucionalrr (en adelante. 'LOGJCC") establece reglas para la solución de

antinomias previendo qüe Cuahdo existan conlrodicciotleti enie úormas iuridicas, se

oplicará la cor[Etekte, lajetáryuicomente supe o,l laesrycial o la por¡e¡¡o¡ ". Por su parte,

los numemles 4 y 5 disponen lo siguiente: "Lat nofifias se entenderán a pafii de lalt
cambi(mtes sitüacbnes que ellas regulan, coh el objeto de no hacerlas ihoperahleN o

ine¡cientes o de lorna as conlrarias a otras rcglas o principios const¡tuc¡orlales", y gue
''a.leberán ser interpretadas o parlh del conlexlo general del terto t ofinolivo, pora loga¡
enlre todas lat disposic¡ottcs la debida coexislencía, correspohdencia y armonía".

Aplicando lo anterior al caso en estudio, el artículo 32 de la LDCI establece expresamente

que máximo el 30% de la contribución mensua¡ en el s€rvicio público de energía elécÍica se

destinará al financiamiento de incrementos salariales. Al ratarse de una norrna contenida en

una ley, dicho alcance no puede ser altemdo por disposiciones reglamentárias, como la
contenida en el articulo I del Reglamento Arts. 32 y 35 LDCI, expedido media¡te Acuerdo
Ministerial 586 delentonces Mi¡isterio de Bienesta¡ Social.

): Edwda GMi¿ de Lnkti¡ t To,út Fm<Jñ leruinle.- Ctv .1¿ DePcha adñiñr:tútlo I 1'Etúctón, [¡litoial Ciei¡as Madt'd

tt l.diJcc pub¡uda .n el gtuldo Supl¿ñ¿n¡o del R?861rc o¡cal No 52 ü 22 & oc'tbre .le 2009: úlina Él.ntu Ptbhco¿a .l
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De la normativa analizada se desprende que: ¡) acorde al principio dejerarquía normativa, en
caso de antinomia coresponde aplicar la normajerárquicamente superio¡ conforme lasreglas
prcvistas en la LOCJCC; ¡, la potestad reglamentaria permite el desarrollo y aplicación de
una lev a través de la emisión de reglamentos, sieñpre que estos no contrave¡gan ni alteren
lo previsto en la ley; ¡ir,/ la LDCI fija de forma clara y específica que un máximo del 30% de
la contribución adicional establecida debe destinarse exclusivañente a incrementos
salariales; finalidad que no puede ser modificada por una notma de inferiorjerarquía.

3, Pronunciamietrto , -
En atención a los términos de la co¡sulta se concluye que el artículo 32 de la Ley de Defensa
Contra Incendios establece de manera expresa que hasta el treinta po¡ ciento (30%) de los
recursos provenientes de la contribución mensual en el servicio público de energia eléctrica
debe destinarse al financiamiento de incrcmentos salariales. dent¡o de los cuales se incluyen
los asce¡ms del personal bomberil al irnplicar un aumento en la remuneración. En
consecuencia, el aÍículo I del Reglamento de aplicación a los artículos 32 y 35 de dicha ley
no puede extender ese límite al pago general de remunemciones, ya que ello contravendala el
pr¡ncipio de jerarquía normativa previsto en el articulo 425 de la Constitución de la
Repúbl¡ca.

En cualquier caso, el proceso de ascenso del personal bomberil de ca¡rera deberá observar el
Plan de Canera aprobado por la entidad de seguridad ciudadana correspondiente y el
reglamento intemo del Cuerpo de Bomberos. conforme los parámetros mínimos estabiecidos
porelente rector nacional. Asimismo, la determinación de las remunemciones deb€É respetar
los pisos y techos fijados por el Ministerio del Tr.bajo, la Secretaria Nacional de Gestión de
Riesgos y el Ministerio de Economía y Finanzas, y ejecutarse únicamente cuando exista
vacante en la estructura organizacional y disponibilidad presupuestaria.

EI presente pronunciamiento es obligatorio para la Administ¡ación Pública y se limita a la
inteligencia y aplicación general de normas juridicas. Su aplicación a casos institucionales
específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier ot.a
entidad pública que lo aplique.

Abg. Juan

Sdiha B.lún Moy¡ A¡sulo
Minkt.. d. Eñnoñl¡ y Fin,u¡s

Abg. Ivo¡nc Núacz Figü€¡ü
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Oficio Nº 12973 

 

 
Quito D.M., 05 de septiembre de 2025 

 

 

Ingeniero  

Roberto Xavier Luque Nuques  

MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 

Presente. - 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. MTOP-MTOP-25-291-OF, de 6 de julio de 2025, ingresado en la 

Procuraduría General del Estado al día siguiente, se formularon las siguientes consultas: 

 

“1. En el contexto de la expedición de una tasa que regule el aprovechamiento especial 

de un bien de dominio público y en cumplimiento del principio de equidad y suficiencia 

recaudatoria previstos en el artículo 5 del Código Tributario: ¿deben los Gobiernos 

Autónomos Descentralizados Municipales motivar sus actos normativos con aspectos 

técnicos que permitan sustentar el valor tarifario de la misma? 

 

2. Teniendo en cuenta que el artículo 16 del Código Tributario exige que el hecho 

generador sea específico para cada tributo, ¿las tasas municipales que regulan el 

aprovechamiento especial de un bien de dominio público pueden compartir el mismo 

hecho generador con otro tributo existente dentro del ámbito portuario? 

 

3. Considerando que el artículo 29 numeral 1 del Código Tributario establece que la 

calidad de agente de retención deviene de un mandato legal, disposición reglamentaria 

u orden administrativa, ¿una norma infralegal, tal como una ordenanza municipal, 

puede atribuir a otra institución pública la calidad de agente de retención de una tasa 

municipal que regula el aprovechamiento especial de un bien de dominio público?”  

 

Frente a ello, se expone lo siguiente: 

 

1. Antecedentes.- 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se deprende que: 

 

El informe jurídico contenido en oficio No. MTOP-CGJ-2025-331-ME, de 3 de julio de 2025, 

suscrito por el Coordinador General de Asesoría Jurídica del Ministerio de Transporte y Obras 

Públicas (en adelante “MTOP”), fundamentó sus conclusiones en los artículos 76 numeral 7, letra 

l), 227, 237, 300 y 301 de la Constitución de la República del Ecuador 1 (en adelante “CRE”); 8, 

9, 65, 89, 99, 104, 105 y 106 del Código Orgánico Administrativo2 (en adelante “COA”); 329 del 

Código Orgánico General de Procesos 3 (en adelante “COGEP”); 171, 172 y 417 letra h) del 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COA, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 07 de julio de 2017. 
3 COGEP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 506 de 22 de mayo de 2015. 
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Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización4 (en adelante 

“COOTAD”); 5, 15, 16, 29, 69 y 71 del Código Tributario5 (en adelante “CT”); así como en las 

sentencias No. 40-16-IN/21 y No. 46-18-IN/23, de 2 de junio de 2021 y 6 de septiembre de 2023, 

respectivamente, y manifestó: 

 

“3. PRONUNCIAMIENTO  

 

(…) La naturaleza jurídica de las tasas, orientada a la recuperación de costos por el 

aprovechamiento especial de un bien público, junto con la exigencia de justificación 

técnica para el valor tarifario, implica que los GAD Municipales deberán sustentar el 

valor de las tasas a crearse con base en aspectos técnicos (como un estudio de costos del 

servicio o el valor del aprovechamiento), a fin de asegurar que la tarifa sea equivalente 

al beneficio recibido o al costo incurrido por la administración, y así cumplir con el 

principio de equidad tributaria.  

 

(…) Desde una perspectiva jurídica, la viabilidad depende de si la definición del hecho 

generador en la ordenanza municipal, es lo suficientemente específica y conceptualmente 

distinta de la que sustenta la exigibilidad de las tarifas portuarias, a pesar de basarse en 

actividades físicas similares de los buques. El artículo 16 del Código Tributario exige 

especificidad para cada tributo, no necesariamente que las actividades subyacentes sean 

completamente diferentes. 

 

(…) Si bien la ordenanza es el instrumento legal adecuado para regular tributos 

municipales, la atribución de la calidad de agente de retención a otra institución pública 

externa (como por ejemplo una Superintendencia Petrolera) mediante una ordenanza 

municipal podría ser cuestionada si no existe una ley nacional o un acuerdo 

interinstitucional de nivel superior que respalde esta obligación.  

 

(…) si bien una ordenanza municipal es el instrumento adecuado para designar agentes 

de retención para tributos municipales, su idoneidad para atribuir la obligación a otra 

institución pública que no le es jerárquicamente subordinada, sin una base legal nacional 

o un acuerdo previo, requeriría de una justificación adicional que las fuentes 

proporcionadas no detallan completamente” (lo subrayado me corresponde). 

 

A fin de contar con mayores elementos de análisis para atender sus consultas, este organismo 

solicitó mediante oficios No. 12127, 12128 y 12129, de 7 de julio de 2025, los criterios jurídicos 

de la Asociación de Municipalidades Ecuatorianas (en adelante “AME”); del Servicio de Rentas 

Internas (en adelante “SRI”); y, de la Superintendencia de Ordenamiento Territorial, Uso y 

Gestión del Suelo (en adelante “SOT”), respectivamente. 

 

Mediante oficios No. 12482, 12483 y 12484, de 24 de julio de 2025, este organismo reiteró dichos 

requerimientos al SRI, a la SOT y a la AME, sin haber recibido respuesta por parte del SRI ni de 

la AME. 

 

El requerimiento fue atendido por el Coordinador General de Asesoría Jurídica de la SOT, 

mediante oficio No. SOT-CGAJ-2025-0010-O, de 25 de julio de 2025, ingresado en la misma 

fecha, al cual se adjuntó el informe jurídico No. CGAJ-DAJU-IJ-2025-019, de 22 de julio del 

mismo año. 

 
4 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010.  
5 CT, publicado en el suplemento del Registro Oficial No. 38, de 14 de junio de 2005. 
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Este informe, además de reiterar las normas previamente referidas, incorporó los artículos 31, 

213, 226, 233, 264 numerales 1 y 2, 276 numeral 6, 389 numeral 3 y 415 de la CRE; 4, 5, 6, 7, 54 

letras a), f), k) y m), 55 letras b) y e), 57 letras a), b), c) y d), 60 letra e), 84 letra k), 106, 136, 

144, 166 y 186 del COOTAD; 95, 96 numerales 1, 2, 3, 5 y 8, y 98 de la Ley Orgánica de 

Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo6 (en adelante “LOOTUGS”); 27 y 38 del 

Reglamento a la LOOTUGS7 (en adelante “RLOOTUGS”); 4 numeral 4, 9 numeral 16, 14 y 118 

de la Ley Orgánica de Navegación, Gestión de la Seguridad y Protección Marítima y Fluvial en 

los Espacios Acuáticos8 (en adelante “LONGS”); 9 numerales 3, 4 y 5, 10, 12, 14, 25, 27 

numerales 9 y 10, 160, 161 y 192 del Código Orgánico del Ambiente9 (en adelante “CO 

Ambiental”); 4 y 758 del Reglamento al COA Ambiental10 (en adelante “RCO Ambiental”); y la 

sentencia No. 1158-17-EP/21, de 20 de octubre de 2021, de la Corte Constitucional del Ecuador. 

Con base en dicho marco normativo, la SOT se abstuvo e indicó que: 

 

“(…) la autonomía reconocida a los GAD en el COOTAD les otorga la plena facultad 

para regular, a través de ordenanzas, la creación y gestión de tasas y contribuciones, 

siempre que estas se encuentren respaldadas en su marco competencial y en estudios 

técnicos que permitan su adecuada motivación. Cualquier interferencia externa en esta 

facultad, salvo por las causales expresas previstas en la Constitución o la ley, supondría 

una vulneración directa a su autonomía política, administrativa y financiera. Por tanto, 

no solo tienen el derecho, sino también el deber de fundamentar sus decisiones 

normativas con criterios técnicos y de legalidad, sin requerir validación previa por parte 

de otras autoridades del Estado. 

 

(…) En este contexto, los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales, al ejercer 

su potestad normativa para emitir ordenanzas que establecen tarifas, tasas o 

contribuciones, se encuentran igualmente sometidos al deber constitucional de 

motivación. La fijación de un valor tarifario no puede ser arbitraria ni meramente 

declarativa; por el contrario, debe fundarse en estudios técnicos, análisis económicos, 

costos reales del servicio y criterios de equidad y sostenibilidad, que constituyan los 

elementos fácticos indispensables para sustentar la decisión. La Corte ha sido enfática 

en señalar que la ausencia de tales elementos equivale a una motivación inexistente o 

insuficiente, lo que conlleva la nulidad del acto normativo. 

 

(…) 4. CONCLUSIÓN. –  

 

• Los Gobiernos Autónomos Descentralizados ejercen una autonomía política, 

administrativa y financiera, reconocida por la Constitución y desarrollada en el 

COOTAD, que les otorga la facultad normativa para crear, modificar, exonerar o 

suprimir tasas y contribuciones especiales. Esta potestad se materializa mediante 

ordenanzas municipales, las cuales deben estar debidamente motivadas en estudios 

técnicos y jurídicos, conforme a los principios de legalidad, razonabilidad y 

proporcionalidad.  

 

• La Corte Constitucional ha establecido, a través de su jurisprudencia —en 

especial en la Sentencia No. 1158-17-EP/21—, que la motivación de todo acto normativo 

 
6 LOOTUGS, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 790 de 05 de julio de 2016. 
7 RLOOTUGS, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 460 de 03 de abril de 2019. 
8 LONGS, publicada en el Cuarto Suplemento del Registro Oficial No. 472 de 14 de junio de 2021. 
9 COA, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 983 de 12 de abril de 2017. 
10 RCOA Ambiental, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 507 de 16 de abril de 2024. 
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debe contener una fundamentación fáctica y normativa suficiente. En el caso de tasas o 

contribuciones, esta motivación debe incorporar elementos técnicos que respalden el 

valor tarifario fijado y el hecho generador que lo origina, con el fin de garantizar el 

debido proceso y evitar actos arbitrarios o carentes de sustento jurídico.  

 

• Si bien corresponde exclusivamente a los GAD determinar los hechos 

generadores de las cargas impositivas dentro de su jurisdicción, dicha facultad debe 

ejercerse bajo estándares de transparencia, motivación técnica y adecuación normativa, 

sin que ello implique una competencia de la Superintendencia de Ordenamiento 

Territorial para verificar o pronunciarse sobre la validez del valor establecido o la 

pertinencia del tributo creado” (lo subrayado me corresponde). 

 

 

 

Por otra parte, mediante oficio No. 917012025OJUR0003265 de 8 de agosto de 2025, recibido el 

mismo día, el Subdirector General de Cumplimiento Tributario del SRI remitió su criterio 

jurídico, en el que, además de las previamente citadas, incluyó los artículos l, 2 numerales 1 y 2 

de la Ley de Creación del Servicio de Rentas Internas11 (en adelante “LCSRI”); 1, 3, 17, 65, 135 

del CT; 56, 566, 567, 568 del COOTAD; y, 18, 23 y 100 del COA. Con base en dichas normas, 

el SRI concluyó lo siguiente: 

 

“En consideración a la primera pregunta, con relación a la naturaleza jurídica de la tasa 

a partir de su configuración como tributo, en específico, así como a los caracteres que 

la componen, la Corte Constitucional del Ecuador se ha pronunciado en la sentencia 65-

17-IN/21 en los siguientes términos:  

 

‘Las tasas son tributos vinculados a un determinado accionar estatal. Por tanto, su hecho 

generador consiste en la realización de una actividad por parte del Estado como: 1) la 

prestación de un determinado servicio público colectivo; 2) la ejecución de una actividad 

administrativa individualizada, 3) la utilización privativa o especial aprovechamiento de 

un bien de dominio público.’12 

 

Señala entre otras cosas que la tasa, como tributo, ostenta ciertas características 

particulares. En primer lugar, la tasa es en realidad una prestación y no una 

contraprestación. Para el contribuyente, la tasa es una prestación que debe satisfacerse 

como consecuencia de una determinación normativa.  

 

En segundo lugar, señala que la tasa como tributo se fundamenta en el principio de 

provocación y recuperación de costos. Este principio derivaría en que la tasa no esté 

encaminada a generar una utilidad o beneficio económico para el ente público que la 

establece. Tiene como finalidad la recuperación de los costos generados por la 

prestación del servicio, la ejecución de la actividad administrativa o la utilización 

privativa de un bien de dominio público.  

 

En tercer lugar, la tasa también se fundamenta en el principio de equivalencia. De este 

principio se desprende que el valor de la tasa debe ser equivalente a la cuantía de la 

actividad pública que la genera. 

 

 
11 LCSRI, publicado en el Registro Oficial 206 del 02 de diciembre de 1997. 
12 CCE, sentencia 65-17-IN, 15 de noviembre de 2023, pág. 11-12. 
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(…) Consecuentemente, es importante considerar que de conformidad con lo previsto en 

la Constitución de la República, en concordancia con lo previsto en el Código Orgánico 

Administrativo – COA, los organismos que conforman el sector público deberán emitir 

sus actos motivadamente, en ese sentido, los Gobiernos Autónomos Descentralizados 

Municipales deberían calificar los hechos relevantes para la adopción de su decisión, 

incluyendo aspectos técnicos que permitan sustentar los aspectos más relevantes de la 

creación de la tasa. 

 

En cuanto a la segunda inquietud, corresponde mencionar que, si bien el hecho 

generador se constituye en un elemento esencial en la configuración del tributo, y que a 

cada uno le corresponde de manera particular un hecho generador previsto en Ley, no 

es menos cierto que en una misma operación económica podrían concurrir varios 

tributos (impuestos, tasas o contribuciones especiales) causándose sobre un mismo 

objeto imponible. En ese sentido, pueden existir varios tributos que compartan el mismo 

hecho generador, conforme señala en su consulta (por ejemplo, las transferencias de 

bienes pueden estar gravadas con IVA e ICE; la propiedad de un vehículo puede estar 

gravado con impuesto al rodaje, impuesto ambiental e impuesto a la propiedad de 

vehículos motorizados; los inmuebles pueden estar gravados con impuesto predial 

rústico e impuesto a las tierras rurales, etc.). 

 

(…) En cuanto a la tercera pregunta, considerando lo previsto en el numeral 1 del artículo 29 

del Código Tributario, se entiende por agentes de retención a las personas naturales o jurídicas 

que, en razón de su actividad, función o empleo, estén en posibilidad de retener tributos y que, 

por mandato legal, disposición reglamentaria u orden administrativa, estén obligadas a ello. En 

tal sentido, a través de una norma infralegal, tal como una ordenanza municipal, se podría 

atribuir a un sujeto pasivo la calidad de agente de retención de una tasa municipal” (lo subrayado 

me corresponde). 

 

En atención a lo expuesto, se advierte que la entidad consultante, la Superintendencia de 

Ordenamiento Territorial y el SRI, coinciden respecto de la primera consulta en que la creación 

de tasas mediante actos normativos debe sustentarse en fundamentos jurídicos y técnicos 

suficientes, de manera que se cumpla con los principios de legalidad, razonabilidad y 

proporcionalidad. 

 

Respecto de la segunda consulta, el informe del MTOP sostiene que el hecho generador previsto 

en una ordenanza municipal debe definirse de forma específica y diferenciada, incluso cuando se 

relacione con actividades físicas similares a las que motivan otros tributos. Por su parte, la SOT 

no se pronuncia sobre este punto al considerar que no está dentro de su ámbito de competencia. 

En cambio, el SRI indica que una misma actividad económica puede ser objeto de múltiples 

tributos, como impuestos o tasas. 

 

Finalmente, respecto de la tercera consulta, tanto el MTOP como la SOT coinciden en que la 

atribución de obligaciones a instituciones públicas distintas al propio GAD requiere respaldo 

normativo de nivel legal o, en su defecto, un acuerdo interinstitucional que sustente dicha 

atribución. Esta perspectiva es complementada por el SRI, al señalar que una ordenanza municipal 

puede designar como agentes de retención a personas naturales o jurídicas, siempre que su 

actividad económica permita dicha función. 

 

2. Análisis.- 
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Con el propósito de facilitar el estudio del tema planteado en las consultas, el análisis desarrollará 

los siguientes puntos: i) Competencia de los GAD para crear tributos y el deber de motivación; 

ii) El hecho generador, objeto y determinación de las tasas, y; iii) La designación de agentes de 

retención. 

 

2.1. Competencia de los GAD para crear tributos y el deber de motivación.-  

 

El artículo 226 de la CRE señala que las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, 

los servidores públicos y las personas que actúan en virtud de una potestad estatal “ejercerán 

solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley”. En 

concordancia, el artículo 227 ibídem dispone que la administración pública constituye un servicio 

a la colectividad que se rige por los principios de “eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, 

desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y 

evaluación”. 

 

Por su parte, el artículo 301 de la CRE desarrolla el principio de reserva de ley en materia 

tributaria y prevé que: “Sólo por acto normativo de órgano competente se podrán establecer, 

modificar, exonerar y extinguir tasas y contribuciones”, especificando que: “Las tasas y 

contribuciones especiales se crearán y regularán de acuerdo con la ley” (lo subrayado me 

corresponde).  

 

Según el artículo 1 del CT, este cuerpo normativo regula las relaciones jurídicas provenientes de 

los tributos entre los sujetos activos y los contribuyentes o responsables, y resulta aplicable a 

todos los tributos – nacionales, provinciales, municipales o locales – así como a las situaciones 

que se deriven o se relacionen con ellos. El mismo artículo define al tributo como prestación 

pecuniaria exigida por el Estado, a través de entes nacionales o seccionales, como consecuencia 

de la realización del hecho imponible previsto en la ley, con el objetivo de satisfacer necesidades 

públicas, añadiendo que: “Los tributos son: impuestos, tasas y contribuciones especiales” (lo 

subrayado me corresponde).  

 

De manera complementaria, el artículo 3 del CT reitera que: “Sólo por acto legislativo de órgano 

competente se podrán establecer, modificar o extinguir tributos”, señalando expresamente que 

“Las tasas y contribuciones especiales se crearán y regularán de acuerdo con la ley”.  

 

En ejercicio de dicha potestad, el numeral 5 del artículo 264 de la CRE prevé la siguiente facultad 

de los GAD: “Crear, modificar o suprimir mediante ordenanzas, tasas y contribuciones 

especiales de mejoras”, disposición que se encuentra en armonía con lo previsto en la letra e) del 

artículo 55 del COOTAD. Adicionalmente, la letra c) del artículo 57 del mismo cuerpo normativo 

establece que corresponde al concejo municipal: “Crear, modificar, exonerar o extinguir tasas y 

contribuciones especiales por los servicios que presta y obras que ejecute”.  

 

En lo relativo a los supuestos que habilitan la creación de tributos municipales, el artículo 186 del 

COOTAD dispone que los GAD, “mediante ordenanza podrán crear, modificar, exonerar o 

suprimir, tasas y contribuciones especiales de mejoras generales o específicas”, en razón de 

procesos de planificación o administrativos que incrementen el valor del suelo o la propiedad, del 

establecimiento o ampliación de servicios públicos a su cargo, del uso de bienes o espacios 

públicos, o “en razón de las obras que ejecuten dentro del ámbito de sus competencias y 

circunscripción”. Asimismo, se faculta a estos niveles de gobierno a regular la captación de 

plusvalías. 
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En cuanto al procedimiento de aprobación normativa, el artículo 322 del COOTAD prevé que 

“los concejos metropolitanos y municipales aprobarán ordenanzas” regionales, provinciales, 

metropolitanas y municipales, respectivamente, “con el voto conforme de la mayoría de sus 

miembros”, luego de ser sometidas a dos debates realizados en días distintos. Además, se requiere 

que los proyectos de ordenanza se refieran “a una sola materia y serán presentados con la 

exposición de motivos” y contengan el articulado propuesto, así como la identificación de las 

normas que se derogan o reforman. 

 

A partir del marco normativo descrito, puede afirmarse que: i) las instituciones del Estado, 

incluidos los GAD, deben actuar dentro de las competencias que les han sido atribuidas por la 

Constitución y la ley; ii) la administración pública constituye un servicio a la colectividad que se 

rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, 

descentralización, coordinación y transparencia; iii) los GAD tienen competencia exclusiva para 

crear, mediante ordenanzas, tasas y contribuciones especiales por los servicios que preste y obras 

que ejecute; y, iv) los proyectos de ordenanzas deben referirse a una sola materia y ser presentados 

con la exposición de motivos respectiva, a fin de ser sometidos a dos debates para su aprobación, 

con el voto conforme de la mayoría de sus miembros. 

2.2. El hecho generador, objeto y determinación de las tasas dentro del ámbito portuario  

La obligación tributaria, según el artículo 15 del CT, “es el vínculo jurídico personal, existente 

entre el Estado o las entidades acreedoras de tributos y los contribuyentes o responsables de 

aquellos, en virtud del cual debe satisfacerse una prestación en dinero, especies o servicios 

apreciables en dinero, al verificarse el hecho generador previsto por la ley”. 

 

En ese sentido, el artículo 16 del CT define al hecho generador como el “presupuesto establecido 

por la ley para configurar cada tributo”; y, el artículo 18 ibidem determina que dicha obligación 

“nace cuando se realiza el presupuesto establecido por la ley para configurar el tributo”. 

 

Adicionalmente, el artículo 17 del CT establece que “Cuando el hecho generador consista en un 

acto jurídico, se calificará conforme a su verdadera esencia y naturaleza jurídica, cualquiera 

que sea la forma elegida o la denominación utilizada por los interesados. Cuando el hecho 

generador se delimite atendiendo a conceptos económicos, el criterio para calificarlos tendrá en 

cuenta las situaciones o relaciones económicas que efectivamente existan o se establezcan por 

los interesados, con independencia de las formas jurídicas que se utilicen” (lo subrayado me 

corresponde). 

 

Este hecho generador, entendido como el presupuesto normativo que da origen a la obligación 

tributaria, constituye el punto de partida para analizar la creación y determinación de tasas por 

parte de los GAD. En el ámbito municipal, el artículo 65 del CT señala que la administración 

tributaria corresponde al Alcalde, y el artículo 71 establece que la recaudación debe realizarse 

“en la forma o por los sistemas que la ley o el reglamento establezcan para cada tributo”. 

 

En cuanto a la competencia para emitir estas normas, el artículo 7 del COOTAD otorga a los GAD 

la facultad de dictarlas dentro de su circunscripción territorial, en el marco de lo dispuesto por la 

Constitución y la ley. A su vez, el artículo 54 establece competencias tales como la regulación del 

uso del espacio público, y el literal e) del artículo 55 los faculta para crear tasas mediante 

ordenanza. También, el artículo 55 literal j) – en concordancia con el artículo 430 del mismo 

Código – otorga la competencia para regular, autorizar y controlar el uso de playas, riberas, lechos 

de ríos y otras zonas hídricas. 
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De forma complementaria, el artículo 172 establece que tales tasas “no podrán duplicarse en los 

respectivos territorios”. Su aplicación debe guiarse por los principios de generalidad, 

progresividad, eficiencia, irretroactividad y suficiencia recaudatoria. 

 

Sobre la determinación de estas tasas, el artículo 566 del COOTAD prevé que: 

 

“Las municipalidades y distritos metropolitanos podrán aplicar las tasas retributivas de 

servicios públicos que se establecen en este Código. Podrán también aplicarse tasas 

sobre otros servicios públicos municipales o metropolitanos siempre que su monto 

guarde relación con el costo de producción de dichos servicios. A tal efecto, se entenderá 

por costo de producción el que resulte de aplicar reglas contables de general aceptación, 

debiendo desecharse la inclusión de gastos generales de la administración municipal o 

metropolitana que no tengan relación directa y evidente con la prestación del servicio 

(…)” (subrayado añadido).  

 

Este marco normativo ha sido desarrollado por la Corte Constitucional. En la sentencia No. 033-

15-SIN-CC, se identifican dos hechos generadores válidos para la imposición de tasas por parte 

de los GAD: 

 

“El primero de ellos es en relación a la prestación de un servicio público en el marco de 

las competencias en función de las cuales el Gobierno Municipal exige de los ciudadanos 

el pago de un monto económico, ante el servicio real o potencial que brinde dicho 

Gobierno, siempre que lo señale la ley, el monto o tarifa fijado para cumplir con la 

obligación tributaria y que guarde relación con el costo de producción de dichos 

servicios, bajo la idea de que la prestación realizada por el contribuyente no tenga como 

fin generar ganancias en beneficio de la municipalidad, sino simplemente cubrir el costo 

exacto que implique brindar dicho servicio. 

 

Un segundo hecho generador por el cual un GAD municipal puede obtener ingresos 

tributarios a través de una tasa es precisamente la utilización privativa o el 

aprovechamiento especial del dominio público. Circunstancia que difiere de figuras 

jurídicas como el canon o arrendamiento en la medida en que estos son aplicables ante 

la utilización privativa de un bien público de uso particular o, evidentemente, de un bien 

privado. En este tipo de tasa, el GAD Municipal no presta ningún servicio, sino que 

autoriza a que los particulares hagan uso privativo y con fines comerciales de un espacio 

público de uso común. Precisamente, el hecho de que un particular ejerza actividades 

dentro de estos espacios, de manera exclusiva y diferencial al resto de personas, elimina 

el sentido de gratuidad que existe en el uso de estos espacios y lo deriva en el nacimiento 

de una obligación tributaria13” (subrayado añadido). 

 

A su vez, en la sentencia No. 65-17-IN/21, la Corte definió las tasas como: 

 

“(…) tributos vinculados a un determinado accionar estatal. Por tanto, su hecho 

generador consiste en la realización de una actividad por parte del Estado como: 1) la 

prestación de un determinado servicio público colectivo; 2) la ejecución de una actividad 

administrativa individualizada, 3) la utilización privativa o especial aprovechamiento de 

un bien de dominio público. 

 
13 Corte Constitucional, sentencia 033-15-SIN-CC, pág 39. Véase también en sentencia 021-15-SIN-CC.5 
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28. La tasa como tributo ostenta ciertas características particulares. En primer lugar, la 

tasa constituye una prestación y no una contraprestación. Para el contribuyente, la tasa 

es una prestación que debe satisfacerse como consecuencia de una determinación 

normativa. No consiste, por tanto, en una contraprestación derivada de un acuerdo de 

voluntades entre el contribuyente y el ente prestador del servicio o ejecutor de la 

actividad pública; como ocurre con los precios públicos.  

 

29. En segundo lugar, la tasa como tributo se fundamenta en el principio de provocación 

y recuperación de costos. Este principio deriva en que la tasa no esté encaminada a 

generar una utilidad o beneficio económico para el ente público que la establece. Por el 

contrario, tiene como finalidad la recuperación de los costos generados por la prestación 

del servicio, la ejecución de la actividad administrativa o la utilización privativa de un 

bien de dominio público. En tercer lugar, y como consecuencia de lo anterior, la tasa 

también se fundamenta en el principio de equivalencia. De este principio se desprende 

que el valor de la tasa debe ser equivalente a la cuantía de la actividad pública que la 

genera” (énfasis añadido).  

 

En cuanto a los bienes de dominio público, el artículo 416 del COOTAD señala que éstos son 

aquellos destinados directamente a la prestación de servicios públicos y son inalienables, 

inembargables e imprescriptibles. Sin perjuicio de lo anterior, pueden ser aportados como capital 

para empresas públicas o mixtas, siempre que ello esté orientado a la prestación de servicios 

públicos dentro del ámbito competencial del GAD. 

 

Ahora bien, para efectos de delimitar la potestad de los GAD en el ámbito portuario, es 

indispensable distinguir entre sus competencias y las atribuciones exclusivas del Estado central. 

El numeral 10 del artículo 261 de la Constitución atribuye al Gobierno Central la competencia 

exclusiva sobre “el espectro radioeléctrico y el régimen general de comunicaciones y 

telecomunicaciones; puertos y aeropuertos”. Mientras que el artículo 314 establece que el Estado 

es responsable de la provisión de servicios públicos estratégicos, incluidos los de infraestructura 

portuaria. 

 

Por su parte, los GAD municipales tienen facultades específicas relacionadas con el uso del 

espacio público. Así, el literal j) del artículo 55 del COOTAD – en concordancia con el artículo 

430 del mismo cuerpo legal – establece que pueden “regular, autorizar y controlar el uso de las 

playas de mar, riberas y lechos de ríos, lagos y lagunas, quebradas, cursos de agua, acequias y 

sus márgenes de protección, de acuerdo a lo dispuesto en la Constitución y la ley” (énfasis 

añadido). Estas competencias deben ser interpretadas en su sentido literal, esto es, limitándose a 

aquello que está enunciado taxativamente en la norma antes indicada.  

 

En consecuencia, de acuerdo con los parámetros establecidos por el CT, el COOTAD y la 

jurisprudencia constitucional, los GAD pueden establecer tasas dentro del ámbito de sus 

competencias constitucionales y legales cuando: 

 

i) exista una prestación efectiva o potencial de un servicio público; 

ii) se ejecute una actividad administrativa individualizada; o,  

iii) se configure una utilización privativa de un bien de dominio público cuya 

titularidad o administración les corresponda. Adicionalmente, el monto de estas 

tasas debe guardar proporcionalidad con el costo real del servicio prestado o del 

uso autorizado, según lo dispuesto en el artículo 566 del COOTAD. 
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En este sentido, de las normas antes citadas se destaca que:  

 

a. De las facultades – privativas o concurrentes – de los GAD para regular, autorizar y 

controlar su uso, ni el paisaje marino ni el fondo escénico de las playas se enuncian 

entre ellas; 

b. Adicionalmente, no existe – en el ordenamiento jurídico ecuatoriano – definición, 

categorización ni calificación del paisaje marino ni fondo escénico como bien 

nacional de dominio público;  

c. De conformidad con la normativa ambiental vigente, la regulación del paisaje – en su 

sentido genérico – le corresponde al gobierno central a través de las entidades que 

este determine para el efecto; y,  

d. Para que cualquier entidad pueda imponer una obligación a terceros, en general, se 

requiere de la existencia de justificativos técnicos; y, una vez que se determinen 

dichos motivos o justificaciones, la cuantía de la carga debe ser proporcional a la 

contraprestación recibida (situación que no se evidencia de la lectura del contenido 

del informe jurídico de la entidad consultante). Así, se debe precisar que no se debe 

fundamentar la carga antes indicada en criterios subjetivos o arbitrarios.  

 

Esta delimitación de competencias garantiza que no exista duplicidad de hechos generadores entre 

tributos creados por los GAD y aquellos cuya creación y administración corresponde al Gobierno 

Central. Así, no es posible que se configure una tasa municipal sobre un hecho generador que ya 

ha dado lugar a otro tributo estatal – como ocurre en ciertos aspectos del régimen portuario –, 

cuando dicho hecho se encuentra fuera del ámbito competencial del GAD o no corresponda a un 

uso privativo de un bien de dominio público. 

 

De lo expuesto se desprende que: i) el hecho generador de un tributo es el presupuesto normativo 

que da origen a la obligación tributaria, conforme al Código Tributario; ii) las tasas, como tributos, 

se justifican cuando existe una prestación efectiva o potencial de un servicio público, la ejecución 

de una actividad administrativa individualizada, o el uso privativo de un bien público, siempre 

que dichas actividades correspondan a competencias del GAD; iii) el valor de las tasas debe 

guardar proporcionalidad con el costo real del servicio o del uso autorizado, según el artículo 566 

del COOTAD; iv) la delimitación constitucional y legal de competencias permite establecer que 

corresponde al Estado central la regulación y administración del régimen portuario, conforme los 

artículos 261 y 314 de la Constitución; mientras que los GAD pueden establecer tasas únicamente 

respecto de hechos generadores vinculados a servicios, actividades o espacios que se encuentren 

dentro del ámbito de sus competencias.  

 

2.3 Sobre los agentes de retención 

 

El artículo 82 de la CRE establece el derecho a la seguridad jurídica que se “fundamenta en el 

respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y 

aplicadas por las autoridades competentes”. Este principio se articula con lo dispuesto en el 

artículo 226 ibidem, que consagra el principio de legalidad, en virtud del cual los servidores 

públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las 

competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley.  

 

En materia tributaria, el artículo 29 del CT, en su numeral 1, define a los agentes de retención 

como aquellas personas naturales o jurídicas que, en razón de su actividad, función o empleo, 

estén en posibilidad de retener tributos, y que, “por mandato legal, disposición reglamentaria u 

orden administrativa, estén obligadas a ello”. Este precepto determina que la calidad de agente 

5050



 
 
 
 
 
 
 

 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 

0008676-2025 

Página. 11 

 

 

de retención debe originarse en una habilitación legal expresa o en una designación emitida por 

la administración tributaria competente, dentro del marco normativo correspondiente. 

 

El artículo 30 del CT establece que “La responsabilidad de los agentes de retención o de 

percepción es directa en relación al sujeto activo y por consiguiente son los únicos obligados 

ante éste en la medida en que se haya verificado la retención o percepción de los tributos; y es 

solidaria con el contribuyente frente al mismo sujeto activo, cuando no se haya efectuado total o 

parcialmente la retención o percepción”. 

 

Adicionalmente, el artículo 71 del CT dispone que “La recaudación de los tributos se efectuará 

por las autoridades y en la forma o por los sistemas que la ley o el reglamento establezcan para 

cada tributo. El cobro de los tributos podrá también efectuarse por agentes de retención o 

percepción que la ley establezca o que, permitida por ella, instituya la administración” 

(subrayado me corresponde). 

 

En el caso de los Gobiernos Autónomos Descentralizados, el artículo 65 del CT – tal como fue 

citado previamente – señala que la administración tributaria corresponde al Prefecto Provincial o 

al Alcalde, quienes ejercerán esta atribución a través de los órganos administrativos competentes. 

Este mismo artículo precisa que tales órganos asumirán la administración de tributos no fiscales 

adicionales, de participación en tributos provinciales o municipales, o de aquellos cuya base de 

imposición derive de los tributos principales, incluso cuando su recaudación esté a cargo de otros 

entes. 

 

En este orden de ideas, el artículo 71 ibidem agrega que, la recaudación de los tributos se efectuará 

por las autoridades “y en la forma o por los sistemas que la ley o el reglamento establezcan para 

cada tributo”, agregando que: “El cobro de los tributos podrá también efectuarse por agentes de 

retención o percepción que la ley establezca o que, permitida por ella, instituya la 

administración” (lo subrayado me corresponde). 

 

En consecuencia, la designación de agentes de retención en materia tributaria exige habilitación 

normativa expresa, ya sea legal o reglamentaria, o, en su defecto, una disposición administrativa 

válida emitida por la autoridad competente de acuerdo con la ley. En el contexto de los tributos 

municipales, esta facultad recae exclusivamente en los órganos de la administración tributaria del 

respectivo GAD, y considerando lo previsto en el numeral 1 del artículo 29 del Código Tributario, 

se podría atribuir a un sujeto pasivo la calidad de agente de retención de una tasa municipal 

mediante ordenanza.  

 

De conformidad con las disposiciones citadas, se concluye que: i) la designación de agentes de 

retención debe basarse exclusivamente en una habilitación legal expresa o en una disposición 

reglamentaria o administrativa dictada por autoridad competente dentro del marco normativo 

aplicable; ii) la administración tributaria de los GAD solo puede ejercer sus atribuciones respecto 

de los tributos creados en el ámbito de sus competencias constitucionales y legales, conforme al 

CT y el COOTAD; iii) en virtud del artículo 29 del CT, la designación de agentes de retención 

debe recaer sobre sujetos pasivos del tributo cuya actividad económica permita razonablemente 

la retención del mismo. En este sentido, tal como ha sido señalado por el Servicio de Rentas 

Internas en su informe técnico, se podría atribuir a un sujeto pasivo la calidad de agente de 

retención de una tasa municipal; y, iv) la seguridad jurídica en el sector público exige que ninguna 

entidad imponga obligaciones a otra institución pública sin habilitación legal expresa, 

especialmente si dicha entidad no se encuentra bajo su dependencia ni dentro de su ámbito 

competencial.  
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3. Pronunciamiento.- 

 

En atención a los términos de la primera consulta se concluye que, de conformidad con lo previsto 

en los artículos 57 letra c), 566 y 322 del Código Orgánico de Organización Territorial, 

Autonomía y Descentralización; y, 5 del Código Tributario, los concejos municipales deben 

observar que los proyectos de ordenanzas – que establezcan tasas por servicios o por el uso o 

aprovechamiento de bienes de dominio público de su titularidad– contengan la exposición de 

motivos (incluyendo aquellos fundamentos de carácter técnico) necesarios que justifiquen, entre 

otros aspectos, la existencia de una tasa o contribución; es decir, esta no puede fundamentarse en 

meros criterios subjetivos o arbitrarios. Adicionalmente, la cuantía de la carga debe ser 

proporcional a la contraprestación recibida.  

 

Respecto de la segunda consulta, se concluye que, según lo previsto en los artículos 6, 15 y 16 

del Código Tributario, los artículos 7, 54, 55, 172, 566 y 567 del Código Orgánico de 

Organización Territorial, Autonomía y Descentralización y en aplicación de los artículos 261 y 

264 de la Constitución de la República, las tasas municipales deben derivarse de un hecho 

generador que responda al ejercicio efectivo de competencias propias del nivel de gobierno local. 

Esta delimitación garantiza, por un lado, que la exacción corresponda a una efectiva 

contraprestación (esto es, la prestación de un servicio o la autorización para el uso o 

aprovechamiento de un bien) y, por otro lado, que no exista superposición de tributos entre 

diferentes niveles de gobierno. Adicionalmente, esto asegura que los GAD actúen únicamente 

dentro del marco de su competencia para establecer tasas dentro de su jurisdicción, de manera 

proporcional y legal; y, de las facultades – privativas o concurrentes – de los GAD para regular, 

autorizar y controlar su uso, ni el paisaje marino ni el fondo escénico de las playas se enuncian 

entre ellas.  

 

Finalmente, en atención a la tercera consulta se concluye que, de acuerdo con lo previsto en los 

artículos 29 numeral 1, 30, 65 y 71 del Código Tributario, así como los artículos 226 y 82 de la 

Constitución, una ordenanza municipal podría atribuir a otra persona – natural o jurídica – la 

calidad de agente de retención de una tasa municipal, siempre que éstos en razón de su actividad, 

función o empleo, estén en posibilidad de retener tributos. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 

específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 

pública que lo aplique. 

 

Atentamente,  

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 

 
C.C.  Mgs. Pablo Ramiro Iglesias Paladines 

Superintendente de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo 

 

Econ. Damián Larco Guamán 

Director General del Servicio de Rentas Internas 

Juan Carlos Larrea 
Valencia

5252



III
Edil¡cio añá¿ona3 Pla¿á
Av, añá.oñEs ñ39 123 y ariz¡ga

mo«R arRh 6tnRA oE tsf oo

ofi"in Nn. 1301 1
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lngeniero
Vicente Ronal Moreno Ana¡gonó
ALCALDE
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN
QUININDÉ
Quinindé.

De mi consideración:

Mediante oficio No. GADMCQ-A-2025-290, de l3 de junio de 2025. ingresado en el
co¡reo institucional de la Procur¿duria General del Estado el l9 del mismo mes v año- se

formularon las siguientes consultas:

"¿Si lo previsto el el orfculo 18 de la Lq Oryónica de Trunspo e Te¡restrc,
T¡ánsilo, Tránsilo (sicl y Seguridad yial, respeclo de las garantías en la
transporraciór, de grupos de atención üioritoria, pe6onas col discapacidad,
odultos mayo¡es de ó5 años de edad, mujeres emboruzadas, niñas, niños y
adolescentes, es aplicable al sen'icio de lrunsporle teüestrc en la modalidad
co,nercial de toxi coneencionql ! molotoxi?

¿Si lo previslo en el artículo 46 del Reglamenlo aplicativo a la Ley Oryánica de
frunspo e TenesÍrc, Ttádsito y Segu¡idad hal, relercate a las tq¡ifas
pteÍercnciales, se aplica en el seryicio de trunspo e leüeslrc modalidad
comerciql de taxi convencional y moto¡Lr¡s, el Íovot de las niñas, niños,
adolescente§, los esludionles de los ,tiveles básico y bachilleruto, y las penonas
mayores de 65 años de edad?".

Frente a lo cual, se maniliesta lo sigu¡ente:

1. Antecedent€s.-

Del oñcio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

El informe juridico contenido en el memorando No. 0584-2025-PS-GADMQ, de 6 de
junio de 2025. suscrito por el Procurador Sindico del Gobiemo Autóoomo
Descentralizado Municipal del Cantón Quinindé (en adelante, "G,{ DM Qu¡nindé"), cító
Ios articulos 1, 11. 35, 36, 37, 45. 66. 82, 85, 226, 227, 240, 264, 394 y 424 de la
Constitución de la República del Ecuadorr (en adelante. "('R¿ "): 7, 55, 130, 322 y 338

-

I
r-
¡
,

¡ 
C RE, publicatla en el R¿sis¡o Akd h 1,19 ¿¿ 2A ¿¿ D.tubft ¿e 20A8
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Edificioañazonás Plárá
Av. Añazoñás N!9-123 y ñi¿aga

NT¡NICIPIO DE QNIN]NDÉ
02t72-202t

Púe¡tu 2

del Código Orgiínico de Organización Teritorial, Autonomía y Descentralización (en
adeIante."COOTAD');16,48y57delaLeyOrgrinicadeTransporteTerestreTriínsito
y Seguridad Vial2 (en adela¡te, "I.OTTTSV'); 3.a, 15, 30.2, 30.4, 30.5" 47,48,54, 57 y
70 de la Ley Orgrfurica Reformatoria de la Ley de Transpofie Terestre Tránsito y
Seguridad Vialr (en adelante, "LORLOTTTSIT')| 1, 40, 42. 46.62, 63,293 y 295 del
Reglamento a 1a Ley de Tmnsporte Terreste Tránsito y Seguridad Viala (en adelanle,
"RLOTTTSV'): l, 3 y 66 del Reglamento de Transpo¡te Comercial de Pasajeros en Taxi
con servicio Convencional y Servicio Ejecutivos (en adelante, "Reglamento de

Trdnsporte en Taxl'\; 1 y 44 del Reglamento de Servicio de TÉnsportación TeÍeste
Comercial de Tricimotos, Mototaxis o Similarcs6 (en adelante, '? eglamento de sefi¡c¡o
de motot&:tis"); 6.7, 14. 15 y 17 de Ia Resoluciór No. 006-CNC-20127 del Consejo
Nacional de Competencias (en adelante "L-1úC'); 1 y 3 de la Resolución No. 003-CNC-
20143 aclarato¡ia de Ia Resolución No. 006-CNC-2012; y, 7, 8, 13, 18 y 23 de la
Ordenanza de crcación de la Unidad Municipal de TÉnspofie Terestre, Tránsito y
Seguridad Viale (en adelarlte,"Ordenarcq de Transpofie de Quinindl"). Con base en esta
nomativa se concluyó lo siguiente:

"III. PRONUNCAMIENTO
3.1. Que lq Cohslitució Política de la Republica ¡lel Ecuador, garantíza la
igualdad ante la ley, dehiendo por tanto, en matería de transporÍe pretalecer la
equidad y accesibilitlatl e la prestacióñ ¡lel seflicio de transporte lerrestre, cofl
especial alención a personas con díscapacidad, adultos mayores, mujercs
embaraza¡fio"¡, n¡ños y .tdolescentes; a fin de que funcione una sociedad en
i gual dad de coruli ci one s.

3.2. Que rcspecto del afiículo 1l 'Aplicaciófi de la tqriÍa dderenciada' del

PTOYECTO dC ORDENANZA DE REGULACIóN Y FIJACIÓN DE LA TARIFA
DEL SERWCIO DE TR4NSPORTE COMERCIAL EN TAXI
CONVENCIONAL EN EL CANTóN QUININDÉ, )) aflículo g 'Aplicación de

]a tdrfa. Jilercnc¡ada del proyecto de ORDENANZA DE REGULACION Y
FI.IACION DE LA TAR|FA DEL SERVICIO DE TR,4NSPORTE COMERCAL
DE TRICTMOTOS (MOTOT.4,Y, EN EL CANTÓN QUININDÉ la Procura¡luría
Síndica del GAD Municipal de Quiníndé, adüelte q e tales disposic¡ones se

enmarcan en la Cortst¡tución Politíca del Ecuatlor, el Código Olgánico rle

Organizacíón Terfibtial, Autonomía y Descenbaliz.tciók, la Ley Orgánica
Refor xatolia a la Ley Orgánica de Ttansporte Terreste, Tránsito y Segutidad
l/ial, su reglamento de aplicació , Resolución No. 006-CNC-2A12 del Consejo
Nacionql de Competencias, y dema normatita aplicable, por ello, el GAI)
Municipal de Quinindé, esti obligado a ejecufat dbecta y auforrrálicamente los
derechos y gatqntías corrsfitucionales, adoptando, corrro lo esúi haci¿ru|o,
medidas de acció aJ ntttiva que prcmueúe la igraldad real en lavor de

: LO l"nsf, ptblicado en el Sapleñehto d¿¡ Reg's|o Olicial No. i98 de 7 de dg.no .le 2048
r LORLOn1 Sti, publiada en e¡ 2únto Supletuñto &l R¿gistro Afcial No 512 de I A ./e aEa\to .l¿ 202 I
1 Resl,rchto LOTTnf, ptbli.ada en el Sesur¿a Stpleúeñto del R.gtfia Olicial No. 731 .le 25 tle iúio .lel 201 2
i R.Elanento de bantpan¿ ¿¿ Td. publid.la en e I ReEttno OfE¡dl !¡a 612 .l¿ 27 ¿e t,lio .le 2049.
¿ Regldtukto ¡le etuicio de nototüis, publúda ¿h l¿ Ldiciü Lspe.ial ¿el Resisra Oli.¡¿l Na. )84 .k 24 de abúl de )01,

Relobciót No 0A6{ NC-2012 wblnado eh el Supleñeñto del P¿sistto Olcú21 n-o 7 ¡ 2 r¡. 29 de hrra .k 2A | 2.
N Resolu.¡ón No 0A31 NC-2011, publ@do en el Supl¿h¿a@ d¿l R¿g$to OJic¡al \o 363 .L 2A d. actubre de 2A t 1.

'Ol¡1etu zd Iranspane Qai'adé ¡ltbli.ada ¿ ]a Edic¡ó" 
^pe.¡dldel 

Req¡s¡to O¡ct¿¡ de I3dejn¡ode2011.
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petsont s con disc{tpctcidad, esladiq tes, niños y niñas, personas n ayores de 65
años, como titularcs de derechos que se encaentran en situación.le desigualdad.
Derechos y garantías que deben ser aplicados direcla e ifimediqlsuerrte, por y
ante cualquiet servidor priblico y/o admihistralivo, au que los legifirnados no
los invoquen *presarnenle, ñás aút cuando es obligación de las instituciones
del Eslado, sus organismos dependencias, los senidorus o seflidorcs públicos y
las personas, que actúen en rirtud de unq poleslad eslatal, hacet efectivo el goce
y ejercicio de los derechos reco oci.los en la Constilución-

3.3. Que esta Prccuraduría Síndica del GAD Mun¡cipal de Quinintl¿, coi cide y
ralilco krs.fúldamentos lanto de hecho como de derecho, expuesbs media te
memorando ¡io. GADAMCQ-DM1"1:|S|MH-SAAM-2025-456-M de 29 de mayo
del 2025, por el señor Lcdo- Stdlin Al..rv¡t M., en calidad de Directot de Ttuitlsito
Mutlicipal, quíen dl referirse a consuka del seíiol l/íclor Mot cuyo Vega,
presi.lente nacional de la Federación Nacional de Transportistas en Tricimotos,
Motot.L\is del Ecu.tdor - FNAI'TME-.. quieh e b príncipal '...se tafirtca, e
§osle ef que el planteamiento rcalizado paru impleuenlat tarifas difercnciadas
(preferenciales), en los ptolectos de otdeqanzas prcpuestos paw rcgulat laifas
de tra spo e comefcial en mototLyis, y toxis conteneionqles, pot cuanto es
viable legalmente, consliÍuye u a t edida afirmativa en bene¡ficio de los grupos
de atenc¡ón ptioritatia del cuntóú Quinindé, respaldada pol el otdenañ¡e b
co sl¡lucional úge te, por lo que rucomíenda al señot Alcalde y procurador
Síndico tener en cuenta las s¡guientes rccomendacio es...

3.4, Que esta Procuruduría Síndíca del GAD Mu¡lícipal de Quinindé coincide y
rat¡Jica los fuúdamentos, tento de hecho como de derecho, exp esfos ñediante
Informe Jurídico No. 027-DJ-DMTTTSVM -FERIM-025, de 07 de mayo cle

2025, suscrito pot el dbogado Fidel E- ,lqffín Mendoza, en calidad de Analísta
Jutíd¡co DMTTTSVMH-GADMCQ, prolbsional del derecho. que luego de unu
añpl¡a expo¡^ición de la norma y rcspecl¡\,o análisis, en lo principal colige:

I En lo que rcspec[a, al plantedm¡ento de agrcgat en el artícu]t¡ 3 del
proyeclo, las definiciones de 'taÍi conrencional'y 'taxímetro cligital'
(3-5.1), señald que es ptoce.lehte sü i clusión, por cuanto la delinició
tiene sustento legal en el aflículo 62 clel Reglamento a la LOTTISV;
artícuk) 2 del Acuerdo Mn¡sfelial No. 019-2021; Disposición General

Quincuagésima nowna de la LOTWSV.

) En l¡¡ referente al planteamiento de age4Ítr a continlración del liter¿rl b)
del art- 7 del proyecto, 'la t(¡rifa nocturna' (3.5.2), señ.tle que 'no e$
procedente ld inclusión del texto en mención, ...; (sic¡ lo cual resulta
¡l¡kecesar¡o y dmbiguo en razó que de la reúsiór, del rcfefido prolecto
de ordenanza se colige que el cólculo de la ttifa hoctut ra ya consta
inme¡so en el lilerul b, del afilculo 13 del rcJerido prulecto de
ordenafizd, cuyo cálculo se lo ha rcal¡zado en base a los lineamientos
prettabletidos cn lo-' te-rtot juridicot que !( ent' ?ntran en lo!
contid¿ranlus Jcl ret.ri.lo proyecto de ordenanza y quc 'irten tle , t)l'

l,i/
¡
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sustento legal, de igual fotma si se han aplicado las lecothendaciones
preyistas en la Resolución No. 107-DLR-2014-ANT cuya publicación en
el Registro Olicial data de la Edicíón Especial 241 tle fecha miércoles 3l
de dicietkbrc .le 2011.

E lo que rcspefa (sic) al ptimer punto del tercer pldnteamie to, que
propone que podrán accedet a lo apl¡cac¡óh de la tarifa diferchciada- ").

Las personas con discapacidad que consten así en la cédula de

ciudadanía, que'riaje con már a u aco pañante". Al respecto, el
yofesional analiza que- "..-por ü lapsus calathL se oñitió col¡síderar
que mediante la cédula de identi&td también es vólido acreditar la
discapacidad de una persona, pues el referido documento de
identilicación, lambién regístrq esa particularídad especial en quienes lo
merccefi; en tal serlfido si es procedefile agregar la frase (...) que conste
así en la cédula de ciudadanía"

D1 lo q e respect.t.tl segurulo punto del lercet planteamiehto, en cusnto
a que los numerales 2,3 y 4 del ofi. 11 de proyecto, se rcrtere al
transporte públíco, y que esfo no corre pata los tcttis. Al lespecfo, el
anqlista señala que la propuesta de que no se aplíque la tarifA
d¡ferenciada a los esludiantes de los nfueles básicos y bdchilletdfo y paru
petsona ñqyorc§ de 65 r1ños 'resuha ¡ ptocedenle y consecuenlemenle
se recomienda se desestime...'

(... )

I En lo tlue respecta al Cualto pl@ttearnieñto, tarif.ls diumaí larifas
oclumaL se anql¡za que 'si es procedente dentro del cuadro Íarifario, la

inclusión periódica en años confotme a la pretensión de los
comparecíentes, por cuanto, de la reúsión ¡e desprende que laJinalidad
es que ese empiece a cobrar el costo de la caffera frnal preslablecido efi
el esfüdio taifalio a Wrtír del año 2027; es deciL que preNiamekte

dura te los años 2025 y 2026 se cobraran otros valores inferiores a los
prestdblecidos en el estudio tafifafios para el ba spo e comercial en

tqx¡ co re cional de Quinindé. En tal sentido, la referida prcpuesla en

mención es sól¡dd y sobrc todo empót¡ca con la realidad económica de

los beneficíarios de esfd mo.lalidad de tr.i spoúe, cuya acción por part¿
del tmismo es digna de resaltar-'

(...)

3.5. 8 e la Dirccción Municipal de Ttónsilo, Ttdñsporte Terrestre, Segurtulad
Wal y Mo,ilidad del cantón Quinindé, en el dmbilo de sus compelencias, estd

facalteda para supervisar, cumplir y hacer cumplir lss leyes, otdenanzas,
ruglqmenlos, fiotmlrs ! ¡esoluciones que se detefininen paru lqs aclividades
adrrrinislrdtieas ! operath'os e imponer las sanciohes establecidas para cada
caso. Para lo cual te drá el deber de coordinar acciones para el cumplirniekto de
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susrtnes y hacet efecliro el goce )) ejercic¡o de los derechos reconocidos; estando
dotada tle la facultad sahcionadota, cuya .linaliddd es la proteccióL de ¡nterés
getxerul, respetando las garantías del debído prcceso contempladas en la
Constitución de la República del Ecuador, el Código Olgánico de Orga izaciók
Territoriql Autonomía y Desce trulización, el Cód¡go Orgánico ldthinistratiw) y
detkás noúkatiya aplicaó1e 1 . .) " (énfasis añadido).

A lin de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficio No. 12021, de 30 de
ju¡io de 2025, la Procuradu¡ia General del Estado solicitó a la Asociación de
Municipalidades Ecuatorianas (en adelante, "AMD') el envío de su cdterio jurídico
institucional sobre la materia. Posteriormente, mediante oficio No. 12312, de 15 de julio
de 2025, se reiteró dicho requerimiento, sin oue se haya recibido respuesta hasta la
presente fecha.

2. Análisis.-

Con e1 fin de facilitar el estudio de la materia objeto de consulta, el anáisis desarrolla¡á
los siguieltes pufltos: i) Prohibición de informes o dict¿irnenes respecto de normativas de

los Gobiemos Autónomos Desce[talizados; y, i, Garantia en la tansportación de gupos
de atención prioritaria.

2.1. Prohibición de informes o dictámenes ¡especto de normativ¡s de los Gobiernos
Autónomos Descentralizados.-

De conformidad con el primer inciso del articulo 238 de la CRE, "Los gobiernos
qutó oños desceklralizados gozarán de aulokomíq política, ad ¡ istrattuayf anc¡era,
y se regirán por los principios de sdidaridad, subsidiarie¡lad, equidad ínterfeffitotial,
i n teqrac ión y pdrt i c ¡pat ión d ulatlana".

En armonía con esta disposición, el articulo 5 del COOTAD establece que la autonomía
de los Gobiemos Autónomos Descentralizados (en adelante, "GAD') "comprende el
derecho y la capac¡dad efect¡'ra de esfos fii)eles de gobíerno paru regitse medidnte
notmas y órgunos de gobiemo propios, en s s respecti'ras cilcuhscripciones teftitor¡aler,
bajo su responsabilidad, sin ¡ntervención .le oto ni.r,el de gobierno y en beneficio de sus

habitantes. (...)".

Para reforza¡ la garantía antes mencionada, el artículo 6 del COOTAD dispone que:

"Ninguha fünc¡óh ¡lel Estado í .tufor¡da.l extraña podrá ikferferir eh la autonomíu
politica, administrativa y .financiera propia de los gobiernos Ltutónomos
descenÍralizado& salvo lo presc/¡to pol la ConstiÍución ! las lqtes de la República".

En ese sentido. el literal k) del mismo aticulo prohíbe expresamente a los funcionarios
ajenos a los GAD:

"k) Emil¡r dictátuehes o ¡nfonÉs lespecto de las horfiattuas de los respect¡\ros
ótgaúos leg¡slat¡\,os de los gobiernos autónomos descenbalizados, especialñent¿ 

sr
rcspecto de oftlenahzas ¡r¡buÍar¡as proyectos, pla es, presupueslos, celebrccion 

V"

-
tilt

mocr-R.ADJRh C{,\ERAI DE EsraDo

5757



.III Edificio amazoñas Plázá
Av. Amázoñár Nr9-123 y Arí2aga

MIi¡lICDIODEA¡1ININDÉ
021r2-)02t

Póginl6

PROCI-R¡OIJRIA GINERAL DE E5IAOO

de convenion^, qcuetulos, rcsoluciones y demás activ¡dddes propias de los
gobíernos autónomos desceníalizaelos, e el ejercic¡o de sus competencids, sal'ro
lo dispuesto por la Constítución y esfe Código;".

En consecuencia, una de las t¡es funciones inte$adas de los GAD municipales es la de

"legislació , komatiNidad y Jiscalización", ejercrü por su concejo municipal, integrado
por el alcalde y los concejales electos por votación popula.. cuyas decisiones contenidas
en ordena¡zas municipales gozan de autonomía política, de acuerdo con los artículos 29
y 56 del COOTAD.

En virtud de lo expuesto. y considerando los antecedentes y fu¡damentos de la consulta,
se adviefe que la solicitud busca un pronunciamielto sobrc una ordenanza emitida por el
concejo municipal del GADM Quinindé o sus eventuales refomas. En este contexto, y
en cumplimiento del marco constitucional y legal que protege la autonomia de los GAD,
se precisa que la Procuraduría General del Estado está impedida de emirir dictimenes
sobre ese tipo de normativas.

2.2. Garatrtías etr la transportación de grupos de atenciétr prioritaria.-

El artículo 35 d€ Ia CRE reconoce que los grupos de atención prioritaria tienen de¡echo a

recibir atención especializada tanto en elámbito público como privado. En concordanci4
el afiículo 394 establece qne"La promoción del trallepotte público masito y la adopción
de una políticq de farifas difere ciadas de lftlnspolte seltin pr¡oitatias ".

Asimismo, el nume¡al 6 del articulo 264 de la CRE y el articulo 55 literal f) del COOTAD
asignan a los GAD municipales la competencia de "Planificar, regular y controlar el
tráfisito y el tanspotte público dentro de su terriforio cantonal".

En este contexto, y en relación con el objeto de su consulta, los incisos segundo y cuarto
del artículo 48 de la LOTTTSV establecen, entre otras garantías, la aplicación de tarifas
diferenciadas para pemonas con discapacidad. adultos mayores, muieres emba¡azadas,
niñas, niños y adolescentes; y, la accesibilidad dentro de las unidades de tramporte para
las personas con discapacidad.

a) Tarif¿ diferenciada

Err c.¡anto a las tarifas diferenciadas, el segundo inciso del articulo 48 de la LOTTTSV
dispone la implementación de un sistema tarifario preferencial para dete¡minados grupos
de atención prioritaria. Por su parte, el articulo 46 del Reglamento Gene¡al a la LOTTTSV
establece los requisitos y porcentajes de descuento aplicables. Esta disposición normativa
señala:

-

"1. Las personas con dbcapacidad que cuenten con el curné o registro del
Consejo Nacional de Discapaci.lqdes, set:ún el a ículo 20 de la Ley sobre
Díscapacidades, pagatá ana tafifa prcfercficial del 50% g!J!J!!!lsp9!E
!9!!!§l!!g ! el servicio prestado se í e lds misrnas condiciohes qae los demás
pasajerus que pagan taifa complefa.

9

a
,
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2. Los es,udiaúes de los nfueles básico y bochillerulo que acrediten sucondición
mediante plesentoción del carné estudiantil otorgado por el Min¡stefio de

Educación. pagarán una lorifa prelerencial del 50% (...\
3. Lat niñas, niños y adolescenle§, pagatán unt tarifo d¿l 50%. Los niños, niñas
y adolescenles haslo los l6 años de edud no estuñk ek la obligación ¿le presentor
ningún documento que ocredite su edad. Los qdolescentes es¡udiantes desde los
Ió años de eddd en ddelanle dccederán a la tariJa preferencial mediante lq
presentoción de su cédula de identids.l-
1. Las pe6onqs mayorcs de ó5 años que acredilen su condiciófi mediante la
presentdción.le la cédula de ciududania o documento que lo hqbilite como ¡al.
pagarán una ,ariÍa preferenciol del S0oÁ en lodo el lrarrsoo¡le lerrust¡¿

En todos los casos, el servicio p¡estado s¿¡d en las mismas condiciones que los
demds pasajeros qrc pagan lariÍa cornpleto ' (énfasis añadido).

Adicionalmente. el tercer inciso del articulo 48 de la LOTfiSV establece que:

''La Agencio Nacional de Regulación y Control del Transporte Terrestre,
Tránsito ¡ Segwidod Vial, ¡' los Gobiernos ,4utónonos Descentralizttlos dentro
del ámbito de su competencia, establecenin los meconismos de compensación a
la trunspo¡tación ler¡eslre relacionados con las ,orilas dderenciados, los
,n¡srnas que no serán subsidiados por la administración pública, sino que se

debeñn incluit derrtrc de los esludios toúfarios corrcspondientes a cada
modalidad " (énfasis añadido\.

El literal e) del articulo 201 de la LOTTTSV establece que. como pa¡te de los derechos
de los usua¡ios del servicio de transporte público de pasajeros. se deben respetar "/a.§

tarifas aprobadas, en especial la de los níños, estudíontes, a.lultos mayores .le ó5 años
de edad y personas con discopocidad'.

Por otm parte, la letra h) del artículo 30.5 de la LOTTTSV reconoce la siguiente facultad
a los GAD Regionales Metopolitanos y Municipales:

"h) Regulot lo Jijación de lo4fas de los senicios de trunsporle feüeslrc, en sas
diferca¡es modalidades de senicio en sujutisdicción, según los análisis téclr¡cos
de los coslos rcales de operación. El Ministerio del sectot establecefli el marco
rcfere nc i a I cotre s oond ie nt ei" (énfasis añadido).

En conco¡dancia con lo señalado. el numeral 5 del artículo l7 de la Resolución No. 006-
CNC-2012¡0, de 26 de abril de 2012. emitida por el CNC. define como competencia de
los GAD metropolitanos y municipales laemisión d€ nomativa técnica local para regula¡:

"la Jijación de tardas de los senicios de l¡ansporle le eslrc, e sus diÍercrles
modalidades de semicio en su circunscripcióL teffitorial segúk los o álísis
l¿cnicos de los costos reoles de operación de conJbrmidad con el ldrco
referencial y la melodologla emitida pot el orya smo recto,:' (énfasis añadido).

-

I
a
,

tr Resolrc¡ón No 046<NC-2012, publielu ¿n¿l Supl¿ñ¿nk' l¿l tuEBnb O¡.al lú 71, ¡L 29 d¿ ñ 'ó¡tu2A12
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Ademrás, con resolución No.0003-CNC-2014It, de 22 de septiembre de 2014. el CNC
aclaró la resolución No.006-CNC-2012 respecto de las competencias de mánsito y
transporte de los municipios. y en su artículo 3 estableció:

''A.3.- A los gobieraos aatótornos descentruliudos ,net¡opoli¡anos !
municipales les conesponde Jijar la taila de bansporle lefteslre, para lo cuul
ímplementarán, eñ ejercicio de su autonomíq, los mecanismos que consideren
necesaios pars el cumplimiento irestricto de la Constitucióñ y la /e/ " (énfasis
añadido).

Respecto del servicio de transporte terrestre en la modalidad comercial de taxi
convencional, el Ministedo de Transporte y Obras Públicas (en adelante, "MTOP")
emitió el Acuerdo Ministerial No. 019-2021r2, cuyo afículo 3 establece los lineamientos
paracalcular la tarifa del servicio comercial de pasajeros en taxi convencional y ejecutivo,
contenidos en el anexo denominado *METODOLOGIA REFERENCIAL PARA LA
DEFINICK'N DE LA TARIFA DE TMNSPORTE COMERCIAL EN TLtrIS
CONVENCIONAL Y AECUTIT/O EN ECUADOR".

Adicionalmente, el artículo 4 del Acl¡erdo Ministerial No. 019-2021 dispone que los GAD
Municipales y Metropolitanos "cada tez que aprueben uio nueva taiÍa, debeún
remitir a la ANT, por ser el ente reguladot del tdnspofie fenestrc, la resolución con lo
que se rtjó h taifa y el esrudio técnico que sLstento dicha resolución" (énfasis añadido).

En cuanto a la fijación de taúfas en la modalid¿d de t¡icimotos, mototaxis o simila¡es, la
Comisión Nacional de Transporte Terrestre, Tr¡insito y Seguridad Vial expidió la
Resolución No. 052-DfR-201O-CNTTfSVI3, que contiene el".Reglarnento de Seryicio de
Tran$portqción Terreslre Comercíal de Triciñolos, Mototaxis o similarcs". El artículo
44 del referido reglamento dispone:

''Arl. 11-- Las tarif.rs pqrq el servicio de transporle lerrestre .,omercial de
pasajeros en l ciñotos. mototais o similares son las que defina lo Comisión
Nucional de Transporte Tetestre, Tftinsito y Segutidad yial. Es,rs tañlas podrán
ser modi/icadus pre.rio un estúdio l¿ctico que genere un mo.lelo tarifario
eloborado y aprobodo para el tipo de transpofie, pot la Comisión Nacional de
Transpofle Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial-"

z) Accesibilidad dentro de las unidades de transporte

El cuarto inciso del articulo 48 de la LOTTTSV garattiza el acceso de Ias personas con
discapacidad al transporte terresÍe público, facilitando el " so I goce de sus derechos al
brihdar condiciones de accesibilidad dentro de las unidades de fransporte, el¡m¡nat
obstáculos, en ptocura del mayor grado de autonomía en su movilidad."

ti Resoluct,iñ lO 00i<'\t -20¡ I publ'.¿¿a ¿ñ ¿l Stplereda ¡lel Regúto Olcrtl li, )63 d¿ 28 tu @tubrc de )01 Ii lwt¿o Jh sktb¡lio019-202I.ptblicodoe.e¡Regi:noOf.iallta.ó6d¿19d¿nq-&2Or1
ti Resoluciú \o O5:-DlR-n¡01:!TnSt-- publ@do en la Edición Es!*c'al &l RcsistoOf.idl\o 280 d. 21& obtl d¿ )ttl2
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Al efecto, el añículo 4l del RLOTTTSV garantiza la atención preferente a las personas
con discapacidades, adultos mayores de 65 años de edad. mujeres embarazadas, niñas,
niños y adolescentes; y, sobre las condiciones de accesibilidad establece qt e "el sistema
de lrdnspofie colecti|oy masivo dispondrán de áreas y accesos especiales y debidamente
señalizados, en coúcordancia con las notm^t y reglamentos técn¡cos INEN úgentes para
estos tipos de serúcio."

En esa lÍnea, el quinto inciso del a¡tículo 48 de la LOTTTSV dispone que la Agencia
Nacional de Regulación y Contiol del Transporte Terestre, Tnínsito y Seguidad Vial o
los GAD expedirán la normativa que deberiio cumplir las operadoras de tansporte
te¡restre de pasaie¡os para "el ototganiento o renovación de títults habiliiantes,
íncrementos de flofa yeh¡culor o ajustes tarl/arios", condicionando a las operadoras de
transpoÍe terfestle de pasajeros a que "las unidades cuenten con todos los elementos de
accesibilidad para las personas con d¡scdpacida¿'.

El penúltimo inciso del citado articulo 48 de la LOTTTSV establece que "r,1 /a
importación de vehículos de tansporte terreste público de personas o ensamblaje de la
carrocería, se deberá wriJicat que se cumpla con la nomati\)d técn¡ca nlcional que
defne las condiciones de accesíbilídad para las personas con discapacidad'.

Sobre esta materia, mediante oficio No. 1 1695, de 3 de junio de 2025, esta Procuraduría
concluyó que:

"De lo expuesto se concluye que: í) la LOTITSV ototga a la ANT la facultad de
reglamentación téc ¡ca y de control; a su Dfuectorio le compeÍe establecer
regulaciones a n¡yel nacional incluidas aquellas referentes a homologación,
fegalociór, ! conbol de los medios y sistemat de bqnspoúe tetestre, tránsiÍo y
seguida.l vial: ¡i) la LOTTVS (sia) e§rablece la obligdfofiedad de contar con el
ce¡tücado de hornologación de los medios, equipos 1t tlispositivos de bansporte
otoryado pot la ANT como reqaisilo previo al ingreso al país, rcquerido para su
comerciqlizació y uatricalación; (...) y, ív) la ANT, como ente téckico, tegula
el procedimiento para la emisión del certiJicatlo de homoktgación en
coordinación con otras autotidades competenles" (énfasis añadido).

En este orden de ideas, el artículo 42 del RLOTTTSV incluye que el sistema de rra¡sporte
feÍeslfe " brihdaró asístenc¡a especial" alas personas con discapacidad, personas adultas
mayores, mujeres embarazadas, niñas, niños y adolescentes, "según sus necesidades,

facilitándoles el acceso a los whículosy ofreciéndoles la mayor ct¡modidad dentro de la
categoría respectiva", agrega también que "la infiaestluctura física del whículo y de los
colredorcs del bahsporte deberá ser accesible a este grupo de usüaríos. La Agencía
Nacional de Tránsito y bs GADs, en el ámbito de sus competencias, cohtrolarón el
cumplimiento de estas obligacione s"

En relación con lo señalado. debe destacarse que la competencia sobrc el conhol del
tránsito y la seguridad vial ha sido analizada previamente po¡ esta P¡ocuraduría mediante
el pronunciamiento contenido en el oficio No. 13227, de 5 de diciembre de 2017, en el

-
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cual se exaninaron los articulos 116 y 130 del COOTAD, asi como los artículos 30.4 de
la LOTTTSV y 30 de su Reglamento General. En dicho pronunciamiento se indicó:

"De la lectura del drtículo citudo en los páftalos anleriores, se obser,ra que la
LOTTTSV es clata al señalar que los gobiernos qutónomos descentrulizados
municipales, tienen la responsubilidad de planifcar, regular y controlar el
tr(i sito y el trunspofie público dentrc de su jurisdicción. poru lo cual deben

obsertar las disposiciones de catáctq nacio al expedidas por ld Agencia
Nacional de Regulación ! Control del Transporle Terresfre, Ttírrsilo !
Seguridad Vial.

De ígual forma, l.r misma norma en la parte Jifidl de su ptimer inciso an¡rtestu
que los GADs regionales, mur,icipales y metrupolilano§, liene la obligacifu de
informat a la Agencia Naciot dl de Regalación y Contrul de Transpo¡7e
Tefiestre, Trónsito y Seguridad Wal, sobre las rcgulaciones que tayan a set
aplicadas dentro de su jutisdicción en mafeiq de control de lr¿ síto y seguidad
vial,

(...)

Es decir, que la norma reglamenta a cilada establece que los gobiernos
aulónofios descentÍalizados al momenlo de etpedit las ortlenanzas en fialeria
de lñnsito y lranspolfe lefiesfrc, tiene la obligación de observar que las
disposiciones co tefiidas en dichos i sfrumentos jurídicos guarden amonía
con las políticas emitidas por ls Caúeru de Eslado del rumo, así co,t o también
ehmarcarse eh las disposiciones nacionales que etpida paru elefeclo Ia Agehci.t
Nacional de Tninsito " (énfasis añadido).

En este sentido, es claro que la Procuraduda General del Estado ha reiterado en sus

prcnunciamientos que los GAD Municipales al expedir ordenanzas en materia de

tránsito y tansporte terlestle deben observar las disposiciones de carácter nacional
emitidas por la Agencia Nacional de Tránsito. así como las políticas dictadas por el
MTOP.

Así, el segundo inciso del artículo 57 de la LOTTTSV incluye a los taxis y Ticimotos
entre los servicios de transpone comercial que será prestado por las "operadoras de
transporte terrestte autol'¡zadas Wra tal objeto y que cLrnplan con los requisitos y krs
caracte sticos especiales de segufidad eslableci¿las por la Agencia Nacional de
Regulación y Conbol del Ttalsporte Terrcsfie, Tninsilo ), Següfidad I{a¡' (énfasis

añadido).

De ia üormativa analizada se desprende que: i) de confomidad con el a1tículo 201 de la
LOTTSV. se deben ¡espetar Ias tarifas dilbrenciadas aprobadas a favor de los gmpos de

atención prioritaria: ii) en curnplimiento del tercer inciso del artículo 48 de la LOTT'ISV
los GAD, denho del ámbito de su competencia, establecerán los mecanismos de

compensación rclacionados con las tarifas diferenciadas. Estas no serián subsidiadas, sino
que deberiín incluirse dentro de los estudios ta farios correspondientes a cada modalidad
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de transpone; iii) según las resoluciones No. 006-CNC-2012 y No. 0003-CNC-2014,
conesponde a los GAD municipales fijar Ia tarifa del transporte terrest¡e. En el caso de la
modalidad de taxi convencional, se deberá observar lo dispuesto en el Acue¡do
Ministe¡ial No. 019-2021 del MTOP, así como los co[espondie[tes estudios tarifa¡ios¡
v) en materia de accesibilidad en el sistema de transporte público, deben observarse las
disposiciones de canicter nacional emilidas por laAgencia Nacional de Tnímito, relativas
al cumplimiento de normas técnicas para la imponación de medios de ransporte; y, vi)
ñnalmente. los CAD municipales, al expedir ordenanzas sobre tarifas de t¡anspone
tenestre o al otorgar títulos habilitantes y realizar ajustes tarifarios, deben observa¡ las
regulaciones emitidas por la Agencia Nacional de Trrinsito y por el ministe¡io rector del
sector.

3. Pronunci¡mietrto,-

En atención a los téminos de la primera consulta se concluye que las garantias p¡evistas
en el artículo 48 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre. Trá{¡sito y Seguridad Vial -
en concordancia con el a¡ticulo 46 de su Reglamento General - es aplicable al servicio de
t¡anspoÍe terest¡e en la modalidad comercial de taxi convencional y mototaxis.

Respecto de la segunda consulta se concluye que, según lo previsto en las disposiciones
citadas, las rarifas preferenciales en el servicio de Íansporte tenestre resultan aplicables
en las modalidades de taxi convencional y mototaxi. Para tales efectos, los Gobiemos
Autónomos Descentralizados Municipales debe¡an realiza¡ los estudios tarifados
correspondientes a cada modalidad, previo a expedir la normativa que hje las tarifas.

En todos los casos, tanto para la expedición de o¡denanzas como pa¡a la adopción de

medidas administrativas relacionadas con el sistema de transporte terrestre. se debetin
observar las disposiciones de ca¡iícter nacional emitidas por la Agencia Nacional de
Tnánsito y el Ministerio rector de la materi4 a ñn de garantizar el respeto y cumplimiento
de los de¡echos de los grupos de atención pdorita¡ia consagrados en la normativa vigente.

EI presente proDunciamiento es para Ia Administración Pública ¡ se limita a
la inteligencia y aplicación general juridicas. Su aplicación a casos

ilidad de la entidad consultanle y deinstitucionales específicos es de exclusiva
cualquier otra entidad pública qur lo aplique.

ntamente,

§ ebg.

\PRO
ESTADO
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Quito, D.M., r 1 SEP 2025

Licenciado
Luis Gustavo Silva Vilcacundo
Alcalde
GOBIERNO AUTONÓMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN
MERA
Mera.

De mi conside¡ación:

Mediante oficio No. GADMCM-ALCALDIA-2025-3610-O, de 21 de abril de 2025.
itrg¡esado en Ia Dirccción Regional de la Procuraduria Gene¡al del Estado en Chimborazo
el 23 del mismo mes y año, y remitido a esta dependencia con oficio No. PGE-DRCH-
2025-00086, de 13 de mayo de 2025, se formuló la siguiente consulta:

"¿Las aclividades de Mine¡ía Artesqndl deben pagar el impuesto q la patente de
confonnidad al añículo 547 del Código OrgÍnico de Orgaukaciót Territorial
Aulonomía y Descentrulización o deben acogerse a la ocención de pago de
paientes dispaesta ea el a¡tícblo 134 de la Le! de Mine a?".

Frente a 1(] cual, se manifiesta Io siguiente:

l Antec€dentes. -

Del ofrcio remitido y documentos adjuntos se d€sp¡ende que:

El info¡me jurídico del Gobiemo Autónomo Descentralizado cantonal de MeÉ (en
adela¡le, *GAD Mera"), contenido en memorando No. GADMCM-PROCURADURIA-
2025-3450-l,¡4., de 10 de ab¡il de 2025, suscrito po! su Procuradff Sindico. citó los
artÍculos 226 de la Constitución de la República del Ecuadori (en adelante, "C,Rf), 134
y 148 de la Ley de Mineria?, 546,547 y 560 del Código Orgánico de Organización
Tenitorial, Autonomía y Descenttalizaciónr (en adelante, "COOTAD"). Con base en
dichas disposiciones, el informe expone y concluye lo siguie[te:

.IY. FWDAMENTO Y ANÁLISIS JURIDICO
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(...) 6. De las normas antes etpuestas, se tiene que el Gobierno Municípal tiene
la facultad de cobrar el impuesfo a la pafe te. a todas las personas naturales,
jurí¡lic.¡t, soc¡edades, nacionales o extranjeras, domiciliadas o con
esÍablecimíento en la respecti'ra j lisdicción municipal o metropol¡lana, que

ejelzan petmanenfemente activídades comerciales, industriales, rtnolcieras,
inmob i I i er ¡ u s y pr ofe s io nale s -

7. Así mismo el etfiículo 550 del COOTAD, esfablece comó únicos exentos de

este pago de irnpuesto a los artesanos callicados como tales por la Junta
Nacional de Defensa del Áfiesano-

B. El articulo l8 y 92 de la SEGWDA ORDENANZA REFORMATORIA DE
LA ORDENANZA PAM REGULAR, AUTORIZAR Y CONTROLAR LA
LYPLOTAC]ÓN, TMNSPORTE, TKATAMIENTO Y ALMACENAMIEN?O DE
M4TENALES ÁNITOS Y PÉTREOS OUE SE ENCUENTRAN EN LOS
LECHOS DE LOS RiOS, LAGWAS Y IANTERAS EN EL CANTÓN MERA,
establece fextualme le lo sig].ie te:

'Art. 18 De los aúesanales de áridos y pétteos.- Son emplend¡mientos
unipersonales, familiares, unidqdes econófi¡cas popularcs o asociaciones q e

eíectúan labores mineras en áreas líbres, única y exclusivamente como medio
de sustento, que lengd la capac¡dad de ploducc¡ó establecida en la Tabla No-
2 de la presente ordekawa y la Ley Sectorial, y que desl¡nen la comercíalizaciófi
del material extraído a cubrb las necesidodes de la comunidad, de las personas
o grupo familiar que realíza la actividad, únícamente, ¿lenffo de la
circ nscripción terriforial rcspecto de la cual se hubiere otorgado el
corre spondie nte permiso.'

'Art. 92 De lqs tasas.- Son talores que deben pagat los dclores del ciclo de

explofación de maferiales áridos ypétreos, por los serricios adñiúis¡ral¡Tos que
generen la aplicación de la presente ordenanza, en el área de Recau¡lqción .lel
Gob¡ertto Autónomo Descentrdlizado Municipal del Cantón Mera, prevío a
recibir el servicio admínistrat o; rdlorcs que xo serán reembolsqbles-

(...) 12. En el presente caso, al encontr nos con dos normas del mismo nivel
ierárquico, como elt los (sic) artículo 516, 517 y 550 del COOTAD y el qrtículo
134 de la Ley de Minerí.t, que se contra.licen, tlebemos aplicar la espec¡al en

el caso en concteto eh los articulos antes detellados del COOTAD, habla de una
manera general a quiendebe cobrarn^e las patentes, baisicamente dfodos quienes
ejerzan una acfiv¡dctd permanente en la jurisdícción cantonal, mientras que, la
l,ey de Minería, se refiere especialmente solo a lds actividades exclusivas de

mi eria arlesanal, por lo que dicha norma es especial, por ende, se encuentra
sobre el COOTAD.

l3- Con lo expuesto, debemos aplicar la norma especial tlue lrqfa sobre que las
actividarles ¡le minelía afiesanal están exentas de pago de rcgalías y patentes,
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así como el trámite de canicter odminístt.ttivo no tiene coslo alguno, pot ende,

se encue lra a su yez, por encima, de la (».lenanza cantonal.tqtes referida.

V, CRITERIO

14. Con bae en los anlecedentes, la normotiva aplicable y el aruilisis jurfulico
realizddo, esla Procurqduría Síndica concluye que de ocuerdo al qrtículo 131

de la Ley de Mineria. que estoblece ld gratui¡lad de los tánites odministratiros
y la exención de pafentes para la minería otesondl, y en aplicacióñ de los
princip¡os de jerurquía nomati|a y especialidad (norma especial prcralece
sobe general), no es jurídicauente viable cobrar patentes municipales
(COOTAD Art. 517) ni tasas por servicios adminislralivos (Otdenanza Art. 92)
a los titulares de permisos de m¡helíq artesanul, ya que dichos cobtos
contradicen expresamente la Ley de Minería, debiendo pre.ralecer esta últíma
pqra gqrafiizar el acceso sirnplificado y sin costos q los ttáñites del sector".

A ñn de conta¡ con mayores elementos de aná{isis, mediante oficios Nos. I 1479 y I 1480,
de 16 de mayo de 2025, esta P¡ocuradu¡ia solicitó a la Asociación de Municipalidades
Ecuatorianas (en adelante 'AME"\ y al Ministe¡io de Energía y Minas (en adelante
" MEM') que rcÍIita(t sus criterios jurídicos institucionales sobre la materia objeto de la
consulta.

Poste ormente, mediante oficios Nos. 17'149 y 17750, de 6 dejunio de 2025, dirigidos a
la AME y al MEM, respectivamente, esta Procuaduria reiteró su solicitud. sin que a la
fecha se haya recibido resluesta po¡ pa¡te de la AME.

MediaDte oficio No. MEM-COCEJ-2025-0366-OF, de 26 dejunio de 2025, ing¡esado en

la misma fecha al coneo institucional de esta Procuraduria. el Coordinador General
Jurídico (encargado) del MEM remirió el criterio j u¡ídico institucional requerido po¡ este

organismo.

Dicho criterio, además de las nomas invocadas por el consultante, citó los artículos 1,

82,227,238,261numeral I l, 264 numerul12,279,313,317 y 408 de Ia CRE; 1 y 456
del COOTAD, l, 2, 6, 7 letraj) de la Ley de Mineria; 60 y 62 del Reglamento General a
la Ley de Mineríaa; y los articulos 3,4, 14, 18, 31,33, 35, 43 y 135 del Código Orgrínico
Administrativos. Con base en este marco normativo, el MEM expuso y concluyó lo
siguiente:

"(...) Esta dísposic¡ón es clara y directq al exínir a la m¡nería artesa al del
pdgo de Nentet reconociendo su particularidad y el .fin de cabrir las
necesidqdes de la comunklad, los personas o el gupo .fAniliat que la redlízo.
Ademtk, el mismo ortículo 134 de la Ley de Minería indica que los tróm¡les

! R¿da@ o G¿tu,al o ld L¿y d¿ lthtutn¡ p"blico¿o en el Suplewnto.Ll Resisno OÍE¡dl No, 67 d. 1ó .!e ñú¡eñbQ d. 2009
t a¿dit OtA,inico Adñiiisnatira- prbl,e.¡a.n el S¿Eu¡d. Supbrunto ¿lel P¿s8¡to Oi.hl ¡tó 3l de 7 & julió.!. 2017
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administrdtivos para la míneia qrles.tnal deben ser simpltficados y sin cos¡o

alUuno para el pe¡icionario.

La distinción es lindamental: las patentes cle conservación en la Ley de Mineio
son un grayamen relacionado con el manlenimienlo de la concesión minera,
mientras que las patentes en el COOTAD son un ¡mpuesto sobre el ejercício de

aclividades económicas. Aunt¡ue ambas se denomindn 'patentes', su naturuleza
y obielo son distintos.

Ahora bien, después del brew aruilisis queda identífrc.tdo que tanto en la Ley de

Mineia como en el COOTAD se hace mención a las pdtentes. En la Ley de
Mineia respecto a las patentes de con¡ervación, el ütículo 34 establece, un
r¿gimen clqro pdra el pago de la potente anual de coñseruac¡ón minera, un
grc\anen que los concesionor¡os mineros deben abonar ¡nr cada hec¡dreo que

tienen concesionada. Este pago es de nalurqleza anual y tiene como .fecha límite
el thes ¡le marzo de cada año, cubriendo el año calendario en curso- Un¡t
carscterística fwdamental es s cqr.icter perentorio: bqjo ninguna
c¡rcunstdncid, yd sed pot !ía qdminisÍqtiea o judicial, se conce.lerá una
prórroga para su pago, lo que subraya lo obligatoriedad y el rigor de la norma.
El anículo 134, es el que hace mención justamente a que el rég¡me de tkinería
urtcsunol no e,'tú sujeto q rsta obligacióh.

Por o¡ro lado, el COOTAD, estoblece la organización político-adminisfrutiya
del Estado ecuatofiano en el Íerritorio, de los difercntes nfueles de gobiernos
aulónomos descenttalizados y los regímenes especiales, con elfin de garaúizar
su autonomía polhica, a¡lñirristatita y finarciera, qdemós, desarrolla un
modelo de descentralización obligatoria y progres¡vd a trwés del sistema
nocional de competenciLts, la i^ttituc¡onalidad responsable de su
adñin¡stración, lds .fuentes de Jinanciomiento y la delinición de politicas y
ñecanisños para coñpeñsar los desequilibrios en el desorrollo territorial.
Después de estas considerac¡ones, las personas naturales, jurídícas, sociedades,
ndcionales o extrdnjeras, domicilio¿las o con er¡tablechliento en la rcspecfiva
jutis.licciót municipal o metropolitanu, que ejerzan pennanentemenle
octivi.lades cotkerciales, irrd striales, f¡n.rncierqs, ínmobiliarias y proJésionales
deberán obtener la patente y, por ende, el pago dmtal de este impuesto.

(...) Como se desprende de esfq notmatira, la m¡nería aúesqnal no se encuenta
incluida defilrc de las acfividades exeñtas del pago de este tributo, a díftrencia
de los sectores agrícola, pecuario, acuícola y las plantaciones forestoles.

Por lo exryesto, ld distínción normdtiva enlre la Ley de M¡heúa y el Código
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Desceitalizución
((OOTAD) genera un régimen diferenciado para el pago de patentes en el
seckr minero. EspecíJicamente, aunque la ¡ ínería artesanal se encuenlra
etenta del pago de las palentes de conservación dispuestas en la Ley de M¡neúa
(las cuoles grarak la tenencia de una concesión en.función de la superficie y
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etapa), no eslá l¡berada de la patente municipal o metopolitana estsblecida en
el artículo 517 del COOTAD. Esta últina paÍente, de naturaleza distinta y con
un hecho generador difelente (relacionqdo con el ejercicio de actividades
económicas dentro de una jurisdicción bcal), continúa siendo una obligac¡ón
pata los mineros ortesonales.

(...) a, Prcnunciamie o.

(...) Pora responder si las actfu¡dades de minerío artesanol deben pagat el
irnpuesto a lq patente del COOTAD o ocogerse a la exención de la Ley de
Minería, es crucial comprcndet la distinción conceptual jurídíca en¡re ambos
tributos. La palenle de cokservqción mineru (prevista en la Ley de Minería) es
un grovamen asociado a la tenenc¡a y conservación ¡le la concesión minera. Por
otro lado, el impueslo d lq Nenle municipal o metrcpolitana (establecklo en el
articulo 517 del COOTAD) es ün ¡ibuto que grqra la realizoción perrnanente
de dctividades económictts (comerciales, ¡ndustiales, financieras. etc.) por
parle de pefiohas naturales o jurídicas denbo de uno jurisdicción locol. En este
sentido, aunque el régimen ¡le mineria a¡lesanal se encuehtra expresomente
exenlo del pogo de los parcnfes de conserroción minera, estd exención no se
ertiende ql pago del ¡mpuesto a la Wtente del COOTAD. Por consiguiente, los
míneros arlesanales, alejercer una actividad económ¡co, permanecen sujetos al
pago de la patente ñunicipal o metopolitana".

De lo anterior se desprelde que los criteriosjuridicos del GAD Mera y del MEM diñercn.
El consultante sostiene que existe una antinomia ent¡e el artículo 134 de la Ley de
Minería, que exonera dcl pago de la patente de conservación a la mineria aflesanal, y los
a¡ticulos 546,547 y 550 del COOTAD, que regulan el impuesto municipal de patente.
Por su paúe, el MEM distingue conceptualmente ambas figums: la patente de la Ley de
Minería gava la "tenencia y conservación de la concesión ni¡?e,'c ". mieotras que la
patente prevista en el COOTAD se genera por el "e¡ercicio pelmsnenle de octividades
económicas " dentro de la jurisdicción cantonal.

2. Análisis.-

Pa¡a facilitar el estudio de su consulta, el análisis se referirá a los siguientes puntos: ,
Pateüte municipal; y, i, Régimen juridico aplicable a la minería artesanal.

2.1. Patetrte municipal. -

El segundo del artículo 300 de Ia CRE dispone que la política übúai,a "promoverá kl
redistríbución y estimulani el empleo. la prcducc¡ón de b¡enes y serv¡ci.ts, y conductas
ecológicas, sociales y económicas rcsponsubles ".

La leta e) del articulo 491 del COOTAD incluye al impuesto de patente enúe los t¡ibutos
municipales. A su vez, el articulo 547 de este cuerpo legal establece que son sujetos lt
pasivos de dicho impuesto, y deb€n paga¡lo anualme!¡te, las personas r¡aturales o g¡lv

]
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jurídicas, sociedades, nacionales o extanjeras, domiciliadas o corr establecimiento en ]a
respectiva jurisdicción municipal o metopolitana, "que ejerzan permanentemente

actitidddes comerciales, indusÍíales, financíeras, inmobiliatias y prcfesiot¡dles"
(énfasis añadido).

De foma concordante, el artículo 548 señala qre " Para ejercer una aclividad comercial,
tudustr¡al of a c¡ela, se debenÍ obteter una pdleúe anüal (...)" (énfasis añadido). En
consecuencia, las municipalidades y distritos metropolitanos, se configuran como los
sujetos activos del impuesto de patente de confo¡midad con el afiículo 236 del Código
TributarioT (en adelante, "Cf').

En tal contexto, es oporh¡no considerar que el afiículo 547 del COOTAD fue interyretado
por el artículo 5 de la Ley Orgáriica de Incentivos Tributarios8 y se estableció un caso de

no sujeció¡l al impueslo municipal de patente los siguientes térmi¡os:

"lnletptélese el artículo 547 del Código Orgánico de Organización Terrítorial
Autohomía y Descentralización publicado en el Regislto OJicial Suplemento No-

303 de 19 octubre de 2010, en el sent¡do de que los ptoductores eh los sectores

agrícola, pecuarío, acuíct¡la; usí como las pla tac¡ones foreslales no sou objelo
del impuesto a la patente y en consecuencia las personas alurales, jurídic.ts,
socie¿lades, nacionales o exfranjeras ded¡cadas a estas actividades no pueden ser
sujetos .le cobro por pa e de hglitt gobierno autónomo descentral¡zado
municípal o metropolitano del país"-

En cuanto a las exenciones. el artículo 550 de1 COO'I'AD limita este beneficio
" únicamente los afiesanos calíficados como tales por la Junta Nacíonal de Defexsa del
Artesano ". Labase imponible del impuesto de patente municipal se detemina mediante
ordenanza del concejo municipal y se calcula "e .futtc¡ón del púÍrimonio de los sujetos
pasiror de este ¡mpuesto dentro del cantón", segúLn el inciso final del articulo 548.

Respecto de la explotación de materiales ¿i¡idos y péteos, el aficulo 562 del COOTAD
dispone que

"Art. 562 Otros tributos.- Lqr thu ¡c¡pal¡dqdes y disbito¡ melropolilanos
cobrután los tributos t turricipdles o metropolitanos por la e\plotación de
materiales d dos J) pétrcos de su circunscripción territorial, así como otros que

estwíeren establecidos en leyes especiales-" (énfasis añadido).

De lo expuesto se desprentle que: , la patente municipal o metropolitana es un tributo
municipal contemplado en el COOTAD, cuyo hecho generador consiste en la realización
permanente de actividades comerciales, industriales, linancieras, ilmobiliarias y
profesionales; ir) las municipalidades se configuan como el sujeto activo del impüesto a
la patente de conformidad con los artículos 23 del CT y 547 del COOTAD; ii, los
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artesa¡os calificados por la Junta Nacional del Afesano esláfl exentos del impuesto de
patente municipal; y, i, la explotación de áridos y péÍeos dento de la jurisdicción
cantonal tambié¡ se encuentra sujeta a tributos municipales co¡forme al COOTAD

2.2. Régimen juridico aplicabl€ a la minería artesstral. -

Los recursos naturales no renovables forman parte de los sectorcs est¡atégicos conforme
al articulo 313 de la CRE. y su decisión y co¡trol corresponden al Estado. Et a¡tículo 408
establece que los p¡oductos del subsuelo, incluidos los yacimientos minerales, son
propiedad inalienable, imprescriptible e inembargable del Estado, cuya explotación debe
ajusta¡se a p¡incipios ambiedales y ga¡antiza¡ la paficipación estaral en los beneficios.

El ejercicio de los derechos sob€ranos del Estado ecuatoriano en el secto¡ estratégico
minero, de acuerdo con el aniculo I de la LM. incluye su administr¿ción, rcgulación,
control y gestión. EI artículo 2 de la LM amplia su funbito de aplicación a la regulación
de las ¡elaciories del Estado con empresas mixtas mineras y coD pe¡son¿¡s nafl[ales o
juridicas - nacionales o extranjeras, públicas, mixtas o privadas -, er lo rclativo a la
obtención. conservación y extinción de derechos mineros, así como a la ejecución de las
actividades mineras.

En concordancia con el añículo 408 de la CRE, el aficulo ló de la LM dispone que: "E/
dominio del Estado sobre el subsuelo se ejercerá con indepen.lehcia del derecho de
propíedad sobre los tertenos superfcíales que cubren lqs mihqs y yqcimienfos". El
artlculo l7 de la LM d€fine tales dercchos como aquellos que emanart"de los títulos de

toncesiones ,niñeras, contqtos de explolación ,ninera, licencias y permisos, como de las
dutorizaciones pqo instalar y operar planta\ de behe/icio, f ndición y reJinación, y de
las l¡cencias de comercializacíón ".

La ejecución de actividades mineras requiere. según el alículo 26 de la LM, "actos
administrativos motívados y fovorables " de las autoridades competentes. Entre dichas
autoridades se incluyen los gobiemos autónomos descentralizados municipales, en lo
relativo I l¿ explot¿ción de mate¡iales ¿i¡idos y Él¡eos.

Sin perjuicio de lo expuesto, se debe considerar la competencia de los gobiemos
municipales para "Re¿zlar, autorizar y controlar la explotación de mater¡ales áfido6 y
pétreos ", ptevista eo el artículo 264 numeral 12 de la CRE, asi como en los adículos 55

letra I), y l4l del COOTAD. Este último que precisa que, para el ejercicio de dicha
competencia, las municipalidades"deberán obserlqr las li ¡taciones y procedímientos q
segu de conformidacl con las leyes correspondientes " asi como las "regulaciones y
especificaciones técnicas contempladas en la ley".

En cuanto al pago de patentes, el artículo 34 de Ia LM establece qu.e la "Patenle de

consertac¡ón pata concesión", definida por el articulo 30 ibidem, es "un aclo
aún¡nisttatiro que otorga un titulo minero, sobre el cual el litulat t¡ene üñ derecho
per.sor¡al ". que se inscribe en el Registro Mioero.
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Dicho anículo 34 de la LM dispone que los concesiona¡ios mineros deben pagar
anualmente la patente de conservación para concesión. por cada hectrírea minera
concesionada. de acuerdo con la escala que co¡sta en dicha norm4"para el período de
exploración avanzada y el periodo de etaluación económica del yacimiento" aputir "de
la .fechu del otorgamiento del título m ¡ne¡o ". La misma norma establece w\a "patente
anual de consenación para las actividades simultáneos de erplotqción - explotación que

se realicen bajo el régimen especial de pequeña mineria eq ivalente ol 2% de lu
rcmunerución mensuql unificada, por heclárea minera."

Eri lo que respecta a la minería artesanal, el articulo 134 de la LM la define como aquella
qre "conprende y se aplicq a las widades económicas populares, los enprcndimientos
unipersonules, .familiares y domésticos que realicen labores en áreas libres"; el

mencionado afliculo agrega que la mineria artesanal se carucler.z.a por el uso "de
moquina ds y equipos con capacidades limitadas de carga y producción de conforuidqd
con el instruct¡ro aprcbodo por el ditector¡o de la Agehcia de Regulaciófi y Control
Minero", pte\iéndose que será necesaúa la obtenciófl de un pe¡miso otorgado por el
Minisfe'io "por un plazo de hasta l0 años poru realizar labores de mihería srtesanaf'.

Así entonces. se observa que las aatividades mineras - de manera genera¡ - requieren la
obtención de u¡a concesión miner4 cuya conservación obliga al pago de una patente
anual. mientras que las actividades de mineria artesanal, si bien deben ser autorizadas por
la autoridad competente, requieren únicamente de un permiso de minerÍa anesanal.

El mismo a¡tículo 134 establece que: "Pol §!-r naturaleza, las acÍividades de mine ú
arlesanul, no esl.;n sujetas al pago de regalías ni de paferrtes, pe¡o si sujeros al ¿gimen
tributario. para garanlizar los ingrcsos qüe corresponden al Esralo" (énfasis añadido).
Esta disposición se refiere únicamente a la patente de conservación regulada por la LM,
oo al impuesto municipal de patente contemplado en el COOTAD.

Finalmente, el numeral I del articulo 3 de la Ley Orgánica de Garantías Ju¡isdiccionales
y Control Constitucionale prevé las reglas de solución de anti¡omias. Sin embargo, del
análisis efectuado no se encuentra que exista una antilomia entre la LM y el COOTAD,
dado que la patente de conservación minera y el impuesto municipal de patente son dos
t butos distiotos, que corresponden a administraciones tibutadas diferentes (el primero
al gobiemo central y el segundo a las municipalidades).

De lo analizado se apreciaque: , los yacimientos minerales son de propiedad inalienable,
imprescriptible e inembargable del Estado. y su explotación y aFovechamiento se sujeta
a la regulación y control del Estado; i, la LM rige la actividad minera, exigiendo actos
administrativos habilitantes para su ejercicio; ii, las concesiones mineras generan la
obligación de pagar patente de conservación al Gobiemo Central; v,) la minería artesanal
requiere un permiso especifico y está exenta de la patente de conservación, pero no del
impuesto municipa¡ de patente.

' I (XiJl ( . prhl'La¿¿ ¿ñ el 98tn¿o Sufl¿ruñb .!zl R¿g¡st o Ofi.iol \'ó 52 d? 21 de ctubre d. 2W

7171



-
tilt

IFOCI.,RAOJ{A G¡AA B ETADO

Edifi.io atuzoñá! Plaé
ae am¿o@. Nl9¡2r y ari2.ga

13076 o

a
v

coarÉaNo AUfÓ¡¡oMo DEscENrlAt-tz4Do oEL atNrÓ|i t EP,l
,0d,399-2025

Pdgi@ I

3. Pronunciamie¡to.-

En atención a los términos de la consulu se concluye que la exención prevista en el
afículo 134 de la LM se refiere exclusivamente a la patente de conservación minem,
regulada por la ley antes indicada y cuyo pago corresponde a los titulares de concesiones
mineras, el cual constituye un tributo de administlación cuya rccaudación se encuentra a
cargo del Gobiemo Central.

Por su ca¡iícter especíñco, esfa exelrciótr no se extiende al impuesto municipal o
Eetropolit¡no de p¡te¡te previsto en el ¿rtícülo 547 del COOTAD, que es url tributo
de naturaleza seccional. de comp€tencia y recaudación de los gobiemos autónomos
descentralizados, cuyo hecho gener¡dor es el ej€rcicio perma¡etrte de activid¡des
ecoDómicas detrtro de la respectiva jurisdicción.

El presente pronunciamiento es obligatorio pa¡a la Administración Pública y se limita a
la inteligencia y aplicación general de normas juidicas. Su aplicación a casos

institucionales especificos es de exclusiva ¡esponsabilidad de la entidad consultante y de

cualquier otra enlidad pública que lo aplique.

ERAL DEL ESTADO

Abg- I¡és Manzano
Ministrr de En€rgl¡ y Mitres
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Oficio No. 13093 
 

 

Quito, D.M., 12 de septiembre de 2025 

 

 

Señor 

Aquiles Álvarez Henriques 

ALCALDE  

GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL  

DEL CANTÓN GUAYAQUIL 

Guayaquil.-  

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. AG-AAA-2024-7851, de 9 de diciembre de 2024, ingresado en el 

correo institucional de la Procuraduría General del Estado el mismo día, se solicitó la 

aclaración del pronunciamiento de este organismo constante en oficio No. 09588, de 28 

de noviembre de 2024, a fin de que se aclare “en los términos indicados por nuestro 

Procurador Síndico Municipal en el oficio DAJ-2024-9386, anexo a la presente 

comunicación”. 
 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes: 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

 

1.1. El Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del Cantón Guayaquil (en 

adelante, “GADM de Guayaquil”), mediante oficios Nos. AG-AAA-2024-6239, de 

24 de septiembre de 2024, y No. AG-AAA-2024-6475, de 2 de octubre de 2024,  

ingresados en la Procuraduría General del Estado el 24 de septiembre y 3 de octubre 

del mismo año, formuló una consulta en los siguientes términos:  
 

“Considerando el contenido sustancialmente económico de los contratos de concesión 

y el derecho del concesionario, mientras esté vigente el contrato de concesión, a recibir 

una retribución económica y utilidad por sus inversiones, riesgo y trabajo, ¿debe 

entenderse respecto de los contratos de concesión de servicios públicos celebrados al 

amparo de la Ley de Modernización del Estado y de su Reglamento Sustitutivo, que de 

acuerdo con el alcance del artículo 76 párrafo primero del Reglamento Sustitutivo del 

Reglamento General de la Ley de Modernización del Estado, que el costo que asume el 

concesionario con fondos propios respecto de las fiscalizaciones que contrata por las 

obras que debe ejecutar y entregar al concedente para asegurarse que tales obras 

cumplan con las exigencias y estándares previamente establecidos, forma parte de la 

inversión que debe ser reconocida por el concedente para los fines económicos 

previstos en el respectivo contrato y en la normativa aplicable?” 
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1.2. El informe jurídico contenido en el oficio No. DAJ-2024-7215 de 25 de septiembre 

de 2024, suscrito por el Procurador Síndico del GAD Municipal de Guayaquil, citó 

los artículos 82, 211, número 3 del artículo 237, números 1 y 3 del artículo 285, 302, 

308, 338 y 339 de la de la Constitución de la República del Ecuador  (en adelante, 

“CRE”); 249 de la Constitución Política de la República del Ecuador de 1998  (en 

adelante, “Constitución 1998”); 41 y 46 de la Ley de Modernización del Estado, 

Privatizaciones y Prestaciones de Servicios Públicos  (en adelante, “LME”); 

Reglamento General de la Ley de Modernización del Estado, Privatizaciones y 

Prestación de Servicios Públicos por parte de la Iniciativa Privada ; 69, 76, 78, 79 y 

94 del Reglamento Sustitutivo del Reglamento General de la Ley de Modernización 

del Estado, Privatizaciones y Prestación de Servicios Públicos por parte de la 

Iniciativa Privada  (en adelante, “RSLME”); 100 del Código Orgánico de Producción, 

Comercio e Inversiones  (en adelante, “COPCEI”); 74 del Código Orgánico 

Administrativo  (en adelante, “COA”); 155 y 268 del Reglamento General a la Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública  (en adelante, 

“RGLOSNCP”); y, acápite 408-12 de Acuerdo No. 004-CG-2023, que contiene las 

“Normas de Control Interno para las Entidades, Organismos del Sector Público y de 

las Personas Jurídicas de Derecho Privado que dispongan de Recursos Públicos” (en 

adelante, “Normas de Control Interno”); con fundamento en los cuales analizó y 

concluyó: 
 

“(…) 

IV 

CRITERIO JURÍDICO 

 

Es mi criterio, de acuerdo con el alcance jurídico del artículo 76 párrafo primero del 

Reglamento Sustitutivo del Reglamento General de la Ley de Modernización del Estado, 

que los concesionarios de servicios públicos cuyos contratos de concesión se celebraron 

al amparo de la Ley de Modernización del Estado y del Reglamento Sustitutivo del 

Reglamento General de dicha Ley tienen derecho a que el ente concedente reconozca 

como parte de la inversión del concesionario (para los fines económicos previstos en el 

respectivo contrato y en la normativa aplicable) los gastos en que este haya incurrido 

por la contratación, con fondos propios, de la fiscalización de las obras que debe 

ejecutar y entregar al concedente en orden a asegurar que dichas obras cumplan con las 

exigencias y estándares previamente establecidos (…)” (Énfasis agregado). 
 

1.3. El pronunciamiento de esta Procuraduría, contenido en oficio No. 09588 de 28 de 

noviembre de 2024, consideró el criterio jurídico institucional de la entidad 

consultante, concluyendo lo siguiente:  
 

“De la normativa previamente analizada se desprende lo siguiente: i) los 

contratos de concesión se rigen por el régimen jurídico que las partes 

contratantes hayan estipulado en el contrato y las leyes vigentes al tiempo de su 

celebración; ii) en los contratos de concesión el Estado no será responsable por 

las obligaciones laborales de la concesionaria, por el personal contratado en el 

cumplimiento de la concesión; iii) es obligación del Estado y del concesionario 
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cumplir y respetar el esquema económico previsto en el contrato de concesión; y, 

iv) para la determinación del esquema de retribución económica en los contratos 

de concesión de uso y servicio público, mediante un esquema o pliego tarifario se 

tomará en consideración la oportunidad de recuperar la inversión y obtener una 

rentabilidad razonable. La fiscalización es un costo operativo en la concesión de 

obra pública. 
 

  3. Pronunciamiento. -  

 
‘En atención a los términos de su consulta, se concluye que, en virtud de la regla 

decimoctava del artículo 7 del Código Civil - según la cual las leyes vigentes al momento 

de la celebración de un contrato se incorporan a éste - y de acuerdo con los artículos 76, 

77, 87, 88 y 115 del Reglamento Sustitutivo del Reglamento General de la Ley de 

Modernización del Estado, Privatizaciones y Prestación de Servicios Públicos por parte 

de la Iniciativa Privada, la fiscalización de las obras que efectúa el concesionario 

constituye un costo operativo, por lo que dicho rubro deberá ser reconocido por el 

concedente en los pliegos o en el esquema tarifario convenido en el contrato’ (Énfasis 

agregado).  

 
2. Pedido de aclaración. - 

 

2.1 El informe jurídico del GAD Municipal de Guayaquil, que sustenta el pedido de esta 

municipalidad, citó el número 9 del artículo 11 de la CRE; 76 y 115 de la RSLME, 

luego de lo cual manifestó:  
 

Con este antecedente, es procedente solicitar al Procurador General del Estado aclare 

su pronunciamiento contenido en el oficio 09588 del 28 de noviembre de 2024, pues 

efectivamente el costo que asume el concesionario de servicio público con fondos propios 

respecto de las fiscalizaciones que contrata de las obras que debe ejecutar y entregar al 

concedente para asegurarse que tales obras cumplan con las exigencias y estándares 

previamente establecidos forma parte de la inversión que debe ser reconocida por el 

concedente para los fines económicos previstos en el respectivo contrato y en la 

normativa aplicable, de acuerdo con el alcance del artículo 76 párrafo primero del 

Reglamento Sustitutivo del Reglamento General de la Ley de Modernización del 

Estado, aplicable a los contratos de concesión celebrados al amparo de la Ley de 

Modernización del Estado y de tal Reglamento” (Énfasis agregado). 
 

3.  Análisis. - 

 

3.1. Fundamentos jurídicos del pedido.-  

 

El GAD Municipal de Guayaquil no plantea una reconsideración - en los términos del 

artículo 13 de la LOPGE - sino un pedido de aclaración respecto del pronunciamiento 

contenido en oficio No. 09588, de 28 de noviembre de 2024.  
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Para el efecto, considera que las fiscalizaciones que contrata el concesionario con 

fondos propios deben ser reconocidas por el concedente de acuerdo con el inciso 

primero del artículo 76 del RSLME, norma reglamentaria que dispone:  

 
“Art. 76.- El concesionario mientras esté en vigencia el contrato de concesión tendrá 

derecho a recibir una retribución económica y utilidad por sus inversiones, riesgo y 

trabajo (…)”  

 

Del tenor de la norma reglamentaria transcrita se aprecia que la misma fue tomada en 

consideración en el análisis para la emisión del pronunciamiento del cual solicita su 

reconsideración, sin que se establezca una nueva argumentación, respecto del pedido 

de aclaración.  

 

3.2. Fundamentos jurídicos contenidos en el oficio No. 09588, de 28 de noviembre de 

2024 y conclusiones finales.-  

 

Del texto íntegro del pronunciamiento de esta Procuraduría, contenido en oficio No. 

09588, de 28 de noviembre de 2024, se aprecia que se examinaron los efectos de la 

ley, relacionados con la irretroactividad de la norma, previstas en el Código Civil1 (en 

adelante, “CC”); las obligaciones de los concesionarios sobre su personal; y, las 

retribuciones económicas previstas en el contrato de concesión, fundamentos sobre 

los cuales se concluye lo siguiente:  

 

i) Los contratos de concesión se rigen por el régimen jurídico aplicable, que las 

partes contratantes hayan estipulado en el contrato y las leyes vigentes al 

tiempo de su celebración; en este sentido se reitera que los contratos de 

concesión deben cumplirse respetando el régimen jurídico y reglas 

establecidas en los mismos, incluidos sus esquemas de retribución económica. 

 

ii) El concesionario tiene derecho a recibir una retribución económica y utilidad 

por sus inversiones, riesgos y trabajo. Sin embargo, en los contratos de 

concesión el Estado no será responsable por las obligaciones laborales de la 

concesionaria, por el personal utilizado en el cumplimiento de la concesión.  

 

iii) Es obligación del Estado y del concesionario cumplir y respetar el esquema 

económico previsto en el contrato de concesión.  

 

iv) Para determinar el esquema de retribución económica en los contratos de 

concesión de uso y servicio público mediante un esquema o pliego tarifario se 

tomará en consideración la oportunidad de recuperar la inversión y obtener 

una rentabilidad razonable a favor del concesionario. 

 

v) De acuerdo con la normativa específica que regulaba la concesión de obra 

pública (aplicable a los contratos regidos por la LME), se entiende como valor 

 
1 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005.  
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de la inversión a aquel correspondiente a la construcción y mantenimiento de 

la obra, mientras que se entienden como costos operativos a la 

administración, recaudación, así como los de supervisión y fiscalización.  

 

vi) Ni la LME, ni el RSLM (ni, de hecho, ninguna otra normativa aplicable) 

determinan o definen a qué rubro finaciero o contable corresponde el costo 

que asume el concesionario del servicio público, con fondos propios, respecto 

de fiscalizaciones que contrata de las obras que debe ejecutar y entregar al 

concedente para asegurarse que tales obras cumplan con las exigencias y 

estándares previamente establecidos para la prestación del servicio público 

delegado. 

 

vii) Con todo, es preciso señalar que los contratos de concesión de obra pública y 

de concesión de servicio público, a pesar de ser ambos tipos o especies de los 

procesos de delegación previstos en la LME, tienen, cada uno de ellos, objetos 

y finalidades diferentes. Así, el núcleo característico del contrato de concesión 

de obra es la construcción y explotación de una determinada infraestructura, 

mientras que el elemento central y distintivo de la concesión de servicio 

público (que puede incluir la construcción de obras específicas y que 

constituye la materia consultada), es justamente la gestión y explotación de un 

servicio público ya existente y regulado en la normativa correspondiente. 

 

viii) Por otro lado, el Art. 72 del RSLME, en su redacción original, establecía: “Los 

contratos de concesión se elecutarán por las partes de buena fe: ellas se 

obligan en consecuencia a cumplir no solo aquello expresamente estipulado 

en el convenio sino todo aquello que se derive de la naturaleza propia del 

contrato de concesión”. Con ello en mente, y vista la precisión hecha en el 

párrafo anterior, es razonable concluir que las actividades de fiscalización de 

las obras que se deben construir y mantener en el marco de un contrato de 

concesión de servicio público tienen una naturaleza y finalidad distintas que 

aquellas que poseen las actividades de fiscalización de la construcción de la 

infraestructura materia del contrato de concesión de obra pública. Y es que, 

repetimos, el objeto de ambos contratos es diferente y responden a finalidades 

distintas: en la concesión de obra pública, la construcción y explotación de la 

infraestructura es el fin en sí mismo del contrato; en la concesión de servicio 

público, las obras o infraestructuras que el delegatario se obliga a acometer 

son medios para la prestación más efectiva y eficiente del servicio público 

correspondiente, pues, como tal, es la gestión del servicio el fin y el objeto del 

contrato, gestión (y para ella, las obras o infraestructuras que sean necesarias) 

que deberán cumplir los estándares o indicadores pactados, que 

razonablemente garanticen (con los debidos fundamentos técnicos) la mejor 

prestación posible de los servicios delegados, con miras a la mayor 

satisfacción de las necesidades colectivas.    
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ix) De igual manera, en lo conceptual y con apoyo en la línea argumental 

constante en los informes presentados por el consultante, también puede 

entenderse que existirían dos momentos en los que se puede ejecutar la 

fiscalización de obras: durante la construcción de la obra y en forma posterior 

a la entrega de la misma. La primera tendría el objeto de controlar la calidad 

y los avances de las obras y, la segunda verificaría la funcionalidad, seguridad 

y durabilidad de las obras que han sido concluidas, para que cumplan su 

propósito frente al servicio público al que se destinan. 

  

x) Así, las fiscalizaciones de obras que se deben ejecutar en cumplimiento del 

contrato de concesión de servicio público, provenientes de fondos propios del 

concesionario que serán incorporadas al servicio público objeto de la misma, 

pueden entenderse como inversiones, comprendiendo que el artículo 115 del 

RSRLME correspondería a la supervisión y fiscalización posterior a la 

construcción de la obra.  

 

xi) Es importante precisar que hay un evidente elemento fáctico que condicionará 

que se entienda como inversiones a las erogaciones hechas por concepto de 

fiscalización de obras -durante el período de construcción de las mismas-, 

obras que se deben ejecutar en cumplimiento del respectivo contrato de 

concesión y que luego se incorporan al servicio público objeto de dicho 

contrato. Tal elemento es que se verifique la existencia de los egresos por 

dichas fiscalizaciones, esto es, que sean reales y demostrables. En otras 

palabras, que las entidades delegantes comprueben que dichos gastos 

efectivamente se hayan realizado. 

 

xii) En forma adicional a lo ya indicado, es adecuado mencionar que la normativa 

que hoy rige para los procesos de delegación al sector privado tiene una línea 

conceptual similar a la que se expresa en este oficio. Así, mediante Acuerdo 

Ministerial No. 0018, del Ministerio de Economía y Finanzas, publicado en el 

Tercer Suplemento del Registro Oficial 43, de 14 de abril de 2022, se 

expidieron los "Lineamientos para la asignación de riesgos en los proyectos 

de gestión delegada al sector privado; la Guía para la elaboración del 

expediente de riesgos y sostenibilidad; y, los Lineamientos para el análisis y 

la estructuración financiera". En el tercer documento publicado, esto es, el que 

contiene los lineamientos para el análisis y estructuración financiera de los 

proyectos de gestión delegada al sector privado, se seala, en su Introducción:   

“El análisis y la estructuración financiera de proyectos de delegación implica 

la definición de la solución o estrategia de financiamiento de la inversión 

asociada con el proyecto, considerando, entre otros, los riesgos constructivos 

y operacionales de la infraestructura”. Y más adelante, el Anexo 1 de dicho 

documento (“Lineamientos de Análisis Financiero para la Fase de 

Planificación y Selección”) establece los “lineamientos para elaborar las 

proyecciones del flujo de caja de inversión, operación y económico del 

proyecto, con la finalidad de llevar a cabo el análisis de brecha de recursos.  
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xiii) En dicho Anexo se indican los diferentes flujos de caja que se presentan en 

este tipo de proyectos: flujo de caja de operación, flujo de caja de inversión 

y flujo de caja económico. En el apartado 3.1.2 se señala que el Flujo de caja 

de inversión, “se calcula a partir de la estimación de costos inversión de los 

estudios técnicos, además de ajustes propios de un proyecto de delegación, 

como los costos de transacción, la cuantificación de riesgos de construcción 

o la estimación de fuentes de recursos durante la etapa de inversión, según 

corresponda”. Adicionalmente, se establecen los criterios para tomar en 

cuenta para estructurar el flujo de caja de la inversión, incluyendo 

expresamente, en el No. 4, los correspondientes a “Supervisión de obra”.  

 

4. Ratificación del Pronunciamiento.-    

  

Luego de analizar los argumentos planteados en el pedido de aclaración, se concluye que 

éstos no conducen a la modificación de las conclusiones emitidas por este organismo en 

el pronunciamiento contenido en el oficio No. 09588, de 28 de noviembre de 2024. En 

consecuencia, y según lo dispuesto en el cuarto inciso del artículo 13 de la Ley Orgánica 

de la Procuraduría General del Estado, se ratifica el contenido de dicho pronunciamiento 

con la precisión interpretativa desarrollada en el subtítulo “Aclaración” de este 

documento. 

 

Es importante señalar que la presente ratificación debe ser entendida en su totalidad y se 

circunscribe exclusivamente a la interpretación y aplicación general de normas jurídicas, 

siendo responsabilidad exclusiva de la entidad consultante su aplicación a casos 

concretos. Asimismo, se enfatiza que el pronunciamiento emitido aborda únicamente la 

materia de la consulta original, esto es, la posibilidad del reconocimiento económico de 

la fiscalización de las obras ejecutadas en un contrato de concesión. Por lo tanto, esta 

Procuraduría no se ha pronunciado sobre un contrato de concesión específico ni sobre el 

esquema de retribución económica previsto en el mismo. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia  

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
 

 
 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Oficio Nº  13100 

 
 

Quito. D.M., 12 de septiembre de 2025 

 

Doctor 

Mauricio Torres Maldonado 

CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO 

Quito.    

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. 461-DNJ-2025, de 22 de agosto de 2025, ingresado en el correo 

institucional de la Procuraduría General del Estado el 25 de agosto de 2025, se formuló la 

siguiente consulta: 

 

“¿Es competente la Contraloría General del Estado para determinar 

responsabilidades civiles culposas en contra del funcionario que por omisión en el 

ejercicio de la facultad determinadora haya impedido la recaudación de tributos, 

de conformidad con lo previsto en el artículo 94 del Código Tributario?”. 

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes.- 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se deprende que: 

 

El informe jurídico contenido en memorando No. 000561-DNJ-2025, de 22 de agosto de 

2025, suscrito por el Director Nacional Jurídico de la Contraloría General del Estado (en 

adelante, “CGE”) fundamentó su análisis en los artículos 76 numeral 7 letra k), 212 numeral 

2 y 300 de la Constitución de la República del Ecuador 1 (en adelante, “CRE”); 9, 64, 65, 66, 

87 y 157 del Código Tributario2 (en adelante, “CT”); 53 y 57 de la Ley Orgánica de la 

Contraloría General del Estado3 (en adelante, “LOCGE”); 6 letra d) del Código Orgánico de 

Organización Territorial, Autonomía y Descentralización4 (en adelante, “COOTAD”); y, 217 

numeral 1 y 219 numeral 1 del Código Orgánico de la Función Judicial5 (en adelante, 

“COFJ”). Con base en tales disposiciones, concluyó lo siguiente: 

 

“Así, cuando la LOCGE prevé que: ‘La responsabilidad civil culposa se determinará 

en forma privativa por la Contraloría General del Estado, cuando por los resultados 

de la auditoría gubernamental, se hubiere determinado que se ha causado perjuicio 

económico al Estado o a sus instituciones…’ y el caso en específico trate sobre 

impuestos no determinados por la administración tributaria, mal haría este 

organismo de control, en asumir el ejercicio de dicha ‘facultad determinadora 

tributaria’ para establecer, establecer (sic) un perjuicio económico por este 

concepto, pues, además de no ser competente para ello, los presupuestos materiales 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 CT, publicado en el suplemento del Registro Oficial No. 38, de 14 de junio de 2005. 
3 LOCGE, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 595 de 12 de junio de 2002. 
4 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010.  
5 COFJ, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 544 de 9 de marzo de 2009. 
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y procedimentales para la determinación de los tributos (establecidos en el Código 

Tributario) son distintos de aquellos para la determinación del perjuicio económico 

(establecidos en la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado ‘LOCGE’). 

 

Lo propio ocurre cuando los tributos se han determinado, pero no se han recaudado 

por parte de la administración tributaria en ejercicio de la gestión tributaria (que 

incluye la determinación y recaudación, según el art. 9 del CT), ya que, de hecho, 

existe un marco regulatorio distinto de procedimientos y causales de justificación en 

la coactiva tributaria que está regulada a partir del artículo 157 del CT, y la coactiva 

no tributaria a la cual se ciñe la Contraloría General del Estado por disposición del 

artículo 57 de su propia ley, que manda a aplicar el Código Orgánico Administrativo. 

Implicando, inclusive, que pueda existir un doble cobro de la obligación por la 

activación simultánea de los procesos de recaudación por parte de la administración 

tributaria y por parte de la Contraloría, cada una en distinta vía, probablemente en 

contra de distintas personas (contribuyente y funcionario que omitió recaudar los 

impuestos) pero por la misma obligación: los tributos no recaudados. 

 

(…) 

 

3. CRITERIO INSTITUCIONAL: 

 

Este organismo de control considera que no es competente para determinar 

responsabilidades civiles culposas en contra del funcionario que por omisión en el 

ejercicio de la facultad determinadora haya impedido la recaudación de tributos, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 94 del Código Tributario, ni para 

determinarlas por la falta de recaudación de los tributos ya determinados, por ser 

competencias exclusivas de las propias administraciones tributarias que son 

acreedoras de dichos tributos” (énfasis corresponde al texto original). 

 

2. Análisis. - 

 

Con el propósito de facilitar el estudio del tema planteado en la consulta el análisis se 

desarrollará los siguientes puntos: i) La competencia de la CGE para determinar 

responsabilidades civiles; y, ii) El hecho generador, objeto y determinación de los tributos. 

 

2.1.  La competencia de la CGE para determinar responsabilidades civiles. - 

 

El artículo 211 de la CRE define a la CGE como un organismo técnico encargado del “control 

de la utilización de los recursos estatales, y la consecución de los objetivos de las 

instituciones del Estado y de las personas jurídicas de derecho privado que dispongan de 

recursos públicos”. 

 

En esa línea, los numerales 1 y 2 del artículo 212 asignan a la CGE las siguientes funciones: 

“Dirigir el sistema de control administrativo que se compone de auditoria interna, auditoria 

externa y del control interno de las entidades del sector público y de las entidades privadas 

que dispongan de recursos públicos” y, “Determinar responsabilidades administrativas y 

civiles culposas e indicios de responsabilidad penal, relacionadas con los aspectos y 

gestiones sujetas a su control (…)”. 
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En materia de coactiva, el inciso segundo del artículo 261 del COA prevé que: “La 

determinación de responsabilidades derivadas del control de recursos públicos que realiza 

la Contraloría General del Estado se sujetará a lo previsto en la Ley Orgánica de la 

Contraloría General del Estado”. 

 

En concordancia, el numeral 34 del artículo 31 de la LOCGE reconoce expresamente la 

atribución de la CGE para establecer responsabilidades civiles culposas “por el perjuicio 

económico sufrido por la entidad u organismo respectivo, a causa de la acción u omisión de 

sus servidores”. 

 

Al respecto, el inciso primero del artículo 39 de la LOCGE reitera que, con base en los 

resultados de la auditoría gubernamental contenidos en actas o informes, la CGE tendrá 

“potestad exclusiva para predeterminar o no y para determinar o no responsabilidades 

administrativas y civiles culposas, así como generar o no órdenes de reintegro, e indicios de 

responsabilidad penal de ser el caso”. Por su parte, el inciso segundo del mencionado artículo 

dispone que, previo a la determinación de responsabilidades administrativas y civiles 

culposas que se desprendan de los informes elaborados por las auditorias internas, la CGE 

“examinará el cumplimiento de los preceptos legales y de las normas de auditoría y 

procederá a determinarlas con la debida motivación sustentándose en los fundamentos de 

hecho y de derecho pertinentes” (lo resaltado me corresponde). 

 

De igual manera, el artículo 52 de la LOCGE define que la responsabilidad civil culposa nace 

de una acción u omisión culposa cometida por “un servidor público o de un tercero”. Esta 

responsabilidad genera una “obligación jurídica indemnizatoria del perjuicio económico 

ocasionado a las instituciones del Estado”, calculada a la fecha en que éste se produjo y que 

proviene de un acto o hecho culpable del servidor público, o de un tercero (lo resaltado me 

corresponde). 

 

Finalmente, el artículo 53 de la LOCGE establece que la responsabilidad civil culposa será 

determinada de forma privativa por la CGE “cuando por los resultados de la auditoría 

gubernamental, se hubiere determinado que se ha causado perjuicio económico al Estado o 

a sus instituciones, como consecuencia de la acción u omisión culposa de los servidores 

públicos”, o de las personas naturales o jurídicas de derecho privado. En consecuencia, se 

debe resaltar que la responsabilidad civil culposa determinada por la CGE es de naturaleza 

indemnizatoria y depende necesariamente de la constatación – a través de una auditoría 

gubernamental – de un perjuicio económico.  

 

De lo manifestado se observa que: i) corresponde a la CGE determinar responsabilidades 

civiles culposas relacionadas con los aspectos y gestiones sujetos a su control, de conformidad 

con la LOCGE; y, ii) la responsabilidad civil culposa genera una obligación jurídica 

indemnizatoria del perjuicio económico causado a la entidad o institución del Estado por la 

acción u omisión de un servidor público, o un tercero.  

 

2.2. El hecho generador, objeto y determinación de los tributos. -  

 

El inciso primero del artículo 300 de la CRE establece que el régimen tributario se regirá por 

los principios de “los principios de generalidad, progresividad, eficiencia, simplicidad 

administrativa, irretroactividad, equidad, transparencia y suficiencia recaudatoria”.   
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En concordancia, el artículo 1 del CT establece que:  

 

“Los preceptos de este Código regulan las relaciones jurídicas provenientes de los 

tributos, entre los sujetos activos y los contribuyentes o responsables de aquellos. Se 

aplicarán a todos los tributos: nacionales, provinciales, municipales o locales o de 

otros entes acreedores de los mismos, así como a las situaciones que se deriven o se 

relacionen con ellos. 

 

"Tributo" es la prestación pecuniaria exigida por el Estado, a través de entes 

nacionales o seccionales o de excepción, como consecuencia de la realización del 

hecho imponible previsto en la ley, con el objetivo de satisfacer necesidades públicas. 

Los tributos son: impuestos, tasas y contribuciones especiales.” 

 

El artículo 2 del CT refuerza esta idea al disponer que las normas tributarias “prevalecerán 

sobre toda otra norma de leyes generales”, razón por la cual, “no serán aplicables por la 

administración ni por los órganos jurisdiccionales las leyes y decretos que de cualquier 

manera contravengan este precepto”.  

 

Por su parte, el artículo 4 del CT, al referirse a la reserva de ley en materia tributaria, prescribe 

que: “Las leyes tributarias determinarán el objeto imponible, los sujetos activo y pasivo, la 

cuantía del tributo o la forma de establecerla, las exenciones y deducciones; los reclamos, 

recursos”, y demás materias reservadas a la ley que deban concederse conforme a ese código. 

 

El artículo 9 del CT establece que: “La gestión tributaria corresponde al organismo que la 

ley establezca y comprende las funciones de determinación y recaudación de los tributos”, 

así como la resolución de las reclamaciones y absolución de las consultas tributarias.  

 

De igual forma, el artículo 15 del CT define a la obligación tributaria como el vínculo personal 

entre el Estado, o las entidades acreedoras de tributos y los contribuyentes o responsables, el 

cual se configura al verificarse el hecho generador previsto en la ley y que obliga al pago de 

una prestación en dinero, bienes o servicios apreciables en dinero. 

 

El artículo 67 del CT establece de manera expresa las facultades de la administración 

tributaria, entre las cuales se encuentran: la determinadora de la obligación tributaria; la de 

resolución de los reclamos y recursos de los sujetos pasivos”; la potestad sancionadora por 

infracciones de la ley tributaria o sus reglamentos la de transacción dentro de los parámetros 

legales establecidos; y la de recaudación de los tributos. 

 

Finalmente, el inciso primero del artículo 87 del CT señala que la determinación tributaria 

consiste en el “acto o conjunto de actos provenientes de los sujetos pasivos o emanados de 

la administración tributaria, encaminados a declarar o establecer la existencia del hecho 

generador, de la base imponible y la cuantía de un tributo”. 

 

De lo expuesto se desprende que: i) el régimen tributario se rige, entre otros, por el principio 

de suficiencia recaudatoria; ii) las disposiciones del CT prevalecen sobre toda otra norma de 

leyes generales y regula las relaciones jurídicas provenientes de los tributos entre los sujetos 

activos y los contribuyentes o responsables y se aplican a todos los tributos: nacionales, 

provinciales, municipales o locales, o de otros entes acreedores, así como a las situaciones 

que se deriven o se relacionen con ellos; y, iii) la gestión tributaria corresponde al organismo 
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que la ley establezca y comprende las funciones de determinación y recaudación de los 

tributos. 

 

3. Pronunciamiento.- 

 

Por lo expuesto, en atención a los términos de la consulta se concluye que, de conformidad 

con lo previsto en los artículos 261 del Código Orgánico Administrativo y 39, 52 y 53 de la 

Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, la Contraloría General del Estado tiene 

competencia privativa para determinar responsabilidades civiles culposas cuando, como 

resultado de una auditoría gubernamental, se verifique la existencia de un perjuicio 

económico al Estado o a sus instituciones. 

 

Por otra parte, considerando los artículos 1, 2, 9, 67 y 87 del Código Tributario, al ser la 

determinación tributaria una facultad ajena a la Contraloría General del Estado, ésta no es 

competente para poder cuantificar posibles perjuicios económicos derivados de la omisión 

en la determinación del tributo; y, por ende, se encuentra impedida de atribuir 

responsabilidades civiles culposas a funcionarios como consecuencia de la antes referida 

omisión.  

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 

específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra 

entidad pública que lo aplique. 

 

Atentamente,  

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Oficio No. 13147  
 
 
Quito D.M., 18 de septiembre de 2025   
 
 
Subteniente (B)  
Julio Fernando Roca Salazar 
Jefe de Bomberos (T) 
BENEMÉRITO CUERPO DE BOMBEROS DE MANTA 
Manta. 
 
 
De mi consideración:  
 
Mediante oficio No. BCBM-JBCBM-2025-0208-O, de 6 de mayo de 2025, ingresado 
en el correo institucional de la Procuraduría General del Estado el mismo día, se 
reformuló la consulta inicialmente presentada mediante oficio BCBM-JBCBM-2025-
0145-O, de 22 de abril de 2025, en los siguientes términos: 
 

“Con fundamento en el artículo 274 del COESCOP, que dispone, entre otras 
actividades y servicios de los Cuerpos de Bomberos, las acciones de 
salvamento con el propósito de precautelar la seguridad de la ciudadanía en 
su respectiva circunscripción territorial: ¿pueden los Cuerpos de Bomberos de 
los Gobiernos Autónomos Descentralizados municipales o metropolitanos, 
contratar salvavidas, vinculándolos a su estructura orgánica?”. 

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 
 

1. Antecedentes: 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
1.1. Mediante oficio No. 11239, de 25 de abril de 2025, la Procuraduría General del 

Estado solicitó al Benemérito Cuerpo de Bomberos de Manta (en adelante 
“BCBM”) que la consulta contenida en el oficio No. BCBM-JBCBM-2025-0145-
O, de 22 de abril de 2025, fuera reformulada de manera que trate sobre la 
aplicación general de normas jurídicas. Asimismo, se solicitó que se adjuntara, en 
texto independiente, el informe jurídico del Director del Departamento de Asesoría 
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Jurídica del BCBM, según lo exigido por el artículo 13 de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General del Estado. 
 

1.2. El requerimiento fue atendido con oficio No. BCBM-JBCBM-2025-0204-O, de 5 
de mayo de 2025, ingresado el mismo día, y complementado con el oficio No. 
BCBM-JBCBM-2025-0208-O, de 6 de mayo de 2025. 

 
1.3. A este último oficio se adjuntó el memorando No. BCBM-DAJU-2025-054-M, de 5 

de mayo de 2025, suscrito por el Director del Departamento de Asesoría Jurídica 
del BCBM, quien citó, entre otras, las siguientes disposiciones: los artículos 1, 2, 3, 
19, 31, 32, 33, 274, 276, 277, 278 y 279 del Código Orgánico de Entidades de 
Seguridad Ciudadana y Orden Público1 (en adelante, “COESCOP”); 6 de la Ley de 
Defensa Contra Incendios2 (en adelante, “LDCI”); 148 y 152 de la Reglamento 
General a la Ley Orgánica del Servicio Público3 (en adelante, “RGLOSEP”); 9, 13 
y 15 de la Reglamento Orgánico Operativo y de Régimen Interno y Disciplina de 
los Cuerpos de Bomberos del País4 (en adelante, “ROORIDCBP”); 1, 7, 16 y 18 de 
la Resolución Nro. SGR-017-2023 de la Secretaria de Gestión de Riesgos5 (en 
adelante, “Resolución SGR-017”); y, 15 de la Ordenanza de Adscripción del 
Cuerpo de Bomberos de Manta al Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal 
del Cantón Manta, para el Ejercicio de la Competencia Constitucional de Gestión 
de los Servicios de Prevención, Protección, Socorro y Extinción de Incendios6 y la 
Disposición Transitoria Única de su Ordenanza Reformatoria7. Con base en estas 
normas, se concluyó: 

 
“4. Conclusión: 
 
(…) De acuerdo al Art. 274 del Código Orgánico de Las Entidades de 
Seguridad Ciudadana y Orden Público (COESCOP), establece que los 
Cuerpos de Bomberos del País, adscritos a los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados municipales o metropolitanos, entre los servicios que prestan 
se encuentran acciones de salvamento con el propósito de precautelar la 
seguridad de la ciudadanía en su respectiva circunscripción territorial. De 

                                       
1 COESCOP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 19 de 21 de junio de 2017. 
2 LDCI, publicada en el Registro Oficial No. 815 de 19 de abril de 1979. 
3 RGLOSEP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 418 de 01 de abril de 2011. 
4 ROORIDCBP, publicado en el Registro Oficial No. 169 de 20 de diciembre de 2005 
5 Resolución SGR-017, publicada en el Quinto Suplemento del Registro Oficial No. 308 de 11 de mayo de 2023. 
6 Ordenanza 022-2020 de 30 de octubre de 2020, publicada en la Edición Especial del Registro Oficial No. 1387 de 11 de 
diciembre de 2020. 
7 Ordenanza 031-2021 de 22 de 03 de junio de 2021, publicada en el Registro Oficial No. 502 de 26 de julio de 2021. 
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igual forma en base al Art. 286, del Código Orgánico de Las Entidades de 
Seguridad Ciudadana y Orden Público (COESCOP), el Benemérito Cuerpo de 
Bomberos de Manta, cuenta con una brigada de rescate acuático.  
 
De acuerdo a lo establecido en la Resolución Nro. SGR.182-2016 de fecha 27 
de octubre del 2016, mediante la cual se emite la ‘NORMATIVA DE 
SEGURIDAD, RESCATE Y SALVAMENTO ACUÁTICO EN LAS PLAYAS DE 
MAR CON INCIDENCIA TURÍSTICA’, misma que en su numeral 1 y 2 tiene 
como objeto establecer las medidas para preservar la seguridad pública y 
salvaguardar la vida de las personas en las playas de mar con incidencia 
turística, y está dirigida a los GAD y/o autoridades responsables del manejo 
de la administración pública o privada de zonas en playas de mar con 
incidencia turística en la Costa Continental e insular, para brindar seguridad, 
rescate y salvamento a la ciudadanía. Así como en su numeral 5 como 
Principios Generales, establece que ‘Esta normativa es de orden público y de 
observancia general, que regirá dentro de la circunscripción territorial que 
corresponde a todos los GAD y/o autoridades responsables del manejo o 
administración de zonas de playas en la Costa Continental e insular. 
 
Por su parte el Art. 148, del Reglamento General a la Ley Orgánica del 
Servicio Público establece que la Autoridad Nominadora puede celebrar 
contratos civiles de servicios profesionales o contratos técnicos especializados, 
sin relación de dependencia, y se lo puede realizar siempre y cuando la UATH 
justifique que la labor a ser desarrollada no puede ser ejecutada por personal 
de su propia entidad u organización, fuere insuficiente el mismo o se requiera 
especialización en trabajos específicos a ser desarrollados, que existan 
recursos económicos disponibles en una partida para tales efectos, que no 
implique aumento en la masa salarial aprobada, y que cumpla con los perfiles 
establecidos para los puestos institucionales y genéricos correspondientes. (el 
énfasis me pertenece). Estos contratos se suscribirán para puestos 
comprendidos en todos los grupos ocupacionales y se pagarán mediante 
honorarios mensualizados” (el énfasis corresponde al texto original). 

 
A fin de contar con mayores elementos de análisis, la Procuraduría, mediante oficios 
No. 11367, 11368, 11369 y 11370, de 8 de mayo de 2025, solicitó a la Asociación de 
Municipalidades Ecuatorianas (en adelante, “AME”); al Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal del Cantón Manta (en adelante, “GADM Manta”); al 
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Ministerio del Trabajo (en adelante, “MDT”); y, a la Secretaría Nacional de Gestión de 
Riegos  (en adelante, “SNGR”), respectivamente, que remitan sus criterios jurídicos 
institucionales sobre la materia objeto de la consulta. Con oficio No. 11606, de 28 de 
mayo de 2025, se insistió en dicho requerimiento a la AME, sin que se haya recibido 
respuesta hasta la fecha. 

 
Los requerimientos de esta Procuraduría fueron atendidos por: i) la Alcaldesa del 
GADM Manta con oficio No. MTA-ALCM-OFI-220520252020, de 22 de mayo del 
2025, ingresado en este organismo el 26 de los mismo mes y año, al cual adjuntó el 
Informe No. MTA-DPSI-INF-220520251953, de 22 de mayo de 2025; ii) el Secretario 
Nacional de Gestión de Riesgos mediante oficio No. SNGR-SGR-2025-0544-O, de 22 
de mayo de 2025, ingresado en esta Procuraduría el 26 de mayo del presente año, al cual 
se adjuntó el memorando No. SNGR-AJ-2025-0371-M, de 22 de mayo de 2025; y, iii) 
la Subsecretaria de Normativa del MDT con oficio No. MDT-SN-2025-0439-O, de 22 
de mayo de 2025, ingresado en esta entidad el 26 de los mismos mes y año.  
 
El criterio jurídico del GADM Manta citó el artículo 425 de la CRE y los numerales 
4.15, 7.5 de la Resolución No. SGR.182-20168, que contiene las “Normativa de 
Seguridad, Rescate y Salvamento Acuático en las Playas de Mar con Incidencia 
Turística” (en adelante “Resolución SGR-182”), con base en los cuales concluyó: 
 

“TERCERO.- CONCLUSIONES: 
 
En mérito del análisis desarrollado en el numeral anterior, se concluye: 
 
3.1. Se ha identificado una antinomia normativa entre la Resolución Nro. 
SGR.182-2016 y el COESCOP, respecto a la entidad obligada a proveer 
servicios de salvamento acuático. Esta contradicción debe resolverse conforme 
al principio de jerarquía normativa, resultando prevalente el COESCOP, por 
tratarse de una ley orgánica. 
 
3.2. Conforme al COESCOP, los Cuerpos de Bomberos tienen competencia 
expresa para realizar acciones de salvamento, lo cual incluye la posibilidad de 
contratar personal especializado y acreditado en salvamento acuático 
(salvavidas), con la finalidad de precautelar la seguridad de la ciudadanía en 
las playas. 

                                       
8 Resolución SGR-182, emitida el 27 de octubre de 2016. 
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3.3. El Benemérito Cuerpo de Bomberos de Manta, previo a la justificación de 
la necesidad institucional y contando con los recursos correspondientes, podrá 
ajustar su estructura orgánica funcional a fin de vincular personal que realice 
acciones de salvamento acuático (salvavidas) en su nómina”. 

 
El informe jurídico de la SNGR – además de las normas invocadas por la entidad 
consultante y el GADM Manta – citó los artículos 226, 227 y 229 de la Constitución de 
la República del Ecuador; el artículo 55, literales j) y k) del Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización9 (en adelante “COOTAD”); el 
artículo 275 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden 
Público (COESCOP); y, los numerales 1, 2 y 7.6 de la Resolución SGR-182. Con 
fundamento en este marco jurídico se señaló lo siguiente: 
 

“ANÁLISIS Y PRONUNCIAMIENTO 
 
(…) Sin embargo, se debe tener en consideración que existen demás entidades 
del Sector Público encargadas de la seguridad marítima y en playas en 
diferentes niveles, tal como la Fuerza Naval y los propios Gobiernos 
Autónomos Descentralizados, de acuerdo con su propia estructura funcional y 
direcciones existentes, tomando en consideración que, conforme el artículo 
274 del COESCOP, los Cuerpos de Bombero dan apoyo en otros eventos 
adversos de origen natural y antrópico. Por lo antes expuesto, resulta 
indispensable que se establezca con claridad las funciones a ser realizadas por 
los servidores que ocupen el puesto de ‘salvavidas’. 
 
A este respecto, de la documentación anexa relativa a criterios del Cuerpo de 
Bomberos de Manta, se evidencia una posible confusión respecto a los 
términos a ser usados producto de la interpretación de la Resolución SGR-
182-2016. La misma establece la normativa de seguridad, rescate y 
salvamento acuático en las playas de mar con incidencia turística, que maneja 
el término ‘socorrista acuático’ como persona encargada de la prevención 
salvamento y rescate acuático ante el riesgo en las playas. 
 
Conforme señala la norma antes referida, corresponde directamente a los 
GADS la elaboración de su plan municipal de seguridad, rescate y salvamento 

                                       
9 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010. 
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acuático, así como la contratación del personal que hará las veces de 
socorrista acuático, al tenor de lo establecido no solo en el numeral 7.6. de la 
normativa de seguridad, rescate y salvamento acuático en las playas de mar 
con incidencia turística, sino en atención a los preceptos establecidos en el 
COOTAD, en su artículo 55 literal k. 
 
Con base a lo antes expuesto, es criterio de esta Coordinación General de 
Asesoría Jurídica que la competencia para el resguardo inicial de las playas 
del Ecuador, así como la contratación de ‘salvavidas’ o ‘socorristas 
acuáticos’ corresponde directamente a los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados, tomando en consideración lo establecido en el COOTAD, la 
naturaleza de los Cuerpos de Bomberos al tenor del artículo 274 del 
COESCOP y la normativa de seguridad, rescate y salvamento acuático en las 
playas de mar con incidencia turística”. 

 
Por su parte, el criterio jurídico del MDT incluyó los artículos 58 de la Ley Orgánica del 
Servicio Público10 (en adelante “LOSEP”); 4, 280 y 286 del COESCOP; y, 143 del 
RGLOSEP. En virtud de lo anterior, analizó y concluyó: 
 

“2. ANÁLISIS Y ABSOLUCIÓN DE LA CONSULTA: 
 
Previo a la absolución de lo consultado, es menester informar que el 
Ministerio del Trabajo, de conformidad con el artículo 51 letra i) de la Ley 
Orgánica de Servicio Público, es competente para emitir criterios sobre la 
aplicación de los preceptos legales en materia de remuneraciones, ingresos 
complementarios y talento humano del sector público; así como, para absolver 
las consultas que formulen las instituciones señaladas en el artículo 3 de esta 
Ley. Las competencias y atribuciones señaladas no involucran bajo ningún 
sentido, el pronunciamiento sobre regímenes laborales sobre los cuales no 
ejerce rectoría como el Código Orgánico de Entidades de Seguridad 
Ciudadana y Orden Público, salvo los casos puntuales en los que la Ley 
expresamente lo faculta. 
 
Al ser la Ley Orgánica del Servicio Público, supletoria al Código en cuestión, 
se factibiliza la contratación bajo las figuras contractuales que contempla la 

                                       
10 LOSEP, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 06 de octubre de 2010. 
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LOSEP, que son el contrato de servicios ocasionales y el contrato civil para 
servicios profesionales sin relación de dependencia. 
 
En el caso de la contratación bajo la figura de contratos de servicios 
ocasionales, esta figura está regulada en el artículo 58 de la LOSEP en el 
sentido de que será autorizada de forma excepcional por la autoridad 
nominadora para satisfacer necesidades institucionales no permanentes. Si la 
función de ‘acciones de salvamento’ forma parte de la naturaleza intrínseca de 
los Cuerpos de Bomberos, se entendería que un servidor vinculado con ese fin 
no podría ser contratado bajo esta figura. 
 
Para el caso particular del contrato civil de servicios profesionales, el artículo 
148 del RGLOSEP, determina expresamente que para su contratación, 
previamente se deberá justificar que la labor a ser desarrollada no puede ser 
ejecutada por personal de su propia entidad u organización, el mismo fuere 
insuficiente o se requiera especialización en trabajos específicos a ser 
desarrollados, a más de que estos contratos se suscribirán para puestos 
comprendidos en todos los grupos ocupacionales. 
 
Teniendo claro lo antedicho, en materia de lo consultado, se informa que 
dentro del COESCOP no se encuentra normada la ‘contratación de 
salvavidas’ para los Cuerpos de Bomberos de los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados municipales o metropolitanos sino que, en su artículo 286 y 
en su disposición general décima quinta, permite que los Cuerpos de 
Bomberos promuevan la creación y capacitación de brigadas remuneradas y 
voluntarias, de rescate y salvamento acuático y subacuático, por lo que, lo 
referente a los ‘salvavidas’ correspondería a una estructura distinta a la del 
Cuerpo de Bomberos, que está permitida por la Ley su creación. 
 
Sin embargo, de conformidad con el principio constitucional recogido en el 
artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, de que las 
instituciones del Estado ejercerán solamente las competencias y facultades que 
les sean atribuidas en la Constitución y la ley, le corresponde al Cuerpo de 
Bomberos la competencia única de promover la creación y capacitación de 
brigadas de salvavidas remuneradas (que se entendería de bomberos de 
carrera según lo establecido en el artículo 279 del COESCOP) y voluntarias 
(que se entendería de personas naturales que actúen para la protección y 
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defensa de personas y propiedades contra el fuego, socorro en desastres 
naturales y emergencias, de forma no remunerada y solidaria según lo 
señalado en las (sic) definición dada en el artículo 278 del COESCOP), más 
no la creación en sí de la brigada y por ende la contratación de personal de 
salvavidas según las figuras de contratación de la LOSEP, según lo 
determinado en líneas anteriores”.  

 
De lo expuesto se desprende que los criterios jurídicos de la entidad consultante, el 
GADM Manta, la SNGR y el MDT coinciden en que los Cuerpos de Bomberos 
adscritos a los Gobiernos Autónomos Descentralizados municipales o metropolitanos 
tienen competencia para realizar acciones de salvamento con el fin de precautelar la 
seguridad ciudadana. 

 
El BCBM y el GADM Manta sostienen que la autoridad nominadora puede celebrar 
contratos civiles de servicios profesionales o contratos técnicos especializados sin 
relación de dependencia, siempre que exista justificación de la necesidad institucional y 
disponibilidad de recursos, pudiendo incluso ajustar la estructura orgánica funcional 
para incorporar personal especializado en salvamento acuático en su nómina. 

 
Por su parte, la SNGR reitera que la competencia para el resguardo inicial de las playas 
y la contratación de “salvavidas” o “socorristas acuáticos” corresponde directamente a 
los GAD, de acuerdo con el COOTAD, el COESCOP y la normativa sectorial aplicable. 

 
Finalmente, el MDT considera que las acciones de salvamento forman parte de la 
naturaleza propia de los Cuerpos de Bomberos, por lo que el personal encargado debe 
pertenecer a su propia institución, integrando brigadas remuneradas o voluntarias, y no 
ser contratado bajo la modalidad de contrato civil de servicios profesionales. 
 
2. Análisis.- 
 
Para facilitar el estudio de la materia sobre la que trata la consulta, el análisis se referirá 
a los siguientes puntos: i) Naturaleza y competencias de los cuerpos de bomberos; y, ii) 
Contratos civiles de servicios profesionales o contratos técnicos especializados, sin 
relación de dependencia. 
 
2.1. Naturaleza y Competencias de los Cuerpos de Bomberos.- 
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De acuerdo con los artículos 82 y 226 de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica se 
garantiza mediante la existencia de normas previas, claras y públicas, aplicadas por 
autoridades competentes. En este marco, los servidores públicos únicamente pueden 
ejercer las competencias y facultades atribuidas por el ordenamiento jurídico. 
En materia de gestión de riesgos, el artículo 389 de la CRE establece que “El Estado 
protegerá a las personas, las colectividades y la naturaleza frente a los efectos 
negativos de los desastres de origen natural o antrópico mediante la prevención ante el 
riesgo, la mitigación de desastres, la recuperación y mejoramiento de las condiciones 
sociales, económicas y ambientales”, con el objetivo de minimizar la condición de 
vulnerabilidad. 
 
El numeral 13 del artículo 264 ibidem atribuye a los gobiernos autónomos 
descentralizados municipales la competencia exclusiva de “Gestionar los servicios de 
prevención, protección, socorro y extinción de incendios”. Disposición similar consta 
en la letra m) del artículo 55 del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización (COOTAD). En concordancia, el artículo 140.1 del 
COOTAD dispone que dichos servicios son de competencia de los GAD municipales y 
deberán ejercerse con sujeción a la ley que regule la materia. Para el efecto, “los 
cuerpos de bomberos del país serán considerados como entidades adscritas a los 
gobiernos autónomos descentralizados municipales, quienes funcionarán con 
autonomía administrativa y financiera, presupuestaria y operativa, observando la ley 
especial y normativas vigentes a las que estarán sujetos”. 
 
Por su parte, el artículo 6 de la LDCI define a los cuerpos de bomberos como 
“entidades de Derecho Público adscritas al Ministerio de Bienestar Social. El Primer 
Jefe de cada cuerpo de bomberos será el representante legal y el ejecutivo de la 
Institución, la misma que contará, además, con el personal administrativo necesario”.  
 
En el mismo sentido, el artículo 1 del Reglamento General de la Ley de Defensa Contra 
Incendios11 (en adelante “RLDCI”) define a los cuerpos de bomberos como 
“organismos de derecho público, eminentemente técnicos y dependientes del Ministerio 
de Trabajo y Bienestar Social, al servicio de la sociedad ecuatoriana, destinados 
específicamente a defender a las personas y a las propiedades, contra el fuego; 
socorrer en catástrofes o siniestros, y efectuar acciones de salvamento”, que se rigen 
por las disposiciones de la LDCI y sus Reglamentos. 
 

                                       
11 RLDCI, publicado en el Registro Oficial No. 834 de 17 de mayo de 1979. 
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De manera concordante, el artículo 9 del ROORIDCBP manifiesta que los cuerpos de 
bomberos “son organismos eminentemente técnicos al servicio de la comunidad, 
destinados específicamente a defender a las personas y sus propiedades contra el fuego, 
socorrer en catástrofes y siniestros y efectuar acciones de salvamentos”. Asimismo, el 
artículo 274 del COESCOP define a los Cuerpos de Bomberos como “entidades de 
derecho público adscritas a los Gobiernos Autónomos Descentralizados municipales o 
metropolitanos, que prestan el servicio de prevención, protección, socorro y extinción 
de incendios, así como de apoyo en otros eventos adversos de origen natural o 
antrópico. Asimismo efectúan acciones de salvamento con el propósito de precautelar 
la seguridad de la ciudadanía en su respectiva circunscripción territorial” (énfasis 
añadido). 
 
En cuanto a su personal, el artículo 52-A de la LDCI considera como personal u obreros 
a “los cuarteleros, los bomberos rentados, el personal de la Planta Proveedora de 
Agua, de la Brigada Fluvial, de la Central de Alarma y los Choferes”. Concordante, el 
artículo 14 del RLDCI prevé que “Son aptos para ser bomberos los ecuatorianos 
mayores de 18 años de edad. Para ingresar a los Cuerpos de Bomberos se cumplirán 
los requisitos que señalan las leyes y reglamentos respectivos”. 
 
De igual forma, el artículo 15 del ROORIDCBP clasifica al personal en: 
 

“a) Son oficiales: Los que habiendo cumplido los requisitos reglamentarios 
están comprendidos entre los grados de Ayudante Segundo (Subteniente) 
Ayudante Primero, (Teniente) Comandante de Compañía, (Capitán) Jefe de 
Brigada (Mayor), Segundo Jefe (Teniente Coronel) Primer Jefe (Coronel). 
b) Tropa: Es la denominación genérica que identifica al personal comprendido 
entre: Bombero raso, Cabo, Sargento, y aspirante (Suboficial). 
c) Personal técnico, administrativo y de servicios: Son considerados como 
personal técnico: los inspectores, y personal administrativo; aquel que labora 
en los cuerpos de bomberos en labores administrativas, y personal de servicios; 
los que tienen labores específicas”. 

 
En ese orden de ideas, el artículo 277 del COESCOP prescribe que los cuerpos de 
bomberos están integrados por "personal de bomberos remunerados y voluntarios”. El 
artículo 278 define al bombero voluntario como “la persona natural que actúa para la 
protección y defensa de personas y propiedades contra el fuego, socorro en desastres 
naturales y emergencias, de forma no remunerada y solidaria”. Por su naturaleza, el 
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voluntariado no implica la existencia de relación laboral y debe estar debidamente 
registrado conforme lo determine el reglamento correspondiente. 
 
Por su parte, el artículo 279 de ese Código define al bombero remunerado como “la 
persona natural que pertenece a la carrera de bomberos establecida en este Libro”. 
 
En el mismo sentido, el artículo 18 del ROORIDCBP, respecto del título de bombero 
profesional, establece que “El carácter de Bombero Profesional se acredita al 
personal operativo combatiente, voluntario o rentado de los cuerpos de bomberos, 
mediante el correspondiente título conferido por una Escuela de Bomberos 
legalmente autorizada, con la firma del Jefe del Cuerpo de Bomberos respectivo, y 
refrendado por el Ministerio de Bienestar Social”; y, para obtener el título de Bombero 
Profesional se deberá “permanecer por lo menos dos años sirviendo en una institución 
bomberil, aprobar satisfactoriamente el curso, haber mantenido buena conducta, y 
demostrar condiciones para la profesión de bombero”, según lo prevé el artículo 19 
ibídem (énfasis añadido).  
 
El artículo 31 del ROORIDCBP establece que el ingreso como bombero raso se realiza 
según los principios de mérito y capacidad y exige los siguientes requisitos: 
 

“a. Ser ecuatoriano de nacimiento o extranjero con permanencia legalizada 
(voluntario); 
b. Aprobar el curso de ingreso; 
c. Tener un máximo de 35 años; 
d. Servicio militar cumplido o exento del mismo; 
e. Respeto a la escala técnica de mando; y, 
f. Haber terminado el ciclo básico”. 

 
Por su parte, el artículo 1 del COESCOP establece que sus disposiciones regulan la 
“organización, funcionamiento institucional, regímenes de carrera profesional y 
administrativo-disciplinario del personal de las entidades de seguridad ciudadana y 
orden público”. Así, según el artículo 2 ibídem, las normas contenidas en dicho cuerpo 
normativo son de aplicación obligatoria en todo el territorio nacional para las entidades 
complementarias de seguridad de los gobiernos autónomos descentralizados 
municipales y metropolitanos (entre las cuales se incluyen los cuerpos de bomberos). 
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En concordancia, el artículo 218 del COESCOP establece que las entidades 
complementarias de seguridad de los GAD municipales y metropolitanos, como los 
cuerpos de bomberos, “son organismos con potestad pública en su respectivo ámbito de 
competencia, que desarrollan operaciones relacionadas con el control del espacio 
público; prevención, detección, disuasión e investigación de la infracción; apoyo, 
coordinación, socorro, rescate, atención prehospitalaria y respuesta ante desastres y 
emergencias”, con la finalidad de realizar una adecuada gestión de riesgos y promover 
una cultura de paz. Estas entidades “son de carácter operativo, civil, jerarquizado, 
disciplinado, técnico, especializado y uniformado” (énfasis me corresponde). 
 
En cuanto a la carrera de las entidades complementarias de seguridad, el artículo 220 
del COESCOP la define como “el sistema mediante el cual se regula la selección, 
ingreso, formación, capacitación, ascenso, estabilidad, evaluación y permanencia en el 
servicio de las y los servidores que las integran”. En concordancia, el artículo 221 
ibidem define a los aspirantes para el ingreso a la carrera de las entidades 
complementarias de seguridad como “las personas que se incorporen a los cursos que 
imparten las instituciones de formación y capacitación en el proceso de preselección 
para el ingreso a las respectivas entidades complementarias de seguridad”, los cuales 
no forman parte de la estructura orgánica ni jerárquica de dichas entidades, ni ostentarán 
la calidad de servidores hasta haber aprobado el curso de formación o capacitación 
requerida, cumpliendo todos los requisitos legales para el ingreso.  
 
El artículo 222 del COESCOP dispone que los aspirantes a los cursos de formación o 
capacitación, además de los requisitos establecidos en la ley que regula al servicio 
público, deberán: “1. Ser bachiller; 2. Aprobar el examen de aptitud determinado por 
la entidad de seguridad complementaria; 3. Aprobar los exámenes médicos y 
psicológicos, entrevista personal y cuando sea necesario, pruebas integrales de control 
y confianza (…); 4. No haber sido destituido de cualquier entidad complementaria de 
seguridad, de las Fuerzas Armadas o de la Policía Nacional; y, 5. No deber dos o más 
pensiones alimenticias, ni haber recibido sentencia condenatoria ejecutoriada por 
casos de violencia intrafamiliar” (énfasis añadido). 
 
Quienes superen el proceso de selección, capacitación y formación, y ocupen los cargos 
y grados previstos, pasarán a formar parte del personal de la entidad, según lo 
establecido en el artículo 224 ibidem. En relación con sus funciones, el artículo 276 del 
COESCOP establece que éstos deben “1. Ejecutar los servicios de prevención, 
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protección y extinción de incendios, así como socorrer en desastres naturales y 
emergencias, además de realizar acciones de salvamento” (énfasis añadido).  
 
Por su parte, el artículo 286 prevé la creación de otras brigadas en los cuerpos de 
bomberos a fin de dar cumplimiento a sus funciones, manifestando que “podrán 
promover la creación y capacitación de brigadas remuneradas y voluntarias, de 
rescate y salvamento acuático, subacuático y de montaña y selva”. Similar disposición 
consta en la Disposición General Décima Quinta del citado código (énfasis añadido). 
 
De lo expuesto se observa que: i) los cuerpos de bomberos son entidades de derecho 
público adscritas a los GAD municipales o metropolitanos que prestan el servicio de 
prevención, protección, socorro y extinción de incendios, y efectúan acciones de 
salvamento con el propósito de precautelar la seguridad de la ciudadanía; ii) están 
integrados por personal remunerado y voluntario, que incluye cuarteleros, bomberos 
rentados, personal de la planta proveedora de agua, brigada fluvial, central de alarma y 
choferes; iii) para ingresar a los cuerpos de bomberos se deben cumplir los requisitos 
que señalan las leyes y reglamentos respectivos; iv) en la carrera de las entidades de 
seguridad, como los cuerpos de bomberos, se regula la selección, ingreso, formación, 
capacitación, ascenso, estabilidad, evaluación y permanencia en el servicio de los 
servidores que las integran; y, v) los cuerpos de bomberos pueden promover la creación 
y capacitación de brigadas remuneradas y voluntarias, de rescate y salvamento acuático, 
subacuático y de montaña y selva, de acuerdo a sus necesidades específicas. 
 
2.2. Contratos civiles de servicios profesionales o contratos técnicos especializados, 
sin relación de dependencia.-  
 
El artículo 141 del RGLOSEP dispone que las Unidades de Administración del Talento 
Humano (UATH) de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional, Universidades y Escuelas 
Politécnicas Públicas, aquellas sujetas al ámbito de la Ley Orgánica de Empresas 
Públicas y Gobiernos Autónomos Descentralizados, sus entidades y regímenes 
especiales registrarán la “creación de puestos, la contratación de servicios ocasionales, 
contratos civiles de servicios profesionales, los convenios o contratos de pasantías o 
prácticas laborales, la supresión de puestos y demás movimientos de personal” en el 
sistema de información que el Ministerio de Trabajo determine y en el Sistema 
Presupuestario de Remuneraciones y Nómina eSIPREN en los casos que corresponda 
(énfasis añadido). 
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En concordancia, el artículo 142 ibídem establece que las UATH, con base en la 
planificación prevista en el artículo 141, deberán presentar anualmente a la autoridad 
nominadora recomendaciones sobre “contratos civiles de servicios profesionales”, 
entre otros, que la institución requiera ejecutar para optimizar recursos y alcanzar sus 
metas, objetivos y planificación estratégica. 
 
Asimismo, el primer inciso del artículo 148 del RGLOSEP faculta a la autoridad 
nominadora para suscribir “contratos civiles de servicios profesionales o contratos 
técnicos especializados sin relación de dependencia”, siempre que la UATH justifique 
que la labor no puede ser ejecutada por personal propio, que el personal disponible sea 
insuficiente o que se requiera especialización para trabajos específicos. Para ello, se 
requiere que existan “recursos económicos disponibles en una partida para tales 
efectos, que no implique aumento en la masa salarial aprobada, y que cumpla con los 
perfiles establecidos para los puestos institucionales y genéricos correspondientes”. 
La norma aclara que estos contratos pueden celebrarse para todos los grupos 
ocupacionales y que su remuneración se realizará mediante honorarios mensualizados. 
 
El inciso segundo de la citada norma señala, además, que las personas a contratarse bajo 
esta modalidad “no deberán tener inhabilidades, prohibiciones e impedimentos 
establecidos para las y los servidores públicos”. 
 
Sobre la naturaleza de estos contratos, la Procuraduría General del Estado, mediante 
oficio No. 08003 de, 19 de febrero de 2020, precisó que: “Estos contratos no generan 
relación de dependencia, a diferencia de los contratos ocasionales. La 
contraprestación que reciben los profesionales o los técnicos contratados consiste en el 
pago mensual de honorarios” (énfasis añadido). 
 
Ahora bien, es preciso considerar que el numeral 7.6.1. de la Resolución No. SGR.182-
2016, que contiene la “Normativa de Seguridad, Rescate y Salvamento Acuático en las 
Playas de Mar con Incidencia Turística”, manifiesta que: 
 

“El personal que labore como socorrista acuático, debe tener un contrato de 
trabajo sea con el Municipio o con una empresa privada y tiene las siguientes 
obligaciones: 
 

▪ Efectuar vigilancia, auxilio, salvamento de personas, bienes y patrimonio 
común. 
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▪ Aplicar conocimientos técnicos de primeros auxilios ante eventuales 
cuadros de asfixia por inmersión y/o accidentes. 

▪ Intervenir en la atención primaria de accidentes, tomando las decisiones 
adecuadas y respetando sus limitaciones profesionales. 

▪ Operar con una comunicación cordial y fluida con los usuarios que asisten 
a las playas de mar, informando constantemente sobre normas en la 
prevención de accidentes. 

▪ Tener y difundir la información diaria sobre las condiciones 
meteorológicas. 

▪ Determinar diariamente las corrientes y riesgos marítimos de acuerdo a los 
boletines de los institutos científicos y condiciones ambientales, antes de 
colocar las señales que permitan determinar el grado de seguridad o 
prohibición para los usuarios. 

▪ Revisar el funcionamiento y mantenimiento del equipo. 
▪ Permanecer alerta en su área de responsabilidad. 
▪ Reportar inmediatamente los incidentes y emergencias relacionados con 

su función a las instituciones relacionadas con su programa de seguridad. 
▪ Prohibir el acceso al agua, cuando las condiciones oceanográficas, 

meteorológicas y ambientales no sean adecuadas, o cuando las personas no 
estén en condiciones para hacerlo. 

▪ En caso necesario, coordinar con otros socorristas acuáticos en la 
prevención o en el rescate de personas. 

▪ Llevar una bitácora diaria debidamente verificada y enviar a la Unidad de 
Gestión de Riesgos del GAD municipal, un resumen semanal. 

▪ Mantener informada a la Unidad/Dirección de Gestión de Riesgos del 
GAD municipal de cualquier irregularidad que en el ejercicio de sus 
funciones se presente; o necesidad de apoyo que rebase la capacidad de su 
programa particular. 

▪ Coordinar con las instituciones públicas de respuesta (policía nacional, 
DIRNEA, instituciones públicas de salud, otras) mediante el radio de 
comunicación en el caso de un evento adverso que se suscite. 

▪ No ingerir bebidas embriagantes, drogas, enervantes o cualquier sustancia 
ilegal o tóxica antes y durante el período de su trabajo; así mismo, evitar 
presentarse a trabajar bajo el influjo de cualquiera de las antes 
mencionadas.” 
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El socorrista acuático es directamente responsable de la playa de mar asignada y 
por lo tanto, es responsable de la seguridad de los usuarios del mismo; en 
consecuencia, todos los prestadores de servicios turísticos acuáticos o 
relacionados, deberán acatar las indicaciones de ubicación en la playa, siempre 
anteponiendo la seguridad de los usuarios a cualquier actividad lucrativa 
particular” (énfasis añadido). 

 
De lo manifestado se desprende que: i) la autoridad nominadora puede suscribir 
contratos civiles de servicios profesionales o técnicos especializados sin relación de 
dependencia, previa justificación de la UATH sobre la imposibilidad de ejecutar la labor 
con personal propio, insuficiencia de personal o necesidad de especialización; ii) las 
personas contratadas bajo esta modalidad no deben tener inhabilidades, prohibiciones o 
impedimentos para el ejercicio del servicio público; iii) estos contratos no generan 
relación de dependencia y la contraprestación que reciben los profesionales o los 
técnicos contratados consiste en el pago mensual de honorarios; y, iv) el personal que 
labore como socorrista acuático debe tener un contrato de trabajo con el GAD municipal 
o con una empresa privada, e informar de manera continua a la Unidad de Gestión de 
Riesgos del GAD. 
 
3. Pronunciamiento. -  
 
En atención a los términos de la consulta se concluye que, según los artículos 218, 222, 
274, 277, 278 y 279 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y 
Orden Público; el artículo 18 del ROORIDCBP; y el artículo 148 del RGLOSEP, los 
Cuerpos de Bomberos no están facultados para celebrar contratos civiles de prestación 
de servicios profesionales o contratos técnicos especializados sin relación de 
dependencia para la incorporación de personal de rescate acuático, comúnmente 
denominados “salvavidas”. 
 
En caso de requerir la participación de este tipo de personal, los Cuerpos de Bomberos 
podrán promover la creación y capacitación de brigadas, remuneradas y/o voluntarias, 
de rescate y salvamento acuático o subacuático, de acuerdo con sus necesidades 
específicas, según lo previsto en el artículo 286 y en la Disposición General Décima 
Quinta del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, corresponde a los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
municipales o metropolitanos – que requieran los servicios de personal con formación 
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de salvavidas – celebrar los contratos respectivos, observando los requisitos legales y 
reglamentarios pertinentes, de conformidad con lo establecido en el numeral 7.6.1 de la 
Resolución No. SGR.182-2016. 
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a 
la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos 
institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de 
cualquier otra entidad pública que lo aplique. 
 
Atentamente, 
 
 
 
Rodrigo Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE  
 
 
C.C.      Abg. Ivonne Elizabeth Núñez Figueroa 

Ministra del Trabajo 
 

Ing. Marciana Valdiviezo Zamora  
Alcaldesa del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del Cantón Manta. 
 
Sr. M. Eng. Jorge Raúl Carrillo Tutiven 
Secretario Nacional de Gestión de Riesgos 

 
 

Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
 
Validar únicamente con FirmaEC

101101



	
	

	

	

	

	
Oficio No. 13148  	

	

 
 
Quito, D.M, 18 de septiembre de 2025 
 
 
Magíster  
Luis Alberto Jaramillo Granja 
MINISTRO 
MINISTERIO DE PRODUCCIÓN, COMERCIO EXTERIOR, INVERSIONES Y PESCA 
Quito. 
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. MPCEIP-MPCEIP-2025-0215-O, de 21 de abril de 2025, ingresado en 
el correo institucional de la Procuraduría General del Estado el 1 de mayo de 2025, se 
formularon las siguientes consultas:  
 

“Considerando que la Ley Orgánica de Régimen Especial para la Conservación y 
Desarrollo Sustentable de la Provincia de Galápagos (LOREG) reconoce un 
derecho preferente para los residentes permanentes de Galápagos; y, que la 
Resolución Nro. 04-CI-21-1-2008, limita las asociaciones que se formen para 
realizar inversiones; se presentan las siguientes consultas: 
 
1.- ¿Es la limitación vigente aplicable únicamente para la formación de 
asociaciones para realizar inversiones en Galápagos, entendiéndose a estas como 
nuevas conformaciones de sociedades? 
 
2.- ¿Dicha limitación en el porcentaje de inversiones es extensiva, para otros actos 
societarios como el aumento de capital resultado de inversiones realizadas en 
compañías existentes ya constituidas en Galápagos?” 

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes.- 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
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El informe jurídico elaborado por el Coordinador General de Asesoría Jurídica del 
Ministerio de Producción, Comercio Exterior, Inversiones y Pesca (en adelante 
“MPCEIP”) citó como fundamento los artículos 82, 83, 226, 227, 237 numeral 3, 239, 258, 
262 numeral 7, 285 numeral 3 y 339 de la de la Constitución de la República del Ecuador1 
(en adelante “CRE”); 15, 21 y 28 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e 
Inversiones2 (en adelante “COPCI”); 54 letra p) y 104 del Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización3 (en adelante “COOTAD”); 1, 9, 
11 numeral 20, 65 y 80 de la Ley Orgánica de Régimen Especial de la Provincia de 
Galápagos4 (en adelante “LOREG”); 1, 2, 3 y 4 de la Resolución No. 04-CI-21-I-20085 de 
18 de marzo de 2008, emitida por el Consejo del Instituto Nacional Galápagos; y, el 
pronunciamiento de este organismo contenido en oficio No. 07731, de 03 de febrero de 
2020. Con base en estos antecedentes, el MPCEIP sostuvo lo siguiente: 
 

“III. ANÁLISIS Y CONCLUSIÓN: 
 
(…) la Ley Orgánica de Régimen Especial de la Provincia de Galápagos – LOREG, 
establece como una de las atribuciones del Pleno de Consejo de Gobierno del 
Régimen Especial de la provincia de Galápagos, aprobar el Reglamento de 
Inversiones propuesto por la o el Secretario Técnico, sin embargo, en la actualidad 
dicha normativa no ha sido expedida, por ende, la Procuraduría General del 
Estado emitió el pronunciamiento contenido en oficio Nro. 07731 de 03 de febrero 
de 2020, en cual indica que hasta que el Pleno del Consejo de Gobierno del 
Régimen Especial de la provincia de Galápagos, apruebe el nuevo Reglamento de 
Inversiones, se encuentra en vigencia la Resolución No. 04-CI-21-I-2008 expedida 
por el entonces Consejo del INGALA, que regula la materia de inversiones.  
 
El segundo inciso del artículo 3 de la Resolución No. 04-CI-21-I-2008 de 18 de 
marzo de 2008, dispone que las asociaciones que se formen para realizar 
inversiones en la provincia de Galápagos, deben respetar el porcentaje de inversión 
del 51% para el residente permanente y el 49% para la inversionista extra-
regional. 
 
De lo manifestado anteriormente, se desprende que la disposición mencionada 
determina que el porcentaje de inversión debe ser cumplida para las asociaciones 
que se formen para realizar inversiones, y no define si esta limitación es extensiva 

																																																													
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COPCI, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 351 de 29 de diciembre de 2010.  
3 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010.  
4 LOREG, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 502 de 11 de junio de 2015.   
5 Resolución No. 04-CI-21-I-2008, publicada en el Registro Oficial No. 327 de 30 de abril de 2008.   
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para sociedades ya conformadas o constituidas en Galápagos; y, que por la 
naturaleza de sus actividades económicas deban realizar actos societarios que 
pueda ocasionar variaciones en el porcentaje 51%-49%.  
 
En este sentido, y con base en lo analizado previamente, esta Coordinación General 
de Asesoría Jurídica, colige que existe una laguna jurídica que denota la falta de 
regulación ante la posibilidad de cumplimiento del porcentaje 51%-49% para las 
asociaciones ya formadas y constituidas en la provincia de Galápagos (…)” (lo 
subrayado me corresponde).   

 
 
 
2. Análisis.- 
 
Para facilitar el estudio de la materia objeto de la consulta, el análisis se referirá a los 
siguientes puntos: i) Régimen especial de la provincia de Galápagos; ii) Políticas de 
promoción de inversiones en la provincia de Galápagos. 
 
2.1. Régimen especial de la provincia de Galápagos. -   
 
Según lo previsto en el inciso primero del artículo 238 de la CRE, los gobiernos autónomos 
descentralizados (en adelante, “GAD”) gozan de “autonomía política, administrativa y 
financiera, y se regirán por los principios de solidaridad, subsidiariedad, equidad 
interterritorial, integración y participación ciudadana”.  
 
El artículo 239 de la CRE establece que el régimen de los GAD “se regirá por la ley 
correspondiente, que establecerá un sistema nacional de competencias de carácter 
obligatorio y progresivo”, y definirá las políticas y mecanismos para compensar los 
desequilibrios territoriales en el proceso de desarrollo. 
 
En lo que respecta a la provincia de Galápagos, el artículo 258 de la CRE dispone  que 
“tendrá un gobierno de régimen especial”, agregando que: “Su planificación y desarrollo 
se organizará en función de un estricto apego a los principios de conservación del 
patrimonio natural del Estado y del buen vivir”, de conformidad con lo que la ley 
determine (lo subrayado me corresponde).  
 
Dicho artículo señala que la administración del régimen especial estará a cargo de un 
Consejo de Gobierno, presidido por el representante de la Presidencia de la República e 
integrado por los alcaldes de los municipios de la provincia, un representante de las juntas 
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parroquiales, y otros miembros determinados por la ley. Además, establece que este 
Consejo será responsable de la planificación, manejo de los recursos y organización de las 
actividades que se desarrollen en la provincia. 
 
Para el efecto, el inciso tercero del referido artículo señala que el Consejo de Gobierno 
“tendrá a su cargo la planificación, manejo de los recursos y organización de las 
actividades que se realicen en la provincia” (lo subrayado me corresponde). En este orden 
de ideas, el inciso cuarto del citado artículo prevé que “Para la protección del distrito 
especial de Galápagos se limitarán los derechos de migración interna, trabajo o cualquier 
otra actividad pública o privada que pueda afectar al ambiente”, resaltando que “En 
materia de ordenamiento territorial, el Consejo de Gobierno dictará las políticas en 
coordinación con los municipios y juntas parroquiales, quienes las ejecutarán” (lo 
subrayado me corresponde). 
 
La LOREG, en su artículo1“regula el Régimen Especial de la provincia de Galápagos e 
instituye el régimen jurídico administrativo”, al que se sujetan, en el ámbito de sus 
competencias, el Consejo de Gobierno del Régimen Especial de la provincia de Galápagos, 
los GAD y los organismos de todas las funciones del Estado, “así como todas las personas 
naturales y jurídicas, nacionales y extranjeras que se encuentran dentro o que realicen 
actividades en la provincia de Galápagos, en función de un estricto apego a los principios 
de conservación del patrimonio natural del Estado” y del Buen Vivir (lo subrayado me 
corresponde). 
 
Dentro de estos principios, el artículo 3 de la LOREG indica que: 
 

“Art. 3.- Principios. Las políticas, planes, normativas y acciones públicas y 
privadas en la provincia de Galápagos y sus áreas naturales protegidas, buscan la 
sostenibilidad y el equilibrio entre el Estado, la sociedad y la economía, que 
involucran tres elementos consustanciales de manejo de desarrollo social, 
conservación de la naturaleza y desarrollo económico y se regirán por los 
siguientes principios: 
 
(…) 7. Derecho al acceso preferente. Las personas residentes permanentes de la 
provincia de Galápagos tendrán que ser consideradas de manera preferente para 
la contratación o concurso público de méritos y oposición en las entidades del 
sector público y privado. Asimismo, gozarán de derecho preferente en el acceso a 
recursos naturales y a las actividades ambientalmente sostenibles que se lleven a 
cabo en dicha provincia.” (Énfasis añadido). 
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En este contexto, el artículo 65 de la LOREG prevé que el ejercicio de operaciones 
turísticas en áreas naturales protegidas de Galápagos “se podrá conceder a personas 
jurídicas legalmente constituidas, preferentemente por residentes permanentes de la 
provincia de Galápagos” (lo subrayado me corresponde). Así, el inciso segundo del 
mencionado artículo determina que, estas personas jurídicas deberán tener su domicilio en 
la provincia de Galápagos y estarán sujetas a las prohibiciones previstas en el artículo 64, es 
decir, los permisos de operación turística “serán intransferibles e intransmisibles y no 
podrán ejercerse a través de terceros; el permiso no será objeto de venta, reventa, permuta, 
asociaciones, arrendamiento o cualquier otra forma de cesión de derechos”, ni tampoco 
podrán adaptarse a fideicomisos o al capital de sociedades, ni a cualquier otra figura de 
naturaleza similar (lo subrayado me corresponde). 
 
El inciso final del artículo 65 de la LOREG agrega que “Todo acto societario que implique 
el traspaso del 25% o más del capital social de la persona jurídica, sin perjuicio de lo 
establecido en la Ley de Compañías, deberá ser autorizado” por la Secretaría Técnica del 
Consejo de Gobierno. 
 
Finalmente, el artículo 80 de la LOREG establece que las políticas de promoción de 
inversiones en la provincia de Galápagos “darán preferencia mediante acciones afirmativas 
a los residentes permanentes, y evitará prácticas desleales o simuladas”, disponiendo el 
inciso final del referido artículo que: “El desarrollo de la inversión privada en la provincia 
de Galápagos deberá instrumentarse en el Reglamento de esta Ley y en las ordenanzas del 
Consejo de Gobierno” (lo subrayado me corresponde). 
 
De lo expuesto se observa que: i) la provincia de Galápagos cuenta con un régimen 
especial, cuya planificación y desarrollo prioriza los principios de conservación del 
patrimonio natural del Estado y del buen vivir, y su administración está a cargo de un 
Consejo de Gobierno; ii) dicho Consejo tiene a su cargo la planificación, manejo de los 
recursos y organización de las actividades que se realizan en la provincia; iii) a fin de 
proteger el distrito especial de Galápagos, se limitarán los derechos de migración interna, 
trabajo o cualquier otra actividad pública o privada que pueda afectar al ambiente; iv) la 
normativa especial reconoce acciones afirmativas en favor de los residentes permanentes de 
Galápagos, garantizándoles acceso preferente a empleos públicos, concesiones turísticas y 
uso de recursos naturales; y, v) las políticas de promoción de inversiones en la provincia de 
Galápagos deben dar preferencia a los residentes permanentes; y, en dicho marco, la 
LOREG impone restricciones a la libre transferencia de permisos turísticos y al capital 
societario de empresas que operen en Galápagos. 
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2.2. Políticas de promoción de inversiones en la provincia de Galápagos, 
pronunciamiento previo y reglas de interpretación de las normas.- 
 
El numeral 3 del artículo 285 de CRE incluye, entre los objetivos específicos de la política 
fiscal: “3. La generación de incentivos para la inversión en los diferentes sectores de la 
economía y para la producción de bienes y servicios, socialmente deseables y 
ambientalmente aceptables” (lo subrayado me corresponde). Por su parte, el artículo 339 
dispone que el Estado promoverá las inversiones nacionales y extranjeras, y establecerá 
regulaciones específicas según sus tipos, otorgando prioridad a la inversión nacional. 
 
En este marco, el artículo 1 del COOTAD dispone que ese código establece la organización 
político-administrativa del Estado ecuatoriano en el territorio: “el régimen de los diferentes 
niveles de gobiernos autónomos descentralizados y los regímenes especiales, con el fin de 
garantizar su autonomía política, administrativa y financiera” (lo subrayado me 
corresponde). 
 
El artículo 10 del COOTAD determina que el Estado ecuatoriano se organiza 
territorialmente en regiones, provincias, cantones y parroquias rurales, especificando que, 
en el marco de esta organización territorial, “por razones de conservación ambiental, étnico 
culturales o de población, podrán constituirse regímenes especiales de gobierno”: distritos 
metropolitanos, circunscripciones territoriales de pueblos y nacionalidades indígenas, 
afroecuatorianas y montubias y “el consejo de gobierno de la provincia de Galápagos” (lo 
subrayado me corresponde). 
 
Al respecto, el inciso primero del artículo 104 del COOTAD reitera que la provincia de 
Galápagos “constituye un régimen especial de gobierno en razón de sus particularidades 
ambientales y por constituir patrimonio natural de la humanidad”, precisando que su 
territorio será administrado por un consejo de gobierno, “en la forma prevista en la 
Constitución, este Código y la ley que regule el régimen especial de Galápagos” (lo 
subrayado me corresponde). 
 
En este contexto, la letra p) del artículo 54 del COOTAD incluye entre las funciones de los 
GAD municipales, la siguiente “p) Regular, fomentar, autorizar y controlar el ejercicio de 
actividades económicas, empresariales o profesionales, que se desarrollen en locales 
ubicados en la circunscripción territorial cantonal”, con el objeto de precautelar los 
derechos de la colectividad (lo subrayado me corresponde). 
 
Por su parte, el artículo 21 del COPCI prevé que “Los inversionistas nacionales y 
extranjeros y sus inversiones están sujetos, de forma general, a la observancia y fiel 
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cumplimiento de las leyes del país”, y, en especial, de las relativas a los aspectos laborales, 
ambientales, tributarios y de seguridad social vigentes (lo subrayado me corresponde). 
 
Respecto del régimen especial de Galápagos, el numeral 20 del artículo 11 de la LOREG 
otorga al Pleno del Consejo de Gobierno la atribución de “Aprobar el Reglamento de 
Inversiones propuesto por la o el Secretario Técnico”. (Lo subrayado me corresponde). 
 
Al efecto, el artículo 3 de la Resolución No. 04-CI-21-I-2008, expedida por el Consejo del 
Instituto Nacional Galápagos6 dispone que toda inversión que se realice en Galápagos por 
una persona natural que no tenga la calidad de residente permanente; “una asociación de 
cuentas en participación; o una persona jurídica; será obligatoriamente en asocio con un 
residente permanente calificado por el Comité de Calificación y Control de Residencia del 
Consejo del INGALA”. El inciso segundo del citado artículo 3 contempla que, de 
conformidad con lo que establece el Plan Regional para la conservación y desarrollo 
sustentable de Galápagos, “las asociaciones que se formen para realizar inversiones en la 
provincia de Galápagos, debe respetar el porcentaje de inversión de 51% para el residente 
permanente y 49% para la inversionista extra-regional” (lo subrayado me corresponde).  
 
Respecto al tema, mediante oficio No. 07731, de 03 de febrero de 2020, este organismo se 
pronunció sobre la aplicación de los artículos 11 numeral 20 y 80 de la LOREG; y, la 
Resolución No. 04-CI-21-I-2008, en los siguientes términos:  

 
“3.  Pronunciamiento.-  
 
Del análisis jurídico efectuado se observa que la vigente LOREPG contiene normas 
relacionadas con el control de las inversiones en esa provincia y, adicionalmente, 
su artículo 80 expresamente establece la adopción de acciones afirmativas en 
materia de inversión, para los residentes permanentes de esa provincia, por lo que, 
en atención a los términos de la consulta se concluye que, en tanto el Pleno del 
Consejo de Gobierno del Régimen Especial de la provincia de Galápagos, en 
ejercicio de la atribución que le confiere el numeral 20 del artículo 11 de la 
LOREPG, no apruebe el nuevo Reglamento de Inversiones, la Resolución No. 04-
CI-21-I-2008 expedida por el Consejo del INGALA, que regula esa materia, 
conserva vigencia” (lo subrayado me corresponde).  

 

																																																													
6 Según la Disposición Transitoria DECIMOQUINTA de la CRE: “Los activos y pasivos, las funcionarias y funcionarios y las 
empleadas y empleados del Consejo Provincial de Galápagos y del Instituto Nacional Galápagos, pasarán a formar parte del 
Consejo de Gobierno del Régimen Especial de Galápagos”. 
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Los numerales 5 y 6 del artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional7 (en adelante “LOGJCC”), al referirse a los métodos y reglas de 
interpretación jurídica constitucional y ordinaria aplicables a la solución de antinomias, 
disponen lo siguiente:  
 

“5. Interpretación sistemática.- Las normas jurídicas deberán ser interpretadas a 
partir del contexto general del texto normativo, para lograr entre todas las 
disposiciones la debida coexistencia, correspondencia y armonía. 
 
6. Interpretación teleológica.- Las normas jurídicas se entenderán a partir de los 
fines que persigue el texto normativo” (lo subrayado me corresponde). 

 
Bajo estos parámetros interpretativos, debe entenderse que la regla de participación 
accionaria establecida en la Resolución No. 04-CI-21-I-2008 no se limita exclusivamente a 
la constitución de nuevas sociedades, sino que también debe aplicarse a otros actos 
societarios o de inversión que puedan modificar el control económico o la estructura de 
propiedad de las empresas que operan en la provincia. 
 
Esta conclusión se ve reforzada por el inciso final del artículo 65 de la LOREG que 
establece la necesidad de autorización previa de la Secretaría Técnica del Consejo de 
Gobierno para cualquier acto societario que implique el traspaso del 25% o más del capital 
social, con el propósito de asegurar la participación prevalente de residentes permanentes en 
la composición accionaria de las compañías. 
 
De lo manifestado se desprende que: i) la Resolución No. 04-CI-21-I-2008 se encuentra 
vigente y es aplicable en tanto no sea sustituida por un nuevo Reglamento de Inversiones 
aprobado por el Pleno del Consejo de Gobierno del Régimen Especial de Galápagos; ii) la 
regla del 51% de participación para residentes permanentes debe interpretarse de forma 
sistemática y teleológica, y aplicarse a todos los actos societarios que afecten el control 
económico de las inversiones en la provincia, más allá de la mera constitución de 
compañías; y, iii) esta interpretación armoniza con los principios de protección del régimen 
especial de Galápagos y con la finalidad constitucional de priorizar los derechos de sus 
residentes permanentes y la conservación de su ecosistema. 
 
3. Pronunciamiento.-  
 

																																																													
7 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009.   
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En atención a los términos de las consultas se concluye que, de conformidad con lo previsto 
en los artículos 3 numerales 5 y 6 de la LOGJCC ; así como el artículo 80 de la LOREG, las 
políticas de promoción de inversiones en la provincia de Galápagos deben dar preferencia, 
mediante acciones afirmativas, a los residentes permanentes.  
 
En este sentido, la limitación porcentual prevista en el artículo 3 de la Resolución No. 04-
CI-21-I-2008, que exige una participación mínima del 51% por parte de residentes 
permanentes, resulta aplicable no solo a la constitución de asociaciones, sino también a 
cualquier otro acto societario que implique la transferencia, modificación o reconfiguración 
de la estructura accionaria de compañías constituidas en la provincia. 
 
Dicha resolución se encuentra vigente y surte plenos efectos hasta que el Pleno del Consejo 
de Gobierno del Régimen Especial de la provincia de Galápagos apruebe un nuevo 
Reglamento de Inversiones, según lo previsto en el numeral 20 del artículo 11 de la 
mencionada ley.  
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 
específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra 
entidad pública que lo aplique. 
 
Atentamente,  
 
 
 
Rodrigo Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
 
Anexo:  Oficio No. 07731 de 03 de febrero de 2020. 

 
 

Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
 
Validar únicamente con FirmaEC

110110



	
	

	

	

	

 
 
Oficio No. 13149 
	
 
Quito DM, 18 de septiembre de 2025 
 
 
Ingeniero 
Mario Mancino Valdivieso 
Prefecto  
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO PROVINCIAL DE LOJA  
Loja. 
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. GPL-PP-2025-389-OF, de 16 de mayo de 2025, ingresado en la Dirección 
Regional en Loja de la Procuraduría General del Estado el 22 de mayo del mismo año y 
remitido a este despacho con oficio No. PGE-DRLJ-2025-00052, de 30 de mayo de 2025, 
recibido el 4 de junio del mismo año, se formuló la siguiente consulta: 
 

“¿La facultad de recaudación y administración de la tarifa volumétrica, le compete al 
Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial de Loja como lo señala (sic) Art. 35 
de la Resolución Nro. 008-CNC-2011; o, la recaudación y administración de la tarifa 
volumétrica le corresponde a las Juntas de Riego de conformidad con el Art. 20 de la 
Resolución Nro. 008-CNC-2011 y Art. 47 de la Ley Orgánica de Recursos Hídricos, 
Usos y Aprovechamiento del Agua?”  

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. - 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
El informe jurídico del Procurador Síndico del Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial 
de Loja (en adelante “GADP Loja”), contenido en el memorando No. GPL-DPS-2025-430-M, 
de 14 de mayo de 2025, citó los artículos 82, 226, 223 y 425 de la Constitución de la República 
del Ecuador1 (en adelante “CRE”); 47 y la Disposición Derogatoria de la Ley Orgánica de 
Recursos Hídricos, Usos y Aprovechamiento del Agua2 (en adelante “LORHUyAA”); 116 del 
Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización3 (en adelante 

																																																													
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No.449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LORHUAA, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 305 de 6 de agosto de 2014. 
3 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010. 
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“COOTAD”); 40 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado4 (en adelante 
“LOCGE”); 1 del Código Civil5 (en adelante “CC”); y, 20 numeral 1 y 35 numeral 1 de la 
Resolución No. 008-CNC-2011 emitida por el Consejo Nacional de Competencias6 (en adelante 
“CNC”). Con fundamento en los que concluyó: 
 

“Por lo expuesto, el suscrito Procurador Síndico, emite el presente informe jurídico 
para la consulta, mencionando expresamente que, la recaudación de la tarifa 
volumétrica por el servicio de riego y drenaje, le corresponde a las Juntas de Riego 
por así disponerlo la Ley Orgánica de Recursos Hídricos, Usos y Aprovechamiento 
del Agua, norma jerárquicamente superior a la Resolución Nro. 008-CNC-2011, tal 
como lo señala el Art. 425 de la Constitución de la República; ya además 
considerando que la Ley Orgánica de Recursos Hídricos, Usos y Aprovechamiento 
del Agua, deroga expresamente las normas de igual o menor jerarquía que se 
contrapongan a ella; así como que, la Dirección Zonal 7 del Ministerio del Ambiente, 
Agua y Transición, Ecológica, en Oficio Nro. MAATE-DZ7-2024-4477-O, del 11 de 
diciembre de 2024, informó que el Gobierno Provincial de Loja, no consta como 
prestador del servicio de riego” (el resaltado corresponde al texto original y lo 
subrayado me pertenece). 
 

Con la finalidad de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficios No. 11933, 
11934 y 11935, de 23 de junio de 2025, la Procuraduría General del Estado solicitó al Consorcio 
de Gobiernos Autónomos Provinciales del Ecuador (en adelante “CONGOPE”), al CNC y al 
Ministerio del Ambiente, Agua y Transición Ecológica (en adelante “MAATE”) que remitan sus 
criterios jurídicos institucionales sobre la materia consultada. No obstante, hasta la presente 
fecha, no se ha recibido respuesta por parte del MAATE. 
 
Los requerimientos realizados por este organismo fueron atendidos: i) por el Presidente del 
CONGOPE, mediante oficio No. PC-2025-0090-O, de 3 de julio de 2025, al que acompañó el 
informe jurídico No. DAJ-050-2025, de 3 de julio de 2025, suscrito por el Jefe Jurídico de esa 
entidad; y, ii) por la Secretaria Ejecutiva del CNC, a través del oficio No. CNC-CNC-2025-
0817-OF, de 4 de julio de 2025. 
 
El criterio jurídico del CONGOPE citó los artículos 263, 269, 273 y 314 de la CRE; 135 de la 
LORHUyAA; 41, 42 y 133 del COOTAD; y, 13 y 21 de la Resolución No. 008-CNC-2011, 
analizando y concluyendo que: 
 

“14. Por otro lado, la tarifa volumétrica, prevista en la Ley Orgánica de Recursos 
Hídricos es el valor económico que deben pagar los usuarios por el uso del agua para 
riego, calculado en función del volumen efectivamente utilizado o distribuido. Esta 

																																																													
4 LOCGE, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 595, de 12 de junio de 2002. 
5 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 46, de 24 de junio de 2005.	
6 Resolución No. 008-CNC-2011, publicado en el Registro Oficial No. 509 de 9 de agosto de 2011. 
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tarifa tiene por objetivo garantizar la sostenibilidad financiera del servicio, cubrir los 
costos de operación, mantenimiento y gestión de los sistemas de riego, y promover un 
uso eficiente y responsable del recurso hídrico. Su establecimiento debe basarse en 
criterios técnicos definidos por la Autoridad Única del Agua. 
 
15. La recaudación de la tarifa volumétrica corresponde a la entidad o actor 
responsable de la gestión del sistema de riego, según el modelo de gestión aplicable. 
Esta función debe realizarse con base en mecanismos transparentes, registros 
actualizados de usuarios y volúmenes distribuidos, y conforme a los procedimientos 
técnicos y administrativos establecidos por la normativa vigente. En los casos que 
corresponda, incluso se podrá generar la recaudación mediante la potestad coactiva; 
es decir, mediante acciones de cobro forzoso ante el incumplimiento de pago, 
garantizando así la sostenibilidad operativa del sistema. 
 
16. Al respecto, la Ley de Recursos Hídricos establece que las juntas de riego son 
organizaciones comunitarias sin fines de lucro, encargadas de prestar el servicio de 
riego y drenaje con eficiencia, calidad y equidad. Estas juntas, en coordinación con los 
gobiernos provinciales, tienen entre sus atribuciones establecer, recaudar y administrar 
las tarifas del servicio, conforme a los criterios técnicos definidos por la Autoridad 
Única del Agua.  

 
V. CONCLUSIÓN  

 
17. Sobre la base de la normativa analizada, es criterio de esta Dirección de Asesoría 
Jurídica que en virtud de lo dispuesto en la Ley Orgánica de Recursos Hídricos, Usos y 
Aprovechamiento del Agua, se concluye que las juntas de riego constituyen sujetos 
comunitarios reconocidos legalmente como organizaciones sin fines de lucro, 
responsables de la prestación del servicio de riego y drenaje con criterios de eficiencia, 
calidad y equidad en la distribución del agua. En el marco de la gestión integrada del 
recurso hídrico y bajo los principios de coordinación y subsidiariedad, dichas juntas 
ejercen, en articulación con los Gobiernos Autónomos Descentralizados Provinciales, 
la atribución de establecer, recaudar y administrar las tarifas correspondientes al 
servicio. Esta facultad debe ejercerse conforme a los parámetros técnicos establecidos 
por la Autoridad Única del Agua, garantizando así la sostenibilidad financiera y 
operativa del sistema, así como el uso racional y equitativo del recurso hídrico” (lo 
subrayado me pertenece). 

 
Por su parte, el criterio jurídico del CNC citó los artículos 239 de la CRE; 44 numeral 1 de la 
LORHUyAA; 108, 117, 119 y 121 del COOTAD; y 2 numerales 1 y 2, 12 numeral 1, 13 
numeral 1, 20 numeral 1, 21 numeral 1, y 34 de la Resolución No. 008-CNC-2011; sobre los 
cuales concluyó lo siguiente: 
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“En este sentido, se concluye que, la facultad de recaudación de la tarifa volumétrica le 
corresponde a las juntas y asociaciones dentro de los sistemas de riego (públicos) 
transferidos y no transferidos, mientras que a los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados Provinciales dentro de estos mismos sistemas les corresponde el 
ejercicio de la potestad coactiva para la recaudación la tarifa volumétrica, es decir que 
estos niveles de gobierno hacen efectivos cobros de deudas o cumplimiento de 
obligaciones mediante un procedimiento administrativo, así como desempeñan un rol 
de apoyo y supervisión en la facultad de recaudación de la tarifa volumétrica que 
conforme a la normativa legal vigente le corresponde a las juntas y asociaciones de 
riego. 
 
III.- PRONUNCIAMIENTO 
 
(…) Del análisis previamente efectuado respecto de las atribuciones y facultades que 
les corresponde a los gobiernos autónomos descentralizados provinciales dentro de los 
sistemas de riego públicos no transferidos a los usuarios y sistemas públicos de gestión 
provincial, conforme lo establece el artículo 12 numeral 1 de la resolución 0008-CNC-
2011 de fecha 14 de julio de 2011 reformada mediante resolución 012-CNC-2011 de 08 
de diciembre de 2011 se encuentra la administración, operación y mantenimiento que 
comprende específicamente el ejercicio de la facultad coactiva para el cobro de la 
tarifa básica diferencia y volumétrica, es decir que estos niveles de gobierno hacen 
efectivos cobros de deudas o cumplimiento de obligaciones mediante un procedimiento 
administrativo, así como desempeñan un rol de apoyo y supervisión. (…) 
 
Mientras que, dentro de los sistemas de riego públicos transferidos a juntas y 
asociaciones de regantes y sistemas públicos comunitarios, les corresponde a gobiernos 
autónomos descentralizados provinciales conforme lo establece el artículo 13 numeral 
1 de la ya mencionada resolución, la cogestión en la administración, operación y 
mantenimiento que comprende principalmente el ejercicio de la potestad coactiva para 
la recaudación de la tarifa volumétrica, es decir ejercer el procedimiento 
administrativo como ya se mencionó en líneas anteriores. 
 
Por otro lado, conforme lo establece los artículos 20 y 21 numerales 1 de la misma 
resolución emitida por el CNC en concordancia con el artículo 44 numeral 1 de la Ley 
Orgánica de Recursos Hídricos, Usos y Aprovechamiento del Agua, dentro de las 
atribuciones y responsabilidades que les corresponde a las juntas y asociaciones dentro 
de los sistemas de riego públicos y comunitarios transferidos y no transferidos, se 
encuentra la facultad de recaudación de la tarifa volumétrica. 
 
Finalmente, es preciso mencionar que la misma resolución establece en su artículo 35 
numeral 2 que le corresponde al Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial de 
Loja lo siguiente: ‘La rectoría local, regulación, planificación, control y la gestión 
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excluida la administración, operación y mantenimiento, respecto de las cuales 
ejercerá actividades de cogestión en los sistemas Chucchuir; Airo Florida; Chiriyacu – 
Lucero; El ingenio; La Era; Macará; Quinará; Sanambay – Jimbura; Tablón de 
Saraguro; Vilcabamba; Jorupe – Cangochara; Guapalas; Santiago; Paquishapa.’, 
entendiéndose que este nivel de gobierno solo puede ejercer actividades de cogestión en 
los sistemas antes mencionados, que conforme la normativa legal vigente comprende 
específicamente ejercer la potestad coactiva para la recaudación de la tarifa 
volumétrica haciendo cobros efectivos de deudas o cumplimiento de obligaciones a 
través de un procedimiento administrativo. (…)” (el resaltado corresponde al texto 
original y lo subrayado me pertenece). 

 
En atención a los antecedentes expuestos se advierte que el GADP Loja sostiene que la facultad 
de recaudación de la tarifa volumétrica corresponde exclusivamente a las juntas de riego por 
disposición de la LORHUyAA, norma jerárquicamente superior a la Resolución No. 008-CNC-
2011. Por su parte, el CONGOPE coincide en que las juntas de riego son los sujetos 
responsables de establecer, recaudar y administrar dicha tarifa en coordinación con los GAD 
provinciales.  
 
A su vez, el CNC establece que la recaudación directa de la tarifa volumétrica corresponde a las 
juntas y asociaciones de riego en los sistemas públicos – tanto transferidos como no transferidos 
– mientras que los GAD provinciales únicamente ejercen la potestad coactiva para hacer 
efectivos los cobros en caso de incumplimiento de pago. 
 
2. Análisis.  
 
Con el propósito de facilitar el estudio de la consulta planteada, el presente análisis desarrollará 
los siguientes puntos: i) Derecho al agua y régimen de competencias; ii) Las competencias de 
los GADP respecto de la prestación del servicio público de riego; y, iii) La gestión de los 
sistemas de riego públicos y la determinación, recaudación y administración de la tarifa hídrica 
volumétrica. 
 
2.1. Derecho al agua y régimen de competencias. 
 
En el marco de los denominados “Derechos del Buen Vivir”, el artículo 12 de la CRE incluye al 
derecho al agua como un derecho fundamental e irrenunciable. 
 
Con relación al régimen de competencias, el artículo 260 de la CRE establece que el ejercicio de 
las competencias exclusivas “no excluirá el ejercicio concurrente de la gestión en la prestación 
de servicios públicos y actividades de colaboración y complementariedad entre los distintos 
niveles de gobierno”.  
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Bajo esta lógica, se distinguen competencias exclusivas del Estado central, como la prevista en 
el numeral 11 del artículo 261 ibídem que dispone que “11. Los recursos energéticos; 
minerales, hidrocarburos, hídricos, biodiversidad y recursos forestales”. 
 
De manera complementaria, los numerales 5, 6 y 7 del artículo 263 de la CRE prevé como 
competencia exclusiva de los GADP: “Planificar, construir, operar y mantener sistemas de 
riego” y fomentar “la actividad agropecuaria” y “las actividades productivas provinciales”. 
 
Por otra parte, el inciso final del artículo 282 de la CRE dispone que corresponde al Estado 
regular “el uso y manejo del agua de riego para la producción de alimentos, bajo los principios 
de equidad, eficiencia y sostenibilidad ambiental”. Así, el artículo 318 ibidem, prescribe que 
dicho recurso se constituye como “patrimonio nacional estratégico de uso público, dominio 
inalienable e imprescriptible del Estado, y constituye un elemento vital para la naturaleza y 
para la existencia de los seres humanos” y que su gestión “será exclusivamente pública o 
comunitaria. El servicio público de saneamiento, el abastecimiento de agua potable y el riego 
serán prestados únicamente por personas jurídicas estatales o comunitarias”. 
 
La disposición transitoria vigésimo séptima de la Constitución otorgó al Ejecutivo un plazo de 
dos años, contados desde su vigencia, para revisar “la situación de acceso al agua de riego con 
el fin de reorganizar el otorgamiento de las concesiones, evitar el abuso y las inequidades en 
las tarifas de uso, y garantizar una distribución y acceso más equitativo, en particular a los 
pequeños y medianos productores agropecuarios”. En ese contexto, el Consejo Nacional de 
Competencias7, mediante Resolución No. 0008-CNC-2011, de 14 de julio de 20118, reformada 
por la Resolución 012-CNC-2011, de 8 de diciembre de 2011, resolvió “transferir la 
competencia de planificar, construir, operar y mantener sistemas de riego y drenaje a favor de 
los gobiernos autónomos descentralizados provinciales del país, en los términos previstos en la 
presente resolución”, al tenor de su artículo 1. 
 
De lo expuesto se desprende que: i) el agua es un derecho fundamental e irrenunciable y un 
patrimonio estratégico nacional cuya regulación corresponde al Estado; ii) los GADP poseen 
competencias exclusivas relacionadas con los sistemas de riego y actividades agropecuarias y 
productivas provinciales; iii) el CNC transfirió la competencia de planificar, construir, operar y 
mantener sistemas de riego y drenaje a favor de los GADP, acorde a los modelos de gestión 
determinados en la resolución No. 0008-CNC-2011. 
 
2.2. Competencias de los GADP con relación al servicio público de riego. 
 
El artículo 41 del COOTAD prevé las siguientes funciones de los GADP: 
 

																																																													
7 COOTAD, “Art. 117.- El Consejo Nacional de Competencias es el organismo técnico del Sistema Nacional de Competencias; es 
una persona jurídica de derecho público, con autonomía administrativa, presupuestaria y financiera, patrimonio propio y sede en 
donde decida por mayoría de votos”. 
8 Resolución No. 0008-CNC-2011, publicada en el Registro Oficial No. 509 de 9 de agosto de 2011. 
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“e) Ejecutar las competencias exclusivas y concurrentes reconocidas por la 
Constitución y la ley y, en dicho marco prestar los servicios públicos, construir la obra 
pública provincial, fomentar las actividades provinciales productivas, así como las de 
vialidad, gestión ambiental, riego, desarrollo agropecuario y otras que le sean 
expresamente delegadas o descentralizadas, con criterios de calidad, eficacia y 
eficiencia, observando los principios de universalidad, accesibilidad, regularidad, 
continuidad, solidaridad, interculturalidad, subsidiariedad, participación y equidad” 
(el resaltado me corresponde). 

 
De manera específica, el literal e) del artículo 42 del COOTAD prevé que los GADP tienen la 
obligación de “Planificar, construir, operar y mantener sistemas de riego de acuerdo con la 
Constitución y la ley”. 
 
En armonía con lo anterior, el artículo 133 ibidem dispone que deben “elaborar y ejecutar el 
plan de riego de su circunscripción territorial”, el cual debe sujetarse a las políticas de 
desarrollo rural, fomento productivo y planes nacionales de riego definidos por la autoridad 
rectora en la materia, y coordinarse con la Autoridad Única del Agua, las organizaciones 
comunitarias vinculadas a la gestión hídrica y los gobiernos parroquiales rurales. 
 
El inciso tercero del referido artículo dispone que el servicio de riego “será prestado 
únicamente por personas jurídicas estatales o comunitarias”, y habilita a los GADP a delegar la 
gestión de mantenimiento y operación de los sistemas de riego a los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados Parroquiales Rurales (en adelante “GADPR”) o a las organizaciones 
comunitarias legalmente constituidas en su circunscripción, sin perjuicio de que, “coordinarán 
con los sistemas comunitarios de riego y establecerán alianzas entre lo público y comunitario 
para fortalecer su gestión y funcionamiento” (el resaltado me corresponde). 
 
En cuanto al servicio público de riego y drenaje, el inciso tercero del artículo 39 de la 
LORHUyAA prevé que “responderá a la planificación nacional que establezca la autoridad 
rectora del mismo y su planificación y ejecución en el territorio corresponde a los gobiernos 
autónomos descentralizados provinciales, de conformidad con sus respectivas competencias”.  
 
Por su parte, el inciso segundo del artículo 42 ibídem señala que, para la gestión integrada e 
integral del agua, los GAD, “sin perjuicio de las competencias exclusivas en la prestación de 
servicios públicos relacionados con el agua, cumplirán coordinadamente actividades de 
colaboración y complementariedad entre los distintos niveles de gobierno y los sistemas 
comunitarios” (el resaltado me corresponde). 
 
De lo expuesto se desprende que: i) corresponde a los GADP prestar el servicio público de riego 
en su circunscripción, con competencia exclusiva para planificar, construir, operar y mantener 
los sistemas respectivos, en coordinación con la Autoridad Única del Agua, los gobiernos 
parroquiales rurales y las organizaciones comunitarias; ii) los GADP podrán delegar la gestión 
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de mantenimiento y operación de los sistemas de riego a los GADPR u organizaciones 
comunitarias, de manera coordinada; y, iii) el servicio público de riego y drenaje debe 
desarrollarse en el marco de una planificación integrada e integral, bajo un esquema de 
coordinación entre los distintos niveles estatales y los actores comunitarios, garantizando la 
sostenibilidad del recurso y la equidad en su distribución. 
 
2.3. La gestión de los sistemas de riego públicos y la tarifa hídrica volumétrica del agua 
para riego. 
 
El artículo 3 de la LORHUyAA indica que esta ley tiene por objeto garantizar el derecho 
humano al agua y “regular y controlar la autorización, gestión, preservación, conservación, 
restauración, de los recursos hídricos, uso y aprovechamiento del agua, la gestión integral y su 
recuperación (…)”.  
 
En este marco, el artículo 32 de la LORHUyAA prevé que “La gestión comunitaria la 
realizarán las comunas, comunidades, pueblos, nacionalidades y juntas de organizaciones de 
usuarios del servicio, juntas de agua potable y juntas de riego” y que esa gestión comprende 
“la participación en la protección del agua y en la administración, operación y mantenimiento 
de infraestructura de la que se beneficien los miembros de un sistema de agua y que no se 
encuentre bajo la administración del Estado” (el resaltado me corresponde). 
 
El artículo 45 de la misma ley dispone que la prestación de los servicios comunitarios de agua 
se realiza exclusivamente a través de “juntas de agua potable- saneamiento y juntas de riego”, 
que deberán inscribirse en el registro público del agua (el resaltado me corresponde). En 
concordancia, el artículo 47 ibidem define a las juntas de riego como “organizaciones 
comunitarias sin fines de lucro, que tienen por finalidad la prestación del servicio de riego y 
drenaje, bajo criterios de eficiencia económica, calidad en la prestación del servicio y equidad 
en la distribución del agua”. Entre sus atribuciones se encuentra – en coordinación con los 
GADP – la facultad de: “e) Establecer, recaudar y administrar las tarifas por la prestación del 
servicio a partir de los criterios técnicos regulados por la Autoridad Única del Agua” (el 
resaltado me corresponde). 
 
La Resolución No. 008-CNC-2011 desarrolla este esquema. Los artículos 20 y 21 reconocen a 
las juntas y asociaciones de regantes la facultad de recaudar la tarifa volumétrica tanto en los 
sistemas no transferidos como en aquellos que fueron transferidos con anterioridad a la 
expedición de la resolución. Sin embargo, los artículos 12 y 13 de la misma resolución 
establecen que la potestad coactiva para la recaudación de dicha tarifa corresponde de manera 
exclusiva a los gobiernos provinciales, lo que implica que las juntas tienen competencia para 
establecer y recaudar, mientras que los GADP ejercen el cobro forzoso mediante los 
procedimientos administrativos correspondientes. 
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Así, conforme los artículos 48 y 49 de la LORHUyAA, en el marco del reconocimiento de las 
formas colectivas y tradicionales de manejo del agua, determinan “la autonomía financiera, 
administrativa y de gestión interna de los sistemas comunitarios de agua de consumo y riego”, 
entre ellos, de las juntas de riego, “para cumplir con la prestación efectiva del servicio y el 
eficaz desarrollo de sus funciones, de conformidad con la ley” y se les faculta la administración 
de “los valores de las tarifas que recauden y los demás que les correspondan de conformidad 
con la Ley y su Reglamento”. 
 
Por su parte, el artículo 135 de la LORHUyAA define a la tarifa como “la retribución que un 
usuario debe pagar por la prestación de servicios y autorización para usos y aprovechamiento 
del agua”; y, en su inciso final determina que las tarifas por “prestación de servicios de agua 
potable, saneamiento, riego y drenaje” serán fijadas por los prestadores públicos o 
comunitarios, sobre la base de las regulaciones emitidas por la Autoridad Única del Agua. 
 
En el caso específico de la tarifa hídrica volumétrica, el artículo 141 de la LORHUyAA9 señala 
los criterios para su fijación y exceptúa de su pago a “los sistemas comunitarios portadores de 
derechos colectivos y los prestadores comunitarios de servicios que reciben caudales inferiores 
a cinco litros por segundo y que están vinculados a la producción para la soberanía 
alimentaria”. 
 
De lo manifestado se desprende que la gestión comunitaria del agua se realiza, entre otros 
organismos, por las juntas de riego (organizaciones comunitarias sin fines de lucro, creadas con 
la finalidad de prestar el servicio público de riego y drenaje) que tienen competencia para 
establecer, recaudar y administrar las tarifas por la prestación del servicio, en coordinación con 
los GADP, siempre que el modelo de gestión contenido en la Resolución No. 0008-CNC-2011, 
aplicable a la localidad correspondiente, así lo prevea. 
 
3. Pronunciamiento.  
 
En atención a los términos de la consulta, según lo previsto en el artículo 133 del Código 
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización y 39 y 47 de la Ley 
Orgánica de Recursos Hídricos, Usos y Aprovechamiento del Agua, la recaudación de la tarifa 
volumétrica de riego les corresponde a las juntas de riego, en coordinación con los gobiernos 
autónomos descentralizados provinciales, quienes ejercen la potestad coactiva para el cobro en 
caso de falta de pago. 
 
Por otra parte, la administración específica de la tarifa dependerá del modelo de gestión 
aplicable en cada sistema de riego, de conformidad con lo establecido en la Resolución No. 008-
CNC-2011 del Consejo Nacional de Competencias, que determina si dicha atribución 

																																																													
9 LORHUAA, Título IV “Aprovechamiento del Agua”, Capítulo IV “Régimen Económico”, Sección Tercera “Tarifas por el 
Aprovechamiento Productivo”. 
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corresponde al Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial o a la junta de riego, según la 
transferencia efectuada en la respectiva localidad. 
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 
específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 
pública que lo aplique. 
 
Atentamente,  
 
 
 
Rodrigo Iván Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
 
 
C.C.  Ing. Pabel Antonio Cantos Centeno, 

Presidente del Consorcio de Gobiernos Autónomos Provinciales del Ecuador  
 
Esp. Myriam Pilar Zarsosa Osorio,  
Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de Competencias  

 

Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
 
Validar únicamente con FirmaEC
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Oficio No. 13162	
 
 
Quito, D.M., 18 de septiembre de 2025 
 
 
Abogada  
Verónica Garrido 
ALCALDESA 
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN 
RUMIÑAHUI  
Sangolquí. 
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. GADMUR-A-2025-0426-O, de 27 de agosto de 2025, ingresado en la 
Procuraduría General del Estado el mismo día, se solicitó la reconsideración del pronunciamiento 
contenido en oficio No. 12618, de 5 de agosto de 2025, que atendió una consulta formulada 
respecto de la aplicación del artículo 61 del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización1 (en adelante, “COOTAD”) con relación al voto dirimente del 
alcalde en la elección de la Vicealcaldesa, en los siguientes términos: 
 

“(…) solicito la reconsideración de su pronunciamiento contenido en el oficio No. 
12618, del 05 de agosto del 2025, (…)”. 
 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 
 
1.  Antecedentes. -   
 
De los oficios remitidos y documentos adjuntos se desprende que: 
 
La consulta original fue presentada a través del oficio No. GADMUR-A-2025-0223-O, de 14 de 
mayo de 2025, ingresado en la Procuraduría General del Estado el 16 de mayo de 2025, en los 
siguientes términos: 

 
“¿En la elección de la Vicealcaldesa, procede el voto dirimente del Alcalde ante un 
empate en la votación; o, es necesario contar con el voto de la mayoría absoluta de sus 
miembros, incluido el Alcalde, tal como lo dispone el articulo 6l del Código Orgánico 
de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización?”. 
 

El informe jurídico que acompañó la consulta, suscrito por el Procurador Síndico del Gobierno 
Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Rumiñahui (en adelante, “GADM Rumiñahui”), 

																																																													
1 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010. 
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contenido en memorando No. GADMUR-PS-2025-0807-M, de 14 de mayo de 2025, citó los 
artículos 82, 226 y 253 de la Constitución de la República del Ecuador2  (en adelante, "CRE” ); 14 
y 18 del Código Orgánico Administrativo3  (en adelante, "COA"); 56, 57 letra c), 61, 320, 321, 
322, y 323 del COOTAD; el artículo 5 de la Ordenanza No. 008-2014 emitida por el GADMR; 
así como los pronunciamientos de la Procuraduría General del Estado contenidos en los oficios 
Nos. 0909, 1262, 0521, 00487, 110, emitidos entre enero y abril de 2011. Con base en este marco 
normativo, concluyó: 

 
“De lo expuesto, conforme lo previsto en los artículos 82, 226 y 253 de la Constitución 
de la República del Ecuador y los Arts. 14 y 18 del Código Orgánico Administrativo, y 
los artículos 56, 57 letra c), 61, 321 y 322 del Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización es criterio de esta Procuraduría Síndica que 
en la elección de la Vicealcaldesa, al producirse un empate en la votación de sus 
miembros, es procedente que se aplique el voto dirimente para elegir quien es la 
Vicealcaldesa electa” (énfasis añadido). 

 
El pronunciamiento de esta Procuraduría contenido en oficio No. 12618, de 5 de agosto de 2025, 
concluyó: 
 

“(…) En atención a los términos de la consulta se concluye que, en armonía con los 
artículos 61, 317 inciso segundo y 320 del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización, para la elección de la segunda autoridad ejecutiva de un 
gobierno autónomo descentralizado municipal no es procedente la aplicación del voto 
dirimente del alcalde ya que se requiere de mayoría absoluta - es decir, el voto favorable 
de la mitad más uno de los miembros que integran el Concejo Cantonal, incluyendo a su 
ejecutivo -, según lo establece el numeral 2 del artículo 8 de la Ley Orgánica de la 
Función Legislativa.”.  

 
2. El pedido de reconsideración. - 
 
El pedido de reconsideración formulado por el GADM Rumiñahui fue expresado en los siguientes 
términos:   
 

“La Procuraduría Síndica, emitió el Informe Jurídico No. PS-2024-192 de 27 de agosto 
del 2025, en el que recomendó: ‘Por estas consideraciones, al amparo del artículo 13 de 
la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado y artículo 10 del Procedimiento 
para atención de consultas que se formulen a la Procuraduría General del Estado, se 
recomienda solicitar la reconsideración del pronunciamiento emitido a través del oficio 
No. 12618, del 05 de agosto del 2025, en los términos descritos en este documento.’ 
 
Con fundamento en estos antecedentes, y al amparo del artículo 13 de la Ley Orgánica 
de la Procuraduría General del Estado y artículo 10 del Procedimiento para atención de 
consultas que se formulen a la Procuraduría General del Estado, solicito la 

																																																													
2 CRE, publicado en el Registro Oficial No. 499 de 20 de octubre de 2008.  
3 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 51 de 7 de julio de 2017.  
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reconsideración de su pronunciamiento contenido en el oficio No. 12618, del 05 de 
agosto del 2025, para el efecto sírvase encontrar adjuntos el Informe Jurídico No. PS-
2024-192 el 27 de agosto del 2025, emitido por el Procurador Síndico del Gobierno 
Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Rumiñahui”.  
   

El informe jurídico No. PS-2025-192, de 27 de agosto de 2025, suscrito por el Procurador Sindico 
del GADM Rumiñahui plantea fundamentos jurídicos sobre: i) la pertinencia de la aplicación de 
la Ley Orgánica de la Función Legislativa4 (en adelante, “LOFL”), en las decisiones de los 
Concejos Municipales; y, ii) la posibilidad de que el Alcalde emita su voto dirimente en la 
elección de Vicealcaldesa. Finalmente, reitera y amplia los fundamentos jurídicos expuestos en el 
criterio jurídico que acompañó a la consulta inicial. Con base en tales consideraciones, analizó y 
concluyó lo siguiente: 
 

“En el caso en análisis, la elección de la Vicealcaldesa, a menos que coincida con una 
sesión ordinaria, esta deberá ser elegida, en sesión extraordinaria, sea la una o la otra, 
el Alcalde tiene voto dirimente en ambas por mandato del artículo 60 letra c) del Código 
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización; y por la 
naturaleza de la decisión, por ser un tema específico, esto es que debe adoptarse por 
acuerdo o resolución, conforme el artículo 323 ibidem, con la única variante de que no 
puede ser por mayoría simple sino por mayoría absoluta, es decir, por la mitad más uno, 
tal como lo prevé el artículo 61 ibidem; no obstarte, debido a que el articulo 321 ibidem, 
de forma expresa prevé que el Alcalde tiene voto dirimente en las decisiones de los 
órganos legislativos, sin excluir a ningún tipo de estas, en otras palabras en todas, sean 
estas la aprobación de ordenanzas (decisiones legislativas) o la aprobación de otros 
actos normativos (acuerdos y resoluciones), el Alcalde es el llamado a resolver en el caso 
de un empate en la decisión que adopte el Órgano Legislativo; lo que fue incluso previsto 
en el oficio No. 1262 del 07 de abril de 2011, emitido por la Procuraduría General del 
Estado, al decir que:  
 

'Conforme las citadas disposiciones legales, se desprende que el Concejo 
Municipal de Puyango, está integrado por concejales y por el alcalde, Éste 
último con derecho a voto en todas las decisiones del órgano legislativo y con 
voto dirimente, en caso de ocurrir el empate en dichas decisiones, dirimencia 
que se constituye con un voto calificado, ya de producirse un empate en las 
decisiones del concejo municipal, la decisión se deberá adoptar en el sentido 
que el alcalde consigne o exprese su voto' (énfasis añadido).  

 
Razón por la cual, esta Procuraduría Síndica difiere con el Pronunciamiento del 
Procurador General del Estado, debido a que es restrictivo a la atribución que tiene el 
Alcalde ante un empate, de dirimir su voto y que éste sea dirimente, en los términos 
previstos en los artículos 60 y 321 del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización, pues sea en una sesión ordinaria o extraordinaria, el 
Alcalde tiene la atribución para presidirla con voz y voto dirimente y de igual forma, en 

																																																													
4 LOFL, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 642 de 27 de julio de 2009.  Artículo sustituido en 2020. 
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la aprobación de ordenanzas, acuerdos y resoluciones, por lo que al cumplirse estos 
presupuestos, el Alcalde en el caso de empate sea en sesión ordinaria o extraordinaria, 
en la elección de la Vicealcaldesa, por mandato legal tiene voto dirimente.  
 
Cabe preguntarse, qué sucedería si hubiera empate en la elección de la Vicealcaldesa, 
según el criterio de Procuraduría General del Estado no se la podría elegir, sino existe 
mayoría absoluta, ante su premisa ¿el Concejo tendría que convocar a una nueva sesión 
para elegir a la segunda autoridad? Eso conllevaría incluso una transgresión, debido a 
que incluso sobrepasaría el tiempo para renovar la Vicealcaldía, que es de dos años, y 
ante ello ¿la Vicealcaldesa prorrogaría sus funciones? Todo ello, porque no se aplicaría 
la regla básica ante el caso de un empate en una decisión, esto es el voto dirimente.  
  
5. Conclusiones.-  
 
De lo antes expuesto se concluye que:  
 

• La Ley Orgánica de la Función Legislativa conforme su artículo 1, y al amparo 
de lo previsto en los artículos 82 y 226 de la Constitución de la República, rige 
para la Asamblea Nacional, sus miembros y los que dicho cuerpo normativo 
determine, y no para el Concejo Municipal cuyo régimen está sometido al 
Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización.  
 

• El Alcalde, forma parte del Concejo Municipal, y tiene voto dirimente en todas 
las decisiones,, (sic) al tenor de lo previsto en el artículo 56 del Código Orgánico 
de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización.  

 
• El Alcalde, de conformidad con el artículo 60 letra c) del el (sic) Código 

Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, tiene la 
atribución de presidir con voz y voto dirimente las Sesiones del Concejo, es 
decir, todas, entre estas las ordinarias y extraordinarias. 

 
• El Alcalde, de acuerdo con el artículo 321 del el (sic) Código Orgánico de 

Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, tiene el derecho a 
votar en las decisiones del Concejo Municipal, y en caso de empate su voto es 
dirimente. 

 
• La elección de la Vicealcaldesa, se realiza sea en sesión ordinaria o 

extraordinaria, con la mayoría absoluta, por lo tanto, en caso de empate, opera 
su voto dirimente. 

 
• La mayoría absoluta, al tenor del artículo 320 del Código Orgánico de 

Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, es la mitad más uno 
de la totalidad de los miembros del Concejo Municipal, incluido al Ejecutivo 
Municipal.  
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• La elección de la Vicealcaldesa se adopta por la decisión de la mayoría absoluta 
del Concejo Municipal, por lo tanto, en caso de empate, opera el voto dirimente. 

  
• El pronunciamiento de la Procuraduría General del Estado con oficio No. 

12618, del 05 de agosto del 2025, no se ajusta a lo determinado en el 
ordenamiento jurídico nacional.” (el énfasis y subrayado corresponde al texto 
original). 

 
3. Análisis. – 
 
3.1. Fundamentos jurídicos en los cuales se motiva el pedido. – 
 
El GADM Rumiñahui manifiesta que, conforme al artículo 1 la LOFL, su ámbito de aplicación 
corresponde exclusivamente a la Asamblea Nacional y sus miembros, por lo que no es aplicable 
para el funcionamiento del Concejo Municipal, dado a que este se rige por las disposiciones 
establecidas en el COOTAD.   
 
Asimismo, el GADM Rumiñahui reitera que, en caso de empate en las votaciones para la elección 
de la segunda autoridad del ejecutivo del GADM (Vicealcalde), el Alcalde tiene derecho a ejercer 
su voto dirimente de conformidad con los artículos 60 letra c) y 321 del COOTAD. En este 
sentido, afirma que la elección de la Vicealcaldesa puede ser aprobada por el Concejo Municipal 
en sesión ordinaria o extraordinaria.  
 
Adicionalmente, precisa que el Alcalde tiene voto dirimente en todas las decisiones del órgano 
legislativo del GADM, conforme el pronunciamiento del Procurador General del Estado, 
contenido en el oficio No. 1262, de 7 de abril de 2011.  
 
3.2. Análisis y fundamentos jurídicos del pronunciamiento contenido en oficio No. 12618, de 
05 de agosto de 2025.-    
 
De conformidad con lo concluido por este organismo en el pronunciamiento cuya reconsideración 
se solicita, para la elección de la segunda autoridad ejecutiva de un GADM, no es procedente la 
aplicación del voto dirimente del alcalde ya que se requiere de mayoría absoluta; es decir, el 
voto favorable de la mitad más uno de los miembros que integran el Concejo Cantonal, 
incluyendo a su ejecutivo. 
 
En relación a la definición del término “mayoría”, es pertinente citar el pronunciamiento 
contenido en el oficio No. 00521, de 18 de febrero de 2011 (citado por la consultante), que 
respondió a una inquietud planteada por el GADM del cantón Portoviejo sobre el cálculo de 
mayoría simple en un concejo municipal compuesto por un número impar de miembros. En su 
parte pertinente, dicho pronunciamiento señaló: 
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“En referencia al vocablo 'mayoría', el indicado Diccionario5 en el Tomo V (pág. 357) 
expresa: ‘En lo numérico y electoral, contra la esparcida fórmula de que la mayoría es 
‘la mitad más uno’, conviene aclarar que eso es verdad en los números pares; por 
ejemplo, de 10, la mayoría son 6, donde se cumple lo antes recalcado. Sin embargo, en 
los impares, la mayoría es la ‘mitad más medio’; como resulta fácil advertir si se trata de 
9, en que 5 son mayoría’. En tanto que por ‘mayoría absoluta’ (pág. 357-358) expresa: 
‘La formada por más de la mitad de los votos. Tratándose de número par, la mayoría 
absoluta la constituye el entero inmediato superior a la mitad: de 8, lo es 5, y los demás 
hasta 8. Si el número de votos o votantes es impar, la mayoría absoluta la determina el 
número entero que sigue a la fracción matemática de la mitad; así, de 7 -cuya mitad es 
3,5- la mayoría la forman 4, y las cifras mayores hasta 7. De alcanzarse tantos votos 
como votantes, aunque exista mayoría absoluta por supuesto, debe hablarse con 
preferencia de unanimidad’” (énfasis añadido).  

 
Con base en el análisis desarrollado en el pronunciamiento contenido en el oficio No. 12618, de 5 
de agosto de 2025, esta Procuraduría examinó las disposiciones normativas aplicables a la 
elección de la segunda autoridad del ejecutivo de los GAD municipales, arribando a las siguientes 
conclusiones: 
 

i) De acuerdo con la regla de interpretación literal6 de la norma, la designación del 
vicealcalde se realiza con el voto de mayoría absoluta del Concejo Municipal, lo cual 
corresponde a la mitad más uno de sus integrantes; y, cuando el número de 
integrantes de dicho Concejo es impar, se entiende que el número requerido es el 
número entero inmediato superior. 
 

ii) La mayoría absoluta requerida para la elección de la segunda autoridad ejecutiva del 
GADM se calcula sobre la totalidad de integrantes del Concejo Municipal, incluido el 
ejecutivo del GAD. 

 
iii) En atención al primer inciso del artículo 321 del COOTAD, todo voto en blanco de 

los miembros de los órganos legislativos del GADM se acumula a la mayoría.  
 

iv) Por tanto, el voto dirimente del Alcalde no suple el requisito de mayoría absoluta 
cuando la ley exige expresamente dicho tipo de mayoría, como ocurre en el caso de la 
elección de la segunda autoridad del ejecutivo del GADM. 

 

																																																													
5 Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual de Guillermo Cabanellas de Torres.  
6 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 
52 de 22 de octubre de 2009.  “Art. 3.- Métodos y reglas de interpretación constitucional.- Las normas constitucionales se 
interpretarán 
en el sentido que más se ajuste a la Constitución en su integralidad, en caso de duda, se interpretará en el sentido que más favorezca 
a la plena vigencia de los derechos reconocidos en la Constitución y que mejor respete la voluntad del constituyente. Se tendrán en 
cuenta los siguientes métodos y reglas de interpretación jurídica constitucional y ordinaria para resolver las causas que se sometan a 
su conocimiento, sin perjuicio de que en un caso se utilicen uno o varios de ellos: (…) 7. Interpretación literal.- Cuando el sentido de 
la norma es claro, se atenderá su tenor literal, sin perjuicio de que, para lograr un resultado justo en el caso, se puedan utilizar otros 
métodos de interpretación”. 
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v) El segundo inciso del artículo 61 del COOTAD establece que el concejal electo como 
segunda autoridad del ejecutivo del GAD municipal, durará dos años en funciones y 
podrá ser reelegido. 

 
4. Ratificación del Pronunciamiento. - 
 
Analizados los argumentos expuestos en el pedido de reconsideración, esta Procuraduría concluye 
que no existe fundamento jurídico suficiente para modificar el contenido del pronunciamiento 
emitido mediante oficio No. 12618, de 5 de agosto de 2025. En consecuencia, en aplicación del 
cuarto inciso del artículo 13 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado, se ratifica 
lo expresado en dicho oficio. 
 
La presente ratificación debe ser entendida en su integridad y se limita a la inteligencia y 
aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad 
consultante y de cualquier otra entidad pública, su aplicación a casos institucionales específicos. 
 
Atentamente,  
 
 
 
Rodrigo Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE  
 

 

Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
 
Validar únicamente con FirmaEC
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Magister
Jorge Mauricio Maruri Vecilla
DIRECTOR GENERAL
CONSEJO DE LA JUDICATURA
Quito.

De mi consideración:

Mediante oficio No. CJ-DG-2025-1208-OF, de 16 de septiembre de 2025, in$esado en
el co¡reo institucional de la Procuraduría General del Estado el mismo día" se formuló la
siguiente consulta:

l. "En ¡elación col el artículo 173 y numeral I del aúlculo 173.1 del Código
Oryánico de la Función Judicidl, ¿Quiénes rcsultarcn ganadorcs del concuño
de ruhitos y oposición paru set jueces y jaezas de la Co¡te Nacional de Justicia
deben ejercer susfunciones pot un período completo de nueve (9) años contodos
desde su posesión, o únicdmente por el fien po rcslanle del período inslifucional
al qae corrcsponda lo tacante, paru nrantenet la renovación escalonada po¡
tercios?".

Frente a lo cual, se manifiesta 1o siguiente:

l. Artecedentes.-

Del oficio remitido y documentos adjuntos se deprende que:

El informejurídico adjunto al oficio de consulta! contenido en memoÉndo No. CJ-DNJ-
2025-1231-M, de 16 de septiembre de 2025, susc to por el Director Nacional de Asesoría
Jurídica del Consejo de la Judicatrüa (en adelante, "CJ") citó como fu[damento ]os
artículos 82, 83, l8l numeral 3, 182, 183 y 226 de la Comtitución de la República del
Ecuadorr (en adelarte, "CR¿"); 38 numeral l, 173, 173.1,280 numerales 1 y 5. y la
Disposición Transitoria Undécima del Código Org¡ínico de la Función Judicial2 (en
adelante, "CO¡y"), actualmente derogada3 por el articulo 65 de la Ley Orgánica
Refo¡mato¡ia del COFJi I de la Resolución No. 03-2021 de la Co¡te Nacional de Justiciaa
(en adelante, "ClfJ"); la Disposición Ceneral Tercera de la Resolución No. 008-2021 del

1 C RE, publi.a¿a e" el Restrtro Oliciat No. 449 ¡1e 20 ¡l¿ @htbre de 2OO8
) COFJ, p"blicd¿o ¿ñ .1 Srpkñento del Re4dra Ofrci.! Na. 514 d. 9 de ruto d¿ 2AO9
t DBpos¡cún t lh¿zdM d*aEada pot el a.rícula 65 dt l¿ Lq\ Olgákm Re¡úMtór¡a d.l COFJ, publicd.L ek el S"p¡¿Mh¡o del
R¿ei¡ttu Olcial Na. 315 3 tu dicieñbrc de 202A
! Resolución publicada en el Segutulo S"pletu to del Regútro Olcúrl No 109 d¿ 12 d. NEo d¿ 202 ¡ .

-

ü
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,

Pleno del CJs; y. la Disposición T¡ansito¡ia Única de la Resolución No. 208-2024 del
Pleno del CJ6. Con base en dichas disposiciones, el informe concluyó:

,,4, PRONUNCIAMIENTO:

(...) se eridencia que, en un primer plano el artículo 173 ¡lel Códiqo Orsánico de

la Func¡ók Judícial esldblece aue los iueces I iuezas ¿le la Coúe Nucional de
Jüslicia setáfi des¡ghados oatu ult PERIODO de fluew años y que la Corte sefti
renoNada de maneralarcíal por tercios cada tres años; sin embargo, el numetal
I del artículo 173.1 señala que las juezas y jueces 4ue fuW!IIILUDQ
[!!![¿$p§cesarán del cargo de forma inmediaÍ.l, sin establecer el peñorlo
al que se encuenfran soúeti¿os ptoduch del concurso púhlico de mérítos y
oposición por el cual ganaron paru eiercer sus.funciones; es decir, no exísÍe
claridad en determinar si el oeríodo es instilacional y no personal. ! que la
duración del encarco depende del tiempo restan¡e de la vacante orieinal

(.-.) En este cohterb, con la finalidad de no quebrantar la dinátu¡cq de la
renovación parcial que se aplíca en los concursos de Corte Nacional las vdcantes
que se encuentran cubiertas terw)otdlme Íe por cokjueces. están ik etsafiehte
rcldciofiadas con aquellas wrcantes de los concursos de renotación Darcial gue
no se oudieron llevar a cabo v que eslaban supeditadas a un oeriodo defino (síc),
sieuiehdo la eslructuru. otden v difi.imica de la renovdc¡ón parcial.

(...) En este sentido debe enfenderse que el co^,ocar a un Co
méfitos 1) oDosic¡ón pata cubtil vacantes de iueces para lar Corfe Naciondl, no
imolica eue dicho concurso {aculta a que el período para eiercer las lunciones
del cargo seu los 9.tños.tue preré el numerul I del artículo 173.1: s¡no que. se

deberá cumplir única )r erclusi'r@fienÍe el petio¡lo de tiempo restante .le los
concursos que no se pudieron llevar d cabo en §urespectivo tkoñenlo. con lo cual
se podrá cumplir las rcglas determinadas en el articulo 173. Esto es el periodo

.lAltu1te.le los 9 años del concurso que se tuvo que llevar a cabo.
concomitdntemente con §u l'ehovacióú Parcial-

La coexisfencid de peiodos desfasados v la acumulación de vacantes const¡tuJ)en

un desafo compl4o para el Conseio d
i ¡eqtación de la Corte v la coftecta aplicac¡ó del s¡slema de renoracíón por

,¿rcios " (el é¡fasis corresponde al texto original y lo subrayado me corresponde).

2. Análisis. -

Con el propósilo de facilitar el estudio del tema planteado en la consulta, el preselte
analisis se esüuctura en los siguientes puntos: , la competencia del CJ para efectuar
concursos de méritos y oposición para designarjueces de la CNJ y sus reemplazos; y. i,
la cesación de losjueces de la CNJ y reglas de inte¡p.etació¡ de las nolmas-

' Rrsalución púka.lt en el Regñla a¡c¡al lia 358 d. I I d. .febre/a de ,a21.
ó Resohctón ptblicada en el *su"da Swleñehlo d¿l R¿s.strc Of'.ia¡ l\a ó96 d. 3 d. dicienbre de 2021.
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2.1. Competencia del CJ para efectuar concursos de méritos y oposición para
desigDarjueces de la CNJ y sus reemplazos. -

El artículo 177 de la CRE señala que la Funció[ Judicial se compone de órganos
jurisdiccionales, administrativos, auxiliares y autónomos, conespondiendo a la ley
determinar su estuctura, funciones, atribuciones y competencias, con miras a asegurar la
adecuada administ¡ación de justicia.

En Io relativo al CJ, el artículo 178 de la CRE, en armonia con el inciso primero del
artículo 254 del COFJ, establece que: 'es el órsano de sobierno. administruc¡órt.
rigílancia y discíplina de la Función Judicial" (lo subrayado me corresponde). De igual
forma. el numeml 3 del a¡tículo 181 de la CRE le asigna la atribución de "Diligit los
procesos de selección de iueces y demLis set'virloles ele la Función Judicial, asi como, su
e,r,tl aciótt. asce sos y sanción" (1o subrayado me conesponde).

Concordante, el numeral l8 del anículo 264 del COFJ, señala que le conesponde al Pleno
del CJ, entre otras funciones, la de 'Definir los procedimientos pala el meiotamie to v
modernización de la Función J dicial. selección. concursos de oposició\1 v tkéritos.
permanencia, disciplina, eraluac¡ó , fomac¡óh y capacitación de las servidoras y los
señ,¡rloles de la Func¡ón Judícial ¿le conformidad con la ley" (1o subrayado me
corresponde).

De manera complementaria, el a¡tículo 51 del COFJ dispone qu]e "Todo proceso de
selección de postulantes a ingrcsü a las ditersas carreras de la Función Judicial, se
íniciará con una resolución oti,ada .lel Pleno eiel Consejo de la Judicatutd, en la que
se explicatá lq ecesi.lqd tlel mismo". Esta exigencia resalta que la convocatoria a
concursos de mérilos y oposición constituye una atribución propia del Consejo, que debe
ejercerse de forma motivada, formal y suste[tada en criterios de necesidad institucional.

En cuanto a la Corte Nacional de Justicia, el a¡tículo 182 de la CRE establece que estará
integ¡ada por veintiún j ueces, organizados en salas especializadas , y " serán 19;!g1qfu1
oara un Deriodo de nueye años; no podrén ser reelectos v se renovarán Dor tercios caal¿t

fres años", cesando en sus ca¡gos confo¡me a la ley (lo subrayado me corresponde).
Añade dicho precepto que existiútn "coniueces que .fotmarán pafte de la Función
Jutlicial. ouien¿s:erán st leccit¡ntdos con lor mismos proceso.t ! ten)ritn las mismat
rcspon§abilidades" y régimen de incompatibilidades que sus titulares (lo subrayado me
corresponde).

En el mismo sentido, el artícnlo 173 del COFJ establece que la CNJ estará i¡tegrada por
veintiúnjueces designados "Drevio concurso de qposición v métitos. con impugtacíón))
control social" dirigido por el Cl 'patut un período de nueye años ". Ag¡ega el citado
articulo que: "La Corte se rcnovtá, tle tka ere percictl. por tercios cada ftes años" y
' Cesarán en sus cargos cotlforme con este Código " (lo subrayado me corresponde).

El artículo 173.I ibidem establece las reglas para la renovación parcial de la CNJ:

il'
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" I . Las y los jueces que hayan cumplido nueve oños cesanin en su cargo de forma
inmedíata.

2. En cqso de cesació de uha j ez..t o juez por l.ts causales previstas en este

Código antes de cumplir nueve años en Jirnciones, serd reemplazado por la
cofijueza o el conjuez especidlizado mejor puntuado en ld última etaluaciók
dirigída pol el Consejo de la Judicatura, quiek clinplirá sus fukciones hasta
term¡nar el perío.L, corresporldiente al de la jueza o juez cesaclo. En caso de no
aceptar ld conjüeza o el cofijuez espec¡alizado dicfut designúción, se nombrará al
siguienle mejor puntuado. "

Finalmente, el artículo 176 del COFJ ordena que el CJ realice los concursos de oposición
y méritos de losjueces "co la debidl anticipación a la fecha en que debeú cesal en sus

funciones los respectiros grupos; para que en la fecha que cese cada gtupo entretl a
actuar qu¡efies deban reemplazdrlos ".

De lo manifestado se observa que: , el C.I es el órgano d€ gobiemo y adminishación de
la Función Judicial, responsable de dirigfu los procesos de selección dejueces; if la CNJ
está integmda por veirtiúniueces designados previo conculso de oposición y méritos, con
impugnación y control social, dirigido por el CJ, pala un período de ueve años; ii, la
CNJ se renovará de manera parcial por tercios cada hes años, de modo que losjueces que

hayal cumplido nueve años cesariín en su cargo de fom'la inmediata y, en caso de cesación
de unjuezpor las causales previstas en eI COFJ antes de cumplir nueve años en funciones,
éste será reemplazado por el respectivo conjuez, quien cumplirá sus funciones hasta
terminar el período conespondie¡te al deljuez cesado; y, iv) conesponde al CJ realizar
los concursos de oposición y múitos de los jueces con la debida anticipación a la fecha
en que deben cesar en sus funciones los respectivos grupos; para que en ia fecha que cese

cada grupo entren a actuar quienes deban reemplazarlos.

2.2. Evaluación y cesación de los jueces de la CNJ y reglas de irterpretaciótr de las
norrna§. -

Elafliculo 38 del COFJ determina que. " lntegran ld Funció .ludicial y se de ominan,
enge eruL senidorcs de la Func¡ót1 Judicial ", enfre otros "1. Las iuezds r|jueces. las
conjuezas y los conjuece§, y defiás servidotds y seryidorcs de la Función Judicial qg9

Dtesta s s senicios en la Corte Ndcional ale Just¡c¡a ", coñes provinciales, tribunales y
juzgados de primer nivel (1o subrayado me corresponde).

A su vez, e1 nurneral 1 del adículo 40 d€l COFJ define a los servidores titulares como
"Aquellos que han sido nombrados v posesio constaúte
en el d¡stributi,ro de sueldos de la Funció Ju.licial, con dúac¡ón ifideJi ída o d pefiodo

/lq " (1o subrayado me pene¡ece). El mencionado afiículo añade que los conjueces
"setán servidores titulares sujetus a los misnlos lequisilos, r¿g¡fien discipliMrio e

inhabilidades que las juezas y jueces ".
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En cuaflto a Ia cesación de funciones de los seruido¡es de la Función JudicialT. el artículo
120 del COFJ indiaa que: "cesa dertnit¡vumente en el cargo y deja de pe enecet a ls
Función Judicial", ent¡e otras causales, "2. En el caso de la senidoro o set'vidor
nooúrado para ul determinado pe odo o plazo, haberse cumpli¡lo el mismo, v al tratarse
de seryklores orot'isionales ul momento en que el títular asuma la unídad " (lo subrayado
me peÍenece).

A ello se suma lo dispuesto en el artículo 136 del COFJ que señala. " Las juezas yjueces
y demás serúdoras y seryidores de la Función Jud¡cíal, nombrados prefio concurso de
merecimienlos y oposicióú, síempre oue se encuenfren de
ca¡¡e¡as de la Fancün Judicial, pomn de estabilidad. sabo los casos de las iuezos v
iueces de la Co¡fe Nacional de Justicia v más seNidoras y seflidorcs jüdicial¿s a
ouienes exDresamente se les Íiie un oe odo delefininado Daru el desempeño de su
cqruo, (...) Serón a periodo Jijo los vocales del Consejo de la Judicatura, lds juezas y
jueces de la Corte Nacional de Jüstícia; las conjuezas y conjueces, juezas y juece,t
tempotales. otafias y otarios, senridoras y serridores tempotales y pe$ohal a conlrqlo
pol ser\t¡cios oc,tsionales" .

En concordancia. la Resolución No. 03-2021 del CNJ dispuso que, si ü Juez Nacional
cesa antes de cumplir su período, el Presidente de la CNJ llama¡á en su reemplazo al
conjuez de la respectiva Sala especializada con mejor puntuación en laúltima evaluación
del CJ, "quien cumolirá sus funciones hasta terminar el oeriodo del iuez cesado o hasta
que se nombrc al titulü " (lo subrayado me pertenece).

Por ota pafte, los nu¡ne¡ales 5 y 6 del artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantias
Jurisdiccionales y Control Constitucionals (en adelante, 'LOGJCC ") conriene las
siguientes reglas de interpretación normatir a:

"5. Interpretación sistemálica-- Las úormas jurídícas deberán ser i lelptetadas
a partir del cokterto general del terto normati,o, para logrur ehtre fod.Lt le-t
disposiciones la debida coexistencia, coÍespondertc¡a y urmoníq.

6. Inferpretació teleológica-- Las normas iurídicas se entenderán a pqrt¡r de los

rtnes que pers¡gue el texto normatiyo"

En consecuencia, según el artículo 176 del COFJ, es obligación del CJ realiza¡ los
concursos de oposición y méritos de Iosjueces de la CNJ con la debida anticipación a la
fecha en que deben cesa¡ en sus funciones los rcspectivos grupos, con la finalidad de que

- en la fecha que cese cada grupo - ingresen sus reemplazos. El ejercicio de tal atribución
asignada expresamente al CJ, guarda armonía con la finalidad prevista en la CRE y en la
ley de designar oportunamente a los jueces de la Co¡te Nacional de Justicia. a ñn de
garantizar Ia realización de ura evaluación única y determinar el orden de prelación para
Ias cesaciones y renovaciones parciales futuras-

7 aa . Títub tt "aARRERAS DE LA FI]NCIó\ JL.D|CIAL Cdpíl"tavll'CESta:tÓNDL¡liNCraNESfREVO(ION'
' LdlJCC, pahlia¡la en el Sesn¿o Stpl¿ñeht. del Reg¡.uñ Oractol No. 52 d¿ 22 de @htbrc de lAA9. l/

132132



-
tilt

I av.am¿¿onas N!9r2!vA,¡aaá

coNsEJo DE L4 tüDtCAfUkA
01N9207"2025

Pngitu 6

PfiOC1^AATRh 6h6qAL D€L EíAOO

rii.! ii t: :tLlti:

De lo expuesto se concluye que: , losjueces y conjueces de la Corte Nacional de Justicia

son servidores tiü¡lares sujetos aperíodo f¡o, cuya estabilidad se eocuentra expresamente

condicionada a la duración establecida efl la Constituciót y Ia ley; ii) los jueces de la
Corte Nacional de Justicia cesan sus funciones - por regla general - por el cumplimiento
del plazo de nueve años. En caso de cesación anticipad4 eljuez sení reemplazado por el
conjuez mejor puntuado hasta oompletar el período correspondiente; iit) el articulo 136

del COFJ confirma que, a diferencia de otos servidores judiciales de carrera con
estabilidad indefinida, los jueces de la Corte Nacional de Justicia ejercen sus ñrnciones

exclusivamente dr¡rante el lapso fijado en su designación; y,,, el Consejo de la
Judicatura debe convoca¡ los concu¡sos de méritos y oposición con la debida anticipación,

a fin de asegurar la cor€cta aplicación del sistema de renovación por tercios y la
inte$ación oportuna de la Corte Nacional de Justicia.

3. Pronu¡ciamiento. -

En atención a los téminos de la consulia se concluye que, de conformidad con lo previsto

en los articulos 151,136,173,173.1, l'16,254 y 264 numeral l8 del Código Orgánico de

la Función Judicial, el Consej o de la Judicatua podrá emitir una resolución motivada para

convocar a concursos públicos de méritos y oposición para cubrir las vaca.ntes dejueces
de la Cofie Nacional de Justicia @
de los concwsos oue no se llevaron a cabo en su momento, garantizando la adecuada

integración de la Corte y la correcta aplicación del sistema de renovación por tercios.

El presetlte p¡cnunciamiento es obligatorio pa¡a la Administ¡ación Pública y se limita a

la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos

institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de

cualquier otla entidad pública que 1(r aph

Abg. Juan
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Quito, D.M., 2 5 SEP ?025

Cnel. Martín Cucalón De lcaza
Primer Jefe
CUERPO DE BOMBEROS DEL GOBIERNO
DESCENTRALIZADO DEL CANTóN GUAYAQUIL
Ciudad.

De mi consideración:

I
r"
t§
,

Edif icio Am.zonas Pláza
Av, Amázoñar ñ!9-12! y Arizaga

AUTÓNOMO

Mediante oficio No. BCBG-PJB-2025-0194-OF, de 7 de mayo de 2025, ingresado en la
Dirección Regional I de la Procuradu¡ía Gene¡al del Estado el 3 dejunio del mismo año
y remitido a este despacho con oficio No. PGE-DR1-2025-00241 , de 24 dejunio de 2025,
se formuló la siguiente consulta:

"Es jurídicamente procedekte que el Beneméñto Cuerpo de Bombetos de
Guq)aquil estipule en suJ contralos para la adquisición o q endamieúo de
bierres, ejecucitír, de obrus y prestación de servicios ana cldusula de uulta
equivalenle al 3x1000 del valo¡ del confrufo pot cadq día de incumplimiento
it tpulable ol contrulista, calcalada sob¡e el porcerrlaje de obligaciones
pendienfes de ejecucién, en alencióft a su caráctq disuasoio ! como n edida
pura garufilizar el cumplimiento oporfuno de las obligaciones conttacluales,
conforme al srlículo 71 de la LOSNCP y el artículo 292 de sa Reglamento?".

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

1. Antecedentes. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se deprende que:

El informe jurídico contenido en el oñcio No. BCBG-CGL-2020-0055-OF. de 20 de
enero de 2020, susc to por la Coordinadora de Gestión Legal (S) del Benemé to Cuerpo
de Bombercs del Gobiemo Autónomo Descentralizado del Cantón Guayaquil (en
adelante '?CB de Guoyaquil"), citó el articulo 7l de la Ley Orgánica del Sistema
Nacional de Conüatación Públical(en adelar)te "LOSNCP"). Con base e¡ dicha
normativ4 el informe concluyó:

"3. Conclusiones:

1 LOSNCP. r,rbb.ado ¿n ¿l Stpt¿tu o.l¿lRes¡sno Alicial No 3A3d¿ I9d¿octabp.!e2AtO
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En base a lo expuesto, todd vez que han sido analizados los fuwlamentos de hecho
y de derecho que úteceden, se puede co cluir que esta coordínacíón recom¡enda
a las r¡emás cootdi aciones que al elaborar los términos de referencia y/o
especifrcacíones técnicas, se aplique las multas del (3x1.0A0), con la linalklad
que el conlratista tome mayor conc¡enc¡.t al cumplímiento de las cláusulas
cotllractuales, y esta condición deberá ser incluida en el pliego del proceso afin
de que los of¿renfes partic¡pen bajo las m¡smas condiciones-

Es preciso menciotlar que esta recomendación no tiene ningún efecto adverso
para la enticlad bombeñ|, el propósito de estd multa arfiba rccomendada consiste
en eútff un incumpl¡tt¡ento o que el co batisttl coffija este tipo de conductas, se
podría decir, establecer na coerción para el contratista; a la entidad contrdtakte
le interesa elfn ultimo r4ue en este caso es que el contratistd cumpla con el plazo
y demás clausulas cofittqctuales, la cotecta ejecución del contreÍo ya sea de
bie es. obra o senicios"-

Con el fin de contar con Írayores elementos de análisis mediante oficios Nos. 12022 y
12035, de 30 de junio de 2025, y Nos. 12335 y 12336, de 17 de julio de 2025, la
Procuraduría Ceneral del Estado solicitó e insistió al Servicio Nacional de Contatación
Pública (en adelatte "SERCOP") y a la Contaloria General del Estado (en adelante
"CGE") que remitan sus criterios jurídicos institucionales sobre la mateda objeto de la
consulta.

Los requeiimientos fueron atendidos por: , la CGE, mediante oficio No.398-DNJ-2025,
de 21 dejulio de 2025, ingresado al día siguiente en la Procuaduria General del Estadoi
y, ir) el SERCOP, mediante oficio No. SERCOP-CGAJ-2025-0134-OF, de 4 de agosto
de 2025, ingresado el mlsmo día en la Procüaduria General del Estado.

La CGE, adem¿is de la nomativa ya referida, incorporó los a¡tículos225.226,233 y 288
de la Constitución de la República del Ecuadol (en adelante, "Cn¿"); I de la LOSNCP;
292 del Reglamento General a la LOSNCP3 (en adelante "RGLOSNCP");7 y 1454 del
Código Civila (en adelante "CCl "): 109, numeral 9, de la Normativa Secrmdaria del
Sistema Nacional de Conlratación Públicas (en adelarltte "Resolución SERCOP No.
131"), 403-10 Cumplimiento de Obligaciones. Normas de Contol lntemo para las
Entidades, Organismos del Sector Público yde las Personas Jurídicas de Derecho Privado
qu€ dispongan de rccursos públicos6 (en adelarllre "Normas de Control lntemo CGE").
Con base en dicho marco normativo analizó y concluyó:

"ANÁLISIS:

(.. )

-
ITT

mocLn¡a*t¡ <*l¡n¡r oe isr¡oo

7 ( RE, luhtlca¿d ú et R¿giÚa Olcjat l\a.419 .L 20 .]e ütubre d¿ 2A08.
1 RGLOSIICP. pubtj@da ú el Swlendla .lel Re!¡sbo O¡ct¿l No 87 d.l 20 .le Jaa¡o ¡i¿ 2A22.
a cC, puhlna,la e. el Srptehenb ./.1 Reg¡!ft) ol¡ctdt No 16, d¿ )1 d¿ juito d¿ ,oa5
s R¿salúc1ók SLRCOP No. t 31: ptblia.¡ó en el Suplem"to de¡ Reíis¡o t)fciat No. ió?, de 3 de a4ora de 2AB.
6 NatNs l¿ Cahb.t tnterho (CE: d.t¿t to .¡. la CGE llo 4, ,tbticado ú el S,pLwnto det R¿sjs¡a ancid¡ i¡a )57. de I d.
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Del análisis de esta norma se desprende que, si bien ex¡ste un mínirno legal
establecido paru las multas (1 r 1.000), o se hart¡ado un lírn¡te ¡.irimo para su
determinación, no obstafite, lq ouse cia de un lecho normatiyo no habilita d la
administración a ¡mponer discrecionalmente un porcentaje s pelioL esto en
aplicacióh estr¡ctu del ptincipio de legalidad, ya que, ld admi istración públ¡cq
curece de competencia para et:;tipular en k)s contrator^ un porcentaje de multa
superior al establec¡do expresamente en la notmativa, es dec¡r, al 1)t 1-000 del
valor del contralo.

Por lo expuesto. e qtención a los téruiros de la consulta planteada por el
Benemér¡to Cuerpo de Bomberos de Gutryaquil, se ¡denlifica que la norma
expresa sobrc el asuhto consultttdo, únicamente cons¡deru la pos¡bilidad de lq
apl¡cació de na u lta que eh ningún caso seró ínferior al I x 1.000 del valor
del coktrob que se calcul.tr.in sobre el porcentaje cle las obligaciones que se

encuentran pendientes ¡le ejecutarse, incluyendo el redjuste de precios quc
corresponda y sín consíderar los impuestos- En el caso de las obras, lqs multas
se calcularán de conformidad con el re¡raso injustilcado imputable a la planilla
que corresponda".

Por su parte, el SERCOP, además de las disposiciones previamente señaladas. citó los
sigui€ntes artículos: 82,227, 424 y 425 de la CRE; 14 y 28 del Código Orgránico
Administ¡ativo? (en adelante "COA");10,70. 80 de la LOSNCP; 293, 295 y 303 de
RGLOSNCP, con base en los cuales concluyó:

" III. PRONUNCAMIENTO.-

A manera iluttrati,ra se manirtestu q e el adñ¡nisbqdor alel contrato, posee la
obligación reglada presct¡la en los ortícukts 70 y 80 de la LOSNCP; y, artículo
295 de su Reglamento General cle aplicación, de administlar y wlar por el cabal
y oportuno cumplimienlo de todas y cdda una ¡le las obligac¡okes ¡leri,adas del
contrato: y, adoptarulo lodds lds acciones necesarias para eyitar el
incump I i¡n¡ ent o de I coh¡rato.

El artículo 7l segundo inciso de la LOSNCP, úgente a la prcsenle fecha, es

enfiitíco al señalar que las multas se calcularán sobre Iq ,alorucióÍ de la
oblisación de irrcumolimiento cot fome los potdmefrcs oue detetmine el
Reglameúo General; concordante con la disposición antes señalada el artículo
292 tercer inciso del RGLOSNCP, señala que la entídqd contratante establecería
por cada día de retar.lo en la eiecución de las obligaciones conttttchlales pot
paúe del coktrutista, una multa que en 4jtrg!yggg9;94!j1¡@!g¡g!!g!!@del
lalor del contrafo, la cual, se calc lará sobre la.r.tloruc¡ó de ld obligacíón
incumpl¡da, incluyefido el rcajusfe de plec¡os que corrcspondd sin consider¿t los
ímpuestos. En el ca\o de las obras, las multas se calcularan de conformidad con
el retraso injusfirtcado imputable d la pla ¡lla que corresponda.

7 a:O.1. pnbtica.la ¿ñ¿t Supbruhto,!el Reeúta O¡cút N. 31 ,le l)7 deLut¡o de 20¡ 7
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Por lo lqnto, eñ relación a la contultu planteqda, tql como se menciona en el
párrql¡, que antecede, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema
Nacional de Coniatación Pública claramente detetmiha que la hulla en ningin
csso será infeiot al I x 1000 del valor del contrulo, es deciL se otorgq la apertura
para que las entidades contratantes estsblezcan un cálculo de ultu muyor al que
cons¡d en lq norma, tomando en consideración el principio de ptoporcionalidad
detennikado en el qrtículo 7l de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de
C ontr atac ión Púb I ica ".

En atención a los criterios remitidos. se adviene coincidencia en que existe un piso
minimo obligarorio para la multa. Sin embargo, el BCB de Guayaquil y el SERCOP
co¡sideran procede¡te que las entidades contBtantes establezcan multas superiores al
minimo legal de I x I 000 del valo¡ del contrato. siempre que dicha determinación responda
a criterios de proporcionalidad.

Por su parte, la CGE sostiene que la faha de un límite máximo no
administración a lúa¡ porcentajes mayores, en estricta aplicación del
legalidad.

2. Arálbis.-

El anículo 4 de la LOSNCP dispone que: "S¿ obsemarán especialme e los principios de

concuttencict, igualdad, sostenibilídad, simplificación, lransparcncia. inlegridod: y,
ejor talü por dinero; sik perjuicio de los establecidos en el Código Orgáníco

A.lministratiw y en otrut normati,ra que fuere aplicable- '

A su vez. el articulo 5 ibidem ordena que los procedimientos y contratos se interpreten y
ejecuten según los pdncipios antes indicados, en coherencia con el nume¡al 2 del articulo
9 de la misma ley que irja como objetivo prioritario del Estado "Garantízat la ejecución
plena de los contratos y la splicacióñ efectivq.le lqs normas conttacluales"-

En cuanto a la natualeza ju¡ídica del vínculo contactual, el articulo ó0 de la LOSNCP
prevé que: Los contratos a los que se rcfíerc esla Ley celebrados por las Entidades
Co ttqtantes. son conltatos udr inislrativos ". Estos se deñnen en el a¡tículo 125 del
COA como "el acuerdo de voluntatles productor de e/éctos jurídicos, ehlre dos o uás
sujetos de derecho, de los cuales uno ejerce una funcíón adminr'Írativa ", especificando
qrei "Los conlrulos administrativos se risen Dor el ordenamienlo iurídico específico en

la materia" (lo s]U'blayado me conesponde).

Debe señalame que el numeral 30 del artículo 5 de la Ley Orgánica de Integridad Pública8
(en adelante "¿OIP") sustituyó el aniculo 7l de la LOSNCP e incorporó seis cláusulas
obligatorias en los cont¡atos ¡egulados por la LOSNCP. En relación al análisis que se

efectúa, el numeral 4 establece:

''1. Cláusula de multas. Las muhas se ímpondrdn por rctardo en la ejccució de

las obligaciones con¡ractuales conforme al plazo e":'loblecido y/o al cronogtama,

faculta a Ia
principio de

3 
LOIP. ptbhcado en et Tercet supl.Nnto det Resis¡to Olcial Nó 68 d¿ 2ó .t Julio .le 2025
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lds que se itupo drá pol ca¿L¡ tlíá de retardo y se calcala in sobrc la valorución
de la obligación incumplida confo¡me los pqtórnetrus que determire el
Reglamento GeneruL

Ld entidad conlralante podú deteminat, de ser el caso, el coqiciente de la
multa en los pliegos y el conbato, asi como el porcentaje mdrimo de imposición
de ,nullas en ruúfi .lel monto del contrulo, de conÍotuidad col lo que rcgule el
Reglqñenlo,

Todq ,nulta se Íufi.lamenlará en el pñncipio de prcporcionalidad, de acuer¡lo
con la Syavedaddel incumplimiefito debidamente califcado con relat:íón al objeto
contractual. El procedimie to para la i posición de multas será regulado en el
Reglamento, rcspetando el detecho al debido proceso y concluirá con la em¡s¡ók
del octo odminisÍqtiyo de imposición de la multa-

Las multas impuestas al contlatt¡st.t puerlen ser impugnodas sigliendo la cláusulq
co traclual. e sede administratíya, a tratés de los rcspectil)os recursos, o en sede

.iud¡ciql o arbitral, de ser el caso. En todo lo o prcústo en este inciso, se apl¡cará
las dí,tposiciones establecidas en el Código Orgánico Administratil)o, con
relación dl prccedimie to administativo.

Las muhas obedecen al ejetcicio de la lacultad coercitiva de la adminbbac il
pública, cuyo fin es que el coútrafísta coftüd el retatdo o el incumplimíento
contractuql acunqdo durante la ejecuciótl Su delec€iór, e imposición debe set
oporrana, ru«in pot lq cual, hacerlo de mlrneru paralela q la lerminación
unilaterul del conlrato o posleúot a ella acanea su ilegalidad" (énfasis
añadido).

Respecto del principio de proporcionalidad. y en concordancia con el afiículo 4 de la
LOSNCP, el artículo 16 del COA exige que las decisiones administativas deben
adecuarse al fin público y se deben adoptar en un marco de justo equilibdo enüe inte¡eses,
evitando cargas desmedidas.

En cuanto a la oportunidad en la imposición, el Pleno de la Corte Nacional de Justicia,
mediante Resolución No. 08-2024, estableció como precedeñe obligatorio que:

.'k$ multa! a las 0u? se rcficre el inc¡:o seglltb !!LL4!1?!!L:L lk la l?v
Oruánica del Sístema Nacional de Co ffatación Pública obedecek al ejerc¡cio de
la facuhad coerc¡Ii|a de la administración públícct, cuyo fin es que el contratisfa
Lorri¡a el retardo o (l ¡n(umllimiento contractual aru.\olo duh.tnte la eiecuc¡ón.
Su detección e ímposicíón debe set opoflu a. razón por la cual, hace o de
manera paralela o la tetminación unilateral del contrato o posterior a ello
acarearía su ilegalídad " (el subrayado me conesponde).

En esta misma línea, la Procuraduria General del Estado, en oficio No. 09188, de 25 de
octubre de 2024. concluvó:

-
tnil

moc!ÁaDJRla GNERAI De EsüDo
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"(...) las multas no representan ingreso esperado o planificado, síno una sanción
que se acti\,a ct¡mo me¿lida cofiectiya ante un incumplimienfo por parte del
conttafisfa, la omisiói eh el eiercicio de la facultod coercitiya por parte de la
entialad conftatante Dara impo er multas durclnte la eiecuciórt del co lrato no
genera. Dor si misma. . En este
escenalio, dicha oñisión qcaftearía, ek pli4ip jqJiq jlgüg!@bi jllñes
atlnlí ístrativos. puesto que, para que existq una responsabilidad citil culposa, se

deberá demostrar la existencia de un peljuicio econóhico real al Estado" (lo
subrayado corresponde al texto original).

En esta línea, el segundo inciso del a¡tículo 292 del RGLOSNCP precisa que:

"La m lta tendrá cornoJinalidad rlue las entí.lades contratantes, en ejercicio de

su facultd.l de coercíón paro la cotecfa ejecución del contruto, sin ,eminar el
mkmo, impulsen al contrafistd a cofiegb su conducta ! cunq)lir con sus
obligaciones, a efecfos de que el interés público se '',ea benertciddo pot medio de
la ejecución del objeto contractual" (ér.fasis añadido).

El tercer inciso del a1tículo antes indicado dispone que, er "los cdsos de reftasos
injusttfrcudos respecto del cumplimiento del objeto contractual, la entidad contratante
establecerá, por cada dia de relardo en la ejecución de las obligaciones cofitract ales
pol pafie del co trdlisla, una rrralra que en ningiin caso sení infetiot ql 1 x 1.000 del
vslot del cot frato, la cuql, se calculatd sobrc lq |alorució de la obligación incamplida,
incluyendo el reajuste de precios que corresponda y sin considerar los impuestos"
(énfasis añadido). El inciso finalañade que, en todos los casos,"la ekfidad co tratante
deberájustirtcar razt¡nadamente el vak¡r de lqs multat que se impondrán al contratísta".

El aticulo 293 del RGLOSNCP regula el procedimiento para la imposición de multas al
contatista. Al respecto, elnumeral I del mencionado artículo establece la at bución del
adminishador del contrato de imponer multas, quien, media¡te informe motivado,
determinará los incumplimientos y los valores a que hubiere lugar, en concordancia con
el numeÉl 4 del artículo 303 ibidem que faculta al administrador a " lmponer las multas
eslablecídas en el contrdto, para lo cual se deberá respetar el debído proceso".

De lo expuesto se observaque: l) la entidad contratante debe ejercer su facultad coercitiva
dentro de los plazos y procedimientos previstos en el contmto, y en el caso de que su

detección e imposición no fueren opoltunas, su imposición posterior será indebida. y, ii)
es resporsabilidad del administrador del contrato la imposición de multas de forma
oportuna; iii) el nume¡al 4 del a¡ticulo 7l de la LOSNCP obliga a estipular la cláusula de

multas y facultaa la entidad a determinar elcoeficiente y el porcentaie má\imo,los cuales
deben consta¡ ex ante en pliegos y contrato, para que los otbrentes conozcan el régimen
aplicable; iu) conforme al artíc]llo 292 del RGLOSNCP, la multa diaria no pueden ser
infe¡io¡ al 1 x L000 del valor del contmto y se calcula sobre valoración de la obligación
incumplida, y, v) en la aplicación de la LOSNCP y de los contratos derivados, la entidad
debe actuax con oportunidad, eficiencia y proporcio¡Blidad.

-
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3. Pro¡u¡ci¡mie¡to.-

En atención a los términos de su consulta de conformidad con los alículos 7 I . el numeral
4 de la Ley Orgrinica del Sistema Nacional de Contr¿tación Púb1ica"292,293 y 303 del
Reglaneflo General de la citada ley, la entidad contratante puede fija¡ en los pliegos y
etl el conrato el coeficiente de la multa diaria por retardo y el porcenraje máximo
acumulado de multas sobre el monto del contrato. Co¡siderando lo anterior, es necesario
precisar que en ningún caso la multa podÍi ser iDfe¡ior a I x 1 000 del valo¡ del contrato y
se calcula sobre la valoración de la obligacién incumplida, con el reajuste de precios que
corresponda y sin incluir impuestos. Es decir, sí se puede fijar que el coeficiente de la
multa sea del 3' 1000.

Las multas deben ser p¡oporcionales. motivadas y ¡espetuosas del debido oroceso.
observa¡do eficiencia. racionalidad v hato iusto. v aDlicarse oportunamente durante la
eiecuciól contractual.

El presente pronunciamieato es obligatorio para la Administración Pública y se limita a
la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos
institucionales especificos es de exclusiva idad de la entidad consultante v de
cualquier otra entidad pública que lo aplique.

PROCURADO DEL ESTADO

Xa!¡cr Msur¡cio TóEes Msldo¡.do
(lo¡l[lor C.¡.El d.l frhdó

s.. ,osé rulio NdÉ lla@
D¡Rror G.ftdl S.Ric¡o N..iotr¡l d. Co.ñi.c¡ón P'lblio
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Señor

Aquiles Álvarez Henriques

Alcalde
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCf,NTRALIi¿ADO MUNICIPAL DEL CANTóN
GUAYAQUIL
Guayaquil.

De mi co'rsideración:

Medianie oficio No. AG-AAA-2025-039ó9, de 18 de julio de 2025, ingiesado en el coÍeo
¡nstilucional de la Procuraduria General del Estado el 2l del mismo mes y aio, se reformularo¡ las

consúltas planteadas en oficio No. AC-AAA-2025-02708, de 20 de mayo de 2025, recibido en la
Dirección Regional I de esla institución el l0 dejunio, en los siguientes términos:

'1.- ¿De ocue¡do con el alcarce ju¡ídico de lo tufo¡rna al a ícllo I de la Le! de Aüación
Civil, coñterrida et el arlLulo 7l de la Le! lm¡o la promoción de lo iÜersiót ! la
porricipaeión c¡ltdodot o publicada ei el Regisrro OÍt ilrl del lE de ogoslo de 2(n0, respeclo

de las nlevas competerrcios n unicipales en hraleriq aeroporlaa q s@nl¡¡can uno
trunsfercncla deliniliva de dichas corhpelencias en mileria aeroporluaria a los Municlpias,

Íel dl concepto de descenl¡allzaciór, esrablec¡do en el ardculo 3 de ld LEt Especial de
Desceiioliuciór, del Estado y de Parlicipoción Social, vige e o lo époeo?

2.- ¿Debe entendene que, en e¡rtad del i¡dralo l5ó1 del Código Civil, segúd el cual todo
corrlt tto legalmenle celebrado es una le! para los cohl.atqntes, ! del arthulo 7 numerul I8
del mismo cae¡po noMúieo, que dispone que se entiendeñ inco¡po¡adtrs al contruto los
leyes vigentes al tieñpo de su celeb¡aciórr, la planiJicación, construcclófi, aalminlsttdción !
ñarrteñimiento de los iael,os ae¡opuertos in enoc¡orroks a conces¡ot one de acuerdo cort
las p¡evisiones, condiciones ! rcgulacioúes corrrentdas en las clóusulLs de los vigentes
contralos de concesión ae¡opofua¡¡n, son apllcobles po¡s dichos Iui/ros coñcesiones,
debierrdo apllca¡se lambür, complemeñrúriamenle ld legislación vigenlc d la época de b
frmta de los ,taevos corrfialos de concesión aetoporlaorin, sin peüulclo de consíderat erl la
eloboración de los coÜespondlenles pliegor prccohtactudles ! del n¡revo cont¡aro de
coñcesión las ,nejores prácticas posibles pa¡o ¿l ¿xito de los pncesos ! para ld efrcaz
constucción, adminilrociór, lt monreúmieúo ale los nuews aeropueftos
inte acionales?".

Frente a lo cua¡, se manit'iesta lo siguiente:

l. AItlecedert€s.-

Del oficio renitido y documentos adjuntos se deFende que:

Con oficio No. 11867, de 16 de ju¡io de 2025, este organismo solicitó al Gobiemo Aüónomo
Desoentralizado Mun¡cipal delcantón Guayaquil (enadelat'te, "GADMGualdq i¡") que las consulta§

¡n¡c¡almente planteadas en oficioNo. AG-AAA-2025{2708. de 20 de mayo de 2025, ingresado en la
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Direcc¡ór Reg¡onal I el l0 de junio de 2025, fueran refomuladas de mane¡a que traten sobre la
aplicación geneml de normasjuridicas y se acompañe el informeju¡ídico del Procurador Sindico del
GADM Guayaquil. Dicho requerim¡ento fue atendido mediante el oficio citado al inicio de este

documento.

El informe ju¡ídico No. DAJ-U-2025-4920, de 17 de julio de 2025, suscrito por e¡ Coordinador
Ceneral Sindico, Delegado del Procurador Sindico Municipa, delGADM Guayaquil, fundamenta su
análisis en los artículos I l8 de la derogada Constitución Políticar (en adelante, "CP "); 2, 5 letra b) y
? de Iaderogada Ley de Modemización del Estado, Privatizacio¡es y Prestación de Servicios Públicos
por páre de la lnicialiva Privada2 (efl adelante. " LME ')t 3 y 4 letra f) de la derogada t¡y Especial de
Descentralización del Eslado y de Paticipac¡ón Social3 (en adelante, "¿rD¿"); 269 numeral I de la
Constitución de la República del Ecuadod (en adelante "CR¿"); 56E del Código Orgánico de
Orga¡ización Tenilo¡ial, Autonomía y Descenfalizació¡5 (en adelante, "COOTAD");1 de la Ley de
Aviación Civil6 (en adelante, "¿lf'); 7 numeral l8 y l56l del Código CivilT (en adelarire, "¿lC"'): y.

el Decrelo Ejecutivo No 8713. Con base en estas disposiciones, concluyó:

"6.- En ctmpliniento de los Decretos Ejecutiyos que yiabiluüon la ejecución efectfua de
dicho refonna a la Ley de Aviac¡ón Civil los Municipios berrel¡ciaríos de dichas nueyas
comoetencias emprendieron los respecti\ros procesos de contratac¡ón que desenbocaron en
la süsct¡pcüh de los pertinentes contratos de deleeaci t a la iniciati,a oriyada. En el caso
de Gulvaouil se sufcribió uncontuto de concesión del istema aercportuaria d¿ Guayaouil
el 27 de {ebrero de 2004. el ni$no oue ha sido obieto de núkiples adendas confiactuales.
Como es obvio, este conrrato se suscribió al arriparo de la Ley de Modemizac¡óh del Estodo
y de su Reglanekto de Aplicac¡ón, de la indicada reJonna a la Ley de Aviación Ciyil, de la
Constitución de 1998 (que tañb¡én concíbió a la descentrulización conlo transferencia de
compefencias en el artíc¡,tlo 22ó), de la L?y Especial de Descenlrulización del Eslado y de
Pa icipación Socful, del c¡lado Decreto Ejecutiyo 871 ) de sü rcfo ¡a constante en el
Decrcto 1553, e¡te otas rnnnatiyas viqentes a la éWa. todas las cwles se entienden
ikcorporadas al contrato de concesión por ser una cosa de la natwolezo riel contrato, y de
acuerdo con la reela ñúnero 18 del a hulo 7 del Código Cirí|.
(...)
11.- En mi opinióñ íurídica. en función del resoeto a las cláusulds co Oact ales. y por ende

del rcsryto al derecho const¡tucioñal a la sepúdad jwídica (derccho va viBente en la
Constitucíón de 1998), la planíl¡cación. construcc¡ón. administrac¡ón. mantenímiento. entre
olros, de los ñue|os aerowrtos inlemacionales debe realizarse esencidlmeñle de acuerdo a
las clátsulas v condiciones contractuales preyis¡at en los conÍatos lripehtes. !
complemenlar¡añeñle por la leeislación yipente a la ¿poca de la lirma de los nu¿volt

co tratos de concesión aerooorÍuerio. Obüañenle, en lo elaboración de los
correspondientes pliegos preconÍdctuales y del nuevo contlato de cohcesión se deben
considerar las mejores prácticas posibles para el ¿xi¡o del proceso y para la efcaz
conslrucc¡óh, adñinisiación, nantenimiento, entre otros, de los nuevos aerolruerbs

t CP- tbcreto Suprcúo ¡*blt.ado eñ d Rpsisno Of.,al lo. 8N) ¡1¿ 27 d¿ @.a da 1979. d.togah pat la Co$t¡tutóñ Pol¡t¡@ de
la Repúblea &l E&adat, p"bkara eñ 4 R¿e¡src Lll¡.¡al Na I dt ¡ ¡ dz asosto.le 1998.
) LME, p"bh.odo ea ¿1 R¿BBhó Ofuol t-.o )19, ¡le I I de dicienbre ¿t 1993, detogarlt W el Cdtgo Orsúaico ,\dn¡n\tgturo.
ptb¡¡edo e¡ d s.su"da Sq,letun¡o de¡ Ressno Ofiaal Na 3l dz 7 d¿ trl@ & 201 7-
r LEDI:, ptbh.a.l¿ ei el Reíisna OfuDl No. 1ó9, d¿ 08 de @tubte tu 199/. detoga¿¿ pü .l Cadieo üA¿ñi@ d. O,@ñtzactóñ
Teüttoúal, ¡úmñío t Dey¿nttul¡.dctón, prbl¡ca.lo ¿ñ el Supletunto .!.1 Registrc O¡cial Na. 303 d¿ ¡ I de @tubrc ¡1¿ 20t O_

t CRE. prblhadd.i el RegBuo Oncial No.419 d. 20 d¿ @tubft d¿ 20ü.
1 COOTAD wblicado en el Supl¿tu to dzl Fcgistto Olc¡tl No 303 dt 19 ¡)e a.¡ubtu de 20¡ A.
a LA l'. Co¿¡fr@iáa p,blica.la en el Suplercnto d¿l Registo ojci¿l Na t3J dt I I .le enero de 2007-
' a( - púbhcodo en el tuphw o ¿l¿l Pégsho O.ftt¿l l¡o.16 de 21d. juto.l¿ 1005
' Deu¿to Ft¿dito \o 87 L pub¡¡cada elRept¡to O¡aa¡ lio 18óde l8.1¿utubÉde 200t)
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lZ- Tambiék es ñi opinión jurídica, señor Alcalde, Wlg tglb!ug3Lgüi949-J_4sJg_L!a¿g
A',/iación Civil. rcfoma contenido en el artículo 71 de la Le)) para la ptomoción de la
inversión y la particiryión ciudadaña, publicada en el Regístro Olcial del I I de agosto de
2000, respecto de lat mevas conlxtencias ¡nlmici,pales en iraleria aeroportuaria cokttilwó
una transfercncia defrnitiva de competencias. ,nos aún si se cotlsidera el a ículo 7 de la Le!
de Modemizacibt del Estado v el artículo 3 de la Lev Especial de Descenfialización del
Estallo y ¿e Pa iciw¡ótl Social dísposicioñes y¡gentes a la época de la indícada relorno a
la Le! de Aviación Ci»il " (lo subrayado me coÍesponde).

Con el propós¡to de con¡ar con mayores elementos de análisis, a tmvés de los oficios Nos. 12456,
12457. 12458 y 12459, de 23 de julio de 2025, se sol¡citaron los criterios ju¡idicos del Co¡sejo
Nacional de Competencias (en adelante, "C/VC"); de la Dirección General de Av¡ació. Civil (DCAC)
(en adelante, "DGAC"), d.l Mi¡isterio de Transporte y Obra§ Públicas - actual Ministerio de
Infi'aestructura y Tanspone (en adelante, ",uf") ; y, del Servicio Naciona, de Contr¿tación Pública
(en adelante. "S¿RCOP "). Posre.iormente, mediante oficios Nos. 12613 y 12614, de 12 de agosto de

2025, se insistió en dichos requerimiertos al SERCOP y MIT.

Las inst¡tuciones consultadas respondieron en el siguiente orden: ¡)el CNC coñ oñcioNo. CNC-CNC-
2025-1046-OF, de 6 de agosto de 2025; ii) la DGAC a través del oficio No. DGAC-DGAC"2025-
0908-0. de 6 de agosto de 2025; iii) el MIT mediante oficio No. MToP-MTOP-25-479OF. de 19 de
agosto de 2025, al que se adjmtó el memorando No. MTOP-CGJ-2025-500-ME, de 17 de agosto; y
iv) el SERCOP con oñc¡o No. SERCOP-CGAJ-2025-0157-OF, de 29 de agosto de 2025, ingresado el
I de septiembre de 2025.

El criteriojurídico emitido porel CNC, además de citar las normas referidas por la entidad consultan¡e,
incorporo los articulos 226,239,240.242,261,269 numerales 2 y 5, 313 y 314 de la CRE: 5, 2E, 54
letr¿s 0 y l), 108. I13, l 14, I17, l 19 y la Disposición Ceneral Primera del COOTAD; y, 32 de la
Codificació¡ del Código Aeronáuticoe (en adelante, "C,{ '). Con funda¡nento en los cuales concluyó
lo siguiente:

"PRONI]NCIAMIENTO

(...) es impo onle señalar que con el a eüor oroce
1998) el estado I los pobierños secc¡okales podían celebrar cotvenios de descentralización

de competencias. como pod¡ía ser el c<tro del GAD Mwicipal de Guayaauil respecto la
compelencia sobre aeropuertos, convenios oue pot manlato leeal deben ser respela¿os
conforme ld ¿lisposición general primero del Ctidioo Orelinico de Organización Tefiiloriol
Autonomíd y Descentralización " (lo subrayado me correspoode).

Por su pale, el criteriojuídico de la DCAC concluyó lo siguiente:

"En coñsecuencia, en el caso específico de la cottsuua, la compeleñcia e ñater¡a de
aercprcrtoN, se enmarca en ma co petencia exclusiva del Esta.lo Central, de acuerdo con
lo establecido en el artículo 2ó) runeral 10 de la CRE. En ese sentú1o, al no ser los
aeropuertos, uM competencia exclutiva de los eobiernos mwh¡pale§, la transferenc¡a tu)
t¡ene lafrsu¡a de defrnitíta.

Sobre la base de lo anterior. y de la lectlaa de la consulkl, se logro colegi que /_g!d!c
indiscutible que. e aplicación del nu¡neral 18del a ículo 7 de la Codílicación delCódieo
C i-ril. con suieción a lo disoues¡o en el artbulo I 4 58 de la misma Codilicación. son aplicobles

-

' Cl Cdt¡.@ióú publ¡@& .n el StpLMhto .kl Reststu OJi.al No ¿35 ¿¿ I I d¿ ererc ¡l¿ 2007
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oara la celebtación de aleúñ otro inslruñento lesal. las homas iutíd¡cas due re@lan al
e9!!tg@!L¡Ui@L cloro esló, en únto esté vieente el pl@o paclado contracluabnenle.

Para las Ílu¡os concesiones. ño les soú aplicables. Dües preyalecen las disposic¡ones
víeenres sobre las qnteriores . (Lo sübrayado me conesponde).

EI MIT. en su criteriojuídico, además de citar la normati antes referid4 consideró los artículos 2ó0
de la CRE y las sen¡encias de la Corte Constitucio,lal No. 003{9-5lN-CCro y No. 001-l2-SIC-CCLr.
Con base en estos e,ementos concluyó que:

" III. PRONANCATIIENTO LEGAL:
(...)
3- 1. En rcspuesta o la primera iktefiogañte, se conc luye que, de confonnidad con los artículos
2ól y 3)3 de la Constitución de lo ReJ»iblica del huador, el Estado Central t¡ene
compe¡encio prirali|a v exclusiya sobre el maneio de los oaropuertos dentro del tenitorio
rucional, así mismo el rrasporte d¿reo de acuerdo cot¡ el pehsamiento de la Cor¡e
Constitucional .foma pafte de los sectores estrutégicos y su contol es ercl&tivo del Estado
Cental este fiene la lücu od de dictar la pormat¡va aue rceule odecuadamente s
fimcionañ¡ento e coñLordancia con los Jines del Ettado Constitucionol de Dercchos j
Jtlsticia. En este senlido, no exite fransfercNh dcrtnidl,o eñ ,nqt¿.ia ae¡opo.rüaio a los
G o b ie, n os A u t i n o rrus De sc. n lral izado s
(...)
3.2- En respuesta a la segunda intetogahte, se conchEe que la pla ificac¡óh, construcción,
a¡lmínislración y manlenimienlo de los ñueros aetopuertos intenacionales a concesionarse
deben rcgirse obligdloriarhente por la nomatira v¡gente. No es factible ni leoal pretender
aplicar las cláusulas contractuales de un contruto de conces¡ón a?rolnrtuaria del año 2001
o las nuevas concesiones, va que careceríañ de elicacia iurídica al set d)ntraias o la
Constituciótl I dehás oftlenaúienlo ,)iqenle.
(...)
Debo recalcü qrc, de acuerdo con el razokrttiento de la Co e Congtitucional la estnElura
jtlr¡d¡co f el alca ce de las delegociones de conpetencias en rlatería oeroportuaria
realizadas al amparo de la Constitución rlel año I 998 no son compatibles con la Constitución
de la Republica (si, del Ecuador del 2008, pot Io que ¡arra tuew coicesión el moteia
aefopo?ruada debe set ptucedlda prlmetu pot h sasc¡lpción del respectlyo ¡ñsttamento de
geslión concu¡rcñte de corr¡pelenct s al lenot de lo prevúo en el Arl 260 de la Coastüuciófi
)J el Art I Il del COOTAD.

En defnitiya, el insh)me o de deleeación de coqvtenciat del año 2000 al GAD nunic¡¡,al
cle G avaouil eñ maleia aerormñuaria es inejicaz jürídícañente para rcqlizar una nueya
co cesiin.Inr ser conlrario al marco constitucional y legal viq¿ñte. (Énfasis corresponde
al texto origina¡ y ¡o subrayado me corresponde).

F¡nalmenre, el SERCOP ciró los atículos E2,227, 22E, 424 y 425 de la CRE; 14.2E y 125 del Código
Orgánico Admin¡strativor2 (en adelante. "COA")| 4.5, 10 y 60 de la Ley orgánica del Sistema
Nacional de Co¡tmtación Públicarr (en adelante " LOSNCP"\| 6, 1453 y 1454 d€l CC; y, 3 de la Ley
OEánica de Garantías Jüisdiccionales y Co¡trol Constitucionalr4 (e¡ adela¡te, 'L(X;JCC"). Co
sustento e¡ estas di§posiciones, se abstuvo de emitir un pronunciamiento de for¡do ya que carece de
alribución y compelencia pam inlerpretar o aplicar d¡sposiciones legales. No obslante. señaló - de
manem genefal - que:
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1. PRONUNCAMIENTO:

Acorde a lo ¡nd¡cado, esta Caneru de Estodo, n.¡ posee aribuciófi ! corrlpelencia pora
prokuñc¡arse sobre el inl¿lige ciamienlo o aplicacíón de las disposiciones de ningwo lq);

o obstahle, coño se señaló en los párrafos precedentes. el contrato lezalmente celebtado es
ley para las portes t se rit¿e por la homati,a yieerlte al momento de su susctiw¡ón" (lo
subrayado me co¡responde).

De lo expuesto se desprende que el informe jurídico del GADM Guayaquil difiere de los criterios
emit¡dos por la DGAC y el MIT. Mientras el municipio sost¡ene que la reforma al a¡tículo I de la Ley
de Aviación Civil conslituyó una transfercncia definitiva d€ comp€tencias, en concorda¡cia co¡ la [¡y
de Modemización del Estado y en la Ley Especial de Descentr¡liz¿ción del Estado y de Pa¡ticipación
Social, la DCAC y el MIT alirmar que la competencia aeroportuada es exclusiva del Estado Cental
y, por ende, no es considemda una translerencia definitiva.

En cuanto a la s€gunda consulta, el GADM Cuayaquil plantea que la gestión de los nuevos aeropuenos
inlemacionales debe realiza¡se según las cláusulas de los contratos actuales y, complementariamente,
la legislación vigente a la fecha de suscripció¡ de los confatos a¡ es mencionados. Er conaasE, la
DCAC considera que dich¿s disposiciones solo son aplicables mienms dure el contralo principal y
que pam nuev¿rs concesiones prcvalece el derecho vigente. En Ia rnisma líne4 el MIT estima que no
es factible juídicamente úasladar las cond¡ciones de rm contrato de 2004 a futuros prccesos de
concesión dado que ¡esultarian contrarias al mafco legal y constitucional vigente.

Por último, el CNC se limita a destacar que los convenios de descentralización sobre aeropuertos
deben respetarse en virtud de la Disposición General Pdmera del COOTAD y el SERCOP indica - de
forma geneml - que los contralos se ñgen por la normativa vigente al momento de su celebración, sin
pronmciañe respeclo de nuevas concesiones,

2. ADálisic.-

Con el propósito de facilitar el €sfl¡dio del tema planteado en las consultas, el aÍáisis desarolla¡á los
sigu¡erites punlos: i) Los conhatos de concesión pa¡a delegación a la iniciativa privada. conforme la
derogada LME; i, Competencia en materia aeroportua¡ia; y, iii) Las disposiciones del CC.

2.1. I¡s cotrlr¡los dc conc€§iótr p¡r¡ deleg¡ciór ¡ la ioicirtiv¡ priv¡d¡, segfu h LME. -

El a¡tículo 2 de la demgada LME establecía que sus disposic¡ones era¡ aplicables para las "entidades,
organísmos y dependercias del Estado y otrus entidades del sector público", y ps¡a las "persoñas
jutídicas creadat por Ley paru el ejercicio .le la potestad estdtal o para la prestdc¡ón de seryic¡os
públicos o paru desarrollar acti'¡idades económicas asmlidas por el estado".

En este contexto, el l¡teml b) del aticulo 5 de la LME precisaba que el proceso de modemizción del
Estado comprcndi.. entre otras, las siguientes iircas: "b) La descenializocíon y desconcentñción d9
los acti\)idodes adn¡ñ¡stratiyas v recursos delsectot útiblico " (lo subrayado me conesponde).

A su vez, el aficulo 7 ibidem disponla que para llovar a cabo los pruesos mencionados er el artículo
5, el Presidente de la República podia, de acuerdo con esa ley, "ttañslefir a los oreanismos del
régimen secc¡onal o de las entidades regionales de desanollo las anibuciones. {unciones o recursos
de los oroanisnos o entida!1es sefialados en el &ticulo 2 de esla Ley " (lo subrayado me coresponde).
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En refación con ta gestión est¿lsl. e¡articulo 42 de IaLME prevela: "b) La delepación totol oparcial,
o la transferencia dejinitiva al sector privado. de la eestión oue desanollan" (lo subrayado ne
conesponde).

El literal c) del articulo 43 de la LME disponía qle los procesos a los que se referla el afículo 42

ibidem se llevarfa¡ a cabo por medio de la siguiente modalidad: "c) Concesión de uso. de servic¡o
público o de ohra oública. licencia, peht¡so u otras f*tras jurídicas reconoctlas por el derecho

adñinistrat¡\,o" (lo subrayado me comesponde). El afículo 44 de la LME preveia que éslás

modalidades podlan aplicarse "pdru la contratación de estudios, diseños, construcc¡ones,
man¡eniniento y e.\plotoción de obras públicas ", pre.isando su inciso segundo qúe: "Los derechos v
obligaciones eñte kts purtes. eslab¡ecidas eñ el r¡rlículo anteríoL s_ !4_-gl4z!L!!qb§_31 el
Reglamento de la presente Lq), así como en los respectivos conlratos " (lo submyado me conesponde).

Por su parte, el inc¡so primero del artlculo 46 de la LME disponía que los conÍatos de delegación
debían conle¡er "la¡ cláusulas necesarias para asegvar que los senicios públicos a presturse
atiendan los inlercses de los usuarios ! la ptesenación del anbiente", enfatizando que: "¿4!
condiciones conlractwles dcordodas entre los parle§ ,to ood¡ón ,rrodificarse unitúle¡alñente
dLranle lo üeencia del contolo wr leves h¡ otras disposiciones de cafticter eeneral oue se exp¡d¡erer'l

con posterioridad a su celebtac¡ón " (lo submlado me conesponde).

Sobre este punio, la Procumduria Ceneml del Eslado ha sostenido de manem reitemda que los
contratos celebrados al ampa¡o de la LME deben observar estrictaÍiente las cond¡ciones contractuales
pacfadas. Asl, er el oficio No. 09826, de 2 I de agosto d€ 2020, se concluyó que:

''En alención a los ¡érminos de su consulta se concluye que, de con{orñ¡dad con lo preyisto

en los articulos 14 seatndo inciso ! 4ó de ld LltE. aqrellos conndos de concesíó¡1 celebrudos
conlbrne a los procedim¡entos ¡eeülados por esta ley. deben obsenar las condíciones
con¡ru.luales acordada: enlre las partes. sin que puedan ser notlífcadas un¡lateralmente
durdnte la ligencia del contrato, por leyes ni otras disposiciones de carácter general que se

expidieren con posterioridad a su celebración, o las que el legislador no hubiere darlo ekcto
relroaelí'o o ítu edialo" (el subrayado me corresponde).

En igual senlido, en oficio No. 04256, de 27 de octubre de 2023, s€ señaló qúe: "(...) Efi suma, !9n
contra¡os de deleeación o gestíón se r¡een rmr el régimen iuñdico aplícab¡e oue lds oo es

co¡tratantes halran estipulallo en el respeclivo instrumento contractual" (lo subrayado me

corresponde).

De lo ma¡ifestado se desprende quei , el proceso de modemi?¿ción del Es1¡do comprendia la
descentral¡zación de las actividades administmtivas y recursos del sector público, pa¡a cuyo efecto, el
Presidente de la República podía tra¡sferir a los orga¡isños del régínen s€ccional atribuciones,

funciones o recursos: i, los procesos de delegación total o parsial de la gestión se real¡zaban mediante
la concesión de uso, de servicio público o de obm públ¡ca; y. ¡'i, los cont¡atos celebrados al a¡rpá¡o
de Ia LME gozan de estabilidad jurídic¿, pues sus cláusulas no pueden modifica¡se un¡lateralmente
dürante la vigencia de éstos.

2.2. Coúpetetrcia .tr materia aeroportu¡aia, -

Previo a abordar la coñpetencia en materia aeroportuari4 es necesario realizar cielrs precisjones

hislór¡co-juridicas en tomo a la Ley de Aviación C¡vil. Así, se puede mencionar que esta Iey se
promulgó - por primera vez - med¡ante el Decr€to Supremo Nro. 161, de 30 de iulio de 1970.

-

-1ilil
raca,n¡o!¡l¡ cr¡¡e¡¡r oe" §rAoo

146146



-tilt Eómcio alll¡¡@s Pl.¿o
Av. Amuffi ñ!9121y ñi¿9á

NUNICIPIO DE CUAYAQUIL

PnoclAAqJRa 6$faa oe f§ÁDo
rt,, t¡ ii i;rrli:

ooctoaLze2s

132g4 P&t'7

publicado en el Registro Oficial Nro. 32, de 05 de agoslo de l9?0. Luego. el articulo 71 del Decreto
ky que promulga la Ley para la Promoción de lnversión y de la Partic¡pación Ciudada¡a (publicado

en el Regisfo Oficial Suplemento Nro. 1 44, de I 8 de agosto de 2000) modificó el anículo I de la Ley
de Aviación Civil (que s€ ha manten¡do ¡úmutado hasta la aclLralidad). Posteriomente, el Congreso
Nac¡onal expidió la Codificación de la Ley de Avia.ión Civil (public¡da en el Reg¡stro Oficial Nro.
435, de ll de enero de 200?), considerando la Constitución Politica de la República del Ecuador
(199E),lalay Reformatoria a la Ley de Avia.ión Civil y el Código Aeronáulico. En síntesis, se tiene
que ésla ley aún vige¡te - fue expedida previo a que la voluntad sobeÍana del pueblo ecuatoÍiario
aprueb€ la CRE.

Al efecto, el a¡tículo I de la LAC prev¿ lo siguiente:

"Correspotule al E tado la planilicación, regulocíón I control oeroportuario y de l!)
aeronavegoción civil en el lerrito o ecuatoriano. Le cofiesporrde la cohsh'ucción, op¿ración
y ñantekiñieñlo de los aeródroños, aeroryrtos ! helipuerlos civiles, y de sus senicios e

¡nstalacíones, irÉluyendo aqrcllos característ¡cos de las rutae aércas, eñforma dirccta o por
delegacíón, segtiú seañ las coñ,reniencios del Estado. con alreglo a las disposiciones de esto

Ley, del Código Aeronóaico, reglomentos y regulaciones técnicas, qw deberáü estar conforme
con las nomas vigenles de la Orgakizac¡ófi de Av¡ac¡ón C¡vil lñteñacional OACI, de la c al
el Ec ador es signalalio.

De acuerdo con la Constitución Politica de la República y la Ley de Moderrrización del Estodo,

Privotizacioñes ! Prestación de Servicios Públicos por parte de lo lniciativa fu¡vdda se podrá
delegar a la inicialiva privada, a través de eualquier modalidad reconocida por la ley, los

oeródromos y aeropuertos existenles en el país a enprcsas aciohales o exfranjeros tlue,

ñedia te ú1a licitación, prcsenlen las condiciones más favorables al d¿sarrollo.
mantenimiento y mejorus de los octuales, sin exeluir lo posibilidad de la consln/cción y
operacián de nuevos aeródromos o aeroryrtos.

Prev¡a autorización del Pr¿side te de la República enitida medianle decreto ejecutivo, los
municipios podtán construfu, administlar )) ,noñlener aerop erlos, Para el eleclo, podrán
ejercer ettas facultatles dircctam¿nte o delegarlas a empresas mktas o privadas nediante
coñcesíófi, asoc¡ación, capílal¡zación o cualquier otafonna conlrac¡ual de acuerdo a la ley.'

Por ora pa¡te, con fi¡ndamento en lo previsto en el añiculo antes me¡cionado - el cual €xistia en

iguales téminos pam el año 2000 - y el numeral I del aflculo I7l de la Constitución Política de la
Repilblica del Ecuador (1998)t5, se expidió el Decreto Ejecutivo Nro. E7l, de 9 de octubre de 2000,
publicado en el Registro Oñcial Nro. 186, de 18 de octubre de 2000. En este decrcto ejecutivo se

aulorizó al GADM Guayaquif para que "constrwa. odrninistre v naitenea el neto aeropuerto
intemacional de dicho cantón. mediante deleprción a eñpr¿sas mixtas o pñwdas: mr ñedio de

ñodal¡dades d¿ co cesióñ. asocíac¡óñ, capitalizacüñ o c alqu¡er otraforña contractual prevista en
la Lel de Modemizac¡ón del Est¡ido" (lo subruyado ne coresponde). Nuevamente se aprecia que

estamos frente a norm¿§ - en especifico, un decreto ejecutivo - expedidas con anterioridad a la CRE.

Asi, la actual Const¡tución de 2008 dispone en su afículo 2ó0 que: 'Elljrlfiejgdcl,at eeupc
exclusiyas no excluitá el eiercicio concurrente de la sestión en la prestacíón de senicios públicos y

-

tt'Art. 17l-- Seráh atibuciohes y debercs del Presidente de la República los siguientes: 9. Dirígir la
a¡!ñinístrac¡ón públ¡co ! ?.rpedír los no rras necesarias paft regulat lo integrac¡óh, otgtlrlización y
p.oced¡ñiehtos de la Función Ejecütiva."

I
a
t
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actirídatles de colaborac¡ón y conplementa e¿od entre los distintos n¡veles de gobiemo" (lo
subrayddo me comesponde). Adicionalmente, el numeral l0 del articulo 261 ibidem determina que el
Estado CerÍal tiene competencias exclusivas sobrc : " El especto rudioel¿ctr¡co y el régimen general
de coinrrlicaciones y telecomüiicacio es: p/ertos y rylgpug@§" (lo sttbrayado me conesponde). El
articulo 314 refi.¡erz¿ esta disposición al s€ñala¡ que el Estado es rcsponsable de Ia prov¡sión de

infiaestructuras po(uarias y aeropoluarias. Es riecesa¡io prccisar que lo antes indicado no se

eÍcontraba plasmado - en sentido liteml ni de ma¡em aproximada - en la Constitución Politica de la
República del Ecuador (1998).

En este orden de ideas. la sentencia No. 003-09-S[N-CC de la Cote Conslitucional a¡alizó y dispuso
lo siguiente sobre la mater¡a:

''En tal sentido, el Estado lene competencia pñeatiya y exclusiva sobre el manejo de los
aeropueflos deútro del terrítorio nacional y pta ello está facultado a dictat la nomlatfua
que regule adecuadaneñte su fürlcionamien¡o, en concordoncia cotl los fnes del Estado
Constitucional de Derechos ) ú.tsticiú (...)

Más alhi del conplejo y peculiar proceso de delegacíón que rcalizó el Concejo Munic¡pal
con varias empresas del sector Wi'rado, debe quedar en claro oue u la luz de la nuevu
Constitución vieehle. el sen)icio aeroportuario es dhota responsabilidod exclÁiva del Es¡ado
Cental con indeoe deñch da oue su sesti¿n v odminis¡roc¡ón puedo se¡ .iecura¡la
¿rceocionalrrrante Dor olra ocrsoia la¡ídiclt oúblico o i¿clüso oof oarliculqres.

Lo dicho se encuen¡ra sustentado en el coñten¡do del a ículo 261 nwneral lA Oos
aerop erlos peflenecen al réginen de compelencias exclusi\)as del Estado Cental), de la
Constítución de la República del Ecüador ! los pt¡ncipios y los objetil)os que F,ersigue Wr
tafarse de la prestación r1e ut senicio plúblico, senido por el Es¡ado, en el cwl se encuefitta
compfornetido el interés generul de los pa iculares. en ate ción a los ines de equidatl que

En contraste con la Co$titltción yigente, los Gobiernos Munici$le' bajo el úginen de lo
Consntución Polílica de I 998, sí contabañ con und potesrad legislatiya para crea\ modilicar
o erlill8uir la.sas ), corltribtciones especiales, aw en el tema aetud)rtwrio. competencia que
al dmparo de dicha Constitución no era exch§iya del Esta¿o Cental

Por otro lado. a la l1!z de la Coñstítución Politica de 1998. {üe Ins¡ble la del¿eación de
co Detenc¡as eh ñaleria aeroportuaría pero nunca de sa potestad tibutaria, en Íodo caso,
en la actualidad, en yigencia de la Cofistituciók del 2008, QUIPORT cofiin¿:ia rcgulando,
recoulÍotdo y rcleniendo los valores proyenientes del cobrc de las distintas tasat
aeroporluarias, cuañdo en v¡rlud del mandato conslilucional expreso yo no es y nunca debió
sef de su compe¡encia, aclir¡dad que es contraria a la Constitrc¡ón f así lo decla¡a esta
Corte,

(...)

SENTENCU:

ó. l.-.) El eierc¡cio de las comoelekcías translbridas al amoaru de hoñús dictadas con
onlerioridad a la Coistítución rieehte, no serán afecladas temporulñente. mientras no se
reeúle de ñanerc distinra en la Lev Oreánica del Sisterna de Competeñcias. de acuerdo a lo
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es¡ablecido en numeral 3 del a¡tículo 133 de la Constitución de lo República del Ea@dor )
lo eslablecido eh el tu reral 9 de lo Disposic¡ón Trunsitoria Pimera de la Constituc¡ók de
la República del Ecuador, tñarcoj tid¡co que pemitirá artiatlar el.jerciciode ü)ñpetencias
exclusivas ! la concuftencia en la gesl¡óñ de senicios públicos según lo preyisto en el
arlículo 260 de la Co stitucíón, la nisna que debe ser expedida por la Asamblea Nacional,
de tal moaero que se garanlice la elicacia y oprtunidad en la prcstación del senicio.

(...)

8. Se dispone que los poderes públ¡cos e ínleresadx adecuen sLt actos v contatos. pttblicos

I Drívados. ol réoimen consli¡ucional vieenle. expueslo en esla señtencia, so Dena de ouc sus
acluocio d píerdan eficacia i rídica. y los instrume os deriyados sean declorados nulos,
en vírtud del arlículo 424 de la Constittoión de la República del Ecuodo¡" (las neg¡illas
coresponden al texto original y lo subrayado me conesponde).

En cuanto a las competencias segfur el COOTAD, el añículo 54 de esta norma indica quet ".So,

fünciones del gobierko autónomo descentral¡zado ñun¡cipal las síguíeñles: (...) U ejecutar la:
coñpetencias exchlsiyds j conctlrrentes ieconocídas por la Consritución y la ley y en dicho marco,
prestar los senicios públicos ! consiub la obra pública cantonal correspondiente (...)". En este
sentido, el aliculo 1 14 ¡bidem precisa que son competencias exclusiyas "aquellas cuyo titularidad
coftesponde a lm solo niyel de gobiemo de acuerdo con la Constitución y la le!, ! cuya gestión püede
rea¡¡zarse de manera concurrente enlre diÍerenles fiiveles de gobiemo" . CaÉ record¿¡ que, desde la
v¡gencia de la aclual Constitución, el Estado Central tiene la competencia exclusiva sobre los
aeropuelos.

Por otra pafe, la disposición general primera del COOTAD prevé que:

"Los cohveníos de descentralización de cot petencias suscritos con ante oidad aeste Código. ekhe
el gob¡eno ceñtral y los gobiemos autónomos descentralizados, o que hq)an en\ado en yigencia por
vencimiento de los pl@os eslablecidos, mantendrán su tigencia, efi el ma¡co de la Constitución y es¡e
CMígo.

Estds cofipetencias no podr!fui se¡' re\)eflidlts. Sí ex¡stiere contradicción, el Consejo Nacional de
Coñpetencias emít¡tá resolución motfuada que disponga los ojustes necesarios, prcrio acuerdo enne
las Wtet intolucradas, para el pleno ejercicio de las coñpetencías descentral¡zada:, así como el
ejercicio coñcurrente de la gestión eñ la prcslación de senicios ptiblicos ? los mecanismos de gestión
contemplodos efi el presente Código. "

S¡n emba¡go, en el presente c¿so no nos ercontramos frente a u¡ convenio de d€scentalización de
competenci¿§, sino fterte a una autor¡zació¡ emitida med¡ante decreto ejecutivo - a¡tes de la
Constilución vigente - que permite a los ñunic¡pios constru¡r. administnr y mantener ¿reropueños. Lo
anlerior se puede evidenciar, ademis, de la lectu¡a del consideiando cua¡to del Decreto Ejeculivo 871
que indica que "e/ serol Alcalde de Gudyaquil eñ rcpresentación de eso ilu,icipalida¿, nedionte
ofrcio AG-2000-33293 del Sde septiehbrc de|2000, ha solícitado al señot Presidente Constítucional
de la Repiblica l¿ autorízación preyista erl el inciso tercero.lel Art- 71 d¿ la Lcy paru la pronoción
.le la Inv.rsión y la Part¡cip&ió Ciudodano", q\e a su vez se €ncuentra en el adculo I de la Ley de
Aviación Ciü1.

Por otra parte, la LEDE establecia en su articulo 3 qtte la"descentralizacíóh del Estado consíste en la
tús|¿rcncia defnili)a de f nciones, atibuciones, responsabilidades ! recwsos. especictlñeñte
financieros. mateiales \) tecfiolósicos de ofigen nacional ! extranjero, de qw sott titularcs las
e lidades de la Fncíóñ Ejecut^'a hacia los Gob¡e os Seccionales Aúóñoños a efectos de dislribu¡r , t
los recu¡sos ! los semicios de acuerdo con las necesídades de las *q*fu* 

"lr"r""rl\n*t 
Y'
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territoriale§" (énfasis ¿ñadido). A¡ respecto, es nec€sario señala¡ que de la revisión del Decreto
Ejecutivo Nrc.8?l no se puede aprec¡ar que se prevea la entrega de recursos necesarios para su

cumplimiento, y, aún más importante. éste no se encuentra fundamentado - de la lectura de sus

considerandos en la LEDE.

De lo expuesto se obs€rva que: , previa autorización del Presidente de la Repúblic4 emitida mediante
decreto ejecutivo, los municipios podian construir, administrar y manrcner aeropuertos directamente
o delegarlas a empresas mixtas o pr¡vadas m€diante co¡cesió¡; ,, media¡te Decrcto Ejecutivo No.
871, luego de la solicitud realizada por el municipio, se auloriá al GADM Guayaquil para que
construy4 administ.e y manlenga el aeropuerto intemacior¡aj de dicho cantón a traves de delegación
a empresas mixtas o privadas; iirl con la enfada en vigencia de la Constitución de 2008 - s¡tuación no
p.ev¡sta en la Constitución de 1998 -, el seÍicio aeropotua¡io s€ catalogó como competencia
exclusiva del Estado central, aunque existe la posibilidad de ma gestión concurente en casos

excepcionales; y, iv/ lajurispludencia constitucional obliga a adecuar los actos y cont¡atos - suscritos
con a¡terioridad a la Constitucióñ del2008 -al marco constitucional vigente. bajo sanció¡ derulidad.

2.3. Dtup8icior6 del CC.-

EI numeral 1 8 del artlcul o l del CC pre!é qve " La lev no dispone síño lara lo veniriero: no tiene electo
retroactit'o "; y eñ conflicto de una ley posterior con oÍa anterior, se observaniL, entre otras, la siguiente
rcglaa "18. En lodo contrah se eñfenderát1 incor!)oradds las leyes yieentes al tiemoo de su
celebruc¡ón" (lo süb¡áyado me co¡responde).

Eñ relación con la aplicación de esta reglq la Prccu¡aduría Geneml del Estado, mediante oficio No.
10229, de l8 de abril de 2017. señaló:

"-4dicionalnente sobre la regla lE del artículo 7 del Co.ligo C¡yil, que he citado, los
notudhlat chilenos Arturo Alessañdri, Maiuel Sornarríya y Anron¡o l/odonovíc, ol referirse
a iünlica rcgla, contenida en el attículo 22 del Cód¡Bo Cívil chileno expresan:

'Eñ lo coñcemíente a las condiciones de fondo requeridas para su yalidez, b;
confralos son reeidos por la ley eristenle a la éd)ca de sucelebración. Un lontrato,
en efeclo, crea defechos, adquiridos desde el monento de su pefeccionaniento,
pueslo que a (sic) aplilud qüe la lq concede Wa celebra o así, ha sido ejercida y
eslos derechos no deben. por consieuienle. recib¡r ataoue de uno ley nueva oúe

cambia las condiciones de validez exieidas por la lev oue reeía al tienpo de su
celebración.

Del m¡sño ñodo, los efeclos del contrato son reÉidos ,nr la lev en yieencia a la
funca de su eefeccionaníento. y están al abrigo de w cambio de legislación. Ellos
derynden exch*barneñte rle la yol ntad de los contratahtes, aünqte esta yoluntad

no se hqya manífestado en forma expresa, pues la ley l,a suple o la interprelo, en el
sent ló de que c lzn lo hs paies no han deleminodo complelamente los efeclos que

el contralo debe produair se co sidera oue han querido referirse a la lev eñ este
(... )'.

Por lo expuesto en atenc¡ón a los térrnifios de su coksült¡:t se c¡rncluye que respeclo a los
contratos celebrados antes de la vieencia de la LOECP, en aplicqción del numeral 18 del
artículo 7 del Códioo Ci!í¿, en caso de ser hecesario celebrar contratos con plemehlaños,

oue son contralos acceso os seelin el artículo 1458 del Códieo Ci|il. así como órdehes de
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traba¡o io diferencias de cantidades de obra en el ñarco de la eiecución de conÍrotos
suscr¡los con añleioridad a la visencio de la Lev Orqinica para la Eficiencia en lo
Contratación Pülica. soñ aplicables plna la celebración de tales irrstrunentos leqales las
nornas iurídicas oue reeulan a los contrutos incirules: es decí\ las otteriores a la
¿OE(? " (lo subrayado me coúesponde).

Por otra parte, el aÍículo 156l del CC determina q\e: "kd9_99!1!!49_kgg!u9!E!49blg¿9_eLttg
ley para los contratontes. ! no oüede ser inyal¡dor)o sit¡o ool su coksehtímiento mutuo o Dor causas

&gqb". Este principio del Derecho. comunmente denornin do pacta surt senatula, se faduce en
que los contratos legalmente celebrados deben cumpliñe al tenor de sus estipulaciones (lo sub.ayado
me cofi€sponde).

A su vez. el articulo 1562 del CC dispone que Ia ejecución de los contratos deb€ efectua$e de buena
fe, obligañdo no sola$ente a lo que en ellos se sxpr€sa, sino también "(...) a todas lat cosas que

emanak ptecisamente de la noturuleza de la obligación, o que, por la le) o la costtonbre, pertenecen

Por lo antes expueslo se concluye que: i/ para suscribir contatos nuevos - ¡ncluidos los de concesión

- se deben aplicar las nonnas que se encuentren vige¡tes al momento de su suscripc¡ón (salvo que

exista disposición ¡egal que prevea Io contr¿rio). Así, a manera ejempliñcativ4 si se suscribe un

co¡tmto en el año 2026 s€ deben ap¡icar las normas que se encuent¡en vigentes al momento de su
s¡¡scripción; i, las cláusulas coi¡tractuales de un contrato de concesión concefado con norn¿§

derogadas - no resultan aplicables por sí mismas a contratos nuevos loda vez que su motivación puede

ser incompatible con Ia legislació¡¡ vigente: y. por ende. resullarian ¡naplicables para un coniato
suscrito posleriormenle.

3. Pronurcirmiento.-

En atención a Ia pr¡mera consult4 de conformidad con lo prev¡sto en los articulos I de la Ley de

Aviación Civi¡: 3 de la derogada Ley Especial de Descentrali?ación del Estado y de Paficipación
Social; i del Decreto Ejecutivo No. 871; y, la Disposición Ceneral Primera del Código Orgánico de

O.garización Ten¡torial, Autonomía y Desce mlizacióq se concluye que las competencias en
materia ae.oponuaria no se entiendeñ transferidas de forma defin¡tiva a los municipios. Eslo obedece

a que e¡ numeral l0 del afículo 261 de la Constitución de 2008 atribuye expresamente al Estado

Central la competencia exclusiva respecto de ¡os aeropuertos; y, como consecuencia de la nueva

Coñstitución, los actos y contratos celebrados con anterioídad a la vigencia de ésta deben adecuarse

al marco constituc¡onal vigenle. En consecuencia, coresponde al ConsejoNacional de Comp€tencias

emit¡r la reso¡ución motivada que d¡sponga los ajustes necesados. previo aÉuerdo entre las partes

involucmdas. para e¡ pleno ejercicio de las comp€fencias descentmlizadas.

Respecto de la segunda consu¡t4 de acuerdo con lo previsto en ¡os artículos 46 de Ia demgada Ley de

Modemizac¡ón del Estado, Privatizaciones y Prestació¡ de Servicios Públicos por pañe de la lniciativa
Pr¡vada; y, 7 numeral 18 y 156l del Cáligo Civil, se concluye que la pla¡ificác¡ón. construcción,
adminislmción y ma¡tenimiento de los aeropuertos intemacionales se rige por l¿s cláusulas y
condic¡ones de los contratos de concesión vigentes, en tanto seencueñtren dentro delplazo contfactual
pactado. Sin perjuicio de lo a¡terior. las concesiones o conralos futuros deberán observar las

disposiciones leg.les vigentes al momemo de su celebración. silgleleqjlfidi§4trcllqlghlqllf¡dq
automáticamente - a éstos las condiciones de cont¡atos anleriores.
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El p¡es€nie prorun.iútriento es obligarorio para la ArrñinisiBción Pl¡blica y se limit ¡ la inteligencia
y aplic¿ción general de no¡más juIídic{¡, Su apl¡cáción a c¡sos institucio¡ales especlficos es de

exclusiva r€sponsabilid¿d de la enridad y de cualquier otra emidad pública que lo aplique.

Atentamente,

Irg. Mriür Pilrr zo¡ssa osorio
SñEt¡rt El..útlu d.l Co.ejo N.clor¡l de Coñper¡lciü

Abg. Ju¡l P¡blo Fmmo C¡stro
DlÉlor C.¡.r¡¡ d. Av¡c¡ón Cht, O.c¡rg¡do

Dr. Roó.io Lúqc ñ¡q6
U¡linro & l¡ft...am.t¡n, Tr.Epo.t

S¡ Jo.¿ Julio Nciñ fl!@
Dlr.cao. G.¡.nl ¡hl §.ñLio N.clo¡.| & Co¡trra..iói PlUt a E¡...r¡do
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Oficio No. 13319 

 

Quito, DM, 30 de septiembre de 2025 

 

 

Licenciado 

Christian Pabel Muñoz López 

ALCALDE METROPOLITANO 

MUNICIPIO DEL DISTRITO METROPOLITANO DE QUITO 

Presente. - 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. GADDMQ-AM-2025-1123-OF, de 27 de junio de 2025, ingresado 

en el correo institucional de la Procuraduría General del Estado el 30 del mismo mes y 

año, se formuló la siguiente consulta: 

 

“¿En el marco de convenios internacionales de financiamiento suscritos por 

entidades del sector público, y en concordancia con lo previsto en el artículo 3 

de la LOSNCP, cuál debe ser la forma de cumplimiento respecto de cláusulas 

que contemplen estándares o salvaguardas internacionales superiores a la 

normativa nacional?”. 

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes.-  

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

 

El informe jurídico contenido en memorando No. GADDMQ-PM-2025-3513-M, de 26 

de junio de 2025, suscrito por el Procurador Metropolitano del Gobierno Autónomo 

Descentralizado del Distrito Metropolitano de Quito (en adelante, “GADDM Quito”), citó 

los artículos 42, 226, 227, 237, 323, 395, 396, 397 y 425 de la Constitución de la 

República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 446 y 447 del Código Orgánico de 

Organización Territorial, Autonomía y Descentralización2 (en adelante, “COOTAD”); 3, 

58, 58.1, 58.2 y 58.3 de la Ley Orgánica del Sistema de Contratación Pública3 (en 

adelante, “LOSNCP”); y, las normas 100-01 y 401 de las Normas de Control Interno para 

las Entidades, Organismos del Sector Público y de las Personas Jurídicas de Derecho 

Privado que Dispongan de Recursos Públicos4 (en adelante, “Normas de Control 

Interno”). Con base en dicho marco normativo analizó y concluyó lo siguiente: 

 

                                       
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010. 
3 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 de 04 de agosto de 2008. 
4 Normas de Control Interno, expedidas mediante ACUERDO No. 004-CG-2023, publicado en el Suplemento del Registro Oficial 

No. 257 de 27 de febrero de 2023. 
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“4.2. Aplicación del Convenio de Préstamo y la norma nacional ecuatoriana: 

(…) 

Ahora bien, en el memorando de colaboración y cooperación interinstitucional 

ibídem, en la cláusula quinta se establece que a efectos de otorgar mayor claridad 

respecto a los derechos y obligaciones contenidas en los convenios de 

financiamiento suscritos entre el BIRF y las instituciones del Estado, señala que 

se tiene la obligación de cumplir con las políticas y procedimientos ambientales 

y sociales del BIRF como consta en el convenio de financiamiento; así mismo las 

políticas y procedimientos establecen lineamientos para evitar, minimizar, 

disminuir y/o compensar impactos ambientales y sociales de los proyectos. De 

esta forma, para cada proyecto financiado por el BIRF, las instituciones del 

Estado tienen la obligación de cumplir con las políticas y procedimientos 

ambientales y sociales del BIRF, de conformidad con los instrumentos 

relacionados. 

En este sentido, y con la finalidad de establecer las opciones de compensación se 

deberán observar en todo momento las disposiciones legales contenidas en el 

Convenio de Préstamo suscrito y el ordenamiento jurídico ecuatoriano; conforme 

consta en la política OP 4.12. que precisa: ‘(…) la compensación prevista en la 

legislación ecuatoriana se complementará con medidas adicionales a fin de 

cumplir la norma sobre el costo de reposición. Esa asistencia adicional cubrirá 

alguna diferencia residual para garantizar el cumplimiento de la política OP 

4.12’; es decir, contempla que la legislación ecuatoriana se complementará con 

dicha política a fin de cumplir con la norma sobre el costo de reposición. 

 

5. Conclusión: 

 

De conformidad con el Convenio de Préstamo entre el Banco Internacional de 

Reconstrucción y Fomento - BIRF y el MDMQ, su anexo 2, sección 5.01, 8.01 y 

9.05 de las Condiciones Generales se desprende que el prestatario como el 

prestamista deben ejecutar sus actividades y el proyecto, según lo establecido en 

dichos instrumentos, así como implementar la política OP 4.12. del Banco 

Mundial y su respectivo anexo. De igual manera, se establece que las 

obligaciones de las partes finalizarán de inmediato al pagarse el saldo del 

Préstamo Retirado y todos los demás pagos del Préstamo adeudados, lo que no 

ha ocurrido, por lo que las obligaciones ambientales y sociales (salvaguardas) 

continúan vigentes. 

 

En el marco del cumplimiento de un Convenio de Préstamo se debe velar por el 

cumplimiento de la Política operacional OP 4.12 del Banco Mundial con su 

anexo, Marco de la Política de Reasentamiento y el Plan de Reasentamiento, 

instrumentos que establecen que en caso de compensaciones que debe ejecutar el 

prestatario y que fuere atribuible al proyecto, incluirá medidas destinadas a 

garantizar que las personas desplazadas sean indemnizadas rápida y 

efectivamente por las pérdidas de bienes a costo total de reposición, y que la 

indemnización prevista en la legislación nacional se complementará con medidas 

adicionales necesarias para cumplir con el criterio del valor de reposición, 
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entendiéndose este último como el método de valoración de los activos que ayuda 

a determinar la cantidad suficiente para reemplazar los activos perdidos y cubrir 

los costos de transacción. 

 

Al existir, por un lado, disposiciones en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública, y en el Código Orgánico de Organización Territorial, 

Autonomía y Descentralización, sobre el proceso que regula la expropiación y la 

forma de determinar el precio a pagar; por otro lado, se cuenta con la política 

OP 4.12 que reconoce que se complementará con medidas adicionales; y, el 

Convenio suscrito entre la CGE y el Banco Mundial cuyo objeto señala que los 

procesos de control de los recursos públicos que ejecute la CGE, respecto de 

proyectos de carácter productivo financiados por el BIRF, se realicen con pleno 

reconocimiento del marco normativo y regulatorio establecido en los convenios 

de financiamiento relacionados con dichos proyectos; (…) 

 

En el marco de las competencias y atribuciones como entidad pública, a la luz de 

un Convenio de Préstamo suscrito con el Banco Mundial, es necesario determinar 

si en los procesos de expropiación o mecanismos de reasentamiento que podrían 

devenir para cumplir con las salvaguardas, se debe cumplir con la legislación 

vigente ecuatoriana como las disposiciones previstas en la Ley Orgánica del 

Sistema Nacional de Contratación Pública y su Reglamento, así como el Código 

Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, con 

relación a la compensación económica únicamente ajustada al avalúo catastral; 

y con relación a la diferencia que existiría entre ese valor y el valor comercial, 

sería compensado bajo las condiciones de reposición que se ha determinado en 

dicho convenio suscrito con el Banco Mundial, de acuerdo con la política OP. 

4.12, para que dicho proceso cumpla con las condiciones contractuales y 

considere los casos que efectivamente sustenten el daño sufrido. 

 

De todo lo expuesto, esta Procuraduría Metropolitana observa que se cuenta con 

la política OP. 4.12 del Banco Mundial como parte del cumplimiento de 

obligaciones establecidas en el convenio de préstamo del Banco Internacional de 

Reconstrucción y Fomento (BIRF), así como sus condiciones generales, que se 

rigen al amparo del artículo 3 de la LOSNCP; y su intención para llevarla a cabo, 

así como su aplicación, ha llevado a una evidente divergencia con la normativa 

nacional, y las disposiciones previstas en el convenio de financiamiento que es de 

obligatorio cumplimiento para el Estado.” 

 

Con el fin de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficios No. 12081 y 

No. 12082, de 3 de julio de 2025, la Procuraduría General del Estado solicitó al Servicio 

Nacional de Contratación Pública (en adelante, “SERCOP”) y al hoy denominado 

Ministerio de Producción, Comercio Exterior e Inversiones (en adelante “MPCEI”), 

respectivamente, que remitan sus criterios jurídicos institucionales sobre la materia objeto 

de consulta. Posteriormente, mediante oficios No. 12422 y No. 12423, de 22 de julio de 

2025, se insistió en dichos requerimientos al MPCEI y al SERCOP, sin que hasta la 

presente fecha se haya obtenido respuesta del primero. 
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El requerimiento formulado al SERCOP fue atendido por el Coordinador General de 

Asesoría Jurídica, encargado, mediante oficio No. SERCOP-CGAJ-2025-0133-OF, de 4 

de agosto de 2025, ingresado en la Procuraduría General del Estado el mismo día. En 

dicho pronunciamiento, además de los fundamentos jurídicos señalados por la entidad 

consultante, citó los artículos 288 de la CRE; 4 de la LOSNCP; 2 del Reglamento General 

a la LOSNCP5 (en adelante, “RGLOSNCP”); así como el pronunciamiento de la 

Procuraduría General del Estado contenido en oficio No. 18103, de 18 de marzo de 2022; 

y emitió el siguiente criterio jurídico institucional: 

 

“Contratos financiados con préstamos y cooperación internacional: 

 

El artículo 3 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, 

[en adelante LOSNCP], establece que las contrataciones que se financien, previo 

convenio, con fondos prevenientes de organismo multilaterales de crédito de los 

cuales el Ecuador sea miembro, o, en las contrataciones que se financien con 

fondos reembolsables o no reembolsables provenientes de financiamiento de 

gobierno a gobierno; u organismos internacionales de cooperación, se observará 

lo acordado en los respectivos convenios. Lo no previsto en dichos convenios se 

regirá por las disposiciones de la Ley en referencia. 

 

Por su parte el artículo 2 del Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública, [en adelante RGLOSNCP], señala que en los 

contratos financiados con préstamos y cooperación internacional, se procurará 

la concurrencia de proveedores nacionales, independientemente de que el 

financiamiento internacional sea total o parcial, observando para tal efecto las 

condiciones previstas en el convenio. 

 

Se entiende por financiamiento parcial aquel realizado por un organismo 

internacional al cubrir al menos el 51% del valor total de un contrato, y los fondos 

se destinan directamente al contrato con el proveedor de bienes, servicios, o 

consultoría. Si no se cumple con este requisito, se presume que hay evasión de los 

procedimientos establecidos en la LOSNCP. 

(…) 

“III. PRONUNCIAMIENTO.- 

 

En relación con su solicitud planteada, y considerando el pronunciamiento 

vinculante emitido por el Procurador General del Estado contenido en el oficio 

Nro. 18103, de 18 de marzo de 2022, en el cual se indica: 

 

“(…) el régimen especial de contratación previsto por los artículos 3 de la Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Contrataci6n Publica y 2 de su Reglamento 

General es aplicable únicamente a los contratos que se celebren al amparo y 

conforme a los procedimientos reglados por los convenios suscritos con 

                                       
5 RGLOSNCP, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 87 de 20 de junio de 2022. 
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organismos multilaterales de crédito, de gobierno a gobierno, u organismos 

internacionales de cooperación que otorguen financiamiento, y que solo en lo no 

previsto en dichos convenios se observara la mencionada ley (…)” 

 

Por lo expuesto, las entidades públicas establecidas en el artículo 1 de la 

LOSNCP que suscriban convenios con gobiernos u organismos internacionales 

se regirán a lo estipulado en el respectivo convenio de financiamiento, las 

políticas de dicho ente para otorgar el financiamiento y los documentos 

precontractuales, independientemente de que dicho financiamiento sea total o 

parcial; en el caso de ser financiamiento parcial se deberá cumplir con lo 

establecido en el artículo 2 del RGLOSNCP vigente, caso contrario será 

considerado como evasión a los procedimientos de la LOSNCP. Únicamente en 

lo no previsto en el convenio se aplicará de manera subsidiaria las disposiciones 

de la LOSNCP, en lo que fuere aplicable.”  

 

De lo expuesto se aprecia que el criterio del GADDM Quito sostiene que en todo 

momento deben observarse las disposiciones contenidas en los convenios internacionales 

de financiamiento suscritos y en el ordenamiento jurídico ecuatoriano, de modo que la 

legislación nacional se complemente con los estándares y salvaguardas internacionales 

previstos en dichos instrumentos. Por su parte, el SERCOP establece que las entidades 

públicas que suscriban convenios con gobiernos u organismos internacionales deben 

regirse, en primer término, por lo estipulado en el respectivo convenio de financiamiento, 

incluidas las políticas del organismo financiador y los documentos precontractuales, 

independientemente de que el financiamiento sea total o parcial. En los casos de 

financiamiento parcial, precisa que deberá observarse lo dispuesto en el artículo 2 del 

RGLOSNCP, pues de lo contrario podría configurarse una evasión a los procedimientos 

previstos en la LOSNCP. Adicionalmente, aclara que únicamente en lo no previsto en el 

convenio resultarán aplicables, de forma supletoria, las disposiciones de la LOSNCP. 

 

2.- Análisis-  

 

Según el artículo 226 de la CRE, las instituciones del Estado, sus organismos, 

dependencias y servidores públicos únicamente ejercerán las competencias y facultades 

que les hayan sido atribuidas por la Constitución y la ley. Este principio de juridicidad se 

complementa con el articulo 82 ibidem, que consagra el derecho a la seguridad jurídica, 

el cual se garantiza mediante la existencia de normas jurídicas previas, claras y públicas, 

aplicadas por autoridades competentes. 

 

Al respecto, el artículo 288 de la CRE establece que “Las compras públicas cumplirán 

con criterios de eficiencia, transparencia, calidad, responsabilidad ambiental y social. 

Se priorizarán los productos y servicios nacionales, en particular los provenientes de la 

economía popular y solidaria, y de las micro, pequeñas y medianas unidades 

productivas”. 
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Por su parte, el artículo 4 de la LOSNCP establece que en la contratación pública se 

observarán “los principios de concurrencia, igualdad, sostenibilidad, simplificación, 

transparencia, integridad; y, mejor valor por dinero”. 

 

En concordancia, el artículo 1 del RGLOSNCP dispone que la tramitación de todo 

procedimiento de contratación pública “se sujetará al principio de juridicidad, que 

consiste en el respeto a la Constitución de la República, a los instrumentos 

internacionales, a la ley, a los principios, a la jurisprudencia aplicable y al presente 

Reglamento”.  

 

En cuanto a la materia de consulta, el artículo 3 de la LOSNCP, relativo a contratos 

financiados con préstamos y cooperación internacional, establece: 

 

“En las contrataciones que se financien, previo convenio, con fondos 

provenientes de organismos multilaterales de crédito de los cuales el Ecuador 

sea miembro, o, en las contrataciones que se financien con fondos 

reembolsables o no reembolsables provenientes de financiamiento de gobierno a 

gobierno; u organismos internacionales de cooperación, se observará lo 

acordado en los respectivos convenios. Lo no previsto en dichos convenios se 

regirá por las disposiciones de esta Ley” (énfasis añadido). 

 

De manera concordante, el artículo 2 del RGLOSNCP dispone que: 

 

“En la suscripción de los convenios de crédito o de cooperación internacional se 

procurará la concurrencia de proveedores nacionales. 

 

Las contrataciones previstas en el artículo 3 de la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública se aplicarán independientemente de que el 

financiamiento internacional sea total o parcial, siempre que se observen las 

condiciones previstas en el convenio. 

 

Se entenderá por financiamiento parcial, aquel que alcance al menos el 51% del 

valor total del contrato; y, siempre que los recursos que financie el organismo 

internacional estén destinados directamente al contrato que se instrumente con el 

proveedor de la obra, bien, servicio o consultoría. El incumplimiento de lo 

anterior se presumirá de hecho como evasión de procedimientos” (énfasis 

añadido). 

 

Respecto de la naturaleza jurídica de los contratos, el artículo 1454 del Código Civil (en 

adelante, “CC”) define al contrato como “un acto por el cual una parte se obliga para 

con otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa. Cada parte puede ser una o muchas 

personas”. El artículo 1561 ibidem precisa que todo contrato legalmente celebrado es ley 

para los contratantes y solo puede invalidarse por consentimiento mutuo o por causas 

legales. El numeral 18 del artículo 7 del mismo cuerpo legal añade que “En todo contrato 

se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración”. 
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En el ámbito administrativo, el artículo 125 del Código Orgánico Administrativo (en 

adelante, “COA”) define al contrato administrativo como un “acuerdo de voluntades 

productor de efectos jurídicos, entre dos o más sujetos de derecho, de los cuales uno 

ejerce una función administrativa”, agregando que “Los contratos administrativos se 

rigen por el ordenamiento jurídico específico en la materia” (énfasis añadido). 

 

En este contexto, y con relación a la aplicación de los artículos 3 de la LOSNCP y 2 del 

RGLOSNCP, la Procuraduría General del Estado mediante oficio Nro. 18103, de 18 de 

marzo de 2022, emitió pronunciamiento sobre la normativa aplicable a los contratos 

financiados con préstamos y cooperación internacional. Dicho pronunciamiento analizó 

lo siguiente:  

 

“Sobre la aplicación del artículo 3 de la LOSNCP, la Procuraduría General del 

Estado ha sido consistente en señalar que, en los contratos financiados con 

préstamos y cooperación internacional se debe observar lo dispuesto en el 

respectivo convenio y únicamente en lo no previsto en él se debe estar a 1o 

contemplado en la LOSNCP. Así, en pronunciamiento contenido en oficio No. 

10080 de l0 de septiembre de 2020, este organismo analizó lo siguiente: 

 

‘(...) el convenio de financiamiento rige los contratos que se celebren, su 

amparo; en consecuencia, dicho convenio puede regular y establecer 

limitaciones o inhabilidades para contratar que serán obligatorias para 

aquellos contratos financiados con préstamos y cooperación 

internacional, conforme el citado artículo 3 de la LOSNCP y sólo en lo no 

previsto en él, se estará a lo dispuesto en la LOSNCP’. (el resaltado me 

corresponde) 

 

En el mismo sentido, en pronunciamiento contenido en oficio No. 17068 

de 29 de diciembre de 2021, esta procuraduría expresó: 

 

‘De lo manifestado se observa que: (...) vi) en los contratos financiados 

con préstamos y cooperación internacional se observará lo acordado en 

los respectivos convenios, las políticas de la entidad que otorga el 

financiamiento y los documentos precontractuales, y en lo no previsto en 

ellos la LOSNCP;’. 

 

En armonía con lo indicado, el segundo inciso del artículo 2 del 

RGLOSNCP establece que el régimen especial previsto en el artículo 3 de 

la LOSNCP se observará ‘independientemente que el financiamiento 

internacional sea total o parcial, siempre que se observen las condiciones 

previstas en el Convenio’.  

 

De lo expuesto se desprende que: i) para la aplicación de la LOSNCP y de los 

contratos que de ella deriven se debe observar, entre otros principios, el de 

legalidad; ii) las contrataciones que se financien con préstamos y cooperación 

internacional están sujetas a un régimen especial, previsto por los artículos 3 de 

159159



 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

MUNICIPIO DE QUITO 

0008766-2025 

Página. 8 

 

 

la LOSNCP y 2 de su RGLOSNCP, según el cual deben observar lo acordado en 

el respectivo convenio de financiamiento, las políticas de la entidad que otorga el 

financiamiento y los documentos precontractuales, independientemente de que 

dicho financiamiento sea total o parcial; y, iii) en aquello no previsto en los 

convenios de financiamiento suscritos se deben observar las disposiciones de la 

LOSNCP y su RGLOSNCP”. 

 

Luego del análisis pertinente, el citado pronunciamiento contenido en el oficio Nro. 

18103, de 18 de marzo de 2022, concluyó lo siguiente: 

 

“(…) el régimen especial de contratación previsto por los artículos 3 de la Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Publica y 2 de su Reglamento 

General es aplicable únicamente a los contratos que se celebren al amparo y 

conforme a los procedimientos reglados por los convenios suscritos con 

organismos multilaterales de crédito, de gobierno a gobierno, u organismos 

internacionales de cooperación que otorguen financiamiento, y que solo en lo no 

previsto en dichos convenios se observara la mencionada ley. (…)”  

 

De lo expuesto a lo largo del presente se desprende que: i) la contratación pública debe 

sujetarse al principio de juridicidad y a los principios constitucionales de eficiencia, 

transparencia, calidad, sostenibilidad e integridad; ii) los contratos legalmente celebrados 

constituyen ley para las partes y se rigen por las disposiciones vigentes a la fecha de su 

celebración; iii) las contrataciones financiadas con préstamos o cooperación internacional 

constituyen un régimen especial, conforme a los artículos 3 de la LOSNCP y 2 del 

RGLOSNCP; iv) en este régimen, las entidades públicas deben observar lo acordado en 

el convenio de financiamiento, las políticas del organismo financiador y los documentos 

precontractuales, independientemente de que el financiamiento sea total o parcial; y, v) 

únicamente en lo no previsto en dichos convenios resultan aplicables las disposiciones de 

la LOSNCP, su Reglamento General y la normativa secundaria expedida por el SERCOP. 

 

3.  Pronunciamiento.- 

 

En atención a los términos de la consulta se concluye que, de conformidad con los 

artículos 3 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y 2 de su 

Reglamento General, en los procedimientos de contratación pública que se financien 

mediante convenio con fondos provenientes de organismos multilaterales de crédito de 

los cuales el Ecuador sea miembro, así como en aquellas contrataciones que se realicen 

con fondos reembolsables, o no reembolsables provenientes de financiamiento de 

gobierno a gobierno u organismos internacionales de cooperación, deberá observarse lo 

establecido en las cláusulas de los respectivos convenios, incluso por sobre el contenido 

de la normativa nacional que regula la contratación pública. Únicamente en lo no previsto 

en dichos convenios resultarán aplicables la LOSNCP, su Reglamento General y la 

normativa complementaria vigente. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a 
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la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos 

institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de 

cualquier otra entidad pública que lo aplique. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
 

C.C. Señor José Julio Neira Hanze 

Director General del Servicio Nacional de Contratación Pública, Encargado  

 

 

 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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